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RESUMEN 

La presente investigación doctoral tiene como objetivo determinar de qué manera el 

desarrollo de los mecanismos jurídicos y notariales en la contratación por medios telemáticos 

incide en la protección constitucional y en la seguridad jurídica de las personas en situación 

de vulnerabilidad digital en el Ecuador. A partir de este análisis, se formula una propuesta 

teórica de iniciativa legislativa orientada a fortalecer dicha protección, con énfasis en las 

notarías públicas del cantón Quito y en el rol del notario como garante de la seguridad jurídica. 

El estudio se desarrolló mediante una metodología de enfoque mixto, de carácter 

analítico, crítico y explicativo. El componente cualitativo comprendió el análisis del marco 

normativo vigente y entrevistas semiestructuradas a doce profesionales del ámbito jurídico, 

entre notarios, jueces y abogados, procesadas mediante análisis temático y categorial. El 

componente cuantitativo se sustentó en encuestas aplicadas a notarías públicas y a su 

personal, con el fin de identificar percepciones, prácticas institucionales y limitaciones en la 

contratación telemática. La integración de ambos enfoques permitió la triangulación de 

resultados y la verificación de la hipótesis. 

Los resultados evidencian deficiencias normativas, institucionales y garantistas en la 

protección constitucional en entornos digitales, especialmente respecto de la verificación del 

consentimiento informado, la capacidad de las partes, la comprensión suficiente del acto o 

contrato, la gestión de documentos electrónicos y la capacitación en herramientas 

tecnológicas. Estas limitaciones afectan de manera diferenciada a quienes enfrentan barreras 

de acceso, uso o comprensión de la tecnología, comprometiendo la igualdad material, la no 

discriminación, la seguridad jurídica y la libertad del consentimiento. 

La investigación propone comprender la vulnerabilidad digital como una situación 

jurídico-constitucional relevante, no limitada a los grupos tradicionalmente reconocidos como 

vulnerables. Sobre esta base, se plantea un modelo de actuación notarial en entornos 

telemáticos y una iniciativa legislativa orientada a garantizar la tutela efectiva de los derechos 

fundamentales y fortalecer la seguridad jurídica en la contratación digital. 

 

Palabras clave: protección constitucional; personas en situación de vulnerabilidad 

digital; contratación por medios telemáticos; seguridad jurídica; derechos fundamentales.   
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ABSTRACT 

This doctoral research aims to determine how the development of legal and notarial 

mechanisms in telematic contracting affects the constitutional protection and legal certainty of 

persons in situations of digital vulnerability in Ecuador. Based on this analysis, the study 

proposes a theoretical legislative initiative aimed at strengthening such protection, with 

particular emphasis on public notaries in the canton of Quito and on the role of the notary as 

a guarantor of legal certainty. 

The research was conducted through a mixed-methods approach of an analytical, 

critical, and explanatory nature. The qualitative component included an examination of the 

current legal framework and semi-structured interviews with twelve legal professionals, 

including notaries, judges, and lawyers, processed through thematic and categorical analysis. 

The quantitative component was based on surveys administered to public notaries and their 

staff, in order to identify perceptions, institutional practices, and limitations in the 

implementation of telematic contracting. The integration of both approaches allowed for the 

triangulation of results and the verification of the research hypothesis. 

The findings reveal normative, institutional, and guarantee-related deficiencies in 

constitutional protection within digital environments, particularly regarding the verification of 

informed consent, the legal capacity of the parties, sufficient understanding of the act or 

contract, the management of electronic documents, and training in technological tools. These 

limitations have a differentiated impact on individuals facing barriers to accessing, using, or 

understanding technology, thereby affecting substantive equality, non-discrimination, legal 

certainty, and freedom of consent. 

The research proposes understanding digital vulnerability as a relevant legal-

constitutional situation, not limited to groups traditionally recognized as vulnerable. On this 

basis, it presents a model for notarial action in telematic environments and a legislative 

initiative aimed at ensuring the effective protection of fundamental rights and strengthening 

legal certainty in digital contracting. 

 

Keywords: constitutional protection; persons in situations of digital vulnerability; 

telematic contracting; legal certainty; fundamental rights. 
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CAPÍTULO I.  INTRODUCCIÓN  

1.1 Consideraciones Generales 

La contratación por medios digitales se ha consolidado como una modalidad cada 

vez más frecuente para la realización de actos y contratos con efectos jurídicos. No obstante, 

este proceso de transformación tecnológica también ha generado nuevos desafíos para la 

protección constitucional de las personas, especialmente de aquellas que enfrentan barreras 

relevantes en el acceso, uso o comprensión de la tecnología y que, por ello, se encuentran 

en situación de vulnerabilidad digital. En estos casos, la digitalización puede comprometer 

de manera diferenciada el ejercicio efectivo de derechos fundamentales, particularmente la 

igualdad material, la no discriminación, la libertad del consentimiento y la seguridad jurídica. 

En el contexto ecuatoriano, si bien existe un marco constitucional orientado a la 

protección de los derechos y a la garantía de la seguridad jurídica, persisten vacíos 

normativos, institucionales y operativos en la contratación por medios telemáticos, 

especialmente en escenarios donde intervienen personas con limitaciones para interactuar 

autónomamente con herramientas digitales. Esta realidad plantea la necesidad de examinar, 

desde una perspectiva constitucional, el alcance de la protección jurídica disponible y la 

suficiencia de los mecanismos actualmente existentes. 

En este marco, la función notarial adquiere especial relevancia, en tanto el notario, 

como garante de la fe pública y de la seguridad jurídica, está llamado a desempeñar un papel 

fundamental en la verificación de la identidad, la capacidad, la libertad y la comprensión de 

las partes en los actos y contratos celebrados por medios telemáticos. A partir de estas 

consideraciones, el presente capítulo expone los antecedentes de la investigación, el 

problema científico, el objeto de estudio, los objetivos, la justificación y la metodología que 

sustentan el desarrollo de la tesis. 

1.2 Antecedentes de la Investigación 

Los antecedentes de la investigación comprenden la revisión y el análisis de estudios 

previos, tesis doctorales, artículos científicos y literatura especializada relevantes para el 

problema objeto de estudio. Su función consiste en identificar los avances existentes, los 

enfoques predominantes y los vacíos teóricos y metodológicos que justifican el desarrollo de 

la presente investigación. En este sentido, los antecedentes permiten ubicar el tema dentro 

de una perspectiva crítica y contemporánea, así como sustentar el enfoque metodológico y 

la hipótesis planteada en la tesis.  

En una primera línea de análisis se encuentran los estudios vinculados con la 

protección de datos personales y los derechos en entornos digitales. En este ámbito destaca 
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la tesis doctoral de Gacitúa (2014), El Derecho Fundamental a la Protección de Datos 

Personales en el Ámbito de la Prevención y Represión Penal Europea, orientada al análisis 

del derecho fundamental a la protección de datos personales dentro de la cooperación policial 

y la prevención y represión penal en el derecho europeo. Este trabajo examina la relación 

entre libertades civiles, seguridad pública y tratamiento de datos personales, mostrando la 

necesidad de equilibrar la eficacia institucional con la protección de derechos fundamentales 

(Gacitúa, 2014; Piñar Mañas, 2009). Asimismo, analiza de forma sistemática el marco 

normativo europeo, la jurisprudencia y las políticas públicas aplicables, recurriendo a métodos 

deductivo, inductivo, analítico, sintético, comparativo, histórico y exegético (Gacitúa, 2014). 

Este antecedente resulta relevante porque evidencia que los procesos de transformación 

digital generan tensiones estructurales entre funcionalidad institucional y protección de 

derechos. Sin embargo, su objeto se circunscribe al ámbito penal europeo y no aborda la 

contratación telemática ni la función notarial desde una perspectiva constitucional aplicada al 

Ecuador.  

En una segunda línea se ubican los estudios sobre contratación electrónica. En 

particular, la tesis de Gómez Valenzuela (2019), El perfeccionamiento del contrato electrónico 

en el Derecho Internacional Privado Español, explora la aplicación de los principios generales 

del derecho en la contratación electrónica y examina la regulación de sus etapas formativas 

desde el Derecho Internacional Privado. La autora resalta la necesidad de identificar con 

precisión dichas etapas para brindar mayor seguridad a la contratación digital y analiza tanto 

los elementos formales como los volitivos del acto, con especial énfasis en la formación del 

consentimiento y el perfeccionamiento contractual (Gómez, 2019). Este antecedente es 

valioso para la presente investigación porque permite advertir que en los entornos digitales el 

consentimiento y la validez del acto requieren especial precisión jurídica. No obstante, su 

análisis se sitúa en la órbita del Derecho Internacional Privado y no desarrolla una lectura 

constitucional de la contratación telemática ni de su incidencia diferenciada en personas con 

barreras relevantes de acceso, uso o comprensión de la tecnología.  

Una tercera línea corresponde a los estudios sobre brecha digital. En este ámbito 

resulta especialmente relevante la investigación de Gómez, Alvarado, Martínez y Díaz (2018), 

La brecha digital: una revisión conceptual y aportaciones metodológicas para su estudio en 

México. Este trabajo analiza críticamente la brecha digital como expresión de desigualdad en 

el acceso y aprovechamiento social de las tecnologías de la información y comunicación, y 

plantea una aproximación multifactorial, contextual y multidisciplinaria para su estudio 

(Gómez et al., 2018). Los autores destacan que la sociedad de la información y del 

conocimiento ha generado nuevas oportunidades, pero también nuevas formas de exclusión 

social y tecnológica, vinculadas con factores económicos, educativos y culturales (Pérez, 
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2004; Masuda, 1981; Drucker, 2008; Gómez et al., 2018). Este antecedente es importante 

porque demuestra que la brecha digital no puede reducirse al acceso material a internet o a 

dispositivos, sino que comprende también condiciones de uso, comprensión y apropiación 

tecnológica. Sin embargo, no traslada este fenómeno al plano constitucional de la 

contratación telemática ni al rol institucional del notario como garante de seguridad jurídica.  

En el contexto ecuatoriano, los estudios recientes sobre servicios notariales 

telemáticos constituyen un antecedente directo para esta investigación. En particular, Salazar 

Carrillo (2024), en el artículo La escasa regulación de los servicios notariales telemáticos en 

el Ecuador: un análisis de su incidencia en la seguridad jurídica de los usuarios, sostiene que 

la regulación actual resulta insuficiente para garantizar plenamente la seguridad jurídica en 

este ámbito. La autora destaca que, pese a los avances normativos producidos desde 2020, 

el sistema sigue dependiendo en gran medida de protocolos temporales expedidos por el 

Consejo de la Judicatura, lo que genera limitaciones prácticas en la verificación de la 

identidad, la capacidad, la libertad y la ausencia de coacción de los comparecientes. 

Asimismo, concluye que la seguridad jurídica en estos actos depende en gran medida de la 

actuación diligente del notario, pero que el marco vigente todavía no ofrece una respuesta 

suficientemente robusta frente a los riesgos propios del entorno telemático (Salazar Carrillo, 

2024). Este estudio constituye un antecedente esencial, aunque su enfoque permanece 

predominantemente en el plano normativo y operativo, sin desarrollar una construcción 

constitucional integral que explique cómo estas deficiencias afectan de manera diferenciada 

a las personas en situación de vulnerabilidad digital.  

En esta misma línea, los criterios institucionales desarrollados por la Defensoría del 

Pueblo del Ecuador han señalado que los procesos de digitalización no pueden constituirse 

en factores de exclusión ni en barreras para el ejercicio de derechos fundamentales. En sus 

informes sobre acceso a la información pública, dicha institución ha insistido en la necesidad 

de garantizar accesibilidad, alternativas presenciales y mecanismos de asistencia para 

personas en situación de vulnerabilidad, en observancia del principio de igualdad material 

(Defensoría del Pueblo del Ecuador, 2025). Estos criterios resultan relevantes para la 

presente investigación, ya que proyectan la discusión hacia la obligación estatal de asegurar 

condiciones reales de acceso en entornos digitalizados, lo cual resulta plenamente aplicable 

al ámbito de la contratación telemática notarial.  

Desde otra perspectiva, diversos estudios han puesto de relieve que el desarrollo de 

las tecnologías de la información y comunicación no ha sido acompañado por una evolución 

normativa equivalente, generando un desfase entre el reconocimiento formal de derechos y 

su garantía efectiva en la práctica. Esta situación se manifiesta en desigualdades de acceso, 

analfabetismo digital y limitaciones en el uso de herramientas tecnológicas, factores que 
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inciden directamente en la capacidad real de las personas para participar en procesos de 

contratación telemática en condiciones de igualdad (CEPAL, 2012; Arellano-Sarasti, 2023; 

Salazar Carrillo, 2024). En este punto, la discusión sobre brecha digital se conecta 

directamente con la problemática constitucional de la igualdad material, la no discriminación 

y la seguridad jurídica en contextos digitalizados.  

Del análisis del estado del arte se desprende que existen aportes importantes en 

materia de protección de datos, contratación electrónica, brecha digital y regulación notarial 

telemática. Sin embargo, también se advierte una limitación común: la mayoría de 

investigaciones revisadas estudian estos fenómenos de manera fragmentada, sin integrar de 

forma sistemática el Derecho Constitucional, la función notarial, la realidad tecnológica y la 

situación de aquellas personas que enfrentan barreras digitales en contextos con efectos 

jurídicos. En particular, se observa que muchos estudios recurren a categorías tradicionales 

como “grupos vulnerables” o “grupos de atención prioritaria”, sin desarrollar una formulación 

específica que permita comprender las nuevas formas de afectación derivadas del entorno 

digital.  

En este marco, la presente investigación se posiciona como un aporte orientado a 

superar dichas limitaciones, proponiendo una aproximación integral que articula el Derecho 

Constitucional, la función notarial y la realidad tecnológica, así como la construcción de la 

categoría de personas en situación de vulnerabilidad digital como eje analítico para 

comprender nuevas dinámicas de afectación de derechos en la contratación por medios 

telemáticos. Esta categoría no se plantea como una simple extensión de los grupos 

tradicionalmente vulnerables reconocidos por la Constitución, sino como una formulación 

autónoma orientada a identificar situaciones estructurales de afectación en el acceso, uso o 

comprensión de la tecnología con incidencia en el ejercicio efectivo de derechos.  

En consecuencia, la presente tesis busca explicar cómo dichas barreras digitales 

comprometen de manera diferenciada la igualdad material, la no discriminación, la seguridad 

jurídica y la libertad del consentimiento en la contratación telemática, y propone una respuesta 

teórica y normativa desde una perspectiva constitucional y garantista. De este modo, el 

estudio no solo identifica vacíos normativos e institucionales existentes, sino que además 

desarrolla una construcción teórica orientada a fortalecer la protección constitucional en el 

contexto ecuatoriano.  

1.3 Análisis Crítico de los Antecedentes  

En el contexto de la presente tesis, los antecedentes revisados permiten advertir que 

la relación entre sociedad de la información, nuevas tecnologías y ejercicio de derechos ha 

sido ampliamente abordada desde diferentes perspectivas doctrinarias. En particular, los 
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estudios sobre brecha digital han puesto de relieve que las desigualdades en el acceso, uso 

y aprovechamiento de la tecnología constituyen un problema estructural que condiciona la 

participación efectiva de las personas en la sociedad digital (Martínez, 2020). Esta 

constatación resulta relevante para la presente investigación, en la medida en que evidencia 

que la digitalización no opera de manera neutra, sino que puede reproducir y profundizar 

desigualdades ya existentes. 

Desde esta perspectiva, la brecha digital no debe entenderse únicamente como una 

diferencia cuantitativa en el acceso a dispositivos o conectividad, sino como una 

manifestación compleja de desigualdad social, económica, cultural y cognitiva que incide en 

la capacidad real de las personas para intervenir en entornos digitales con efectos jurídicos 

(Martínez, 2020; Gómez et al., 2018). De ahí que la doctrina haya insistido en la necesidad 

de abordar este fenómeno desde enfoques multidisciplinarios, orientados no solo a ampliar 

el acceso a la tecnología, sino también a promover condiciones efectivas de inclusión digital 

(Masuda, 1981; Drucker, 2008). En este marco, la protección de datos personales, la 

seguridad jurídica y la garantía de derechos en entornos digitales se revelan como 

componentes inseparables de una respuesta jurídica adecuada (Gacitúa, 2014). 

A partir del examen de los antecedentes previamente descritos, es posible identificar 

que las investigaciones revisadas se han desarrollado principalmente desde tres enfoques: 

(i) la protección de datos personales y derechos en entornos digitales; (ii) la regulación de la 

contratación electrónica, especialmente desde el Derecho Internacional Privado; y (iii) el 

estudio de la brecha digital desde perspectivas socioeconómicas, tecnológicas y 

metodológicas. Estos enfoques han producido aportes valiosos, pero también muestran una 

limitación común: tienden a analizar el fenómeno de manera fragmentada, sin integrar de 

forma suficiente la dimensión constitucional, la función notarial y las barreras digitales que 

afectan el ejercicio efectivo de derechos en contextos de contratación telemática. 

Desde una perspectiva crítica, esta fragmentación responde en gran medida a una 

concepción tradicional del Derecho, que no ha incorporado plenamente las implicaciones 

estructurales del entorno digital en la configuración de las relaciones jurídicas. Como 

advierte Lessig (2006), la arquitectura digital condiciona el ejercicio de los derechos y 

modifica las formas en que los sujetos interactúan con el sistema jurídico. En consecuencia, 

no resulta suficiente estudiar por separado la protección de datos, la contratación electrónica 

o la brecha digital, sino que se requiere una aproximación integradora capaz de explicar 

cómo estos elementos convergen en la afectación diferenciada de derechos fundamentales 

dentro de la sociedad digital. 

En el caso ecuatoriano, si bien existen investigaciones recientes que analizan la 
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relación entre los servicios notariales telemáticos y la seguridad jurídica —como el estudio 

de Salazar Carrillo (2024)—, dichos trabajos se han desarrollado predominantemente desde 

una perspectiva descriptiva o dogmática centrada en la suficiencia regulatoria y en la 

operatividad del protocolo vigente. Esto significa que, aunque identifican vacíos normativos 

y limitaciones prácticas en la implementación del servicio, no desarrollan una construcción 

constitucional integral que permita explicar cómo estas deficiencias afectan de manera 

diferenciada a las personas que enfrentan barreras relevantes en el acceso, uso o 

comprensión de la tecnología. 

En este punto, la presente investigación identifica un vacío específico en la literatura: 

la ausencia de una categoría jurídica que permita analizar de forma adecuada a las personas 

en situación de vulnerabilidad digital dentro de la contratación por medios telemáticos. La 

mayoría de estudios revisados recurren todavía a categorías tradicionales como “grupos 

vulnerables” o “grupos de atención prioritaria”, sin desarrollar una formulación autónoma que 

explique las nuevas formas de afectación derivadas de barreras digitales en contextos con 

efectos jurídicos. Por ello, la tesis no propone una simple traslación de los grupos 

tradicionalmente vulnerables al entorno digital, sino una categoría específica orientada a 

identificar situaciones estructurales de afectación que comprometen la igualdad material, la 

no discriminación, la seguridad jurídica y la libertad del consentimiento. 

En consecuencia, la presente investigación doctoral se configura como una 

propuesta teórica innovadora, en tanto articula de manera sistemática el Derecho 

Constitucional, la función notarial y la realidad tecnológica, con el fin de explicar cómo la 

vulnerabilidad digital incide en la protección constitucional y en la seguridad jurídica dentro 

de la contratación por medios telemáticos en el Ecuador. De este modo, la tesis no solo 

busca superar la fragmentación de los estudios previos, sino también ofrecer una respuesta 

teórica y normativa orientada a fortalecer la tutela efectiva de los derechos fundamentales 

en el entorno digital. 

1.4 Situación problemática  

1.4.1 El problema de Investigación 

Durante las últimas décadas, la transformación digital de la sociedad ha incidido de 

manera significativa en el desarrollo económico, social y jurídico a nivel global. En este 

contexto, los Estados se han visto en la necesidad de adaptar sus marcos normativos e 

institucionales para responder a los cambios derivados del uso intensivo de las tecnologías 

de la información y comunicación (ITU, 2023). A nivel internacional, los Objetivos de 

Desarrollo Sostenible de la Organización de las Naciones Unidas, particularmente los 

objetivos 9 y 10, han destacado la necesidad de reducir las desigualdades, incluidas aquellas 
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relacionadas con el acceso y aprovechamiento de las tecnologías digitales, situación 

especialmente relevante para países en desarrollo como el Ecuador.  

En este escenario, la brecha digital se manifiesta en múltiples dimensiones —

geográficas, etarias, económicas, educativas y sociales— y da lugar a nuevas formas de 

desigualdad que inciden directamente en el ejercicio efectivo de derechos dentro de la 

sociedad digital (ITU, 2023). La digitalización ha ampliado las posibilidades de interacción, 

contratación y ejercicio de derechos, pero también ha generado barreras que afectan de 

manera diferenciada a quienes no cuentan con condiciones suficientes para acceder, usar o 

comprender adecuadamente las herramientas tecnológicas.  

Desde esta perspectiva, la presente investigación parte de la idea de que la 

vulnerabilidad adquiere una manifestación específica en el entorno digital. Por ello, se adopta 

la categoría de personas en situación de vulnerabilidad digital, entendidas como aquellas que 

enfrentan barreras relevantes en el acceso, uso, comprensión o interacción con la tecnología, 

de manera tal que se compromete el ejercicio efectivo de sus derechos en contextos 

jurídicamente relevantes. Esta categoría no se limita a los grupos tradicionalmente 

vulnerables reconocidos por la Constitución, aunque ciertamente puede incluirlos, sino que 

abarca a toda persona cuya capacidad real de participación en un entorno digital con efectos 

jurídicos se vea significativamente afectada por dichas barreras.  

En el caso ecuatoriano, si bien la Constitución de la República reconoce y protege 

derechos como la igualdad y la no discriminación, la seguridad jurídica, la protección de datos 

personales, el acceso a la información y otros derechos conexos (CRE, 2008, arts. 11, 16, 66 

y 82), y existen desarrollos normativos vinculados con la digitalización administrativa y el 

gobierno electrónico, estos avances no han sido acompañados de mecanismos jurídicos y 

notariales suficientemente específicos para garantizar la protección constitucional de las 

personas en situación de vulnerabilidad digital dentro de la contratación por medios 

telemáticos.  

Esta insuficiencia se evidencia de manera particular en el ámbito notarial. Conforme 

al Informe de Cumplimiento de la Resolución No. 001-2021 del Consejo de la Judicatura, con 

corte a octubre de 2022, únicamente dos notarías a nivel nacional reportaron la realización 

de actos telemáticos, lo cual demuestra el carácter incipiente de la implementación de estos 

mecanismos. Esta limitada adopción no solo refleja barreras normativas y estructurales, sino 

también dificultades prácticas relacionadas con el acceso a la tecnología, la alfabetización 

digital de los usuarios y la insuficiente capacitación institucional.  

En este marco, si bien la contratación por medios telemáticos constituye una 

herramienta que puede facilitar la realización de actos y contratos, también introduce riesgos 
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propios de su naturaleza, tales como la falta de comprensión suficiente del contenido 

contractual, la afectación de la libertad del consentimiento, la dificultad para verificar 

adecuadamente la capacidad de las partes, la ausencia de criterios uniformes sobre 

determinadas formas documentales y la exposición a escenarios de inseguridad jurídica. 

Estas dificultades adquieren especial intensidad cuando intervienen personas que enfrentan 

barreras digitales relevantes, pues en esos casos la contratación telemática puede pasar de 

ser un mecanismo de facilitación a convertirse en un factor de exclusión.  

La problemática adquiere especial relevancia en el ámbito notarial, en donde el 

notario, como fedatario público y garante de la seguridad jurídica, tiene la responsabilidad de 

verificar la legalidad de los actos, la capacidad de las partes y la existencia de un 

consentimiento libre e informado. Sin embargo, en el entorno telemático, el ejercicio de estas 

funciones enfrenta desafíos que todavía no han sido plenamente regulados ni desarrollados 

en el ordenamiento jurídico ecuatoriano. En particular, se han identificado limitaciones en los 

mecanismos de verificación de la identidad, la capacidad, la voluntad y la ausencia de 

coacción de las partes comparecientes, así como una dependencia normativa de protocolos 

temporales que no sustituyen una regulación integral del servicio notarial telemático (Salazar 

Carrillo, 2024).  

En consecuencia, el problema científico de la presente investigación se concreta en 

la insuficiencia de los mecanismos jurídicos y notariales en la contratación por medios 
telemáticos en el Ecuador y su incidencia en la protección constitucional y en la 
seguridad jurídica de las personas en situación de vulnerabilidad digital. 

Este problema no responde a una sola causa, sino a un conjunto de factores 

estructurales interrelacionados. Entre ellos destacan: (i) la insuficiente regulación específica 

de la contratación telemática en el ámbito notarial ecuatoriano; (ii) la limitada capacitación 

tecnológica de los operadores jurídicos; (iii) las barreras de acceso, uso y comprensión de las 

tecnologías por parte de los usuarios; y (iv) la ausencia de mecanismos suficientemente 

claros para garantizar la verificación del consentimiento informado y de la comprensión del 

acto en entornos digitales. Estas causas evidencian que la problemática no es únicamente 

normativa, sino también institucional, tecnológica y social, lo que justifica la necesidad de un 

enfoque integral en la presente investigación.  

A partir de este problema, se plantean las siguientes preguntas de investigación: 

1. ¿Cómo incide el desarrollo normativo e institucional de la contratación por medios 

telemáticos en la protección constitucional de las personas en situación de 

vulnerabilidad digital en el Ecuador?  
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2. ¿Cuál es el alcance y cuáles son las limitaciones del marco jurídico ecuatoriano para 

garantizar la igualdad material, la seguridad jurídica y la libertad del consentimiento 

en la contratación telemática?  

3. ¿En qué medida se garantiza la comprensión suficiente, la capacidad y la libertad de 

las partes en los actos y contratos celebrados por medios telemáticos?  

4. ¿Cuál es el rol del notario como garante de la seguridad jurídica en la contratación 

telemática frente a situaciones de vulnerabilidad digital?  

Las preguntas de investigación han sido formuladas de manera progresiva y 

articulada, con el propósito de analizar el fenómeno desde una perspectiva integral, 

abarcando tanto el marco constitucional como las condiciones normativas, institucionales y 

prácticas de la contratación telemática en el Ecuador, así como el papel del notario como 

garante de la seguridad jurídica en este ámbito. 

1.5 Objeto de Estudio 

La presente investigación tiene como objeto de estudio la protección constitucional 
y la seguridad jurídica de las personas en situación de vulnerabilidad digital en el 
contexto de la contratación por medios telemáticos en el Ecuador. 

En este marco, se analiza la forma en que el desarrollo normativo constitucional, en 

interacción con la función notarial, incide en la garantía de los derechos fundamentales de 

las personas que enfrentan barreras relevantes en el acceso, uso o comprensión de las 

tecnologías digitales en entornos con efectos jurídicos. 

El estudio se delimita al ámbito de las relaciones contractuales telemáticas, con 

especial atención al rol del notario como garante de la seguridad jurídica, considerando cómo 

las condiciones de vulnerabilidad digital pueden afectar de manera diferenciada el ejercicio 

efectivo de derechos fundamentales, particularmente la igualdad material, la no 

discriminación, la libertad del consentimiento y la seguridad jurídica. 

En consecuencia, el objeto de estudio se concreta en la interrelación entre el 

desarrollo normativo constitucional, la función notarial y las situaciones de vulnerabilidad 

digital, dentro del contexto específico de la contratación por medios telemáticos en el 

Ecuador. 

1.6 Objetivos de la investigación 

1.6.1 Objetivo General  

Determinar de qué manera el desarrollo de los mecanismos jurídicos y notariales en 

la contratación por medios telemáticos incide en la protección constitucional y en la seguridad 
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jurídica de las personas en situación de vulnerabilidad digital en el Ecuador y, a partir de ello, 

elaborar una propuesta teórica de iniciativa legislativa orientada a fortalecer dicha protección 

en las transacciones notariales telemáticas. 

1.6.2 Objetivos Específicos  

1. Analizar el marco constitucional y de derechos humanos aplicable a la protección de 

las personas en situación de vulnerabilidad digital en el contexto del uso de las 

tecnologías de la información y comunicación.  

2. Examinar el marco normativo vigente en el Ecuador en materia de contratación por 

medios telemáticos, con énfasis en su aplicación en las notarías públicas del cantón 

Quito.  

3. Determinar la incidencia del desarrollo de los mecanismos jurídicos y notariales en la 

protección constitucional y en la seguridad jurídica de las personas en situación de 

vulnerabilidad digital en las relaciones contractuales telemáticas.  

4. Elaborar una propuesta teórica de iniciativa legislativa orientada a fortalecer la 

protección constitucional, la seguridad jurídica y la tutela efectiva de derechos en la 

contratación telemática, considerando el rol del notario como garante de la fe pública. 

1.7 Justificación de la investigación (teórica, práctica, metodológica) 

La presente investigación se justifica desde una perspectiva teórica, práctica y 

metodológica, en atención a la creciente relevancia constitucional de la protección de las 

personas en situación de vulnerabilidad digital en el contexto de la contratación por medios 

telemáticos en el Ecuador. 

Justificación teórica 

Desde el ámbito teórico, la presente investigación se justifica en la necesidad de 

analizar, desde una perspectiva constitucional, las nuevas formas de afectación de derechos 

que surgen en el contexto de la transformación digital impulsada por las tecnologías de la 

información y comunicación, particularmente en relación con los actos y contratos celebrados 

por medios telemáticos. En este sentido, el estudio se inscribe en la evolución contemporánea 

del Derecho Constitucional frente a escenarios digitales que, junto con ampliar posibilidades 

de interacción y acceso, también generan nuevas barreras para el ejercicio efectivo de 

derechos fundamentales.  

En el ordenamiento ecuatoriano, la Constitución reconoce la igualdad y la no 

discriminación, la seguridad jurídica, la protección de datos personales, el acceso a la 

información y otros derechos con relevancia constitucional, así como la obligación estatal de 

adoptar medidas orientadas a enfrentar escenarios de desigualdad y exclusión. De igual 
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manera, los artículos 35 y 341 de la Constitución permiten comprender que el orden 

constitucional ecuatoriano reconoce la necesidad de una protección reforzada frente a 

situaciones de desventaja estructural. No obstante, la presente investigación no se limita a 

trasladar al entorno digital las categorías tradicionales de grupos de atención prioritaria, sino 

que parte de la necesidad de desarrollar una formulación específica para explicar nuevas 

situaciones de afectación derivadas de barreras tecnológicas con incidencia jurídica.  

En este marco, la investigación propone comprender la vulnerabilidad digital como 

una situación jurídicamente relevante, entendida como una formulación jurídica orientada a 

identificar a quienes enfrentan barreras relevantes en el acceso, uso o comprensión de la 

tecnología, de manera tal que se compromete el ejercicio efectivo de sus derechos en 

entornos con efectos jurídicos. Esta categoría no se configura como una simple prolongación 

de los grupos tradicionalmente vulnerables, aunque ciertamente puede incluir a personas 

pertenecientes a ellos, sino como una construcción autónoma, situacional y contextual, capaz 

de explicar nuevas formas de desigualdad en la sociedad digital.  

El aporte teórico de esta categoría radica en que permite vincular la desigualdad digital 

con la eficacia real de los derechos fundamentales, especialmente la igualdad material, la no 

discriminación, la seguridad jurídica y la libertad del consentimiento en la contratación por 

medios telemáticos. De este modo, la tesis supera los enfoques tradicionales que analizan 

por separado la brecha digital, la contratación electrónica o la regulación notarial, y propone 

una articulación sistemática entre Derecho Constitucional, tecnología y función notarial.  

Este desarrollo teórico cobra especial relevancia frente a investigaciones previas que, 

si bien han identificado problemas en la regulación de los servicios notariales telemáticos, no 

han elaborado una categoría constitucional específica para explicar la afectación diferenciada 

que producen las barreras digitales en sujetos concretos. En consecuencia, la presente 

investigación aporta una herramienta conceptual que permite comprender el problema desde 

una perspectiva constitucional y garantista, y sirve de base para la formulación del modelo 

teórico y de la propuesta legislativa desarrollados en la tesis. 

Justificación práctica 

Desde una perspectiva práctica, la presente investigación cobra relevancia en la 

medida en que aborda una problemática real vinculada con la protección constitucional y la 

seguridad jurídica en los actos y contratos celebrados por medios telemáticos, 

particularmente en el ámbito notarial. En este sentido, el estudio no se limita al análisis teórico 

del problema, sino que se proyecta hacia una respuesta concreta frente a las deficiencias 

identificadas en la contratación telemática en el Ecuador.  
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Desde esta óptica, la investigación incorpora una propuesta normativa específica, 

consistente en el diseño de un Proyecto de Ley Orgánica de Protección a las Personas en 

Situación de Vulnerabilidad Digital en el Ecuador, orientado a establecer un marco jurídico 

que garantice de manera más efectiva la protección constitucional en entornos digitales, 

especialmente en los procesos de contratación por medios telemáticos y en la actuación 

notarial.  

La propuesta busca superar las limitaciones actuales del ordenamiento jurídico 

ecuatoriano mediante la incorporación de principios, derechos, garantías y obligaciones 

orientadas a asegurar la accesibilidad, la inclusión digital, la comprensión suficiente del acto, 

la protección del consentimiento informado y el fortalecimiento de la seguridad jurídica en 

favor de las personas en situación de vulnerabilidad digital. De esta manera, la tesis no solo 

identifica un problema, sino que ofrece un instrumento normativo orientado a prevenir que la 

tecnología opere como un factor de exclusión en el ejercicio de derechos.  

En este marco, resulta fundamental considerar el rol del notario como garante de la fe 

pública y de la seguridad jurídica en las transacciones telemáticas, especialmente frente a 

escenarios en los que existen limitaciones no solo en la capacidad jurídica de las personas, 

sino también en su capacidad real y efectiva para acceder, comprender y utilizar herramientas 

tecnológicas. Este aspecto adquiere especial relevancia en el caso de personas adultas 

mayores, personas con discapacidad o personas con bajo nivel de alfabetización digital, sin 

que ello implique reducir la vulnerabilidad digital únicamente a dichos grupos, pues la 

presente investigación parte de que esta situación puede alcanzar a cualquier persona que 

enfrente barreras significativas en su interacción con la tecnología en contextos jurídicos 

relevantes.  

Asimismo, la investigación se vincula con la necesidad de garantizar principios y 

derechos fundamentales como la igualdad material, la no discriminación, la seguridad jurídica 

y la libertad del consentimiento, entendidos como presupuestos esenciales para que la 

digitalización del Derecho no genere nuevas formas de desigualdad, sino mecanismos 

efectivos de acceso y protección dentro del orden constitucional ecuatoriano. 

Justificación metodológica 

Desde el punto de vista metodológico, la presente investigación aporta al desarrollo 

de los estudios socio-jurídicos en el ámbito del Derecho Constitucional y de la transformación 

digital del Derecho, mediante la adopción de un enfoque mixto que integra técnicas 

cualitativas y cuantitativas. Este diseño permitió analizar la problemática desde una 

perspectiva normativa, empírica e institucional, lo cual resultaba necesario dada la 

complejidad del fenómeno estudiado. En efecto, la investigación no podía abordarse 
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únicamente desde el análisis dogmático de las normas ni solo desde la observación empírica 

de la práctica, sino desde la articulación de ambas dimensiones.  

El componente cualitativo se sustentó en la aplicación de entrevistas 

semiestructuradas a doce (N=12) profesionales del ámbito jurídico —notarios, jueces y 

abogados—, cuya información fue procesada mediante técnicas de análisis temático y 

categorial, permitiendo identificar patrones recurrentes, categorías emergentes y elementos 

interpretativos relevantes. Por su parte, el componente cuantitativo se desarrolló mediante 

encuestas dirigidas a notarías públicas y a su personal, orientadas a medir percepciones, 

prácticas institucionales y limitaciones en la implementación de la contratación telemática.  

La adopción de este enfoque metodológico también se justifica porque la investigación 

se centró en la respuesta jurídico-institucional del sistema frente a la protección de las 

personas en situación de vulnerabilidad digital en entornos telemáticos. Por ello, la selección 

de notarios, jueces, abogados, notarías y personal notarial resultó pertinente, en tanto se trata 

de los actores que intervienen directamente en la garantía de la seguridad jurídica y en la 

aplicación práctica de los mecanismos jurídicos analizados. En este sentido, la metodología 

elegida fue coherente con el objeto de estudio y con la naturaleza socio-jurídica de la 

investigación.  

La integración de ambos enfoques posibilitó la triangulación de resultados, 

fortaleciendo la validez interna de la investigación y permitiendo verificar la hipótesis 

planteada en relación con el impacto del desarrollo normativo e institucional en la protección 

constitucional y en la seguridad jurídica de las personas en situación de vulnerabilidad digital. 

Asimismo, el diseño metodológico contribuye a la construcción de un marco analítico y 

replicable para futuros estudios sobre vulnerabilidad digital, contratación electrónica y tutela 

de derechos en distintos contextos jurídicos.  

Finalmente, es importante considerar que la realidad del acceso a la tecnología, la 

conectividad y la alfabetización digital en el Ecuador presenta limitaciones estructurales en 

comparación con otras regiones. En este sentido, la Comisión Económica para América 

Latina y el Caribe ha señalado que la banda ancha debe ser considerada un bien público 

global, por constituir un elemento esencial para la inclusión social y el desarrollo económico 

(Bárcena, 2010). Este contexto refuerza la pertinencia del diseño metodológico adoptado, en 

tanto permite analizar empíricamente dichas brechas y su impacto en el ejercicio efectivo de 

derechos en entornos digitales. 

1.8 Diseño y Metodología  

La presente investigación adopta un enfoque metodológico mixto, con integración de 

componentes cualitativos y cuantitativos, en atención a la complejidad del fenómeno 



14 

estudiado. Este diseño permitió abordar la problemática desde una perspectiva normativa, 

empírica e institucional, articulando el análisis constitucional y jurídico con la observación de 

la práctica notarial y de las condiciones reales de implementación de la contratación por 

medios telemáticos en el Ecuador. 

En el plano cualitativo, la investigación se orientó a la comprensión e interpretación 

del problema a partir del análisis del marco constitucional y normativo aplicable, así como 

de la información obtenida mediante entrevistas semiestructuradas a actores jurídicos 

relevantes. En el plano cuantitativo, se recurrió a encuestas aplicadas a notarías públicas y 

a su personal, con el propósito de identificar percepciones, prácticas institucionales y 

limitaciones vinculadas con la prestación del servicio notarial telemático. 

La combinación de ambos componentes permitió desarrollar un proceso de 

investigación reflexivo, sistemático y crítico, adecuado para examinar la incidencia del 

desarrollo de los mecanismos jurídicos y notariales en la protección constitucional y en la 

seguridad jurídica de las personas en situación de vulnerabilidad digital. De este modo, la 

metodología adoptada no se limitó al examen abstracto de las normas, sino que integró 

también la dimensión práctica e institucional del fenómeno investigado. 

En consecuencia, el diseño metodológico de la tesis se estructuró de manera 

coherente con su objeto de estudio, con sus objetivos y con su hipótesis, permitiendo 

articular métodos, técnicas e instrumentos adecuados para el análisis de la contratación por 

medios telemáticos desde una perspectiva constitucional y garantista. 

1.8.1 Métodos Teóricos 

En la presente investigación se emplearon métodos teóricos propios de la 

investigación jurídica y socio-jurídica, orientados a examinar la protección constitucional y la 

seguridad jurídica de las personas en situación de vulnerabilidad digital en la contratación por 

medios telemáticos en el Ecuador. 

En primer lugar, se utilizó el método analítico, el cual permitió descomponer el 

fenómeno investigado en sus distintos elementos constitutivos, particularmente en lo relativo 

al marco constitucional, la función notarial, la contratación telemática y las barreras digitales 

que inciden en el ejercicio efectivo de derechos. Este método hizo posible examinar cada uno 

de estos componentes de manera diferenciada, con el propósito de comprender su 

interrelación dentro del problema planteado. 

En segundo lugar, se aplicó el método crítico, orientado a evaluar la suficiencia del 

marco normativo e institucional vigente frente a las exigencias que plantea la contratación por 

medios telemáticos en contextos de vulnerabilidad digital. A través de este método se 
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analizaron las limitaciones de la regulación actual, así como las insuficiencias existentes en 

la protección de la igualdad material, la no discriminación, la seguridad jurídica y la libertad 

del consentimiento en el entorno digital. 

Adicionalmente, el análisis normativo se apoyó en una perspectiva dogmático-jurídica, 

que permitió interpretar el contenido de la Constitución, la legislación vigente y la normativa 

relacionada con la contratación telemática y la función notarial, a fin de determinar su alcance, 

sus limitaciones y su compatibilidad con los principios constitucionales aplicables. 

Por otra parte, en el proceso de interpretación de los hallazgos empíricos se incorporó 

una lógica inductiva, en la medida en que permitió construir conclusiones generales a partir 

de la información obtenida en entrevistas, encuestas y observación del fenómeno en el ámbito 

notarial. Esta lógica de razonamiento contribuyó a vincular la evidencia empírica con la 

formulación del modelo teórico y de la propuesta legislativa desarrollados en la tesis. 

En conjunto, estos métodos teóricos y criterios de razonamiento permitieron 

desarrollar una aproximación sistemática, reflexiva y crítica del problema de investigación, 

articulando el análisis doctrinal y normativo con la interpretación de la realidad empírica 

observada en el contexto ecuatoriano.     

1.8.2 Diseño de Investigación 

La presente investigación adopta un diseño metodológico mixto, en atención a la 

complejidad del fenómeno estudiado y a la necesidad de articular el análisis normativo-

constitucional con la observación empírica de la práctica notarial en entornos telemáticos. 

En el componente cualitativo, la investigación se apoyó en criterios propios de la 

teoría fundamentada, entendida, en términos de Charmaz (2005), como una orientación 

analítica que permite recolectar, interpretar y sistematizar datos con el propósito de 

desarrollar categorías conceptuales y construir explicaciones teóricas a partir de la realidad 

estudiada. En este sentido, la teoría fundamentada no fue asumida como diseño total de la 

tesis, sino como una herramienta de análisis cualitativo útil para identificar patrones, 

categorías emergentes y relaciones conceptuales relevantes en las entrevistas aplicadas a 

actores jurídicos. 

Por su parte, en el componente cuantitativo se empleó un diseño no experimental de 

corte transversal, en tanto la información fue recolectada en un momento determinado y 

analizada sin manipulación de variables, con el objetivo de describir percepciones, prácticas 

institucionales y limitaciones relacionadas con la contratación por medios telemáticos en el 

ámbito notarial. 

La integración de ambos componentes dentro del enfoque mixto permitió examinar 
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el fenómeno desde una perspectiva complementaria, articulando la comprensión cualitativa 

del problema con la descripción empírica de sus manifestaciones prácticas. De este modo, 

el diseño adoptado resultó coherente con el objeto de estudio, con la hipótesis planteada y 

con la finalidad de desarrollar una propuesta teórica y normativa desde una perspectiva 

constitucional y garantista.  

1.8.3 Población y Muestra 

Al tratarse de una investigación de carácter socio-jurídico y de naturaleza novedosa, 

se consideró como población de estudio a las ochenta y seis (86) notarías públicas del cantón 

Quito, en tanto constituyen el universo institucional dentro del cual se desarrolla la actividad 

notarial objeto de análisis. 

En el ámbito examinado, se optó por un muestreo no probabilístico de tipo intencional 

o por criterio, conforme a la metodología de investigación aplicada a las ciencias sociales 

(Hernández et al., 2014), por resultar adecuado para el estudio de fenómenos emergentes en 

los que se requiere seleccionar unidades con características específicas relevantes para el 

objeto de investigación. 

Como resultado de este criterio metodológico, se determinó una muestra de treinta y 

tres (33) notarías del cantón Quito, seleccionadas en función de su vinculación con la 

contratación por medios telemáticos y de su capacidad operativa para aportar información 

pertinente al fenómeno estudiado. De manera específica, la muestra se compone de: 

• diez (10) notarías que habían desarrollado prácticas vinculadas a la contratación 

telemática;  

• veintitrés (23) notarías que no realizaban actos telemáticos al momento del estudio.  

Estas últimas fueron incorporadas a partir de un proceso de invitación general a las 

notarías del cantón Quito, participando aquellas que manifestaron su disponibilidad. Esta 

incorporación permitió ampliar el análisis hacia las barreras estructurales, tecnológicas y 

organizacionales que limitan la adopción de estos mecanismos en el ámbito notarial. 

Es importante precisar que, conforme al Informe de Cumplimiento de la Disposición 

General Segunda de la Resolución 001-2021, con corte a octubre de 2022, emitido por el 

Consejo de la Judicatura, a nivel nacional únicamente dos notarías reportaron la realización 

de actos notariales mediante herramientas telemáticas, lo que evidencia el carácter incipiente 

de la implementación de estos servicios en el sistema notarial ecuatoriano. 

En contraste, el levantamiento empírico realizado en 2023 permitió identificar una 

evolución progresiva en el cantón Quito, donde aproximadamente diez notarías habían 

incorporado prácticas vinculadas a la contratación telemática, aunque su desarrollo seguía 



17 

siendo limitado. En virtud de ello, las notarías con experiencia en actos telemáticos fueron 

incorporadas en su totalidad dentro de la muestra, en calidad de casos críticos, por concentrar 

la experiencia práctica directa en la implementación de estos mecanismos. 

En relación con la distribución territorial de la muestra, es importante precisar que esta 

no respondió a un criterio de representatividad geográfica estadística, sino a un criterio 

funcional e intencional vinculado al fenómeno investigado. Del total de notarías 

seleccionadas, siete correspondían al sector sur de Quito, una al centro, tres a parroquias 

rurales y las restantes al sector norte de la ciudad. La mayor presencia de notarías del norte 

obedeció a una razón empírica concreta: al momento de la aplicación de la encuesta, eran 

las que en mayor medida prestaban efectivamente el servicio notarial telemático, además de 

encontrarse en una zona donde se concentra una parte importante de la actividad económica 

y financiera del Distrito Metropolitano de Quito. Por ello, su inclusión respondió a la necesidad 

de estudiar el fenómeno allí donde tenía mayor desarrollo práctico. 

Por su parte, la incorporación de notarías que no implementaban el servicio telemático 

permitió identificar factores estructurales como limitaciones tecnológicas, niveles de 

capacitación y condiciones institucionales que inciden en la baja adopción del servicio, 

aportando así una visión más integral del fenómeno. Esta decisión metodológica respondió a 

la necesidad de analizar la contratación telemática tanto desde su implementación como 

desde su ausencia, lo que permitió una comprensión más amplia de las barreras digitales en 

el ámbito notarial y fortaleció el carácter explicativo de la investigación. 

En consecuencia, la muestra utilizada no persigue representatividad estadística, sino 

representatividad teórica y funcional del fenómeno analizado, conforme a los principios de la 

investigación cualitativa y mixta, garantizando la validez interna, la coherencia metodológica 

y la pertinencia con los objetivos de la tesis. 

Finalmente, los datos obtenidos mediante encuestas y entrevistas fueron analizados 

a través de técnicas descriptivas e interpretación cualitativa, permitiendo identificar patrones, 

relaciones y categorías relevantes en torno a la protección constitucional y la seguridad 

jurídica de las personas en situación de vulnerabilidad digital en la contratación por medios 

telemáticos. 
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Tabla 1. 
Histórico nacional de actos notariales telemáticos reportados hasta octubre de 2022 

 

Nota: Consejo de la Judicatura, (2022) 

Análisis e interpretación 

Como se observa en la tabla correspondiente al histórico de actos notariales 

telemáticos a nivel nacional, el número de actuaciones reportadas hasta octubre de 2022 

resulta significativamente reducido, evidenciándose que únicamente dos notarías registraron 

la ejecución de actos notariales mediante medios electrónicos.  

En el caso del cantón Quito, se identifica la participación de la Notaría Sexagésima 

Cuarta, lo que permite inferir que la implementación del servicio notarial telemático se 

encontraba, para ese momento, en una fase incipiente y de adopción limitada. Asimismo, el 

reducido número total de actos registrados —quince (15) a nivel nacional— corrobora la 

existencia de barreras estructurales, tecnológicas y normativas que han dificultado la 

consolidación de la contratación telemática en el Ecuador.  

En este escenario, la evidencia institucional confirma que la contratación telemática 

notarial constituía un fenómeno emergente y aún no generalizado dentro del sistema notarial 

ecuatoriano. El levantamiento empírico realizado en 2023 permitió, sin embargo, identificar 

una evolución progresiva en el cantón Quito, donde un mayor número de notarías comenzó 

a implementar estos mecanismos, aunque su desarrollo seguía siendo limitado.  

En consecuencia, la información presentada no solo contextualiza el estado inicial del 

servicio notarial telemático, sino que también justifica metodológicamente la utilización de un 

muestreo intencional, orientado a examinar notarías con distintos niveles de implementación 
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tecnológica, permitiendo comprender tanto las prácticas existentes como las limitaciones 

estructurales del sistema. 

1.8.4 Técnicas e instrumentos 

En el marco de la presente investigación se adoptó un enfoque metodológico mixto, 

con predominio cualitativo, orientado a comprender de manera integral el fenómeno de la 

contratación por medios telemáticos en el ámbito notarial ecuatoriano, así como su 

incidencia en la protección constitucional y en la seguridad jurídica de las personas en 

situación de vulnerabilidad digital. Para ello, se emplearon como técnicas principales de 

recolección de información la encuesta y la entrevista semiestructurada, seleccionadas por 

su pertinencia para obtener tanto datos cuantificables como apreciaciones cualitativas de 

los actores jurídicos involucrados. 

La técnica de la encuesta fue aplicada a las notarías que conforman la muestra de 

estudio, con el objetivo de recopilar información sistematizada sobre el uso de herramientas 

telemáticas, el nivel de implementación de la contratación electrónica, las barreras 

tecnológicas existentes y la percepción institucional sobre la protección de derechos en 

entornos digitales. Para ello, se diseñó un cuestionario estructurado con preguntas cerradas 

y de opción múltiple, lo que permitió obtener datos comparables y susceptibles de 

procesamiento estadístico. 

Los datos obtenidos mediante las encuestas fueron codificados, organizados y 

procesados con apoyo de herramientas informáticas como Microsoft Excel y el programa 

estadístico SPSS, lo cual facilitó la elaboración de tablas, gráficos y análisis descriptivos 

orientados a identificar tendencias, patrones y relaciones relevantes para la investigación. 

Por su parte, la entrevista semiestructurada fue aplicada a doce (N=12) actores clave 

del sistema jurídico, específicamente notarios públicos, jueces y abogados en libre ejercicio, 

quienes, desde su experiencia profesional, han tenido contacto directo con la 

implementación de herramientas tecnológicas en la función notarial y judicial. La inclusión 

de jueces se justifica por su participación en audiencias telemáticas y en el uso del 

expediente electrónico, lo cual les ha permitido identificar dificultades prácticas relacionadas 

con la conectividad, el uso de plataformas digitales y la disponibilidad de firma electrónica. 

Las entrevistas fueron diseñadas con base en un guion previamente estructurado, 

orientado a explorar aspectos relacionados con la contratación electrónica, la validez de los 

documentos electrónicos, el uso de la firma electrónica, la prueba digital, las barreras 

tecnológicas en el acceso a servicios jurídicos y la identificación de situaciones de 

vulnerabilidad digital, así como las posibles soluciones desde el ámbito jurídico y notarial. 

La información recopilada fue procesada mediante análisis temático y categorial, 
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permitiendo identificar patrones recurrentes, categorías emergentes y elementos 

interpretativos relevantes para la construcción teórica de la investigación. 

Adicionalmente, se realizó una revisión documental de normativa, doctrina y fuentes 

institucionales, entre ellas informes del Consejo de la Judicatura sobre la implementación de 

actos notariales telemáticos, lo cual permitió contextualizar empíricamente el estado actual 

del sistema notarial en el Ecuador y contrastar los resultados obtenidos en el trabajo de 

campo. 

En conjunto, la aplicación de estas técnicas e instrumentos permitió la triangulación 

de la información obtenida, fortaleciendo la validez interna de la investigación y 

contribuyendo a la verificación de la hipótesis planteada, con rigor científico y coherencia 

metodológica propios de una investigación doctoral en el ámbito jurídico. 

1.8.5 Validación de los instrumentos de investigación 

Previo a la aplicación definitiva de los instrumentos de recolección de datos, se 

desarrolló un proceso de validación preliminar mediante una prueba piloto aplicada a un 

grupo reducido de profesionales del ámbito jurídico, incluyendo notarios y abogados con 

experiencia en contratación telemática. 

Esta fase permitió evaluar la claridad, pertinencia y coherencia de los ítems 

planteados, así como identificar posibles ambigüedades en su redacción y verificar su 

adecuación al objeto de estudio. Como resultado de este proceso, se realizaron ajustes 

orientados a mejorar la precisión conceptual de las preguntas y a facilitar su comprensión 

por parte de los participantes. 

Asimismo, la validación de los instrumentos se apoyó en el juicio de dos docentes 

universitarios con posgrado en Derecho, quienes revisaron su validez de contenido, su 

pertinencia metodológica y su coherencia con los objetivos de la investigación. Esta revisión 

permitió fortalecer la idoneidad de los instrumentos y asegurar que las preguntas elaboradas 

resultaran adecuadas para examinar la problemática investigada. 

En este sentido, la validación no se orientó únicamente a una revisión formal de los 

instrumentos, sino también a asegurar su adecuación metodológica y contextual dentro de 

una investigación socio-jurídica. Este procedimiento permitió fortalecer la calidad de la 

información obtenida y garantizar la idoneidad de los instrumentos empleados en el trabajo 

de campo. 
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1.8.6 Integración metodológica de enfoques 

Enfoques de investigación 

La presente investigación doctoral adopta un enfoque metodológico mixto, con 

predominio cualitativo, orientado a analizar de manera integral la protección constitucional y 

la seguridad jurídica de las personas en situación de vulnerabilidad digital en el contexto de 

la contratación por medios telemáticos en el Ecuador. 

La adopción de este enfoque responde a la complejidad del fenómeno objeto de 

estudio, el cual involucra, por una parte, dimensiones empíricas y cuantificables, como el nivel 

de conocimiento, uso y capacitación en herramientas digitales por parte de las notarías y su 

personal; y, por otra, dimensiones cualitativas e interpretativas, vinculadas con la 

comprensión jurídica del problema, la experiencia profesional de los actores del sistema y la 

valoración institucional de los riesgos que plantea la contratación telemática. 

En el componente cuantitativo, la investigación se orientó a describir y medir 

percepciones, prácticas institucionales y niveles de formación tecnológica de notarios y 

personal notarial respecto de la contratación telemática. Por su parte, el componente 

cualitativo se centró en el análisis de los discursos, experiencias y criterios de actores 

jurídicos relevantes, mediante la aplicación de entrevistas semiestructuradas a doce (N=12) 

expertos, entre ellos jueces, notarios y abogados en libre ejercicio. 

La articulación de ambos componentes permitió desarrollar un proceso de 

triangulación metodológica, mediante el contraste entre datos empíricos, percepciones 

institucionales y análisis jurídico-constitucional. Esta integración fortaleció la validez interna 

de la investigación y contribuyó a una comprensión más completa de los desafíos normativos, 

institucionales, tecnológicos y sociales asociados al fenómeno estudiado. 

En consecuencia, la integración metodológica de enfoques permitió examinar el 

problema no solo desde la descripción de prácticas y percepciones, sino también desde su 

interpretación constitucional y garantista, lo cual resultó indispensable para sustentar el 

modelo teórico y la propuesta legislativa desarrollados en la tesis. 

Métodos de investigación 

En el marco del componente cuantitativo, se aplicaron encuestas de carácter 

descriptivo a una muestra de treinta y tres (33) notarías del cantón Quito, seleccionadas 

mediante un muestreo no probabilístico de tipo intencional, en atención a su vinculación con 

la problemática investigada. 

La unidad institucional de análisis corresponde a las notarías seleccionadas, mientras 

que la unidad de respuesta estuvo conformada por cuarenta y tres (43) participantes, entre 



22 

notarios y personal notarial, quienes proporcionaron información empírica relevante sobre la 

implementación de la contratación telemática y sobre las condiciones institucionales de 

protección en este ámbito. 

Los datos obtenidos fueron analizados mediante estadística descriptiva, utilizando 

herramientas informáticas como Microsoft Excel y el programa estadístico SPSS, con el 

propósito de identificar patrones, tendencias y relaciones en torno al uso de herramientas 

digitales, la capacitación tecnológica y la percepción institucional sobre la contratación 

telemática en el ámbito notarial. 

En el componente cualitativo, se realizaron entrevistas semiestructuradas a actores 

clave del sistema jurídico, seleccionados en función de criterios de pertinencia y experiencia. 

La recolección de información se desarrolló hasta alcanzar un nivel de saturación teórica, es 

decir, hasta el momento en que las respuestas dejaron de aportar elementos sustancialmente 

nuevos para la comprensión del fenómeno investigado. 

Las entrevistas fueron transcritas y analizadas mediante análisis temático y categorial, 

apoyándose en criterios analíticos inspirados en la teoría fundamentada, lo cual permitió 

identificar categorías conceptuales, patrones recurrentes y propuestas normativas 

emergentes dentro de las narrativas de los participantes. 

La integración de ambos componentes mediante triangulación metodológica permitió 

identificar convergencias y divergencias relevantes, fortaleciendo la interpretación del 

fenómeno y la validez interna de los resultados. En este sentido, el diseño metodológico 

adoptado se orienta al contraste de la hipótesis de investigación, mediante la articulación de 

métodos normativos, empíricos y analíticos, lo que permite evaluar de manera integral el 

impacto del desarrollo normativo e institucional en la protección constitucional y en la 

seguridad jurídica de las personas en situación de vulnerabilidad digital en entornos 

telemáticos. 
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Esquema visual del aparato metodológico 

Gráfico 1. 
Esquema visual del aparato metodológico 

 

Nota: Elaboración propia 

1.8.7 Hipótesis de la investigación 

En el marco de la presente investigación doctoral, se plantea la siguiente hipótesis: 
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El insuficiente desarrollo normativo e institucional de los mecanismos jurídicos y 

notariales en la contratación por medios telemáticos en el Ecuador afecta la protección 

constitucional de las personas en situación de vulnerabilidad digital y compromete la 

seguridad jurídica de las transacciones realizadas en las notarías públicas. 

En este sentido, la hipótesis establece una relación de carácter explicativo entre el 

nivel de desarrollo normativo e institucional de la contratación telemática y sus efectos en la 

protección constitucional y en la seguridad jurídica, particularmente respecto de las personas 

que enfrentan barreras relevantes en el acceso, uso o comprensión de la tecnología en 

entornos con efectos jurídicos. 

Variables de la investigación 

Para efectos de su análisis metodológico y contraste empírico, se identifican las 

siguientes variables: 

Variable independiente: 

Nivel de desarrollo normativo e institucional de los mecanismos jurídicos y notariales 

en la contratación por medios telemáticos en el Ecuador. 

Variable dependiente: 

Nivel de protección constitucional de las personas en situación de vulnerabilidad 

digital. 

Variable interviniente: 

Nivel de seguridad jurídica en las transacciones notariales realizadas por medios 

telemáticos. 

La hipótesis formulada establece una relación explicativa entre el desarrollo de los 

mecanismos jurídicos y notariales en la contratación telemática y la protección constitucional 

de las personas en situación de vulnerabilidad digital, mediada por la seguridad jurídica en 

las transacciones notariales. En este marco, el objetivo general de la investigación se orienta 

al contraste de dicha relación, a partir del análisis normativo, doctrinal y empírico, y, con base 

en los resultados obtenidos, a la formulación de una iniciativa legislativa que contribuya a 

superar las deficiencias identificadas. 

1.8.8 Limitaciones del estudio 

La presente investigación presenta ciertas limitaciones inherentes a su alcance 

metodológico, empírico y contextual, las cuales deben ser consideradas para una adecuada 

interpretación de los resultados. 
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En primer lugar, el estudio se delimitó territorialmente al cantón Quito, por lo que los 

hallazgos obtenidos permiten identificar tendencias relevantes en el ámbito notarial 

ecuatoriano, pero su extrapolación al conjunto del país debe realizarse con cautela. Esta 

delimitación respondió a que el cantón Quito constituye el espacio donde se concentra una 

parte importante de la actividad notarial y donde, al momento del levantamiento de la 

información, se identificaba el desarrollo más visible del servicio notarial telemático. No 

obstante, esta circunscripción territorial implica que la investigación no incorpora de manera 

directa realidades notariales de otras zonas del país, particularmente de regiones en las que 

pueden presentarse condiciones diferenciadas de acceso tecnológico, conectividad o 

vulnerabilidad estructural, como ocurre en ciertos contextos rurales, amazónicos o de la Sierra 

Centro. 

En segundo lugar, el carácter aún incipiente de la implementación de la contratación 

por medios telemáticos en el Ecuador limitó la disponibilidad de datos estadísticos oficiales 

consolidados, lo que hizo necesario complementar la información con levantamiento empírico 

propio, particularmente mediante encuestas y entrevistas aplicadas a actores clave del 

sistema jurídico. 

En tercer lugar, la investigación se centró en la respuesta jurídico-institucional del 

sistema, razón por la cual las entrevistas fueron realizadas a notarios, jueces y abogados, y 

las encuestas a notarías y personal notarial. En consecuencia, no se incluyó de manera 

directa a personas en situación de vulnerabilidad digital como sujetos entrevistados o 

encuestados, lo cual constituye una delimitación metodológica del estudio. No obstante, esta 

decisión respondió a la naturaleza del objeto investigado y permitió analizar el fenómeno 

desde la perspectiva de los actores encargados de garantizar la protección constitucional y 

la seguridad jurídica en entornos telemáticos. 

En cuarto lugar, la utilización de técnicas cualitativas, como la entrevista 

semiestructurada, implica la incorporación de percepciones y valoraciones de los 

participantes, lo cual constituye una característica propia de este tipo de enfoque. Sin 

embargo, esta circunstancia fue mitigada mediante la triangulación metodológica, 

combinando fuentes normativas, doctrinales y empíricas, con el propósito de fortalecer la 

validez interna de la investigación. 

Finalmente, debe considerarse que el dinamismo propio de las tecnologías de la 

información y comunicación puede generar cambios acelerados tanto en los marcos 

normativos como en las prácticas institucionales, lo que podría incidir en la actualización 

futura de algunos resultados, interpretaciones y conclusiones aquí expuestos. 



26 

A pesar de estas limitaciones, la investigación ofrece un análisis riguroso, pertinente 

y fundamentado, que contribuye al desarrollo del conocimiento jurídico en materia de 

protección constitucional, seguridad jurídica y contratación por medios telemáticos, 

particularmente en relación con las personas en situación de vulnerabilidad digital en el 

Ecuador. Asimismo, deja abierta la posibilidad de que futuras investigaciones amplíen el 

estudio a otras regiones del país y a poblaciones con condiciones territoriales, culturales y 

tecnológicas diversas, a fin de profundizar la comprensión nacional del fenómeno. 
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CAPÍTULO II.  MARCO TEÓRICO 

2.1 Consideraciones Generales  

La presente investigación se inscribe en una perspectiva jurídico-constitucional que 

concibe el Derecho como un sistema dinámico, influido por transformaciones sociales y 

tecnológicas, en el cual los derechos fundamentales deben ser interpretados y aplicados a 

la luz de los nuevos contextos digitales. En este marco, la digitalización de las relaciones 

jurídicas no solo amplía posibilidades de interacción y acceso, sino que también genera 

nuevas formas de desigualdad y barreras que inciden en el ejercicio efectivo de los derechos. 

Desde esta perspectiva, el capítulo II desarrolla el marco teórico de la investigación, 

entendido como la base doctrinaria, conceptual y normativa que sustenta el análisis del 

problema planteado. Su finalidad no es únicamente sistematizar antecedentes o conceptos, 

sino construir el soporte teórico desde el cual se examina la protección constitucional y la 

seguridad jurídica de las personas en situación de vulnerabilidad digital en la contratación 

por medios telemáticos en el Ecuador. 

En este contexto, el capítulo articula tres ejes fundamentales. En primer lugar, el 

constitucionalismo contemporáneo y garantista, que permite comprender la centralidad de 

los derechos fundamentales y la obligación de asegurar su eficacia material en escenarios 

de transformación tecnológica. En segundo lugar, la brecha digital y la vulnerabilidad digital, 

como fenómenos estructurales que explican nuevas formas de desigualdad en el acceso, 

uso y comprensión de la tecnología. Y, en tercer lugar, la función notarial como garantía 

institucional de la seguridad jurídica, cuya proyección al entorno telemático exige respuestas 

normativas y operativas acordes con las exigencias del orden constitucional. 

La importancia de este marco teórico radica en que permite situar la investigación 

dentro del debate actual sobre la relación entre Derecho, tecnología y derechos 

fundamentales, precisando las categorías conceptuales que orientan el análisis y delimitando 

los presupuestos teóricos sobre los cuales se construye la tesis. En particular, resulta 

necesario determinar si el desarrollo normativo e institucional vigente ofrece una protección 

suficiente frente a las barreras digitales que pueden afectar la igualdad material, la no 

discriminación, la libertad del consentimiento y la seguridad jurídica en la contratación 

telemática. 

En el caso ecuatoriano, el incremento del acceso a internet y la expansión del uso de 

tecnologías telemáticas han transformado progresivamente la forma en que se prestan 

servicios y se desarrollan relaciones con efectos jurídicos. Sin embargo, este avance no 

garantiza por sí mismo condiciones de acceso real e igualitario para todas las personas, pues 

persisten diferencias relevantes en el conocimiento, uso y comprensión de las herramientas 
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digitales. En consecuencia, el desafío constitucional no radica únicamente en ampliar la 

digitalización, sino en asegurar que esta no se convierta en un mecanismo de exclusión o en 

un factor de debilitamiento de la seguridad jurídica. 

Con base en lo anterior, el presente capítulo examina el marco constitucional, la 

normativa vigente, la doctrina y los criterios jurisprudenciales relevantes para determinar en 

qué medida el ordenamiento jurídico ecuatoriano protege adecuadamente a las personas en 

situación de vulnerabilidad digital dentro de la contratación por medios telemáticos, o si, por 

el contrario, resulta necesario fortalecer dicha protección mediante nuevas categorías 

teóricas y respuestas normativas específicas. 

2.2 Marco Histórico 

El Derecho Constitucional, como disciplina jurídica, no se limita al estudio de la 

Constitución en su dimensión meramente formal. En este sentido, Rivas (2006) sostiene que 

una comprensión restringida al texto constitucional impediría advertir su verdadero ámbito 

de acción, que incluye tanto la organización del poder estatal como las transformaciones 

sociales e institucionales que condicionan su funcionamiento. Esta perspectiva resulta 

especialmente relevante para la presente investigación, en la medida en que la digitalización 

de la vida social y jurídica plantea nuevos desafíos para la interpretación y aplicación de los 

derechos en contextos tecnológicos.  

En el caso ecuatoriano, la Constitución de la República del Ecuador de 2008 

consolidó el tránsito desde una concepción clásica de Estado de Derecho hacia un Estado 

constitucional de derechos y justicia, en el que la persona y la eficacia material de sus 

derechos ocupan una posición central dentro del ordenamiento jurídico (Tremolada y 

Martínez, 2014). Este cambio supuso una transformación sustancial en la función de la 

Constitución, ya no solo como norma de organización del poder, sino también como 

parámetro de validez, interpretación y garantía de derechos. En esta línea, puede afirmarse 

que el constitucionalismo ecuatoriano adoptó una orientación más garantista y abierta a la 

integración de estándares de derechos humanos, idea que también ha sido desarrollada por 

Centro Gumilla (2022) al resaltar la fuerza expansiva de los derechos humanos dentro de 

los sistemas constitucionales contemporáneos.  

La Constitución de la República consagra expresamente el principio de supremacía 

constitucional, al disponer que la Constitución es la norma suprema y prevalece sobre 

cualquier otra del ordenamiento jurídico, y que las normas y actos del poder público deben 

guardar conformidad con ella para conservar eficacia jurídica (CRE, 2008, art. 424). A su 

vez, el artículo 425 establece el orden jerárquico de aplicación de las normas, ubicando a la 

Constitución en la cúspide del sistema, seguida de los tratados y convenios internacionales 
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y de las demás fuentes normativas.  

No obstante, el propio texto constitucional incorpora una lógica abierta y garantista 

en materia de derechos, al reconocer que los tratados internacionales de derechos humanos 

ratificados por el Estado que establezcan derechos más favorables que los contenidos en la 

Constitución prevalecerán sobre cualquier otra norma jurídica o acto del poder público (CRE, 

2008, art. 424, párr. 2). En consecuencia, más que afirmar de manera absoluta que los 

derechos humanos prevalecen sobre la Constitución, lo correcto es sostener que el sistema 

ecuatoriano admite la aplicación preferente de estándares internacionales más favorables, 

en virtud del principio pro homine y de la cláusula de favorabilidad. Esta lógica se articula, 

además, con los artículos 417, 427 y 428 de la Constitución, que refuerzan la apertura del 

sistema de derechos, la interpretación más favorable a su plena vigencia y el deber judicial 

de control de constitucionalidad.  

Asimismo, el constitucionalismo ecuatoriano reconoce una cláusula abierta de 

derechos, de modo que la protección constitucional no se limita a los derechos 

expresamente enumerados en el texto fundamental. Esta característica se refleja en el 

reconocimiento de otros derechos derivados de la dignidad humana, de los instrumentos 

internacionales y de la evolución del sistema constitucional, lo que permite al ordenamiento 

adaptarse a nuevos escenarios y desafíos, entre ellos los derivados del entorno digital.  

En el ámbito regional, estos desarrollos se vinculan con una tendencia más amplia 

de constitucionalización de los derechos humanos en América Latina. Un referente 

importante es el caso colombiano, donde la doctrina del bloque de constitucionalidad ha 

servido para integrar al parámetro constitucional los tratados internacionales de derechos 

humanos ratificados por el Estado, reforzando la protección material de los derechos y su 

prevalencia en situaciones específicas (Góngora, 2014; Sentencia C-225/95). Aunque el 

modelo ecuatoriano posee rasgos propios, ambos casos reflejan una tendencia común: la 

ampliación del parámetro de protección constitucional a partir de estándares internacionales 

más favorables.  

En esta evolución histórica, el desarrollo de las tecnologías de la información y 

comunicación ha introducido un nuevo campo de análisis para el Derecho Constitucional. 

Como advierte Martínez (2013), no basta con reconocer derechos en abstracto; también es 

necesario evaluar los riesgos y oportunidades que el avance tecnológico genera para su 

ejercicio y protección. Desde esta perspectiva, el constitucionalismo contemporáneo no 

puede permanecer ajeno a la transformación digital, pues el acceso, uso y comprensión de 

las tecnologías condicionan hoy la participación de las personas en múltiples espacios 

sociales, económicos y jurídicos.  
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En el plano internacional, el sistema de Naciones Unidas ha contribuido 

progresivamente a este reconocimiento. La Resolución 20/8 del Consejo de Derechos 

Humanos de 2012 afirmó que los mismos derechos que las personas tienen fuera de línea 

deben ser protegidos también en línea, especialmente la libertad de expresión. 

Posteriormente, en 2016, el propio Consejo reiteró la importancia de un enfoque basado en 

derechos humanos para ampliar el acceso a internet y exhortó a los Estados a adoptar 

medidas para reducir las distintas formas de brecha digital (ONU, 2016)1. Estas referencias 

permiten comprender que el entorno digital ha pasado a ser un espacio constitucionalmente 

relevante para el ejercicio de derechos.  

En el Ecuador, si bien la Constitución de la República no reconoce expresamente el 

acceso a internet como un derecho autónomo, sí establece el acceso universal a las 

tecnologías de la información y comunicación como un presupuesto importante para el 

ejercicio de otros derechos, particularmente a través de los artículos 16 y 18. De este modo, 

la conectividad y el acceso a medios digitales adquieren relevancia constitucional, no solo 

como instrumentos de comunicación, sino también como condiciones materiales para el 

ejercicio efectivo de derechos en la sociedad contemporánea.  

Desde esta perspectiva histórica, puede advertirse que el constitucionalismo 

ecuatoriano ha evolucionado hacia una comprensión más abierta, garantista y material de 

los derechos, al tiempo que el entorno digital se ha convertido en un espacio decisivo para 

su ejercicio. En consecuencia, el problema ya no consiste únicamente en reconocer 

formalmente derechos en el texto constitucional, sino en determinar si el ordenamiento 

jurídico y las instituciones ofrecen mecanismos suficientes para garantizar su eficacia real 

cuando las relaciones jurídicas se desarrollan por medios telemáticos. Esta cuestión 

adquiere especial relevancia en la contratación telemática y en la función notarial, donde las 

barreras en el acceso, uso o comprensión de la tecnología pueden afectar de manera 

diferenciada a las personas en situación de vulnerabilidad digital, comprometiendo la 

igualdad material, la libertad del consentimiento y la seguridad jurídica.  

2.3 Marco Conceptual  

En este apartado del marco conceptual se presentan los conceptos más relevantes 

vinculados con las variables del tema objeto de estudio. Su finalidad es delimitar con claridad 

los términos centrales de la investigación y establecer los elementos conceptuales que 

 
1 Bajo esta lógica, una de las resoluciones más recientes del Consejo de Derechos Humanos de las Naciones 
Unidas sobre la protección y disfrute de los derechos humanos en internet (A/HRC/38/L.10) reconoce a 
internet como un mecanismo para el ejercicio de derechos y reafirma la necesidad de que las personas gocen 
de protección jurídica también en el entorno digital. 
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orientan el análisis del problema planteado. 

Derecho Constitucional: 

Es la rama del Derecho que estudia el conjunto de normas, principios e instituciones 

que regulan la organización del Estado, la distribución del poder público, el reconocimiento 

de derechos fundamentales y los mecanismos destinados a su garantía y protección 

(Grimm, 2019). 

Protección constitucional de las personas en situación de vulnerabilidad 
digital en la contratación por medios telemáticos: 

Se entiende como el conjunto de normas, principios, garantías y medidas 

institucionales orientadas a asegurar que las personas que enfrentan barreras relevantes en 

el acceso, uso o comprensión de la tecnología puedan ejercer sus derechos en condiciones 

de igualdad, no discriminación y seguridad jurídica dentro de los procesos de contratación 

por medios telemáticos. 

Vulnerabilidad digital: 

Es la situación en la que una persona enfrenta barreras significativas en el acceso, 

uso, comprensión o interacción con tecnologías digitales, de manera tal que se compromete 

el ejercicio efectivo de sus derechos en el entorno digital. Esta vulnerabilidad puede 

manifestarse, entre otros aspectos, en la exposición indebida de datos personales, la 

exclusión digital, la discriminación tecnológica o la imposibilidad de participar 

autónomamente en relaciones jurídicas desarrolladas por medios telemáticos (Zuboff, 2019). 

En este sentido, la presente investigación asume una concepción estructural y 

situacional de la vulnerabilidad digital, entendida no como una condición inherente a la 

persona, sino como el resultado de factores sociales, económicos, educativos, 

institucionales y tecnológicos que generan escenarios de desventaja en el entorno digital. 

Sobre esta base, la tesis adopta la categoría de personas en situación de vulnerabilidad 

digital como una herramienta conceptual orientada a explicar nuevas formas de afectación 

de derechos desde una perspectiva de Derecho Constitucional contemporáneo. 

2.4 Marco Contextual  

El marco contextual de la presente investigación se sitúa en el Ecuador, dentro de 

un escenario caracterizado por la expansión progresiva del uso de tecnologías de la 

información y comunicación en las relaciones sociales, económicas, administrativas y 

jurídicas. En este contexto, la digitalización ha transformado la forma en que las personas 

acceden a servicios, intercambian información y celebran actos y contratos con efectos 

jurídicos, generando nuevas oportunidades de interacción, pero también nuevas barreras 
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para el ejercicio efectivo de derechos. 

En el ámbito constitucional ecuatoriano, la protección de la persona, la vigencia 

efectiva de los derechos y la obligación estatal de enfrentar escenarios de desigualdad 

constituyen ejes centrales del ordenamiento jurídico. Sin embargo, en el entorno digital 

persisten limitaciones relevantes relacionadas con el acceso a internet, la conectividad, la 

alfabetización digital y la capacidad real de uso de herramientas tecnológicas, lo que genera 

condiciones desiguales para participar en procesos jurídicamente relevantes desarrollados 

por medios telemáticos. 

Esta situación adquiere especial relevancia en el campo de la contratación por 

medios telemáticos, particularmente en el ámbito notarial, donde la digitalización de 

procedimientos exige no solo infraestructura tecnológica, sino también condiciones reales 

para que las personas comprendan, utilicen y participen de manera autónoma y segura en 

actos y contratos con efectos jurídicos. En este escenario, las barreras tecnológicas pueden 

afectar de manera diferenciada a quienes se encuentran en situación de vulnerabilidad 

digital, comprometiendo la igualdad material, la libertad del consentimiento y la seguridad 

jurídica. 

En consecuencia, el contexto en el que se desarrolla esta investigación está 

determinado por la coexistencia de dos procesos paralelos: por un lado, la creciente 

incorporación de tecnologías en la prestación de servicios y en la contratación jurídica; y, 

por otro, la persistencia de brechas digitales y de insuficiencias normativas e institucionales 

que dificultan una protección constitucional adecuada frente a estas nuevas formas de 

desigualdad. Desde esta perspectiva, el contexto ecuatoriano ofrece un escenario 

especialmente relevante para analizar cómo la transformación digital del Derecho incide en 

la protección constitucional y en la seguridad jurídica de las personas en situación de 

vulnerabilidad digital. 

2.5 Marco Teórico 

2.5.1 Derechos Constitucionales 

La Constitución constituye el eje central del ordenamiento jurídico, en tanto establece 

la organización del poder público, reconoce los derechos fundamentales y define los 

mecanismos destinados a su garantía. En este sentido, puede entenderse como una norma 

jurídico-política que no solo regula la estructura del Estado, sino que orienta la actuación de 

los poderes públicos hacia la protección efectiva de la persona (Arellano, 2022). 

Desde una perspectiva doctrinal, las constituciones no solo cumplen una función 

normativa, sino también una función simbólica e identitaria. Como señala Evans, citado por 
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Gregor (2014), las constituciones reflejan la forma en que una sociedad se concibe a sí 

misma, proyectando valores, principios y aspiraciones que otorgan coherencia al sistema 

jurídico y sentido a la organización política. Esta dimensión resulta especialmente relevante 

en contextos de transformación social, en los que el reconocimiento de derechos se convierte 

en un instrumento de cambio y de inclusión. 

En el caso latinoamericano, el desarrollo constitucional no puede ser comprendido 

únicamente desde categorías construidas en contextos europeos, pues la región responde a 

procesos históricos, sociales y culturales propios. En este sentido, resulta pertinente recordar 

la reflexión de José Martí sobre Nuestra América2, al destacar la necesidad de construir un 

pensamiento y una forma de gobierno adecuados a la realidad latinoamericana y no como 

mera importación de modelos ajenos. Esta idea conserva plena vigencia en el análisis 

jurídico contemporáneo, en la medida en que exige interpretar y desarrollar las instituciones 

constitucionales desde las particularidades de nuestras sociedades, marcadas por 

desigualdades estructurales, exclusión y profundas asimetrías en el acceso a bienes y 

servicios, incluidas hoy las tecnologías digitales. 

En el Ecuador, este proceso se consolidó con la Constitución de la República de 

2008, que instauró el modelo de Estado constitucional de derechos y justicia, colocando a 

los derechos fundamentales en el centro del sistema jurídico y reconociendo la necesidad de 

asegurar su eficacia material, especialmente en contextos de desigualdad. Este cambio 

implica que los derechos constitucionales no deben entenderse únicamente como 

declaraciones formales, sino como mandatos que obligan al Estado a adoptar medidas 

concretas para garantizar su ejercicio efectivo. 

Desde esta perspectiva, la protección de derechos como la igualdad, la no 

discriminación, la seguridad jurídica y la libertad del consentimiento adquiere especial 

relevancia en escenarios donde las condiciones materiales de acceso no son homogéneas. 

Ello resulta particularmente importante en América Latina, donde la transformación digital 

avanza sobre realidades atravesadas por brechas económicas, educativas, territoriales y 

tecnológicas que no pueden ser ignoradas por el Derecho Constitucional. 

En el contexto contemporáneo, el desarrollo de las tecnologías de la información y 

 
2 José Martí advirtió tempranamente la necesidad de que América Latina construyera sus instituciones y su 
pensamiento político desde su propia realidad histórica, social y cultural, y no como simple importación de 
modelos ajenos. En Nuestra América, sostuvo que “Nuestra América se halla en las antípodas de la América 
europea” y reivindicó la necesidad de edificar un conocimiento y un gobierno adecuados a sus propias raíces y 
circunstancias. Esta reflexión conserva relevancia para la presente investigación, en la medida en que justifica la 
necesidad de analizar la protección constitucional y la regulación de la contratación telemática desde las 
particularidades latinoamericanas y ecuatorianas, marcadas por desigualdades estructurales y brechas digitales 
persistentes. 
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comunicación ha generado nuevos desafíos para el constitucionalismo. La digitalización de 

las relaciones jurídicas ha ampliado las formas de ejercicio de derechos, pero también ha 

evidenciado nuevas barreras asociadas al acceso, uso y comprensión de la tecnología. 

Como advierten Dabat et al. (2015), el avance tecnológico suele producirse a un ritmo más 

acelerado que la evolución normativa, lo que genera desajustes entre la realidad social y la 

regulación jurídica. 

En el caso ecuatoriano, si bien la Constitución de la República no reconoce 

expresamente el acceso a internet como un derecho autónomo, sí establece el acceso 

universal a las tecnologías de la información y comunicación como un elemento relevante 

para el ejercicio de otros derechos (arts. 16 y 18). En consecuencia, el entorno digital debe 

ser entendido como un espacio en el que los derechos constitucionales deben ser 

garantizados en condiciones de igualdad, sin que la tecnología se convierta en un factor de 

exclusión. 

Desde esta perspectiva, la presente investigación sostiene que los derechos 

constitucionales adquieren una nueva dimensión en el ámbito de la contratación por medios 

telemáticos, en la medida en que su ejercicio puede verse condicionado por las barreras 

digitales existentes. En particular, las personas en situación de vulnerabilidad digital pueden 

enfrentar limitaciones que afectan su capacidad de comprender, acceder y participar en actos 

jurídicos realizados por medios tecnológicos, lo que compromete la efectividad de derechos 

fundamentales y la seguridad jurídica de las transacciones. 

2.5.2 Jerarquía de Derechos Humanos 

La protección de los derechos humanos en los ordenamientos constitucionales 

contemporáneos no puede entenderse únicamente desde el texto interno de cada 

Constitución, sino también desde el proceso histórico de internacionalización de los derechos 

y de incorporación de estándares supranacionales al derecho interno. En América Latina, 

este proceso se ha visto reforzado con la promulgación de constituciones de nueva 

generación y con interpretaciones judiciales orientadas a articular la supremacía 

constitucional con la fuerza normativa de los tratados internacionales de derechos humanos. 

Un referente importante en este desarrollo es la doctrina del bloque de constitucionalidad, 

particularmente elaborada en el caso colombiano, donde se ha reconocido la prevalencia de 

tratados ratificados que contienen derechos humanos y prohíben su restricción en estados 

de excepción (Sentencia C-225/95). 

Desde una perspectiva académica, Peña (2008) advierte que el estudio de los 

derechos humanos fue tratado durante mucho tiempo dentro de los programas tradicionales 

de Derecho Constitucional y Derecho Internacional, aunque progresivamente ha adquirido 
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autonomía conceptual y disciplinaria. Esta evolución responde al hecho de que los derechos 

humanos dejaron de ser una cuestión exclusivamente interna de los Estados para convertirse 

en un campo jurídico de proyección universal y regional, especialmente después de las 

graves violaciones ocurridas en el siglo XX. La experiencia posterior a las guerras mundiales 

impulsó la creación de la Organización de las Naciones Unidas y la adopción de instrumentos 

internacionales de reconocimiento y protección de derechos, iniciando así un proceso 

sostenido de consolidación de estándares universales y regionales. 

En este marco, aunque la Declaración Universal de Derechos Humanos no tuvo 

originalmente fuerza vinculante por su naturaleza declarativa, representó un punto de partida 

fundamental en la internacionalización de la protección jurídica de los derechos humanos. A 

partir de ella se fue desarrollando un sistema normativo cada vez más complejo, integrado 

por tratados, convenciones y mecanismos regionales y universales de garantía, cuya 

influencia en los ordenamientos constitucionales latinoamericanos ha sido creciente (Peña, 

2008). 

En el caso ecuatoriano, esta evolución se refleja en el reconocimiento constitucional 

de la aplicabilidad directa e inmediata de los derechos y garantías consagrados tanto en la 

Constitución como en los instrumentos internacionales de derechos humanos (CRE, 2008, 

art. 11.3). Asimismo, la Constitución reconoce que los tratados internacionales de derechos 

humanos que establezcan estándares más favorables que los previstos en el texto 

constitucional deben aplicarse de manera preferente, conforme al principio pro homine y a la 

cláusula de favorabilidad (CRE, 2008, arts. 417 y 424). 

Por ello, más que afirmar la existencia de una “dualidad jerárquica” en sentido estricto, 

resulta más preciso sostener que el constitucionalismo ecuatoriano adopta un modelo de 

protección reforzada y abierta, en el que la Constitución permanece como norma suprema, 

pero se articula con instrumentos internacionales de derechos humanos cuando estos 

reconocen estándares más favorables para la persona. En consecuencia, la relación entre 

Constitución y derechos humanos no debe leerse como una contradicción, sino como una 

lógica de complementariedad garantista orientada a maximizar la protección de los derechos. 

Esta interpretación adquiere especial relevancia en ámbitos donde el acceso a 

bienes, servicios y procedimientos jurídicos depende cada vez más de condiciones 

tecnológicas. En efecto, cuando los servicios públicos se digitalizan, la protección 

constitucional no puede limitarse a una igualdad meramente formal, sino que debe 

proyectarse hacia medidas reales de inclusión y accesibilidad. Desde esta lógica, la 

adecuación de los servicios públicos a las condiciones específicas de las personas que 

enfrentan barreras estructurales constituye una exigencia derivada tanto de la Constitución 
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como de los estándares internacionales de derechos humanos. 

En esta línea, la Corte Constitucional del Ecuador, en la Sentencia No. 832-20-JP/21, 

ha enfatizado la necesidad de ajustar los servicios públicos a las particularidades de los 

grupos en situación de vulnerabilidad, reforzando la obligación estatal de adoptar medidas 

diferenciadas cuando existan barreras reales para el ejercicio de derechos. Esta orientación 

resulta especialmente relevante para la presente investigación, pues permite sostener que la 

contratación telemática y la prestación del servicio notarial no deben diseñarse desde una 

lógica uniforme y abstracta, sino desde una perspectiva constitucional que atienda las 

barreras específicas que afectan a las personas en situación de vulnerabilidad digital. 

Desde esta perspectiva, la jerarquía y aplicabilidad de los derechos humanos en el 

sistema constitucional ecuatoriano no solo tienen una función de orden normativo, sino 

también una función práctica de protección reforzada. Esto implica que, en contextos como 

la contratación por medios telemáticos, los operadores jurídicos y las instituciones públicas 

deben interpretar y aplicar las normas de manera que favorezcan la igualdad material, la no 

discriminación, la seguridad jurídica y la tutela efectiva de derechos, especialmente cuando 

intervienen personas cuyas condiciones de acceso, uso o comprensión de la tecnología 

puedan comprometer el ejercicio real de sus derechos. 

2.5.3 Derecho digital e internet como presupuesto para el ejercicio de derechos  

El internet no puede ser comprendido únicamente como una infraestructura técnica o 

como una red global de ordenadores destinada al intercambio de información (Landáez, 

2009). Su alcance es más amplio, pues se integra en procesos de transformación social, 

económica, política y jurídica vinculados con la sociedad de la información, la sociedad del 

conocimiento y el desarrollo intensivo de las tecnologías de la información y comunicación. 

En este sentido, se ha sostenido que la expansión de las TIC ha dado lugar a nuevas formas 

de organización social y económica, configurando una etapa distinta en el desarrollo de las 

sociedades contemporáneas. 

Desde esta perspectiva, Castells (1998) sostiene que internet no debe ser visto 

solamente como una tecnología aislada, sino como una nueva forma de organización de la 

producción, de los servicios, del gobierno y de múltiples actividades sociales. Su impacto no 

se limita al ámbito económico, sino que se proyecta también sobre la educación, la salud, la 

comunicación, la participación ciudadana y, de manera cada vez más evidente, sobre el 

ejercicio de relaciones jurídicas con efectos vinculantes. 

En consecuencia, internet y las TIC se han convertido en instrumentos decisivos para 

el acceso a información, la reducción de barreras espaciales y temporales, la generación de 

conocimiento y la ampliación de oportunidades de participación en distintos ámbitos de la vida 
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social. También han transformado la dinámica tradicional de intercambio de bienes y 

servicios, desplazando múltiples actividades desde espacios físicos hacia entornos digitales 

y telemáticos. Esta transformación tiene una importancia particular para el Derecho, pues 

modifica las condiciones en que las personas interactúan con instituciones, servicios públicos 

y relaciones contractuales. 

En el plano internacional, el Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas 

reconoció en 2012 que los mismos derechos que las personas tienen fuera de línea deben 

ser protegidos también en línea, en particular la libertad de expresión, y exhortó a los Estados 

a promover y facilitar el acceso a internet. Posteriormente, en 2018, volvió a reafirmar la 

promoción, protección y disfrute de los derechos humanos en internet. Estos desarrollos 

muestran que el entorno digital ha pasado a ser un espacio jurídicamente relevante para la 

tutela de derechos humanos.  

Bajo esta lógica, la presente investigación asume que el acceso a internet puede ser 

comprendido, en el constitucionalismo contemporáneo, como un derecho humano de carácter 

instrumental o, al menos, como un presupuesto indispensable para el ejercicio efectivo de 

múltiples derechos fundamentales. Esta afirmación no implica desconocer que en algunos 

ordenamientos, como el ecuatoriano, el acceso a internet no aparece expresamente 

reconocido como un derecho autónomo con esa denominación; sin embargo, sí supone 

reconocer que sin conectividad y sin acceso real a las tecnologías digitales se debilita de 

manera sustancial el ejercicio de derechos como la libertad de expresión, el acceso a la 

información, la participación ciudadana, la educación y el acceso a servicios con relevancia 

jurídica.  

En esta misma línea, una de las resoluciones recientes del Consejo de Derechos 

Humanos de las Naciones Unidas sobre la promoción, protección y disfrute de los derechos 

humanos en internet (A/HRC/38/L.10/Rev.1) destaca la relevancia de internet como medio 

para el ejercicio de derechos y reafirma la necesidad de garantizar protección jurídica efectiva 

a las personas también en el entorno digital.3  

En el Ecuador, el Código Orgánico de la Economía Social de los Conocimientos, 

Creatividad e Innovación dispone que el Estado debe garantizar el acceso universal al servicio 

público de internet, de conformidad con la Constitución. A ello se suma que la Constitución 

de la República reconoce el acceso universal a las tecnologías de la información y 

comunicación y protege la comunicación y el acceso a la información, especialmente a través 

 
3 Bajo esta lógica, una de las resoluciones recientes del Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas 
sobre la promoción, protección y disfrute de los derechos humanos en internet (A/HRC/38/L.10/Rev.1) reconoce 
la centralidad del entorno digital para el ejercicio de derechos y reafirma la necesidad de garantizar protección 
jurídica efectiva a las personas también en internet 
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de los artículos 16 y 18. Por ello, aun cuando el acceso a internet no esté expresamente 

nominado como derecho autónomo en el texto constitucional, sí puede sostenerse que posee 

una protección constitucional derivada por su carácter instrumental y por su conexión con el 

ejercicio de otros derechos fundamentales.  

En el ámbito constitucional, diversos estudios han señalado que existe una relación 

directa entre el acceso a internet, la inclusión digital y la garantía efectiva de derechos como 

la libertad de expresión, el acceso a la información y la participación ciudadana. Sin embargo, 

en países como el Ecuador persisten importantes brechas en el acceso, uso y comprensión 

de las tecnologías, lo que genera escenarios de desigualdad que afectan de manera 

diferenciada a las personas en situación de vulnerabilidad digital. Esta realidad evidencia un 

desfase entre el reconocimiento normativo de los derechos y su ejercicio efectivo en el 

entorno digital, planteando la necesidad de desarrollar mecanismos jurídicos e institucionales 

que garanticen una protección real y suficiente frente a los riesgos de exclusión tecnológica. 

Desde esta perspectiva, el internet debe ser entendido como un presupuesto para el 

ejercicio de derechos y no simplemente como un recurso técnico. Esta conclusión resulta 

particularmente importante para la presente tesis, pues en la contratación por medios 

telemáticos el acceso, uso y comprensión de herramientas digitales condicionan directamente 

la posibilidad de ejercer derechos en condiciones de igualdad material, libertad del 

consentimiento y seguridad jurídica. 

2.5.4 Contratación por medios telemáticos: Concepto, historia y evolución 

2.5.4.1 Medios telemáticos y contratación por medios telemáticos 

Los medios telemáticos son aquellos que integran sistemas informáticos y redes de 

telecomunicación para permitir la transmisión, procesamiento, almacenamiento e intercambio 

de información a distancia. En términos generales, constituyen una categoría de tecnologías 

de la información y comunicación que posibilita la interacción entre personas o sistemas sin 

necesidad de coincidencia física en un mismo lugar. Su desarrollo ha transformado de manera 

significativa la forma en que se prestan servicios, se intercambia información y se celebran 

relaciones jurídicas. 

A partir de esta base tecnológica, la contratación por medios telemáticos puede 

entenderse como el proceso de formación, celebración y ejecución de actos o contratos 

mediante interacción electrónica entre las partes, a través de plataformas digitales, redes de 

comunicación o herramientas informáticas, sin requerir presencia física simultánea. En este 

tipo de contratación, el elemento que varía de manera principal no es el contenido obligacional 

del contrato, sino la forma en que se exterioriza el consentimiento, se verifica la voluntad y se 

suscribe el instrumento correspondiente. 
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Desde la teoría general del contrato, la contratación telemática no altera, salvo 

disposición legal en contrario, los principios esenciales de la contratación civil. En el 

ordenamiento ecuatoriano, el Código Civil dispone que en todo contrato se entienden 

incorporadas las leyes vigentes al tiempo de su celebración, fijando así el marco temporal de 

validez normativa en materia contractual. Asimismo, reconoce que los contratos legalmente 

celebrados tienen fuerza obligatoria para las partes y que deben ejecutarse de buena fe, lo 

que implica no solo cumplir lo expresamente pactado, sino también las consecuencias que 

naturalmente se derivan de la obligación. 

En este sentido, la contratación por medios telemáticos conserva los elementos 

estructurales del contrato, pero introduce particularidades relevantes en cuanto al modo de 

manifestación del consentimiento, la utilización de firmas electrónicas, la identificación de las 

partes, la integridad del documento y la verificación de la voluntad libre e informada. Por ello, 

aunque su naturaleza jurídica no difiere esencialmente de la contratación tradicional, sí 

plantea exigencias específicas en materia de seguridad, autenticidad, prueba y tutela de 

derechos. 

La contratación telemática puede manifestarse en diversas modalidades, tales como 

la compraventa de bienes y servicios en línea, la celebración de acuerdos por plataformas 

digitales, la firma electrónica de contratos y otras formas de interacción jurídica a distancia. 

Estas modalidades han facilitado la rapidez y eficiencia de las transacciones, pero también 

han incrementado los desafíos relacionados con la protección de datos, la seguridad jurídica, 

la privacidad y la protección efectiva de las partes intervinientes. 

En el contexto de la presente investigación, estas particularidades adquieren especial 

relevancia, pues la contratación por medios telemáticos puede generar barreras adicionales 

para las personas en situación de vulnerabilidad digital, especialmente cuando existen 

limitaciones en el acceso, uso o comprensión de las herramientas tecnológicas necesarias 

para participar válidamente en el acto jurídico. De este modo, la contratación telemática no 

solo debe ser analizada desde su dimensión técnica y funcional, sino también desde sus 

implicaciones constitucionales y garantistas. 

2.5.4.2 Abordaje histórico y evolución de los medios informáticos en el Ecuador: 

La evolución de los medios informáticos y de telecomunicación en el Ecuador forma 

parte de un proceso más amplio de modernización estatal y transformación tecnológica. Antes 

del desarrollo de internet y de las tecnologías digitales contemporáneas, el país contaba ya 

con una infraestructura básica de comunicaciones orientada a la transmisión de mensajes por 

correo y telégrafo, antecedentes que evidencian las primeras formas de interconexión a 

distancia (MINTEL, s. f.). Con el transcurso del siglo XX, y especialmente durante su segunda 
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mitad, el Estado ecuatoriano impulsó procesos de expansión y modernización en el ámbito 

de las telecomunicaciones, buscando fortalecer la infraestructura comunicacional y su 

regulación institucional. 

En este contexto, la Ley de Telecomunicaciones de 1972 representó un hito relevante 

al establecer una base normativa para la organización y control del sector, consolidando un 

primer esfuerzo institucional de regulación de la infraestructura de telecomunicaciones en el 

país (MINTEL, 2017). A partir de entonces, el desarrollo de las telecomunicaciones comenzó 

a adquirir una dimensión estratégica dentro de las políticas públicas ecuatorianas, 

configurándose progresivamente como un ámbito clave para la modernización del Estado y 

la prestación de servicios a la ciudadanía. 

Posteriormente, durante la década de los noventa, el Ecuador experimentó un proceso 

de liberalización del sector de las telecomunicaciones, acompañado por la creación de nuevas 

instituciones regulatorias, entre ellas el CONATEL, lo cual permitió reorganizar el modelo de 

gestión y ampliar la capacidad institucional del sector (Martínez, 2022). Esta etapa abrió paso 

a una regulación más específica en materias vinculadas con conectividad, servicios digitales 

y, posteriormente, comercio electrónico. 

Un punto de inflexión importante fue la expedición de la Ley de Comercio Electrónico, 

Firmas Electrónicas y Mensajes de Datos en 2002, la cual introdujo en el ordenamiento 

jurídico ecuatoriano una regulación específica sobre el valor jurídico de los mensajes de 

datos, los certificados digitales y la firma electrónica. Esta normativa constituyó un 

antecedente fundamental para el reconocimiento jurídico de las transacciones electrónicas y 

para el desarrollo posterior de la contratación por medios telemáticos en el país. 

Con la entrada en vigencia de la Constitución de la República del Ecuador de 2008, 

se produjo una transformación del paradigma normativo, en la medida en que el nuevo 

modelo de Estado constitucional de derechos y justicia reforzó la centralidad de los derechos 

y reconoció el acceso universal a las tecnologías de la información y comunicación como un 

elemento relevante para el ejercicio de otros derechos, particularmente en los artículos 16 y 

18 (CRE, 2008, art. 16.2). Más que afirmar que la Constitución reconoce de manera expresa 

un derecho autónomo al acceso a la tecnología, resulta más preciso sostener que incorpora 

una base constitucional para la expansión de las TIC y su conexión con la comunicación, la 

información y la inclusión social. 

En los años siguientes, las políticas públicas orientadas a la transformación digital se 

intensificaron. La implementación de agendas digitales y planes de conectividad buscó 

ampliar la cobertura de internet, mejorar la infraestructura tecnológica y fortalecer la 

interacción entre el Estado y la ciudadanía mediante servicios electrónicos. En esta línea, la 
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Agenda Digital y la posterior Estrategia Ecuador Digital 2025 impulsaron el desarrollo de 

plataformas para la gestión de trámites en línea, promoviendo mayor eficiencia administrativa, 

transparencia y simplificación de procedimientos (Martínez, 2022). 

Otro avance relevante fue el Decreto Ejecutivo No. 981, que impulsó la utilización 

obligatoria de la firma electrónica en documentos oficiales suscritos por servidores públicos, 

fortaleciendo el uso de tecnologías digitales en la gestión administrativa. A ello se sumaron 

medidas posteriores dirigidas a la validación de identidad digital y a la incorporación de 

herramientas tecnológicas en documentos oficiales, lo que evidencia una tendencia sostenida 

hacia la digitalización de procesos y servicios estatales. 

La pandemia de COVID-19 aceleró de manera decisiva esta transformación. La 

necesidad de mantener actividades a distancia incrementó de forma significativa el uso de 

medios telemáticos en la administración pública, en las relaciones privadas y en la celebración 

de actos y contratos. Sin embargo, este proceso también puso en evidencia las brechas 

tecnológicas existentes en la sociedad ecuatoriana, relacionadas con la conectividad, la 

infraestructura, la alfabetización digital y la capacidad real de uso de herramientas 

tecnológicas. De este modo, la expansión de los medios telemáticos no solo reveló avances 

en digitalización, sino también desigualdades estructurales que afectan de manera 

diferenciada a quienes enfrentan mayores barreras en el entorno digital (Martínez, 2022). 

En este escenario, la Ley Orgánica de Protección de Datos Personales (2021) 

constituyó otro avance normativo importante, al establecer un marco jurídico específico para 

la protección de los datos personales en el entorno digital. Este desarrollo resulta 

especialmente relevante para la contratación telemática, pues la circulación, almacenamiento 

y tratamiento de información personal forman parte esencial de los actos y contratos 

celebrados por medios electrónicos. Del mismo modo, la creación y fortalecimiento de 

entidades como la Agencia de Regulación y Control de las Telecomunicaciones (ARCOTEL) 

y la implementación de políticas de banda ancha se inscriben en los esfuerzos del Estado por 

reducir desigualdades en el acceso a tecnologías digitales. 

En consecuencia, la evolución histórica de los medios informáticos y telemáticos en 

el Ecuador muestra un tránsito desde infraestructuras básicas de comunicación hacia un 

modelo progresivamente digitalizado de gestión pública, relaciones privadas y servicios con 

efectos jurídicos. No obstante, este desarrollo no ha sido uniforme ni suficiente para garantizar 

que todas las personas puedan participar en igualdad de condiciones dentro del entorno 

digital. Por ello, el análisis histórico de esta evolución resulta fundamental para comprender 

cómo la contratación por medios telemáticos, pese a sus ventajas operativas, puede generar 

nuevas formas de exclusión y afectar de manera diferenciada a las personas en situación de 



42 

vulnerabilidad digital, especialmente cuando no existen mecanismos normativos e 

institucionales suficientemente adecuados para proteger sus derechos. 

Normativa y políticas públicas adicionales 

Además de las políticas públicas previamente mencionadas, la Ley Orgánica de 

Protección de Datos Personales (2021) constituye un avance relevante en la tutela jurídica 

de los datos personales dentro del entorno digital. Esta norma se orienta a garantizar los 

derechos de las personas sobre el tratamiento de su información personal, aspecto 

especialmente importante en la contratación por medios telemáticos, donde la circulación, 

almacenamiento y uso de datos forman parte esencial de los actos y contratos celebrados 

electrónicamente. Su relevancia resulta aún mayor cuando se analiza la situación de las 

personas en situación de vulnerabilidad digital, para quienes la exposición indebida de datos 

o la falta de comprensión sobre su tratamiento puede agravar escenarios de desigualdad y 

afectación de derechos. 

Junto a ello, la creación y fortalecimiento de la Agencia de Regulación y Control de 

las Telecomunicaciones (ARCOTEL), así como la implementación de políticas como el Plan 

Nacional de Banda Ancha, constituyen esfuerzos institucionales dirigidos a ampliar el acceso 

a las tecnologías digitales y a promover condiciones más equitativas de conectividad. Estas 

medidas se insertan en el proceso de transformación digital del Estado ecuatoriano y reflejan 

la necesidad de acompañar el desarrollo tecnológico con instrumentos normativos e 

institucionales que favorezcan la inclusión, la accesibilidad y la protección efectiva de 

derechos en el entorno digital. 

2.5.4.3 Derechos constitucionales de las personas en situación de vulnerabilidad 
digital en el constitucionalismo postpositivista 

En el contexto de la transformación digital de la sociedad, los procesos de 

digitalización de las relaciones sociales, económicas y jurídicas han generado nuevos 

escenarios en los cuales determinadas personas enfrentan condiciones específicas de 

desventaja en el acceso, uso y comprensión de las tecnologías. Estas condiciones se 

manifiestan, entre otros aspectos, en barreras de acceso a internet, precariedad en la 

alfabetización digital, desconocimiento de los entornos virtuales y dificultades para 

comprender las implicaciones jurídicas de los actos y contratos celebrados por medios 

telemáticos. Bajo esta lógica, los riesgos asociados al entorno digital no se distribuyen de 

manera uniforme, sino que se intensifican en función de factores socioeconómicos, 

educativos, territoriales, etarios o funcionales.  

Desde una perspectiva constitucional, estas situaciones no pueden ser reducidas a 

meros problemas técnicos o de infraestructura, pues inciden directamente en la posibilidad 
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real de ejercer derechos fundamentales dentro del entorno digital. En el ámbito de la 

contratación por medios telemáticos, estas barreras afectan la capacidad de las personas 

para comprender el contenido contractual, exteriorizar válidamente su consentimiento, 

interactuar con plataformas digitales y acceder en condiciones de igualdad a procedimientos 

con efectos jurídicos. Por ello, la presente investigación adopta la categoría de personas en 

situación de vulnerabilidad digital, entendida como una formulación jurídica orientada a 

identificar a quienes enfrentan barreras relevantes en el acceso, uso o comprensión de la 

tecnología, de manera tal que se compromete el ejercicio efectivo de sus derechos en 

contextos digitalizados.  

Esta categoría no se limita a los grupos tradicionalmente vulnerables reconocidos por 

la Constitución, aunque ciertamente puede comprender a personas pertenecientes a ellos. 

Así, pueden encontrarse en situación de vulnerabilidad digital personas adultas mayores, 

personas con discapacidad sensorial o cognitiva, consumidores en situación de desventaja, 

personas con escaso acceso a infraestructura tecnológica o bajo nivel de alfabetización 

digital, así como cualquier otra persona que enfrente obstáculos significativos para 

comprender y manejar adecuadamente procesos de contratación en línea (CRE, 2008, arts. 

16.4, 35, 42, 47, 48 y 66). Lo determinante no es la pertenencia formal a un grupo 

previamente identificado, sino la existencia de barreras concretas que afecten el ejercicio de 

derechos en el entorno digital.  

En este sentido, la vulnerabilidad digital debe ser analizada de forma transversal y 

diferenciada, considerando las causas específicas que la generan. No es equivalente una 

barrera de accesibilidad cognitiva a una barrera sensorial, ni pueden equipararse las 

dificultades derivadas del analfabetismo digital con aquellas que provienen de la falta de 

conectividad o de infraestructura tecnológica. De igual manera, en el ámbito del consumo 

digital, la ausencia de marcos regulatorios suficientemente adecuados puede profundizar la 

desigualdad entre quienes dominan las herramientas tecnológicas y quienes participan en 

relaciones contractuales desde posiciones de desventaja, aumentando el riesgo de 

afectaciones a la autonomía y a la seguridad jurídica.  

Desde el constitucionalismo postpositivista, la protección de los derechos no se agota 

en su reconocimiento formal, sino que exige mecanismos institucionales orientados a 

garantizar su eficacia material. En consecuencia, el análisis jurídico de la vulnerabilidad 

digital debe centrarse en determinar qué derechos fundamentales se ven afectados y qué 

respuestas normativas e institucionales resultan exigibles para su protección efectiva. En el 

contexto de la contratación por medios telemáticos, esta afectación se proyecta 

especialmente sobre la igualdad material, la no discriminación, la seguridad jurídica, la 

privacidad, la protección de datos personales, la libertad del consentimiento y, en 
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determinados supuestos, el acceso efectivo a mecanismos jurídicos y de tutela (Mayer-

Schönberger y Cukier, 2013; Cohen, 2012).  

Bajo esta lógica, la protección de las personas en situación de vulnerabilidad digital 

no puede limitarse al mero reconocimiento formal de derechos, sino que requiere evaluar la 

suficiencia de los mecanismos institucionales, de las políticas públicas y de la regulación 

jurídica vigente en el Ecuador. Ello exige examinar si las condiciones actuales de acceso, 

autenticación, verificación de identidad, comprensión del acto, manifestación del 

consentimiento y uso de firma electrónica permiten realmente una participación en 

condiciones de igualdad y seguridad jurídica dentro de la contratación telemática.  

Desde esta perspectiva, el Derecho Constitucional debe asumir un papel central 

frente a los desafíos derivados del uso intensivo de la tecnología, no solo desde una función 

reactiva o correctiva, sino también desde una función proactiva, capaz de adaptar principios, 

garantías y mecanismos de protección a las nuevas dinámicas sociales y tecnológicas. Esto 

resulta especialmente importante en el ámbito notarial, donde el ejercicio de la fe pública y 

la garantía de seguridad jurídica exigen condiciones reforzadas de verificación, comprensión 

y accesibilidad para las personas que participan en actos y contratos por medios telemáticos.  

En complemento de lo expuesto, la vulnerabilidad digital constituye una categoría 

particularmente útil en el análisis jurídico contemporáneo porque permite explicar 

desigualdades que no siempre se corresponden de manera exacta con las categorías 

clásicas de vulnerabilidad. En el contexto ecuatoriano, diversos estudios han evidenciado 

que factores como la falta de capacitación, la inseguridad en el manejo de plataformas 

digitales, la ausencia de mecanismos adecuados de verificación de identidad y 

consentimiento, y las limitaciones en el acceso a tecnologías afectan de manera significativa 

la capacidad de las personas para participar en procesos de contratación telemática, 

incrementando el riesgo de vulneración de derechos y generando escenarios de exclusión 

digital (Arellano-Sarasti, 2024).  

En consecuencia, la protección constitucional de las personas en situación de 

vulnerabilidad digital exige una respuesta jurídica diferenciada, orientada no solo a reconocer 

derechos, sino a crear condiciones reales para su ejercicio efectivo en el entorno digital. Esta 

exigencia justifica tanto la construcción teórica de la categoría propuesta en la presente 

investigación como la necesidad de fortalecer el papel del Estado y del notariado en la 

garantía de la igualdad material, la seguridad jurídica y la tutela efectiva de derechos en la 

contratación por medios telemáticos. 
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2.5.4.4 Intersección entre Derecho Constitucional, vulnerabilidad digital y 
contratación telemática: incidencia en la protección de derechos y en el acceso 
a la tecnología 

Los tres ejes centrales de la presente investigación —Derecho Constitucional, 

vulnerabilidad digital y contratación por medios telemáticos— se encuentran estrechamente 

vinculados y deben ser analizados de manera integrada. Esta intersección permite 

comprender que la digitalización de las relaciones jurídicas no constituye únicamente un 

fenómeno tecnológico, sino también un problema constitucional, en la medida en que puede 

afectar de manera diferenciada el ejercicio efectivo de derechos fundamentales: 

Derecho Constitucional y Vulnerabilidad Digital: 

El Derecho Constitucional, como disciplina, tiene la función de organizar el poder 

público y garantizar los derechos y libertades fundamentales de las personas. En el contexto 

de la vulnerabilidad digital, su relevancia se intensifica, porque el entorno tecnológico genera 

nuevas formas de desigualdad que pueden traducirse en exclusión, desprotección o 

afectación de derechos en espacios jurídicamente relevantes (Fuente-Cobo, 2017). Esto 

exige que el Derecho Constitucional no se limite a una lectura formal de las normas, sino que 

incorpore el análisis de las dinámicas sociales y tecnológicas que inciden en la realidad del 

ejercicio de derechos (Salgado, 2003).  

Desde esta perspectiva, la vulnerabilidad digital no puede ser entendida como una 

condición meramente individual, sino como el resultado de barreras estructurales que 

dificultan el acceso, uso y comprensión de la tecnología. Tales barreras afectan con especial 

intensidad a ciertas personas, entre ellas adultos mayores, personas con discapacidad, 

consumidores en situación de desventaja o personas con bajo nivel de alfabetización digital, 

pero no se agotan en ellas. En consecuencia, el Derecho Constitucional está llamado a 

ofrecer una respuesta garantista que permita proteger de manera efectiva a quienes se 

encuentran en situación de vulnerabilidad digital.  

Vulnerabilidad Digital y Contrataciones Telemáticas: 

Las contrataciones telemáticas, entendidas como procesos de formación y 

celebración de contratos mediante interacción electrónica, comenzaron a consolidarse con 

mayor intensidad a finales del siglo XX, particularmente desde la década de 1990, 

impulsadas por la expansión de internet y por el desarrollo de marcos normativos específicos. 

En este proceso, varios países adoptaron normas orientadas a otorgar validez jurídica a las 

transacciones electrónicas y a establecer garantías para la protección de las partes en 

contextos de contratación digital. En el Ecuador, este desarrollo se concretó con la 

expedición de la Ley de Comercio Electrónico, Firmas Electrónicas y Mensajes de Datos, 
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que reconoció valor jurídico a los mensajes de datos, firmas electrónicas y actos celebrados 

mediante plataformas tecnológicas.  

No obstante, desde una perspectiva constitucional, la contratación telemática 

presenta desafíos propios. Si bien ha permitido reducir barreras geográficas, optimizar 

tiempos y disminuir costos de transacción, también ha generado nuevas incertidumbres 

relacionadas con la accesibilidad, la protección de datos personales, la verificación de 

identidad, la evaluación de la capacidad de las partes y la validez del consentimiento en 

entornos no presenciales. A ello se suman prácticas como los contratos de adhesión, la 

asimetría informativa y la limitada accesibilidad de determinados segmentos de la población, 

factores que pueden afectar la seguridad jurídica y la equidad en los procesos contractuales 

digitales.  

La UNCTAD (2021) ha señalado, por ejemplo, que el comercio electrónico representó 

el 19% de las ventas minoristas a nivel global en 2020, frente al 16% registrado en 2019, 

evidenciando la expansión acelerada de las contrataciones electrónicas. Sin embargo, la ITU 

(2021) advirtió también que una parte significativa de la población mundial seguía sin acceso 

a internet, lo que confirma que los beneficios del entorno digital no se distribuyen de manera 

equitativa. En el contexto ecuatoriano, esta realidad exige respuestas normativas e 

institucionales de carácter constitucional que permitan garantizar inclusión, protección y 

accesibilidad en el uso de herramientas telemáticas. 

Síntesis de la intersección 

La intersección entre Derecho Constitucional, vulnerabilidad digital y contratación 

telemática evidencia que el problema estudiado no puede ser abordado únicamente desde 

la técnica contractual ni desde la infraestructura tecnológica. Se trata, en realidad, de una 

cuestión que involucra la eficacia material de derechos fundamentales en un entorno 

digitalizado. En consecuencia, corresponde al Estado no solo establecer marcos normativos 

claros, sino también diseñar políticas públicas, mecanismos institucionales y garantías 

reforzadas que reconozcan los riesgos específicos que enfrentan las personas en situación 

de vulnerabilidad digital dentro de la contratación por medios telemáticos.  

Desde esta perspectiva, la presente investigación adopta una postura crítica frente a 

la noción tradicional de “grupos vulnerables”, entendiendo que la vulnerabilidad no constituye 

una condición inherente a la persona, sino el resultado de estructuras sociales, económicas 

y tecnológicas que generan situaciones de desventaja. En el entorno digital, estas 

condiciones se intensifican y producen nuevas formas de exclusión que no pueden ser 

explicadas únicamente desde categorías clásicas. Por ello, la tesis adopta la categoría de 

personas en situación de vulnerabilidad digital como una herramienta conceptual orientada 
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a explicar de manera más precisa las desigualdades que surgen en los entornos tecnológicos 

y su incidencia en la protección constitucional y en la seguridad jurídica. 

Contrataciones Telemáticas y Derecho Constitucional: 

Las contrataciones telemáticas, entendidas como los procesos de celebración de 

contratos mediante interacción electrónica, comenzaron a desarrollarse de forma más 

significativa con la expansión de internet a finales del siglo XX, especialmente a partir de la 

década de 1990. En este proceso, países como Estados Unidos y varios Estados miembros 

de la Unión Europea impulsaron marcos regulatorios orientados a reconocer validez jurídica 

a las transacciones electrónicas y a establecer garantías para la protección de las partes en 

contextos de contratación digital. 

En el Ecuador, la consolidación normativa de la contratación electrónica se produjo 

con la promulgación de la Ley de Comercio Electrónico, Firmas Electrónicas y Mensajes de 

Datos, que reconoció valor jurídico a los mensajes de datos y a la firma electrónica, 

constituyendo un hito en la modernización del ordenamiento jurídico frente al desarrollo del 

comercio digital. 

Desde una perspectiva constitucional, la contratación telemática plantea desafíos 

específicos vinculados con la protección de los derechos de las personas. Si bien esta 

modalidad ha permitido reducir barreras geográficas, optimizar tiempos y disminuir costos de 

transacción, también ha generado nuevas exigencias en materia de accesibilidad, protección 

de datos personales, verificación de identidad, evaluación de la capacidad de las partes y 

garantía de un consentimiento libre e informado. 

En este contexto, la expansión del comercio electrónico y de las relaciones 

contractuales digitales no ha beneficiado de manera uniforme a toda la población. Según la 

UNCTAD (2021), el comercio electrónico representó el 19% de las ventas minoristas a nivel 

global en 2020, frente al 16% registrado en 2019. Sin embargo, la ITU (2021) advirtió que una 

parte significativa de la población mundial seguía sin acceso a internet, lo que evidencia que 

los beneficios de la digitalización continúan distribuyéndose de forma desigual. 

Estas desigualdades resultan especialmente relevantes en el contexto ecuatoriano, 

donde las barreras de acceso, conectividad, alfabetización digital y uso de herramientas 

tecnológicas pueden afectar de manera diferenciada a las personas en situación de 

vulnerabilidad digital. En estos casos, la contratación telemática puede dejar de ser un 

mecanismo de facilitación para convertirse en un factor de exclusión, afectando la igualdad 

material, la seguridad jurídica y la libertad del consentimiento. 

En consecuencia, el Derecho Constitucional no puede limitarse a reconocer 
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formalmente derechos en el entorno digital, sino que debe proyectarse hacia la construcción 

de marcos normativos y políticas públicas que permitan garantizar condiciones reales de 

inclusión, accesibilidad y protección. Desde esta perspectiva, la presente investigación 

adopta una visión crítica de la vulnerabilidad, entendida no como una condición inherente a 

la persona, sino como el resultado de estructuras sociales, económicas y tecnológicas que 

generan situaciones de desventaja. Sobre esta base, se justifica la categoría de personas en 

situación de vulnerabilidad digital como una herramienta conceptual útil para analizar con 

mayor precisión las desigualdades que surgen en la contratación por medios telemáticos. 

2.5.4.5 Impacto de la contratación por medios telemáticos en las personas en 
situación de vulnerabilidad digital 

El incremento de la contratación por medios telemáticos ha generado nuevas formas 

de desigualdad en el acceso y ejercicio de derechos, especialmente respecto de aquellas 

personas que enfrentan barreras relevantes en el uso, comprensión o acceso a herramientas 

tecnológicas. Estas situaciones no derivan únicamente de condiciones individuales, sino 

también de factores estructurales presentes en la realidad social, como limitaciones 

económicas, brechas educativas, desigualdades territoriales, insuficiente conectividad y 

escasa infraestructura tecnológica. A ello se suma la falta de políticas públicas 

suficientemente eficaces para garantizar inclusión digital y accesibilidad en entornos 

jurídicamente relevantes.  

En el ámbito contractual, estas condiciones impactan directamente en la posibilidad 

de participar de manera válida, informada y segura en actos y contratos celebrados por 

medios telemáticos. La desigualdad en el acceso a la tecnología y en las competencias 

digitales puede afectar la comprensión del contenido contractual, la manifestación libre del 

consentimiento, el uso de firma electrónica y la posibilidad de advertir riesgos asociados al 

fraude o al tratamiento de datos personales. En consecuencia, la contratación telemática 

puede reproducir y profundizar formas de exclusión ya existentes, proyectando la brecha 

digital al plano del ejercicio de derechos.  

Este impacto se evidencia con mayor intensidad en personas adultas mayores, 

personas con discapacidad, personas con bajo nivel de alfabetización digital o con acceso 

limitado a recursos tecnológicos. Sin embargo, la presente investigación parte de que la 

vulnerabilidad digital no se agota en estos grupos, sino que puede alcanzar a cualquier 

persona que, en un contexto determinado, enfrente obstáculos significativos para 

comprender y utilizar adecuadamente los medios telemáticos en una relación jurídica. Por 

ello, la categoría adecuada no es la de grupos cerrados, sino la de personas en situación de 

vulnerabilidad digital.  
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Desde una perspectiva constitucional, estos impactos comprometen especialmente 

la igualdad material, la no discriminación, la libertad del consentimiento y la seguridad 

jurídica, en la medida en que la digitalización puede convertirse en un factor de exclusión si 

no se acompaña de medidas de accesibilidad, asistencia y protección reforzada. En este 

sentido, no basta con reconocer formalmente la posibilidad de contratar por medios 

telemáticos; es necesario asegurar que todas las personas puedan hacerlo en condiciones 

reales de comprensión, autonomía y protección jurídica.  

Para mitigar estos impactos, resulta fundamental diseñar e implementar políticas 

públicas y mecanismos normativos orientados a fortalecer la integración digital, la 

capacitación tecnológica y la accesibilidad de las plataformas utilizadas en procesos de 

contratación electrónica. Del mismo modo, es necesario promover herramientas de 

asistencia para personas con discapacidad, programas de alfabetización digital y 

procedimientos diferenciados que permitan garantizar una participación efectiva y segura en 

entornos contractuales telemáticos. Solo bajo estas condiciones la digitalización podrá 

funcionar como un mecanismo de inclusión y no como una nueva fuente de desigualdad. 

2.5.4.6 Revolución digital y el auge de la contratación telemática 

La revolución digital constituye un proceso de transformación estructural que ha 

impactado profundamente las relaciones sociales, económicas y jurídicas, modificando la 

forma en que las personas interactúan, intercambian bienes, acceden a servicios y ejercen 

sus derechos. Este fenómeno, impulsado por el desarrollo de la computación, internet y las 

redes de comunicación, ha reconfigurado las dinámicas tradicionales de organización social 

y económica, dando lugar a nuevos espacios de interacción con relevancia jurídica. 

En el ámbito del Derecho, esta transformación ha incidido directamente en la forma 

de celebrar actos y contratos, permitiendo que estos puedan realizarse mediante medios 

electrónicos sin la presencia física simultánea de las partes. En este contexto, la contratación 

por medios telemáticos se ha consolidado como una modalidad relevante del tráfico jurídico 

contemporáneo, caracterizada por el uso de plataformas digitales, sistemas de comunicación 

remota y mecanismos de validación electrónica. 

El desarrollo de la contratación telemática ha estado estrechamente vinculado a la 

expansión del acceso a internet, lo que ha permitido que personas y organizaciones celebren 

acuerdos desde distintos lugares y en tiempos reducidos. Esta conectividad ha transformado 

las formas tradicionales de interacción jurídica, eliminando barreras geográficas y 

optimizando procesos de formalización de actos jurídicos. 

Asimismo, la incorporación de herramientas como la firma electrónica, los certificados 

digitales y los sistemas de gestión documental ha contribuido a dotar de mayor eficiencia a 
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los procesos contractuales, reduciendo costos de transacción y mejorando la trazabilidad de 

los actos jurídicos. En este sentido, la digitalización documental ha facilitado la formalización 

de acuerdos en entornos virtuales, manteniendo estándares de validez jurídica comparables 

a los mecanismos tradicionales. 

No obstante, este proceso también ha generado nuevos desafíos desde la perspectiva 

jurídica y constitucional. En particular, la expansión de tecnologías como el Big Data y el 

Internet de las cosas (IoT) ha incrementado la complejidad del tratamiento de la información, 

planteando retos en materia de protección de datos personales, privacidad y seguridad 

jurídica (Serrano-Cobos, 2013; Red Hat, 2023). De igual manera, el desarrollo de la 

inteligencia artificial ha introducido nuevas formas de interacción y automatización en el 

ámbito jurídico, evidenciando la necesidad de adaptar las instituciones tradicionales a los 

entornos digitales (Landáez, 2009; Gil, 2020). 

En el ámbito analizado, si bien la revolución digital ha permitido mayor eficiencia en 

las relaciones jurídicas, también ha puesto en evidencia desigualdades en el acceso, uso y 

comprensión de las tecnologías. Estas brechas inciden directamente en la capacidad de las 

personas para participar en procesos de contratación telemática en condiciones de igualdad, 

generando escenarios de exclusión y afectación de derechos. 

De manera particular, las personas en situación de vulnerabilidad digital enfrentan 

mayores dificultades para comprender los entornos virtuales, verificar información, utilizar 

herramientas tecnológicas y ejercer de forma autónoma sus derechos dentro de procesos de 

contratación electrónica. Esta realidad incrementa el riesgo de afectación a la igualdad 

material, a la libertad del consentimiento y a la seguridad jurídica, especialmente cuando no 

existen mecanismos suficientes de acompañamiento, accesibilidad y verificación reforzada. 

En este escenario, resulta necesario replantear los mecanismos tradicionales de 

garantía del Derecho, incorporando respuestas normativas e institucionales que permitan 

asegurar la autenticidad, la legalidad, la comprensión suficiente y la eficacia de los actos 

realizados en entornos digitales. Desde esta perspectiva, la función notarial adquiere especial 

relevancia como mecanismo institucional de garantía de la seguridad jurídica en la 

contratación por medios telemáticos, en tanto permite reforzar la verificación de identidad, 

capacidad, libertad y consentimiento de las partes intervinientes.  

2.5.5 Vulnerabilidad digital y brechas digitales 

La vulnerabilidad digital debe entenderse como una situación de desventaja generada 

por factores estructurales —sociales, económicos, etarios, educativos, tecnológicos o 

cognitivos— que limitan el acceso, uso, comprensión o aprovechamiento de las tecnologías 

de la información y comunicación, afectando de manera diferenciada el ejercicio efectivo de 
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derechos fundamentales en entornos digitales. Desde esta perspectiva, la vulnerabilidad 

digital no constituye una condición inherente a la persona, sino el resultado de estructuras 

sociales y tecnológicas que producen escenarios de exclusión, desigualdad o desprotección. 

En consecuencia, se configura como una categoría jurídicamente relevante dentro del 

constitucionalismo contemporáneo, en tanto permite identificar situaciones en las que el 

ejercicio de derechos fundamentales se ve condicionado por barreras tecnológicas. 

En este contexto, la vulnerabilidad digital se manifiesta a través de diversas formas 

de brechas digitales, entre las que destacan la brecha de acceso, la brecha de conectividad, 

la brecha de uso o habilidades digitales, la brecha de accesibilidad, así como la brecha de 

seguridad y confianza digital. Estas manifestaciones evidencian que las desigualdades 

tecnológicas no son meramente técnicas, sino que tienen un impacto directo en la igualdad 

material, el acceso a servicios, la comprensión de información jurídicamente relevante y la 

seguridad jurídica, especialmente en entornos de contratación por medios telemáticos. 

Existen múltiples definiciones sobre la brecha digital; sin embargo, resulta más 

preciso referirse a ella en plural, pues no existe una sola forma en que se manifiesta. En 

términos generales, Arriazú (2015) la define como “el espacio que separa un mundo 

tecnologizado y un mundo que está en vías de serlo” (p. 227). Desde esta perspectiva, las 

brechas digitales pueden comprenderse como las disparidades o desigualdades que existen 

entre personas, grupos o territorios en relación con el acceso, uso y habilidades vinculadas 

con las tecnologías digitales. Estas diferencias no solo limitan el acceso a oportunidades, 

servicios y recursos disponibles en el entorno digital, sino que también inciden en la forma 

en que las personas ejercen sus derechos dentro de una sociedad cada vez más tecnificada. 

Esta realidad encuentra respaldo empírico en distintas fuentes. Así, la Agencia 

ACNUR (2023) ha señalado que cerca del 30% de la población ecuatoriana no tiene acceso 

a internet, situación que afecta con mayor intensidad a sectores históricamente 

desfavorecidos, excluyéndolos de oportunidades económicas, educativas y laborales. Por su 

parte, el Ministerio de Telecomunicaciones y de la Sociedad de la Información informó en su 

rendición de cuentas 2022 que el Ecuador ha venido trabajando en la reducción de la brecha 

digital mediante infraestructura tecnológica y modernización de marcos jurídicos, con la 

finalidad de impulsar el desarrollo del sector. Estas referencias muestran que el problema de 

la brecha digital no es meramente teórico, sino una realidad estructural reconocida tanto por 

organismos internacionales como por el propio Estado ecuatoriano. 

Algunas definiciones institucionales permiten ampliar esta comprensión. El Ministerio 

de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones de Colombia ha señalado que la 

brecha digital hace referencia a la diferencia socioeconómica entre comunidades con acceso 



52 

a las TIC y aquellas que no lo tienen, así como a las diferencias en la capacidad de utilizarlas 

eficazmente. En la misma línea, la OCDE, citada por Martínez (2020), define la brecha digital 

como la distancia existente entre individuos, áreas y niveles socioeconómicos respecto de 

sus oportunidades de acceder a las nuevas tecnologías y utilizar internet, lo que refleja 

diferencias tanto entre países como dentro de ellos. Estas aproximaciones muestran que la 

brecha digital debe ser entendida como un fenómeno multidimensional y no como una simple 

carencia de conexión. 

Con base en lo expuesto, las principales manifestaciones de las brechas digitales 

pueden agruparse en cuatro dimensiones: (i) acceso, relacionada con la disponibilidad de 

dispositivos y conexión; (ii) conectividad, vinculada a la calidad y estabilidad del servicio; (iii) 

uso o habilidades digitales, referida a la capacidad de utilización efectiva; y (iv) contenido, 

asociada a la disponibilidad de información relevante, útil y accesible. A estas dimensiones 

puede añadirse una quinta, vinculada con la seguridad y privacidad digital, que comprende 

las desigualdades en el conocimiento y manejo de riesgos asociados al tratamiento de datos 

personales y a la navegación en línea. 

Estas brechas también se expresan de manera diferenciada según el género, la edad 

y la condición económica. La brecha de género, por ejemplo, evidencia que a nivel mundial 

las mujeres presentan menores probabilidades de uso de internet en comparación con los 

hombres, diferencia que puede ser todavía más intensa en determinadas regiones (ITU, 

2020). Del mismo modo, la brecha generacional muestra una desigualdad significativa entre 

jóvenes y adultos mayores. Según datos del Banco Mundial (2021) para América Latina, el 

78% de los jóvenes entre 16 y 24 años utiliza internet, frente a apenas el 23% de las personas 

mayores de 65 años. 
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Gráfico 2. 
Brecha generacional en el uso de internet en América Latina 

 

Nota: Elaboración propia con base en datos del Banco Mundial (2021). 

El gráfico muestra una diferencia significativa entre el uso de internet por parte de 

jóvenes de entre 16 y 24 años y personas mayores de 65 años en América Latina. Mientras 

el 78% de los jóvenes utiliza internet, apenas el 23% de los adultos mayores accede a este 

servicio, lo que evidencia una marcada brecha generacional. Esta desigualdad no solo refleja 

diferencias en conectividad y uso de tecnologías, sino que también incide directamente en la 

inclusión digital y en la posibilidad de participar en entornos jurídicos telemáticos en 

condiciones de igualdad. 

La brecha económica, por su parte, pone de manifiesto que las desigualdades de 

ingreso limitan el acceso a dispositivos, conectividad de calidad y servicios digitales estables. 

A ello se suma la brecha de seguridad y privacidad, que refleja el desconocimiento que 

muchas personas tienen respecto de la protección de sus datos personales y de los riesgos 

asociados a la interacción en línea. Tales circunstancias incrementan la vulnerabilidad frente 

a fraudes, suplantación de identidad y usos indebidos de información personal, cuestiones 

especialmente sensibles en el ámbito de la contratación telemática. 

Los datos expuestos demuestran que las brechas digitales no constituyen 

únicamente un problema de infraestructura o de desarrollo tecnológico, sino verdaderas 

desigualdades estructurales que inciden directamente en el ejercicio efectivo de derechos 

fundamentales. En particular, estas disparidades afectan la capacidad de las personas para 

acceder a servicios, comprender información, participar en entornos digitales y ejercer su 
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autonomía en procesos jurídicos, como la contratación por medios telemáticos. En este 

sentido, la vulnerabilidad digital se traduce en limitaciones concretas en la formación del 

consentimiento, en la comprensión de obligaciones contractuales y en la posibilidad de 

celebrar actos y contratos en condiciones de igualdad, lo que genera escenarios de riesgo 

para la seguridad jurídica. 

Por ello, las brechas digitales deben ser analizadas no solo como indicadores de 

desarrollo tecnológico, sino como factores determinantes en la configuración de relaciones 

jurídicas desiguales que requieren una respuesta desde el Derecho Constitucional y desde 

las instituciones encargadas de garantizar la legalidad y la protección efectiva de los 

derechos. En consecuencia, la vulnerabilidad digital se consolida como una categoría 

jurídico-constitucional útil para comprender cómo las desigualdades tecnológicas inciden en 

la eficacia real de los derechos fundamentales, especialmente en contextos donde la 

interacción jurídica se desarrolla a través de medios telemáticos. 

2.5.5.1 Impacto de la contratación telemática en las personas en situación de 
vulnerabilidad digital 

El auge de la contratación por medios informáticos y telemáticos produce impactos 

significativos sobre aquellas personas que enfrentan barreras relevantes en el acceso, uso 

o comprensión de las tecnologías digitales. Esta realidad se vincula directamente con la 

persistencia de brechas estructurales que limitan la participación en la economía digital y, 

por ende, en procesos de contratación electrónica. Según la International Telecommunication 

Union (ITU, 2021), más de 2.9 mil millones de personas en el mundo continuaban sin acceso 

a internet, situación que restringe de manera sustancial la posibilidad de intervenir en 

entornos digitales con efectos económicos y jurídicos. Esta exclusión resulta particularmente 

severa en países en desarrollo, donde la falta de conectividad profundiza escenarios de 

desigualdad.  

En el caso ecuatoriano, estas limitaciones se reflejan de manera clara en las 

diferencias de acceso entre sectores urbanos y rurales. De acuerdo con datos del INEC 

(2021), el 55.4% de los hogares rurales no tenía acceso a internet, frente al 27.6% de los 

hogares urbanos, lo que evidencia una disparidad territorial significativa y coloca en situación 

de desventaja a poblaciones con menores oportunidades de conectividad y acceso a 

servicios digitales. Estas brechas afectan directamente la posibilidad de participar en 

procesos de contratación telemática en condiciones de igualdad.  

A ello se suma la falta de habilidades digitales necesarias para desenvolverse en 

entornos telemáticos. La UNESCO (2020) ha señalado que esta carencia afecta con especial 

intensidad a mujeres y personas adultas mayores, quienes enfrentan mayores riesgos de 
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exclusión de los procesos de contratación digital debido a la escasa capacitación y a la 

limitada familiaridad con plataformas y herramientas electrónicas. En este sentido, la 

vulnerabilidad digital no se explica únicamente por la ausencia de infraestructura, sino 

también por la insuficiencia de competencias para comprender, utilizar y aprovechar de 

manera segura los medios digitales.  

Desde una perspectiva más amplia, Norris (2001) advierte que la falta de acceso y 

habilidades para el uso de tecnologías profundiza la brecha digital y restringe el ejercicio 

igualitario de derechos en contextos telemáticos. Esta situación se intensifica en personas 

con bajos ingresos, adultos mayores, residentes en zonas rurales y otros sectores que 

enfrentan mayores barreras para acceder a servicios y oportunidades en línea. Por ello, la 

desigualdad digital debe ser comprendida como un problema estructural que trasciende la 

dimensión técnica e incide directamente en la inclusión de las personas dentro de actividades 

económicas y jurídicas desarrolladas en el entorno digital.  

En la contratación telemática, estas desigualdades pueden traducirse en afectaciones 

concretas a la igualdad material, la libertad del consentimiento, la protección de datos 

personales y la seguridad jurídica. Así, la falta de experiencia o de conocimientos suficientes 

puede incrementar el riesgo de fraudes, estafas o suplantaciones, así como dificultar la 

adecuada comprensión de términos y condiciones contractuales. Como señalan Solove 

(2004), Nissenbaum (2010) y Wall (2007), la escasa capacidad para proteger datos 

personales, comprender condiciones de uso o identificar riesgos en línea incrementa la 

exposición de las personas a situaciones de abuso y desventaja en entornos digitales.  

Del mismo modo, la discriminación y el trato desigual en la contratación telemática 

pueden manifestarse tanto de manera intencional como inadvertida, cuando las plataformas, 

procedimientos o mecanismos de acceso no consideran las necesidades específicas de 

quienes enfrentan barreras tecnológicas o cognitivas. En este sentido, Sandoval-Almazan y 

Gil-Garcia (2012) advierten que la falta de accesibilidad digital, la ausencia de adaptaciones 

razonables, la carencia de orientación suficiente y la escasez de dispositivos o conectividad 

constituyen factores que generan exclusión en el entorno digital. Estas barreras afectan la 

posibilidad de participar de manera autónoma y segura en relaciones contractuales 

telemáticas.  

Las brechas también se expresan de forma diferenciada según género y edad. La 

ITU (2020) ha señalado que las personas mayores de 65 años tienen muchas menos 

probabilidades de utilizar internet que los jóvenes de entre 16 y 24 años, mientras que ONU 

Mujeres (2021) ha advertido que en muchas regiones, especialmente en países en 

desarrollo, las mujeres continúan teniendo menores probabilidades de acceso a internet. 



56 

Estas desigualdades estructurales agravan la situación de quienes se encuentran en el 

margen de la transformación digital y reducen sus posibilidades de beneficiarse de los 

mecanismos de contratación y de servicios en línea.  

En consecuencia, la contratación telemática puede profundizar la exclusión digital si 

no se acompaña de medidas de accesibilidad, orientación, conectividad y capacitación. Por 

ello, resulta fundamental implementar políticas públicas que prioricen el acceso a internet, 

fortalezcan las habilidades digitales y aseguren estándares de accesibilidad y seguridad en 

las plataformas utilizadas para contratar. Solo de esta manera será posible garantizar la 

inclusión y la equidad en la contratación telemática, evitando que la digitalización se convierta 

en una nueva fuente de desigualdad para las personas en situación de vulnerabilidad digital. 

2.5.5.2 Legislación y regulación de la contratación telemática para la tutela de los 
derechos fundamentales las personas en situación de vulnerabilidad digital 

Desde una perspectiva normativa, la regulación jurídica de la contratación telemática 

debe orientarse no solo a reconocer la validez de los actos y contratos celebrados por medios 

electrónicos, sino también a garantizar que dicha modalidad de contratación se desarrolle en 

condiciones compatibles con la protección efectiva de los derechos fundamentales. En este 

sentido, la legislación positiva no puede limitarse a facilitar el tráfico jurídico digital, sino que 

debe incorporar garantías suficientes para evitar que la digitalización genere nuevas formas 

de exclusión o desprotección. 

En el caso ecuatoriano, el análisis de la tutela jurídica de las personas en situación 

de vulnerabilidad digital exige partir, en primer lugar, del marco normativo general de la 

contratación telemática, para luego examinar si las disposiciones constitucionales, legales y 

reglamentarias vigentes ofrecen respuestas adecuadas frente a las barreras de acceso, uso, 

comprensión y seguridad que pueden presentarse en el entorno digital. 

Desde esta perspectiva, la presente investigación no aborda la legislación sobre 

contratación telemática únicamente desde un criterio de validez formal de los actos y 

contratos, sino también desde su capacidad para garantizar la igualdad material, la no 

discriminación, la libertad del consentimiento, la protección de datos personales y la 

seguridad jurídica de las personas que enfrentan barreras relevantes en su interacción con 

las tecnologías digitales. 

2.5.5.3 Análisis de la legislación y regulación actual sobre la contratación telemática 

En lo relativo a las tecnologías de la información y comunicación, la Constitución de 

la República del Ecuador, en su artículo 16, numeral 2, reconoce que todas las personas 

tienen derecho al acceso universal a las tecnologías de información y comunicación. Esta 
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previsión constitucional impone al Estado la obligación de promover políticas y medidas 

orientadas a garantizar un acceso equitativo a las TIC, aspecto esencial para la inclusión 

digital y para el ejercicio efectivo de otros derechos en el entorno contemporáneo. En la 

práctica, este mandato ha servido de fundamento para políticas públicas como la Agenda 

Digital Ecuador 2025, dirigida a reducir la brecha digital mediante la expansión de 

infraestructura tecnológica y el fortalecimiento del acceso a internet. No obstante, persisten 

limitaciones importantes, especialmente en zonas rurales y en sectores que enfrentan 

mayores barreras de acceso.  

De igual forma, el artículo 17, numeral 2, de la Constitución dispone que el Estado 

fomentará la pluralidad y diversidad en la comunicación y, para ello, facilitará el acceso 

universal a las tecnologías de la información y comunicación, con especial atención a 

personas y colectividades que carezcan de dicho acceso o lo tengan de manera limitada. 

Esta disposición refuerza la obligación estatal de implementar medidas diferenciadas para 

reducir desigualdades tecnológicas y promover inclusión digital. En términos prácticos, ello 

se ha traducido en programas y espacios de acceso comunitario; sin embargo, su eficacia 

ha sido desigual debido a problemas de continuidad, cobertura e infraestructura.  

En el ámbito educativo, el artículo 347, numeral 8, de la Constitución establece como 

responsabilidad del Estado incorporar las tecnologías de la información y comunicación en 

el proceso educativo y propiciar su articulación con actividades productivas y sociales. Esta 

disposición tiene especial relevancia para la presente investigación, pues la formación digital 

constituye un presupuesto importante para que las personas puedan participar de manera 

autónoma y segura en procesos de contratación telemática. Sin embargo, en la realidad 

ecuatoriana subsisten carencias de infraestructura y capacitación, particularmente en 

instituciones educativas ubicadas en zonas rurales o en contextos de menor desarrollo 

tecnológico.  

En materia de protección reforzada, la Sentencia No. 832-20-JP/21 de la Corte 

Constitucional del Ecuador constituye un referente relevante, en la medida en que reafirma 

la obligación estatal de ajustar los servicios públicos a las necesidades específicas de las 

personas en situación de vulnerabilidad. Aunque esta decisión no se refiere exclusivamente 

a la contratación telemática, su razonamiento resulta plenamente aplicable al entorno digital, 

pues permite sostener que el acceso a tecnologías, servicios en línea y procedimientos 

jurídicos digitalizados debe diseñarse bajo una lógica de inclusión, accesibilidad y no 

discriminación.  

En este contexto, el análisis de la regulación vigente muestra que el ordenamiento 

ecuatoriano sí contiene disposiciones constitucionales y legales orientadas a promover el 
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acceso a las TIC y la inclusión digital; sin embargo, todavía persisten vacíos importantes en 

cuanto a la tutela específica de las personas en situación de vulnerabilidad digital dentro de 

la contratación por medios telemáticos. En particular, se advierte la necesidad de 

mecanismos más claros en materia de accesibilidad, verificación reforzada del 

consentimiento, asistencia técnica, adaptación razonable de procedimientos y garantías 

suficientes para asegurar la seguridad jurídica en actos y contratos celebrados en entornos 

digitales. 

En consecuencia, el marco normativo actual constituye un punto de partida relevante, 

pero aún insuficiente, para responder a las exigencias constitucionales que surgen en la 

contratación telemática cuando intervienen personas que enfrentan barreras significativas en 

el acceso, uso o comprensión de la tecnología. Esta insuficiencia justifica la necesidad de 

desarrollar respuestas normativas e institucionales más específicas, capaces de garantizar 

una tutela efectiva de derechos en el contexto de la digitalización del tráfico jurídico. 

2.5.5.4 Aplicabilidad en la contratación telemática y personas en situación de 
vulnerabilidad digital 

El artículo 66, numeral 16 de la Constitución ecuatoriana, garantiza el "derecho a la 

libertad de contratación". En el contexto de la contratación por medios telemáticos, este 

derecho implica que toda persona debe poder celebrar actos y contratos de manera libre, 

voluntaria e informada, utilizando medios digitales cuando así lo decida. Sin embargo, la 

eficacia real de esta libertad no depende únicamente de su reconocimiento formal, sino 

también de la existencia de condiciones materiales que permitan ejercerla en igualdad de 

condiciones. 

En la práctica, muchas personas enfrentan barreras significativas para ejercer este 

derecho en entornos digitales. Tales barreras derivan, entre otros factores, de la insuficiente 

alfabetización digital, de la falta de acceso a internet, de limitaciones en el manejo de 

herramientas tecnológicas y de la ausencia de plataformas diseñadas con criterios de 

accesibilidad. En consecuencia, aunque la libertad de contratación se encuentra reconocida 

constitucionalmente, su ejercicio efectivo puede verse restringido cuando no existen políticas 

públicas, mecanismos institucionales y condiciones tecnológicas suficientes para garantizar 

una participación segura y comprensible en la contratación telemática. 

A ello se suma que el artículo 35 de la Constitución establece una protección 

reforzada para los grupos de atención prioritaria, disponiendo que recibirán atención 

prioritaria y especializada en los ámbitos público y privado, así como protección especial en 

situaciones de doble vulnerabilidad. Esta previsión constitucional resulta relevante para la 

contratación telemática, pues exige que el Estado y, en su caso, los operadores privados, 
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adopten medidas orientadas a evitar que la digitalización de servicios y procedimientos se 

convierta en una fuente adicional de exclusión o discriminación. 

Desde esta perspectiva, la aplicabilidad de estas disposiciones en el entorno 

telemático no debe entenderse de manera restringida a los grupos tradicionalmente 

vulnerables, sino proyectarse también hacia las personas en situación de vulnerabilidad 

digital, es decir, aquellas que enfrentan barreras relevantes en el acceso, uso o comprensión 

de la tecnología. En estos casos, la protección constitucional exige que las plataformas, 

procedimientos y mecanismos contractuales se diseñen y apliquen con criterios de 

accesibilidad, asistencia, claridad y seguridad jurídica. 

En términos normativos, el ordenamiento jurídico ecuatoriano ha desarrollado 

disposiciones específicas orientadas a garantizar la accesibilidad y la inclusión de las 

personas con discapacidad en el ámbito comunicacional y tecnológico. En particular, la Ley 

Orgánica de las Personas con Discapacidad, en sus artículos 72 y 73, establece la obligación 

del Estado de promover sistemas de comunicación accesibles, tales como la lengua de señas 

ecuatoriana, el sistema braille, los formatos de fácil lectura y otras herramientas tecnológicas, 

así como de garantizar el acceso a la información mediante mecanismos audiovisuales 

inclusivos, entre ellos el subtitulado y la interpretación en lengua de señas. 

No obstante, pese a la existencia de este marco normativo, la implementación 

efectiva de estándares de accesibilidad en plataformas digitales y servicios tecnológicos 

continúa siendo limitada. En la práctica, numerosos sitios web, aplicaciones y entornos 

digitales en el Ecuador no cumplen de manera suficiente con criterios técnicos de 

accesibilidad, lo que restringe el acceso equitativo a la información y a los servicios digitales. 

Esta deficiencia afecta directamente el ejercicio de derechos fundamentales, especialmente 

cuando se trata de personas que requieren apoyos, ajustes razonables o mecanismos de 

asistencia para participar válidamente en procesos de contratación telemática. 

En consecuencia, la aplicabilidad del marco constitucional y legal en materia de 

contratación telemática no puede evaluarse únicamente desde la existencia formal de 

normas, sino desde su capacidad real para garantizar que todas las personas, y en especial 

aquellas en situación de vulnerabilidad digital, puedan ejercer la libertad de contratación en 

condiciones de igualdad material, comprensión suficiente, libertad del consentimiento y 

seguridad jurídica. 

2.5.5.5 Normativa sectorial sobre el comercio electrónico 

El Código de Comercio de Ecuador, en su artículo 74, define el comercio electrónico 

como “toda transacción comercial de bienes o servicios digitales o no, realizada en parte o 

en su totalidad a través de sistemas de información o medios electrónicos”. Este marco 
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jurídico permite la validación de contratos electrónicos, facilitando las transacciones 

comerciales a través de medios telemáticos. En la práctica, la proliferación de plataformas 

de comercio electrónico en Ecuador, como OLX o Mercado Libre, ha demostrado la creciente 

adopción de este tipo de contrataciones. Sin embargo, uno de los principales problemas 

sigue siendo la protección de los consumidores en estas plataformas, ya que las regulaciones 

existentes no siempre son claras respecto a los mecanismos de resolución de conflictos o 

reembolsos en caso de incumplimientos. 

De igual manera, el artículo 77 del Código de Comercio regula los denominados 

contratos inteligentes, entendidos como aquellos generados o ejecutados mediante 

programas informáticos capaces de incorporar cláusulas y operar electrónicamente conforme 

a instrucciones previamente definidas. Esta disposición resulta especialmente relevante 

porque incorpora al derecho mercantil ecuatoriano una figura propia de la evolución 

tecnológica contemporánea, vinculada al desarrollo de sistemas automatizados y a entornos 

como blockchain. 

No obstante, la aplicabilidad práctica de esta figura todavía es limitada en el Ecuador, 

dado que el uso de contratos inteligentes se encuentra en una etapa incipiente y se concentra 

principalmente en sectores vinculados con la innovación tecnológica y determinados 

servicios digitales. A pesar de ello, su incorporación normativa refleja una tendencia de 

apertura del ordenamiento jurídico hacia nuevas formas de contratación electrónica, lo que 

plantea desafíos adicionales en materia de seguridad jurídica, comprensión contractual, 

protección de datos y tutela efectiva de derechos. 

Desde la perspectiva de la presente investigación, esta normativa sectorial resulta 

especialmente relevante porque evidencia que la modernización del comercio electrónico no 

puede evaluarse únicamente desde su capacidad de agilizar transacciones, sino también 

desde su aptitud para garantizar condiciones de accesibilidad, transparencia y protección 

para las personas en situación de vulnerabilidad digital, especialmente cuando la 

contratación se desarrolla en entornos automatizados o altamente tecnificados. 

2.5.5.6 Evaluación de la eficacia de las leyes existentes para la protección de las 
personas en situación de vulnerabilidad digital  

La eficacia de las normas vigentes no puede evaluarse únicamente a partir de su 

formulación abstracta, sino de su capacidad real para garantizar el ejercicio efectivo de 

derechos en contextos concretos. En el caso de la contratación por medios telemáticos, este 

análisis exige determinar si el marco constitucional y legal ecuatoriano ofrece una protección 

suficiente frente a las barreras que enfrentan las personas en situación de vulnerabilidad 

digital.  
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En este sentido, el artículo 16, numeral 4, de la Constitución de la República del 

Ecuador reconoce expresamente el derecho de las personas con discapacidad al acceso y 

uso de formas de comunicación que favorezcan su inclusión en las actividades sociales. Esta 

disposición representa un avance normativo relevante; sin embargo, su eficacia depende de 

su implementación práctica. Al respecto, informes técnicos del INEC y del CONADIS han 

mostrado avances parciales, pero también barreras persistentes en materia de accesibilidad 

tecnológica, lo que evidencia una brecha entre el reconocimiento normativo y la realidad de 

acceso efectivo.  

De igual manera, el artículo 36 de la Constitución establece atención prioritaria para 

las personas adultas mayores. No obstante, los datos disponibles muestran que su inclusión 

en entornos digitales continúa siendo limitada. Según información del Ministerio de 

Telecomunicaciones, el uso regular de internet por parte de personas adultas mayores sigue 

siendo reducido, lo cual refleja la insuficiente efectividad de las políticas públicas de inclusión 

digital dirigidas a este grupo etario. A ello se suma la escasez de programas de capacitación 

sostenidos, lo que restringe aún más la posibilidad de que estas personas participen de 

manera segura y autónoma en procesos de contratación telemática.  

Por su parte, el artículo 47 de la Constitución reconoce el derecho de las personas 

con discapacidad al acceso a bienes y servicios en condiciones de igualdad. Sin embargo, 

la limitada accesibilidad de múltiples plataformas digitales restringe el ejercicio real de este 

derecho. En la práctica, la ausencia de ajustes razonables, formatos accesibles y estándares 

técnicos adecuados dificulta que muchas personas con discapacidad puedan interactuar 

válidamente con servicios digitales, lo que afecta de manera directa su participación en actos 

y contratos celebrados por medios telemáticos.  

A su vez, el artículo 66 de la Constitución reconoce el derecho de las personas a una 

vida libre de violencia, protección que también debe proyectarse al entorno digital. No 

obstante, diversos datos institucionales muestran que las personas en situación de 

vulnerabilidad enfrentan mayores riesgos de fraude, estafa, suplantación de identidad, 

filtración de datos y otras formas de afectación en entornos digitales. Esta situación revela 

que la existencia formal de normas no siempre se traduce en mecanismos eficaces de 

prevención, protección y reparación frente a los riesgos propios de la contratación telemática.  

En consecuencia, la evaluación del marco normativo ecuatoriano permite advertir que 

sí existen disposiciones constitucionales y legales orientadas a la protección de derechos en 

contextos digitales; sin embargo, su eficacia sigue siendo limitada cuando se trata de 

garantizar condiciones reales de accesibilidad, comprensión, autonomía y seguridad para las 

personas en situación de vulnerabilidad digital. Por ello, el problema no radica únicamente 
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en la ausencia de normas, sino también en las insuficiencias de su implementación, en la 

debilidad de las políticas públicas complementarias y en la falta de mecanismos específicos 

que respondan a las exigencias de la contratación por medios telemáticos.  

Desde esta perspectiva, puede afirmarse que el ordenamiento vigente constituye un 

punto de partida importante, pero todavía insuficiente para asegurar una protección 

constitucional plena en el entorno digital. Esta constatación justifica la necesidad de fortalecer 

el marco jurídico e institucional mediante medidas más específicas, orientadas a garantizar 

la igualdad material, la libertad del consentimiento, la accesibilidad y la seguridad jurídica en 

la contratación telemática. 

2.5.5.7 Medición de la eficacia normativa 

 La evaluación de la eficacia normativa exige ir más allá de la existencia formal de 

disposiciones jurídicas y centrarse en su capacidad real para producir resultados verificables 

en la práctica. En el contexto de la presente investigación, ello implica analizar si las normas, 

políticas públicas y mecanismos institucionales vigentes han logrado reducir las barreras que 

enfrentan las personas en situación de vulnerabilidad digital en el acceso, uso y comprensión 

de las tecnologías aplicadas a la contratación telemática. 

Desde esta perspectiva, los programas de alfabetización digital, accesibilidad 

tecnológica e inclusión orientados a personas adultas mayores, personas con discapacidad 

y otros sectores que enfrentan barreras estructurales deben ser evaluados a partir de su 

impacto efectivo y no solo de su formulación normativa. En este sentido, los indicadores de 

acceso, uso y apropiación tecnológica constituyen herramientas relevantes para medir el 

grado de eficacia de las políticas implementadas. Sin embargo, diversos reportes muestran 

que los niveles de acceso y uso de tecnologías por parte de estos sectores siguen siendo 

limitados, lo que evidencia la persistencia de brechas digitales y la insuficiencia de las 

respuestas estatales. 

En el ámbito mercantil y contractual, el Código de Comercio, particularmente en su 

artículo 75, regula la contratación electrónica y reconoce determinados derechos vinculados 

a este tipo de relaciones jurídicas. No obstante, la aplicación efectiva de estas disposiciones 

enfrenta obstáculos importantes, especialmente cuando se trata de incumplimientos, estafas 

o conflictos surgidos en entornos digitales. La demora o insuficiencia en los mecanismos de 

atención y resolución de controversias reduce la efectividad real de la tutela jurídica prevista 

en la norma. 

En este escenario, la eficacia normativa no puede medirse únicamente por la 

existencia de garantías constitucionales, comerciales o administrativas, sino por la 

posibilidad real de que estas se traduzcan en condiciones de accesibilidad, comprensión 
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suficiente, seguridad jurídica y protección efectiva de derechos. Cuando las personas no 

pueden utilizar plataformas digitales, no comprenden el contenido de los actos o contratos, 

o no cuentan con mecanismos eficaces de protección frente a riesgos digitales, la norma 

pierde capacidad transformadora y se mantiene en el plano formal. 

Por ello, aunque el ordenamiento jurídico ecuatoriano incorpora disposiciones 

orientadas a promover inclusión digital y protección de derechos en entornos telemáticos, los 

avances concretos siguen siendo limitados. La ausencia de indicadores suficientemente 

sólidos sobre accesibilidad, inclusión y protección efectiva dificulta una valoración objetiva 

de los resultados alcanzados. En consecuencia, se requieren políticas públicas más 

consistentes, mecanismos institucionales especializados y criterios de evaluación orientados 

a resultados medibles, de modo que la regulación pueda traducirse en una protección 

constitucional efectiva en el entorno digital. 

2.5.5.8 Identificación de lagunas jurídicas, oportunidades de reforma y políticas 
públicas sugeridas: 

La identificación de lagunas jurídicas4, oportunidades de reforma y políticas públicas 

sugeridas exige un análisis integral del sistema normativo y de su capacidad real para 

responder a los desafíos que plantea la contratación por medios telemáticos. Se trata de un 

proceso dinámico, condicionado por la evolución tecnológica, los cambios sociales y la 

necesidad de adaptar el Derecho a nuevas formas de interacción jurídica en el entorno digital. 

En este contexto, la formulación de respuestas adecuadas requiere no solo de técnica 

legislativa, sino también de articulación entre legisladores, operadores jurídicos, academia e 

instituciones públicas.  

Una primera laguna jurídica se relaciona con la ausencia de una categoría normativa 

suficientemente precisa para identificar a las personas que enfrentan barreras significativas 

en el entorno digital. Desde la perspectiva de la presente investigación, no resulta suficiente 

una referencia genérica a grupos vulnerables tradicionales, pues el fenómeno analizado 

exige una formulación más específica que permita comprender a las personas en situación 

de vulnerabilidad digital. Esta categoría debe ser construida de manera amplia, flexible y no 

taxativa, de modo que permita incluir a quienes, por razones económicas, educativas, etarias, 

 
4 Olaso (2005), al abordar el tema de lagunas jurídicas, explica que: “Generalmente se dice que hay una laguna 
jurídica ante la ausencia de una norma aplicable a un caso concreto, se trata pues, de una situación de vacío 
legislativo. Para BOBBIO, en cambio, una laguna no es la ausencia de una norma aplicable sino la falta de criterios 
válidos para decidir qué norma debe aplicarse” (p. 543). 
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territoriales, funcionales o tecnológicas, enfrentan obstáculos en el acceso, uso o 

comprensión de herramientas digitales con relevancia jurídica.  

En segundo lugar, se advierte la insuficiencia de disposiciones específicas para la 

protección reforzada de estas personas dentro de la contratación telemática. Si bien el 

ordenamiento ecuatoriano contiene normas generales sobre contratación electrónica, 

comercio electrónico, protección de datos y accesibilidad, todavía no desarrolla de manera 

suficiente mecanismos orientados a garantizar la comprensión del acto, la accesibilidad de 

las plataformas, la asistencia técnica, las adaptaciones razonables y la verificación reforzada 

del consentimiento cuando intervienen personas en situación de vulnerabilidad digital. De ahí 

que una oportunidad de reforma consista en incorporar estándares normativos claros que 

permitan orientar el diseño de procedimientos y plataformas bajo criterios de inclusión, 

seguridad jurídica y tutela efectiva de derechos.  

Otra laguna importante se encuentra en el plano sancionatorio y reparador. En 

observancia del principio de legalidad, el ordenamiento debe establecer de forma clara, 

previa y proporcional las consecuencias jurídicas derivadas de actuaciones que vulneren 

derechos en el entorno digital (CRE, 2008, art. 11; Ferrajoli, 1999). En el contexto de la 

contratación telemática, un marco sancionatorio adecuado cumple una doble función: por 

una parte, una función disuasoria, destinada a prevenir abusos; y, por otra, una función 

reparadora, orientada a ofrecer mecanismos eficaces de restitución o compensación ante la 

afectación de derechos. En esta línea, el principio de responsabilidad proactiva desarrollado 

por el Reglamento General de Protección de Datos de la Unión Europea constituye un 

referente útil para el diseño de obligaciones preventivas y de protección reforzada en 

entornos digitales.  

Desde la perspectiva de la justicia correctiva, también resulta necesario fortalecer las 

vías de reparación frente a vulneraciones de derechos constitucionales en entornos digitales. 

Como advierte García Añón (2006), la protección efectiva de derechos exige no solo 

reconocimiento normativo, sino también acceso a mecanismos que permitan remediar 

situaciones injustas. Esta lógica se articula con el derecho a la accesibilidad universal y con 

el principio de diseño universal o diseño para todos, promovido por la Convención sobre los 

Derechos de las Personas con Discapacidad, según el cual los servicios y entornos digitales 

deben ser accesibles, inclusivos y no discriminatorios. En consecuencia, la reforma 

normativa no debe limitarse a regular la validez de los actos telemáticos, sino también 

asegurar condiciones materiales para su ejercicio igualitario.  

En cuanto a las políticas públicas sugeridas, resulta indispensable implementar 

programas de educación y capacitación digital dirigidos a personas que enfrentan mayores 
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barreras tecnológicas, con el propósito de mejorar sus competencias para participar de forma 

segura en procesos de contratación telemática. Del mismo modo, se requieren campañas de 

sensibilización orientadas a visibilizar las necesidades específicas de las personas en 

situación de vulnerabilidad digital y a promover una cultura de respeto, inclusión y 

accesibilidad en el entorno digital. En esta línea, Helsper (2012) y Castells (2001) destacan 

la importancia de los programas de acompañamiento, asistencia técnica y formación como 

instrumentos efectivos para reducir la brecha digital y mejorar las condiciones de igualdad en 

el acceso a plataformas y servicios digitales.  

Finalmente, toda reforma normativa y toda política pública en esta materia debe ir 

acompañada de un sistema de evaluación y monitoreo continuo. Desde una perspectiva de 

gestión pública, Dye (2013) advierte que toda intervención estatal debe ser evaluada en 

función del cumplimiento de sus objetivos y de su impacto real sobre la población 

destinataria. En el ámbito de la contratación telemática, el monitoreo sistemático permite 

identificar fallas, corregir desviaciones, medir resultados e introducir ajustes que respondan 

a la evolución del entorno digital. Por ello, la protección de las personas en situación de 

vulnerabilidad digital requiere no solo normas y programas, sino también mecanismos 

permanentes de seguimiento que garanticen su eficacia práctica.  

En consecuencia, las lagunas jurídicas identificadas y las oportunidades de reforma 

evidencian que el reto no consiste únicamente en ampliar la digitalización del tráfico jurídico, 

sino en construir un marco normativo e institucional capaz de garantizar que dicha 

digitalización se desarrolle con criterios de igualdad material, accesibilidad, comprensión 

suficiente, seguridad jurídica y protección efectiva de derechos. Esta constatación justifica la 

necesidad de la propuesta legislativa desarrollada en la presente investigación. 

2.5.5.9 El rol del notario en la formación del consentimiento en actos celebrados 
mediante plataformas digitales  

En el contexto de la contratación por medios telemáticos, la formación del 

consentimiento constituye uno de los elementos más sensibles para la validez del acto 

jurídico. La utilización de plataformas digitales como medio de interacción entre las partes 

introduce ventajas operativas en términos de rapidez, eficiencia y alcance, pero también 

plantea desafíos específicos en relación con la identificación de los comparecientes, la 

comprensión del contenido del acto, la libertad de la voluntad y la ausencia de vicios del 

consentimiento. En este escenario, la intervención del notario adquiere una relevancia 

renovada como garantía institucional de la seguridad jurídica y de la formación válida del 

consentimiento en actos celebrados mediante plataformas digitales. 
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Aunque más adelante se profundizará en el modelo teórico propuesto, conviene 

destacar desde este punto que el notario cumple un papel esencial tanto en el entorno 

presencial como en el digital. Su intervención, en calidad de depositario de fe pública, 

contribuye a garantizar la seguridad jurídica, el principio de legalidad y la legitimidad de los 

actos jurídicos, al someterlos a un control de autenticidad, capacidad, comprensión y 

voluntad. De este modo, la actuación notarial fortalece la confianza de las personas en la 

validez y eficacia de los actos y contratos celebrados con relevancia jurídica.  

Desde la teoría general del acto jurídico, para que el consentimiento sea válido debe 

ser libre, informado y exento de vicios. Esto implica que la persona compareciente tenga 

capacidad jurídica, comprenda las implicaciones del acto o contrato y manifieste su voluntad 

sin error, dolo o violencia. En el entorno digital, esta exigencia adquiere una complejidad 

particular, porque la distancia física, la mediación tecnológica y las barreras de acceso o 

comprensión pueden afectar directamente la autenticidad y libertad del consentimiento.  

Por ello, no basta con que el consentimiento se exteriorice mediante una acción 

electrónica —como hacer clic en un botón de aceptación o suscribir un documento con firma 

electrónica—, sino que es necesario verificar que esa manifestación de voluntad corresponda 

realmente a una decisión libre, consciente e informada5. Desde esta perspectiva, la 

contratación telemática exige no solo mecanismos técnicos de validación, sino también 

controles jurídicos suficientes para asegurar que la voluntad expresada sea auténtica y 

jurídicamente eficaz.  

En este ámbito, la función notarial adquiere una importancia decisiva. El notario puede 

contribuir de manera significativa a la seguridad jurídica de los actos, acuerdos y contratos 

celebrados por medios telemáticos mediante la verificación de la identidad de las partes, la 

constatación de su capacidad jurídica, la comprobación de la libertad del consentimiento y la 

revisión de la legalidad del acto. Asimismo, su intervención permite prevenir suplantaciones 

de identidad, validar la autenticidad de documentos electrónicos y dotar de mayor certeza al 

procedimiento de formación del consentimiento.  

 
5 En cualquier clase de contrato existe una manifestación de voluntad en la que coinciden los intereses de al 
menos dos sujetos de derecho; sin embargo, en los contratos celebrados por medios telemáticos varía el medio 
a través del cual se exterioriza el consentimiento. En este sentido, Monge (2013) sostiene que “ese intercambio 
de datos para la emisión de voluntades a través de la autonomía de la voluntad muchas veces no resulta 
suficiente para garantizar la seguridad jurídica plena” (p. 13). A partir de ello, propone como medida de 
resguardo del consentimiento que, para la perfección del contrato celebrado electrónicamente y como exigencia 
de la buena fe contractual, se requiera no solo la recepción y conocimiento de la aceptación por parte del 
oferente, sino además la notificación de la recepción al aceptante en calidad de recibida (Monge, 2013, p. 14). 
Asimismo, tratándose de contratos de adhesión celebrados por medios telemáticos, plantea la aplicación de la 
regla interpretatio contra stipulatorem, con el fin de asegurar una distribución equitativa del riesgo contractual, 
de modo que la parte adherente no soporte las consecuencias de una defectuosa declaración redactada 
unilateralmente (Monge, 2013, p. 21). 
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De igual manera, el notario puede desempeñar una función orientadora y preventiva, 

asegurándose de que las partes comprendan adecuadamente los términos y condiciones del 

acto o contrato y que adopten su decisión con conocimiento suficiente de sus efectos 

jurídicos. Esta labor resulta particularmente importante cuando intervienen personas en 

situación de vulnerabilidad digital, pues en tales casos pueden existir limitaciones en el 

acceso, uso o comprensión de herramientas tecnológicas que afecten la manifestación válida 

de la voluntad. En estos supuestos, la intervención notarial debe reforzarse para garantizar 

que el consentimiento no sea solo formalmente emitido, sino materialmente válido.  

La función notarial también permite mantener un registro confiable y verificable de los 

actos realizados por medios telemáticos, facilitando su consulta posterior en caso de 

controversia o necesidad de comprobación. La conservación y certificación de documentos 

electrónicos, así como la constatación del cumplimiento de formalidades relevantes, 

fortalecen la ejecutabilidad de los actos frente a terceros y refuerzan la confianza de las partes 

en la integridad del procedimiento. En este sentido, la doctrina ha destacado que la presencia 

del notario en entornos digitales contribuye significativamente a la construcción de confianza 

sobre las transacciones electrónicas.  

Desde una perspectiva constitucional, esta función no debe ser entendida únicamente 

como una formalidad añadida al procedimiento digital, sino como una garantía institucional 

de la seguridad jurídica. Las manifestaciones de la vulnerabilidad digital previamente 

analizadas no solo evidencian desigualdades en el acceso y uso de la tecnología, sino que 

inciden directamente en elementos esenciales del acto jurídico, tales como la identificación 

de las partes, la formación libre e informada del consentimiento y la comprensión de las 

obligaciones asumidas. Cuando estas condiciones no son suficientemente verificadas, la 

aparente eficiencia de la contratación digital puede comprometer la validez y eficacia del acto 

jurídico.  

En consecuencia, el notario cumple un papel central en la adaptación del Derecho a 

los entornos digitales, pues su intervención permite reforzar la autenticidad, la legalidad, la 

certeza y la comprensión suficiente de los actos jurídicos celebrados mediante plataformas 

digitales. Esto justifica que la función notarial sea concebida, en el marco de la presente 

investigación, como una institución clave para la tutela de la igualdad material, la libertad del 

consentimiento y la seguridad jurídica en la contratación por medios telemáticos.  

Desde esta lógica, la participación del notario no debe interpretarse como un obstáculo 

para la modernización digital, sino como un mecanismo de justicia preventiva que permite 

equilibrar innovación tecnológica y protección efectiva de derechos. En particular, cuando el 

acto o contrato involucra a personas que enfrentan barreras significativas en el uso, acceso 
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o comprensión de las tecnologías, la función notarial se proyecta como una herramienta 

indispensable para evitar que la digitalización se convierta en un factor de exclusión o en una 

fuente de inseguridad jurídica. 

2.5.6 La función notarial como garantía constitucional de la seguridad jurídica 

2.5.6.1 Seguridad jurídica y función notarial 

En continuidad con lo expuesto respecto de la vulnerabilidad digital y sus efectos en 

la contratación por medios telemáticos, el derecho a la seguridad jurídica adquiere una 

relevancia central como principio rector del Estado constitucional de derechos y justicia. 

La seguridad jurídica no solo constituye una exigencia de orden normativo, sino una 

condición esencial para que las personas puedan ejercer sus derechos con certeza, 

previsibilidad y confianza en la actuación de las instituciones.  

En el ordenamiento ecuatoriano, este principio se encuentra reconocido en el artículo 

82 de la Constitución de la República del Ecuador, que dispone: 

“El derecho a la seguridad jurídica se fundamenta en el respeto a la Constitución y en la 

existencia de normas jurídicas previas, claras, públicas y aplicadas por las autoridades 

competentes”. Esta disposición permite advertir que la seguridad jurídica no se agota en la 

existencia formal de normas, sino que exige también su aplicación coherente, estable y 

conforme a derecho por parte de las autoridades llamadas a garantizarlas.  

Desde una perspectiva constitucional, la seguridad jurídica puede comprenderse en 

al menos tres dimensiones complementarias: previsibilidad, certeza y confianza legítima. La 

previsibilidad supone que las personas puedan anticipar razonablemente las consecuencias 

jurídicas de sus actos, lo que requiere un marco normativo comprensible y estable. La certeza, 

por su parte, implica claridad sobre la validez, autenticidad, contenido y efectos de los actos 

jurídicos, asegurando que produzcan consecuencias reconocidas y oponibles frente a 

terceros. Finalmente, la confianza legítima se refiere a la expectativa razonable de que el 

sistema jurídico y las instituciones actuarán de manera regular, estable y no arbitraria, 

evitando incertidumbre en la aplicación de las normas.  

En el ámbito notarial, la seguridad jurídica no se reduce a la mera existencia de 

normas previas y claras, sino que se materializa institucionalmente mediante la actuación del 

notario. En su condición de depositario de la fe pública, el notario interviene en la 

formalización de actos y contratos, verificando la identidad de los comparecientes, su 

capacidad jurídica, la libertad y comprensión del consentimiento, la legalidad del acto y la 

autenticidad de los documentos presentados. Esta intervención dota a los instrumentos 
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públicos de autenticidad, veracidad y eficacia probatoria, generando certeza respecto de su 

contenido y efectos jurídicos.  

La fe pública notarial no constituye una simple certificación formal, sino una garantía 

jurídica que otorga presunción de autenticidad a los instrumentos públicos, permitiendo su 

oponibilidad frente a terceros y reduciendo la incertidumbre en las relaciones jurídicas. De 

igual manera, el notario ejerce un control de legalidad, en tanto comprueba que los actos y 

contratos sometidos a su conocimiento se ajusten al ordenamiento jurídico vigente, 

verificando la identidad de las partes, su capacidad jurídica, la validez del consentimiento y la 

ausencia de vicios que puedan comprometer la eficacia del acto.  

Asimismo, la función notarial cumple una finalidad eminentemente preventiva del 

conflicto jurídico. Su intervención permite anticipar y evitar controversias futuras, asegurando 

que los actos se celebren con pleno conocimiento de sus efectos y en observancia de la ley. 

En este sentido, la doctrina notarial ha señalado que el notario actúa como un agente de 

justicia preventiva, cuya función principal consiste en evitar la litigiosidad mediante la correcta 

estructuración de los actos jurídicos (Vallet de Goytisolo, 2007).  

En este marco, la jurisdicción voluntaria notarial fortalece la seguridad jurídica al 

permitir que múltiples actos jurídicos sean formalizados mediante instrumentos públicos sin 

necesidad de intervención judicial, pero con plenas garantías de legalidad, autenticidad y 

eficacia. De este modo, la función notarial se proyecta como una institución que no solo 

formaliza actos, sino que también protege derechos y reduce riesgos de invalidez o 

controversia posterior.  

En el contexto de la contratación por medios telemáticos, estas funciones adquieren 

una relevancia aún mayor. Las condiciones propias del entorno digital pueden dificultar la 

verificación de elementos esenciales del acto jurídico, como la identidad de las partes, la 

autenticidad de los documentos, la libertad del consentimiento y la comprensión suficiente del 

contenido contractual. Estas dificultades incrementan el riesgo de inseguridad jurídica, 

especialmente cuando intervienen personas en situación de vulnerabilidad digital, cuyas 

barreras de acceso, uso o comprensión de la tecnología pueden afectar la formación válida 

de la voluntad.  

En consecuencia, la seguridad jurídica, entendida en sus dimensiones de 

previsibilidad, certeza y confianza legítima, encuentra en la función notarial una manifestación 

institucional concreta, particularmente relevante en entornos digitales, donde la complejidad 

tecnológica y las condiciones de vulnerabilidad pueden comprometer la validez y eficacia de 

los actos jurídicos. Así, el notariado se configura como un mecanismo esencial de garantía 
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de derechos en la contratación por medios telemáticos y como una institución clave para 

equilibrar innovación tecnológica y tutela efectiva de los derechos fundamentales. 

2.5.6.2 Reconocimiento constitucional de la función notarial 

La Constitución de la República del Ecuador reconoce expresamente la función 

notarial como parte del sistema institucional encargado de garantizar la seguridad jurídica, lo 

que constituye uno de los fundamentos constitucionales más relevantes para comprender el 

alcance de la jurisdicción voluntaria notarial. 

El artículo 199 de la Constitución dispone que: 

“Los servicios notariales son públicos. En cada cantón o distrito metropolitano habrá 

el número de notarías que determine el Consejo de la Judicatura. Las notarias y notarios 

ejercerán sus funciones con autonomía administrativa y económica”. 

Esta disposición reconoce, en primer lugar, el carácter público del servicio notarial y, 

en segundo término, su inserción dentro del entramado institucional del Estado orientado a 

garantizar certeza, legalidad y confianza en las relaciones jurídicas. 

Por su parte, el artículo 200 del mismo texto constitucional establece que: 

“Las notarias y notarios son depositarios de la fe pública […]”. 

Este reconocimiento constitucional tiene profundas implicaciones jurídicas, ya que 

legitima la intervención del notario en la formación, validación y formalización de actos 

jurídicos, dotándolos de autenticidad, legalidad y eficacia probatoria. En consecuencia, la 

función notarial no se agota en una actividad meramente documental o formal, sino que se 

proyecta como una garantía institucional de la seguridad jurídica dentro del Estado 

constitucional de derechos y justicia. 

Desde esta perspectiva, la función notarial no debe entenderse como una delegación 

excepcional o secundaria, sino como una manifestación propia de una competencia 

constitucionalmente reconocida dentro del sistema jurídico ecuatoriano, orientada a 

garantizar la legalidad de los actos, la certeza de sus efectos y la protección de los derechos 

de las personas. 

Esta dimensión constitucional adquiere una relevancia aún mayor en el ámbito de la 

contratación por medios telemáticos, donde la intervención del notario se proyecta como un 

mecanismo de garantía frente a los riesgos derivados de la distancia, la mediación 

tecnológica y las dificultades en la verificación de la identidad, la capacidad, la libertad del 

consentimiento y la comprensión del acto. En este contexto, el notario se configura como un 
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actor clave para la tutela de los derechos fundamentales, especialmente cuando intervienen 

personas en situación de vulnerabilidad digital. 

2.5.6.3 Regulación del servicio notarial telemático en el Ecuador 

En el contexto ecuatoriano, la prestación del servicio notarial telemático ha sido 

incorporada de manera expresa al ordenamiento jurídico a partir de las reformas introducidas 

a la Ley Notarial y del desarrollo de normativa secundaria expedida por el órgano de gobierno 

de la Función Judicial. Este proceso refleja la progresiva adaptación del notariado a los 

entornos digitales y la necesidad de compatibilizar innovación tecnológica con seguridad 

jurídica.  

En particular, la normativa vigente reconoce la posibilidad de que los actos, contratos 

y diligencias notariales puedan realizarse tanto de forma presencial como telemática, 

estableciendo condiciones específicas para garantizar su validez jurídica. En este marco, la 

Ley Notarial reformada admite la comparecencia telemática de las partes, el uso de firma 

electrónica y la conformación de un protocolo digital que incorpora el registro íntegro de la 

videoconferencia, elemento especialmente relevante para preservar la fe pública en entornos 

digitales.  

Asimismo, se mantiene la obligación del notario de ejercer el control de legalidad 

incluso en escenarios telemáticos, verificando la identidad de los comparecientes, su 

capacidad jurídica, la validez del consentimiento y la ausencia de vicios de la voluntad. Esto 

demuestra que la digitalización del servicio notarial no elimina las exigencias sustanciales de 

la función notarial, sino que las proyecta a un entorno distinto, en el que la verificación debe 

adaptarse a nuevas condiciones tecnológicas sin perder su contenido garantista.  

De manera complementaria, el Consejo de la Judicatura, mediante la Resolución 305-

2022, aprobó el Protocolo para el uso de plataformas y herramientas para la prestación del 

servicio notarial telemático, instrumento que regula aspectos técnicos y procedimentales 

dirigidos a asegurar la validez y la seguridad jurídica de los actos notariales realizados por 

medios digitales. Entre sus principales lineamientos constan la verificación de identidad, el 

uso obligatorio de firma electrónica, la grabación íntegra de la comparecencia, la 

conservación del protocolo digital y las condiciones de seguridad y confidencialidad 

aplicables al procedimiento.  

No obstante, pese a la existencia de este marco normativo, se advierte que la 

regulación del servicio notarial telemático se ha concentrado principalmente en aspectos 

operativos, técnicos y procedimentales, sin desarrollar de manera suficiente un enfoque de 

protección diferenciada para las personas en situación de vulnerabilidad digital. En otras 

palabras, aunque se han establecido reglas para el funcionamiento del servicio, todavía no 
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se han incorporado con la misma claridad mecanismos reforzados de accesibilidad, 

asistencia, adaptación razonable, verificación de comprensión suficiente o protección 

específica del consentimiento en contextos de desigualdad digital.  

Desde esta perspectiva, la regulación actual presenta un vacío relevante en términos 

constitucionales, pues no basta con asegurar que el procedimiento telemático exista y 

funcione técnicamente; es necesario además garantizar que todas las personas puedan 

acceder a él y participar en condiciones reales de igualdad material, comprensión suficiente 

y seguridad jurídica. Esta insuficiencia se vuelve especialmente visible en supuestos donde 

la verificación de la identidad, la capacidad y la libertad del consentimiento puede verse 

comprometida por barreras en el uso, acceso o comprensión de las herramientas 

tecnológicas.  

En este sentido, la limitada densidad garantista de la regulación vigente puede 

generar escenarios de inseguridad jurídica, particularmente cuando el servicio notarial 

telemático se desarrolla sin criterios reforzados de protección para quienes enfrentan 

mayores barreras digitales. Por ello, resulta necesario fortalecer el rol del notario no solo 

como operador técnico del procedimiento, sino como garante de derechos en el entorno 

digital, promoviendo su intervención activa en la contratación electrónica como mecanismo 

de tutela preventiva, especialmente cuando intervienen personas en situación de 

vulnerabilidad digital.  

En consecuencia, la función notarial no constituye un elemento accesorio en la 

contratación por medios telemáticos, sino una garantía institucional de seguridad jurídica, 

particularmente relevante en escenarios donde la digitalización puede amplificar riesgos de 

exclusión, incomprensión o afectación del consentimiento. De ahí que la consolidación del 

servicio notarial telemático en el Ecuador exija no solo perfeccionamientos técnicos, sino 

también un desarrollo normativo más robusto desde una perspectiva constitucional y 

garantista. 

2.5.7 Integración conceptual: Derecho Constitucional, vulnerabilidad digital, 
contratación telemática y función notarial 

  El análisis desarrollado a lo largo del presente capítulo permite advertir que la 

transformación digital ha producido una reconfiguración sustancial de las relaciones jurídicas, 

particularmente en el ámbito de la contratación por medios telemáticos, la cual ya no puede 

ser entendida exclusivamente como un fenómeno técnico, económico o instrumental, sino 

como un espacio en el que se proyecta de manera directa el ejercicio de derechos 

fundamentales. En consecuencia, la digitalización del tráfico jurídico debe ser examinada 

desde una perspectiva constitucional, capaz de identificar no solo sus ventajas operativas, 
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sino también las tensiones que genera en materia de igualdad, consentimiento y seguridad 

jurídica.  

Desde esta perspectiva, el Derecho Constitucional se configura como el marco 

normativo y axiológico que orienta la protección de los derechos en entornos digitales, 

exigiendo no solo su reconocimiento formal, sino también la implementación de mecanismos 

efectivos que permitan su ejercicio en condiciones de igualdad material, no discriminación y 

tutela efectiva. Sin embargo, la digitalización de las relaciones jurídicas ha puesto en 

evidencia nuevas formas de desigualdad vinculadas al acceso, uso y comprensión de las 

tecnologías de la información y comunicación, las cuales no pueden ser adecuadamente 

explicadas desde categorías clásicas si no se atiende al contexto específico en que se 

producen.  

En este contexto, la vulnerabilidad digital se presenta como una categoría relevante 

para explicar cómo las barreras tecnológicas, educativas, económicas, funcionales o 

territoriales pueden afectar de manera diferenciada la capacidad de las personas para 

participar en entornos jurídicos telemáticos. Estas limitaciones inciden directamente en 

elementos esenciales del acto jurídico, como la formación del consentimiento, la 

comprensión del contenido contractual, la identificación de riesgos y la posibilidad de ejercer 

derechos de manera informada. Por ello, la tesis adopta la categoría de personas en 

situación de vulnerabilidad digital, entendida como una formulación jurídico-constitucional 

orientada a identificar a quienes enfrentan barreras significativas en su interacción con la 

tecnología en contextos con efectos jurídicos.  

En este escenario, la seguridad jurídica adquiere una centralidad particular, en tanto 

principio que garantiza previsibilidad, certeza y confianza legítima en las relaciones jurídicas. 

No obstante, en entornos digitales estas garantías no pueden descansar únicamente en la 

existencia de normas previas, claras y públicas, sino que requieren de mecanismos 

institucionales que aseguren su efectiva materialización. Esto es especialmente relevante en 

la contratación telemática, donde la distancia física, la mediación tecnológica y las brechas 

digitales pueden comprometer la autenticidad del acto, la libertad del consentimiento y la 

comprensión suficiente de sus efectos.  

En este punto, la función notarial se proyecta como una garantía institucional de la 

seguridad jurídica, al intervenir en la formación, validación y formalización de los actos 

jurídicos mediante la verificación de la identidad, la capacidad, la voluntad y la legalidad del 

acto. Esta función adquiere una relevancia reforzada en la contratación por medios 

telemáticos, porque las condiciones propias del entorno digital incrementan los riesgos de 

error, fraude, suplantación o incomprensión, especialmente cuando intervienen personas en 
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situación de vulnerabilidad digital. De este modo, el notariado no opera como un elemento 

accesorio de la digitalización, sino como un mecanismo clave de justicia preventiva y de 

tutela efectiva de derechos.  

De la articulación de estos elementos se desprende que la contratación por medios 

telemáticos debe ser analizada desde una perspectiva integral y garantista, en la que 

convergen el Derecho Constitucional, la transformación digital, la vulnerabilidad estructural y 

la función notarial como mecanismo de protección. Bajo esta lógica, el notariado se configura 

como un instrumento clave para asegurar la legalidad, la autenticidad, la comprensión 

suficiente y la eficacia de los actos jurídicos celebrados en entornos digitales, contribuyendo 

así a la protección efectiva de los derechos fundamentales y a la consolidación de un sistema 

jurídico más seguro e inclusivo.  

En consecuencia, el marco teórico adoptado no solo permite describir el fenómeno 

de la contratación telemática, sino también examinarlo críticamente desde las tensiones 

existentes entre innovación tecnológica y garantía de derechos fundamentales. Esta 

aproximación fundamenta la necesidad de desarrollar mecanismos jurídicos específicos, 

respuestas institucionales diferenciadas y una propuesta normativa orientada a asegurar la 

protección efectiva de las personas en situación de vulnerabilidad digital en el ámbito notarial 

y en la contratación por medios telemáticos. 
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CAPÍTULO III.  DIAGNÓSTICO DEL FENÓMENO DE INVESTIGACIÓN 

3.1 Consideraciones generales: 

La utilización de medios telemáticos y plataformas digitales para la celebración de 

actos y contratos ha experimentado un crecimiento significativo en los últimos años. De 

acuerdo con la International Telecommunication Union (ITU), durante el año 2020 el comercio 

electrónico registró un incremento global del 19%, impulsado por el avance tecnológico, la 

globalización y los efectos derivados de la pandemia (ITU, 2021). En el Ecuador, este 

fenómeno también se ha intensificado, reflejándose en el aumento de diligencias y trámites 

realizados por medios telemáticos, incluidos aquellos desarrollados en el ámbito notarial. 

En este contexto, el presente capítulo expone los hallazgos empíricos obtenidos a 

partir de la aplicación de encuestas a las notarías que conforman la muestra de estudio, así 

como de la información cualitativa recabada en el proceso investigativo. Su finalidad no se 

limita a describir datos, sino a construir un diagnóstico jurídico-constitucional sobre las 

insuficiencias normativas, institucionales y operativas que inciden en la protección 

constitucional y en la seguridad jurídica de las personas en situación de vulnerabilidad digital 

dentro de la contratación por medios telemáticos. 

Tal como se señaló en los capítulos anteriores, la presente investigación doctoral se 

sustenta en un enfoque metodológico mixto, desarrollado mediante la integración 

complementaria de componentes cuantitativos y cualitativos. Esta articulación metodológica 

permite ofrecer una aproximación más robusta y multidimensional al fenómeno estudiado, 

particularmente en relación con la transformación digital del ejercicio notarial, el acceso 

equitativo a actuaciones con relevancia jurídica y la tutela efectiva de derechos en entornos 

telemáticos. 

Desde el plano cuantitativo, se recolectó y procesó información estadística con el 

propósito de dimensionar el alcance de las dificultades vinculadas a la prestación del servicio 

notarial telemático. Para ello, se utilizaron encuestas estructuradas, análisis de datos 

oficiales y revisión de información institucional, lo que permitió identificar tendencias, 

percepciones y limitaciones relevantes en torno al uso de herramientas tecnológicas, a la 

capacitación y a la implementación de procedimientos telemáticos. 

Por su parte, desde el componente cualitativo, se recogieron valoraciones y 

experiencias de actores institucionales mediante entrevistas dirigidas a jueces, notarios y 

abogados, así como a través de la información obtenida de notarías y personal notarial. 

Adicionalmente, la comprensión del fenómeno se enriqueció con la experiencia profesional 

del investigador en el ejercicio de la función notarial, considerada como un elemento 

contextual de apoyo para la interpretación de los hallazgos empíricos. 
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Todo ello tuvo como propósito identificar las dinámicas y problemáticas vinculadas a 

la contratación telemática, especialmente aquellas que inciden en contextos de 

vulnerabilidad digital. A partir del análisis de los datos recabados y de la revisión crítica de la 

doctrina y la normativa aplicable, se identificaron elementos interpretativos que permiten 

situar los hallazgos dentro del marco teórico desarrollado en la investigación. 

La integración de los enfoques cuantitativo y cualitativo permitió construir un 

diagnóstico integral del fenómeno investigado, articulando la evidencia empírica con su 

interpretación jurídica y constitucional. Esta combinación facilitó la identificación de 

insuficiencias normativas, institucionales y operativas que afectan la protección 

constitucional, la igualdad material y la seguridad jurídica de las personas en situación de 

vulnerabilidad digital en la contratación por medios telemáticos. 

En consecuencia, el presente capítulo constituye la base empírica sobre la cual se 

sustentan el modelo teórico y la propuesta jurídica que se desarrollan en los capítulos 

posteriores, en la medida en que permite demostrar, desde la evidencia levantada, la 

necesidad de fortalecer los mecanismos de protección en el entorno digital. 

3.2 Aparato metodológico 

Desde su planteamiento, la presente investigación doctoral adopta un enfoque 

metodológico mixto, que integra de manera complementaria técnicas cuantitativas y 

cualitativas. Esta decisión responde a la necesidad de analizar el fenómeno investigado 

desde una doble dimensión: por una parte, la evidencia empírica derivada de los datos 

obtenidos en el trabajo de campo; y, por otra, la interpretación jurídica y contextual de las 

percepciones, prácticas y limitaciones observadas en el ámbito notarial (Bericat, 2004). 

La metodología adoptada parte de la premisa de que el estudio de la contratación por 

medios telemáticos y de su incidencia en la protección constitucional de las personas en 

situación de vulnerabilidad digital no puede abordarse de manera suficiente desde un único 

enfoque. Por ello, la investigación articula herramientas cuantitativas y cualitativas con el 

propósito de construir un diagnóstico integral del fenómeno, coherente con su complejidad 

normativa, empírica e institucional (Bericat, 2004; Sampieri y Mendoza, 2018). 

En este sentido, la integración metodológica no se asume como una simple suma de 

técnicas, sino como una estrategia de investigación orientada a aprovechar las fortalezas de 

cada enfoque. El componente cuantitativo permite identificar tendencias, frecuencias, 

percepciones institucionales y patrones observables en la práctica notarial. Por su parte, el 

componente cualitativo facilita comprender el significado jurídico y contextual de dichos 

hallazgos, así como interpretar las experiencias, valoraciones y limitaciones expresadas por 

los actores involucrados. 



77 

Desde esta perspectiva, la elección del enfoque mixto también encuentra respaldo en 

la propuesta de Morgan (1997), quien destaca que la combinación de métodos puede 

responder a distintos criterios, entre ellos la síntesis, la contingencia y la dialéctica. La 

síntesis permite integrar distintas herramientas metodológicas para lograr una comprensión 

más completa del objeto de estudio; la contingencia orienta la selección de métodos según 

la naturaleza específica del problema investigado; y la dialéctica posibilita abordar 

fenómenos complejos a partir de la articulación de distintas perspectivas analíticas. Estas 

ideas resultan especialmente pertinentes para la presente investigación, dado que el objeto 

de estudio exige combinar análisis normativo, evidencia empírica e interpretación 

constitucional. 

En consecuencia, el aparato metodológico de esta tesis se estructura sobre una 

lógica de complementariedad, en la que cada componente cumple una función específica 

dentro del proceso de investigación. De este modo, el enfoque mixto adoptado permite no 

solo describir y medir determinadas realidades observables, sino también comprender sus 

implicaciones jurídicas y constitucionales, fortaleciendo la validez interna del estudio y 

ofreciendo una base más sólida para la formulación del diagnóstico, del modelo teórico y de 

la propuesta normativa. 

3.3 El uso del enfoque cuantitativo y cualitativo 

En la presente investigación doctoral se empleó un enfoque metodológico mixto, 

mediante la articulación de componentes cuantitativos y cualitativos, con el propósito de 

obtener una comprensión integral del fenómeno analizado. Esta estrategia permitió examinar 

tanto los aspectos empíricos observables de la contratación por medios telemáticos como su 

dimensión jurídica, institucional y constitucional. 

En el componente cuantitativo, se utilizó una encuesta estructurada aplicada a las 

notarías que conforman la muestra de estudio, complementada con el análisis de datos 

mediante estadística descriptiva y con la revisión de información proveniente de fuentes 

institucionales y plataformas vinculadas al servicio notarial telemático. Este enfoque permitió 

identificar patrones, tendencias, percepciones institucionales y limitaciones en la 

implementación de la contratación telemática, especialmente en lo relativo al uso de 

herramientas digitales, la capacitación tecnológica y las condiciones de acceso al servicio. 

Esta aproximación metodológica responde a los lineamientos de la investigación 

cuantitativa desarrollados por autores como Creswell (2014) y Hernández Sampieri et al. 

(2014), quienes destacan su utilidad para describir fenómenos, establecer relaciones entre 

variables y analizar datos cuantificables de manera sistemática. 
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Por su parte, el componente cualitativo se desarrolló mediante entrevistas 

semiestructuradas dirigidas a jueces, notarios y abogados, así como a partir de la información 

obtenida de notarías y personal notarial. Este componente permitió profundizar en las 

percepciones, prácticas, limitaciones y criterios jurídicos vinculados con el ejercicio notarial 

en entornos digitales y con la protección de las personas en situación de vulnerabilidad digital 

en la contratación telemática. 

En cuanto a la perspectiva de los usuarios del servicio notarial, esta se incorpora de 

manera indirecta a partir de la experiencia profesional del investigador en el ejercicio de la 

función notarial, como elemento contextual de apoyo para la interpretación de los hallazgos, 

sin que ello sustituya la evidencia empírica obtenida en el proceso investigativo. 

Adicionalmente, se emplearon técnicas de análisis de contenido y revisión 

documental, lo que permitió contextualizar los hallazgos dentro del marco jurídico, doctrinario 

e institucional pertinente. Este componente encuentra sustento en los aportes de Denzin y 

Lincoln (2018), quienes destacan la relevancia de los métodos cualitativos para la 

comprensión de significados, prácticas sociales y construcciones jurídicas complejas. 

En consecuencia, la integración de ambos enfoques permitió no solo describir 

tendencias y limitaciones observables en la práctica notarial telemática, sino también 

interpretar su significado jurídico y constitucional, fortaleciendo el diagnóstico de la 

investigación y proporcionando una base sólida para el desarrollo del modelo teórico y de la 

propuesta normativa. 

3.4 Integración metodológica 

La integración de los enfoques cuantitativo y cualitativo permite a la presente 

investigación doctoral adoptar un marco metodológico integral, orientado a comprender de 

manera más amplia, sistemática y profunda el fenómeno objeto de estudio. Esta articulación 

metodológica no solo favorece un diagnóstico más completo sobre la contratación por medios 

telemáticos y sus efectos en el ámbito notarial, sino que también posibilita relacionar la 

evidencia empírica con su interpretación jurídica y constitucional. 

En este sentido, la integración metodológica permite superar una visión fragmentada 

del problema, al combinar la identificación de tendencias, percepciones y limitaciones 

observables con el análisis interpretativo de los discursos, prácticas institucionales y desafíos 

normativos presentes en el entorno digital. De esta manera, los hallazgos cuantitativos y 

cualitativos no operan de forma aislada, sino de manera complementaria, enriqueciendo la 

comprensión del fenómeno investigado. 
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Desde una perspectiva jurídico-constitucional, la metodología adoptada no se limita 

a describir la realidad observada, sino que permite examinar críticamente la forma en que las 

prácticas notariales en entornos telemáticos inciden en la garantía de derechos 

fundamentales. En particular, esta integración facilita analizar su impacto sobre la seguridad 

jurídica, la libertad del consentimiento, la comprensión suficiente del acto y la igualdad 

material de las personas en situación de vulnerabilidad digital. 

En consecuencia, la integración metodológica constituye un elemento central de la 

presente investigación, porque permite construir un diagnóstico empírico con relevancia 

constitucional, fortaleciendo la base analítica sobre la cual se desarrollan el modelo teórico y 

la propuesta normativa contenidos en los capítulos posteriores. 

3.5 Ruta del diagnóstico objeto de estudio 

Si bien la presente investigación se sustentó en un enfoque metodológico mixto, el 

diagnóstico sobre la forma en que el Derecho Constitucional ecuatoriano protege a las 

personas en situación de vulnerabilidad digital en el ámbito de la contratación por medios 

telemáticos requirió el diseño de una ruta metodológica específica, orientada a articular el 

análisis normativo con la evidencia empírica obtenida en el trabajo de campo.  

En una primera fase, se desarrolló un análisis documental riguroso, dirigido a 

examinar y sistematizar el marco constitucional, legal, reglamentario e institucional aplicable 

a la contratación telemática y a la garantía de derechos en entornos digitales. Para ello, se 

aplicó una estrategia de organización, categorización e interpretación de fuentes normativas, 

doctrinarias e institucionales, con el propósito de delimitar el marco jurídico relevante para el 

objeto de estudio y establecer los presupuestos teóricos del diagnóstico.  

En una segunda fase, se diseñó y aplicó un instrumento cuantitativo de tipo encuesta, 

dirigido a notarías y a su personal, con la finalidad de obtener información sobre sus 

experiencias, percepciones y prácticas en relación con la prestación del servicio notarial 

telemático, así como respecto de la atención a personas en situación de vulnerabilidad digital. 

Este instrumento permitió recopilar datos empíricos relevantes sobre la realidad institucional 

observada y sobre las limitaciones presentes en la implementación de procedimientos 

telemáticos.  

Posteriormente, se realizó el procesamiento y análisis descriptivo de la información 

cuantitativa obtenida, con el fin de identificar patrones, tendencias y relaciones relevantes 

dentro de la práctica notarial. Esta fase proporcionó insumos objetivos para comprender el 

alcance de la contratación telemática, los niveles de capacitación tecnológica, las dificultades 

operativas y las percepciones institucionales sobre la protección de derechos en entornos 

digitales.  



80 

En una cuarta fase, el diagnóstico fue complementado mediante entrevistas 

semiestructuradas dirigidas a profesionales del ámbito jurídico y notarial, entre ellos jueces, 

notarios y abogados con experiencia en firma electrónica, herramientas digitales y 

contratación telemática. Este componente permitió profundizar en las experiencias, 

valoraciones y criterios jurídicos de los actores involucrados, enriqueciendo la comprensión 

del fenómeno desde una perspectiva cualitativa e interpretativa.  

Finalmente, los hallazgos cuantitativos y cualitativos fueron contrastados con el 

marco normativo y doctrinario, permitiendo una lectura integral del fenómeno investigado. La 

combinación de ambos enfoques facilitó la triangulación de la información y la validación 

cruzada de hallazgos, fortaleciendo la consistencia del diagnóstico y permitiendo evaluar de 

manera más precisa la adecuación de las prácticas vigentes frente a las exigencias de 

protección constitucional y seguridad jurídica en la contratación por medios telemáticos.  

En consecuencia, la ruta metodológica adoptada hizo posible construir un diagnóstico 

jurídico-constitucional del objeto de estudio, articulando evidencia empírica, análisis 

normativo e interpretación institucional, lo que sirvió de base para la formulación del modelo 

teórico y de la propuesta normativa desarrollados en la presente tesis.  

Con el propósito de representar de manera sintética la estructura del diseño 

metodológico adoptado en la presente investigación, a continuación, se incorpora un mapa 

mental del aparato metodológico. Este esquema permite visualizar la articulación entre el 

enfoque mixto, el análisis documental, los componentes cuantitativo y cualitativo, la 

hermenéutica jurídica y la integración metodológica, elementos que en conjunto hicieron 

posible construir el diagnóstico jurídico-constitucional del fenómeno investigado 
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Gráfico 3. 
Mapa mental del aparato metodológico de la investigación. 

 

Nota: Elaboración Propia (2023) 

Como se observa en el gráfico, el aparato metodológico de la investigación se estructura sobre una lógica de complementariedad entre 

distintos componentes analíticos y empíricos. Esta organización permitió articular el examen normativo y doctrinario con la evidencia obtenida 

mediante encuestas, entrevistas e interpretación jurídica, facilitando la triangulación de hallazgos y la validación cruzada de resultados. De este 

modo, el diagnóstico alcanzado no se limita a una descripción de datos, sino que integra una lectura constitucional, institucional y práctica de 

la contratación por medios telemáticos y de su incidencia en la protección de las personas en situación de vulnerabilidad digital. 
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3.6 Resultados descriptivos y cualitativos 

En este acápite se exponen y analizan los resultados obtenidos a partir de la 

integración metodológica desarrollada en la presente investigación. Dicho análisis 

permitió identificar tendencias, limitaciones y hallazgos emergentes que configuran el 

estado actual de la protección constitucional y de la seguridad jurídica de las personas 

en situación de vulnerabilidad digital en el Ecuador, especialmente en los procesos de 

contratación por medios telemáticos. 

Los resultados se presentan con criterios de objetividad, sistematización e 

interpretación jurídica, con el propósito de comprender las dinámicas normativas, 

institucionales y operativas que inciden en el objeto de estudio. En este sentido, cada 

tabla, figura y análisis refleja distintas dimensiones del fenómeno investigado, 

permitiendo una lectura contextualizada de los hallazgos y de sus implicaciones 

constitucionales. 

La interpretación de los resultados no constituye un ejercicio aislado, sino un 

proceso reflexivo orientado a vincular la evidencia empírica con los fundamentos 

teóricos desarrollados en los capítulos precedentes. De esta manera, los hallazgos 

descriptivos se articulan con categorías conceptuales y jurídicas que permiten explicar 

el fenómeno investigado desde una perspectiva integral, particularmente en relación 

con la igualdad material, la libertad del consentimiento y la seguridad jurídica en 

entornos telemáticos. 

En coherencia con el diseño metodológico adoptado, el presente estudio 

recurrió a un muestreo no probabilístico de tipo intencional o por conveniencia, el cual, 

según Otzen y Manterola (2017), permite seleccionar aquellos casos accesibles y 

pertinentes que aceptan participar en la investigación. En este contexto, el universo 

institucional estuvo conformado por las 86 notarías del Distrito Metropolitano de Quito. 

Para efectos del presente estudio, se seleccionaron 33 notarías mediante este 

tipo de muestreo, distribuidas en los sectores norte, sur y centro de la ciudad, así como 

en parroquias rurales del Distrito Metropolitano de Quito. Es importante precisar que la 

mayor presencia de notarías del sector norte respondió a un criterio intencional y 

funcional, ya que, al momento del levantamiento de la información, eran las que en 

mayor medida prestaban efectivamente el servicio notarial telemático. Del total de la 

muestra, siete notarías correspondían al sur de Quito, una al centro, tres a parroquias 

rurales y las restantes al norte de la ciudad, donde se concentra además una parte 

importante de la actividad económica y financiera. A ello se suma que se invitó a otras 
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notarías que no prestaban el servicio telemático, de las cuales 23 aceptaron participar, 

conformándose así la muestra total. 

Esta delimitación permitió recoger información proveniente de distintas 

realidades operativas del servicio notarial y construir una visión comparativa del 

fenómeno investigado, sin perseguir representatividad estadística, sino pertinencia 

analítica y funcional en relación con el objeto de estudio. En consecuencia, los 

resultados que se presentan a continuación deben entenderse como expresión de una 

realidad institucional situada, útil para identificar tendencias, insuficiencias y desafíos 

jurídicos en el ámbito del servicio notarial telemático. 

Desde el punto de vista cuantitativo, los resultados permitieron identificar 

percepciones, niveles de conocimiento, limitaciones operativas y criterios 

institucionales vinculados con la prestación del servicio notarial telemático, así como 

con la atención de personas que enfrentan barreras significativas en el acceso, uso o 

comprensión de herramientas tecnológicas. Por su parte, desde el componente 

cualitativo, los hallazgos hicieron posible profundizar en la valoración jurídica e 

institucional del fenómeno, a partir de las experiencias y criterios de jueces, notarios y 

abogados. 

La lectura conjunta de ambos componentes permitió advertir que la expansión 

de la contratación por medios telemáticos y del servicio notarial digital no ha estado 

acompañada, en todos los casos, de mecanismos suficientemente robustos para 

garantizar una protección diferenciada frente a situaciones de vulnerabilidad digital. En 

este marco, el análisis empírico pone en evidencia no solo el crecimiento del fenómeno 

estudiado, sino también las tensiones existentes entre digitalización, accesibilidad, 

comprensión del acto, protección del consentimiento y seguridad jurídica. 

En consecuencia, el presente capítulo no se limita a presentar resultados 

descriptivos, sino que construye un diagnóstico jurídico-constitucional del fenómeno 

investigado, identificando las principales insuficiencias normativas, institucionales y 

operativas que inciden en la protección constitucional y en la seguridad jurídica de las 

personas en situación de vulnerabilidad digital en la contratación por medios 

telemáticos. De esta manera, el análisis empírico desarrollado constituye la base sobre 

la cual se sustentan el modelo teórico y la propuesta jurídica que se desarrollan en los 

capítulos posteriores. 

Debe precisarse que algunas preguntas del instrumento de encuesta emplean 

expresiones como “personas vulnerables” o “grupos vulnerables”, en referencia a 

categorías tradicionalmente reconocidas en el marco constitucional e institucional, tales 
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como personas adultas mayores, personas con discapacidad o personas en condición 

discapacitante. Estas expresiones se conservan por corresponder al sentido original de 

determinadas preguntas aplicadas durante el trabajo de campo. No obstante, la 

categoría teórica central de la presente investigación es “personas en situación de 

vulnerabilidad digital”, entendida como una situación específica, contextual y 

transversal derivada de barreras de acceso, uso, comprensión o interacción con 

tecnologías digitales en entornos jurídicamente relevantes. 

3.6.1 PARTE I: Información general 

Para efectos de claridad metodológica, resulta necesario distinguir entre la 

unidad institucional de análisis y la unidad personal de respuesta. En la presente 

investigación, la unidad institucional de análisis estuvo constituida por las notarías 

seleccionadas dentro de la muestra, mientras que la información empírica fue obtenida 

a partir de 43 participantes, entre notarios y matrizadores, pertenecientes a dichas 

notarías. 

En este estudio se mantiene el término matrizador, por cuanto así fue 

identificado el personal de notaría que participó en las encuestas. Esta precisión resulta 

relevante, ya que el matrizador es, en la práctica notarial, el servidor que mantiene un 

contacto más directo con los usuarios y con la tramitación de los actos y contratos, 

especialmente en lo relacionado con la recepción de información, revisión documental, 

elaboración de matrices y acompañamiento del procedimiento notarial. Por tal razón, 

su participación fue considerada metodológicamente pertinente para el objeto de 

estudio. 

En cambio, no se incluyó a todo el personal de las notarías, pues existen otros 

cargos que, aunque forman parte de la estructura administrativa, no mantienen una 

intervención directa en la atención jurídica del usuario ni en los procesos vinculados 

con la contratación por medios telemáticos, como ocurre, por ejemplo, con el personal 

de caja, limpieza, mensajería o con el oficial de cumplimiento. 

En consecuencia, las tablas y gráficos que se presentan en este apartado 

reflejan el número de respuestas individuales recolectadas y no el número total de 

notarías del universo institucional. Esta precisión metodológica es importante para 

garantizar una lectura correcta de los resultados, diferenciando la dimensión 

institucional del estudio de la dimensión personal desde la cual se obtuvo la información 

empírica. 

  



85 

 

3.6.1.1 Notarías de estudio 

Pregunta: Indique a qué notaría pertenece. 

Tabla 2. 
Notarías del estudio 

 Frecuencia Porcentaje 
Porcentaje 
válido 

Porcentaje 
acumulado 

Vá
lid

o 

Cuadragésima 1 2,3 2,3 2,3 

Cuadragésima 

Cuarta 
2 4,7 4,7 7,0 

Cuadragésima 

Novena 
1 2,3 2,3 9,3 

Décima 2 4,7 4,7 14,0 

Décima Cuarta 1 2,3 2,3 16,3 

Décima Novena 1 2,3 2,3 18,6 

Novena 2 4,7 4,7 23,3 

Octagésima 

Segunda 
1 2,3 2,3 25,6 

Octava 1 2,3 2,3 27,9 

Primera 2 4,7 4,7 32,6 

Quincuagésima 

Cuarta 
2 4,7 4,7 37,2 

Quincuagésima 

Octava 
1 2,3 2,3 39,5 

Quinta 1 2,3 2,3 41,9 

Segunda 2 4,7 4,7 46,5 
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Septuagésima 1 2,3 2,3 48,8 

Septuagésima 

Séptima 
1 2,3 2,3 51,2 

Sexagésima 1 2,3 2,3 53,5 

Sexagésima Cuarta 1 2,3 2,3 55,8 

Sexagésima 

Novena 
1 2,3 2,3 58,1 

Sexagésima Octava 1 2,3 2,3 60,5 

Sexagésima 

Primera 
1 2,3 2,3 62,8 

Sexagésima Sexta 3 7,0 7,0 69,8 

Sexagésima 

Tercera 
1 2,3 2,3 72,1 

Sexta 1 2,3 2,3 74,4 

Trigésima Primera 1 2,3 2,3 76,7 

Trigésima Quinta 1 2,3 2,3 79,1 

Trigésima Séptima 2 4,7 4,7 83,7 

Trigésima Sexta 2 4,7 4,7 88,4 

Vigésima 1 2,3 2,3 90,7 

Vigésima Cuarta 1 2,3 2,3 93,0 

Vigésima Novena 1 2,3 2,3 95,3 

Vigésima Quinta 1 2,3 2,3 97,7 

Vigésima Segunda 1 2,3 2,3 100,0 
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Total 43 100,0 100,0  

Nota: Elaboración Propia (2023) 

Gráfico 4. 
Notarías del estudio 

 

Nota: Elaboración Propia (2023) 

Interpretación:  

La información presentada en la tabla y el gráfico permite identificar la 

procedencia institucional de las 43 respuestas individuales recogidas en la encuesta. 

Este dato resulta metodológicamente relevante porque evidencia que la información 

empírica proviene de un conjunto amplio de notarías, lo que favorece una aproximación 

más diversa al fenómeno investigado. 

En términos generales, la distribución de respuestas muestra que no existe una 

concentración excesiva en una sola notaría, aunque sí se observan diferencias 

moderadas en la frecuencia de participación entre unas y otras. La mayor parte de las 

notarías registra una o dos respuestas, mientras que solo en casos puntuales se 

observan tres respuestas provenientes de una misma unidad notarial. Esto permite 

sostener que la muestra presenta una heterogeneidad institucional razonable, útil para 

recoger percepciones y prácticas provenientes de distintos contextos del servicio 

notarial. 

Desde una perspectiva metodológica, esta diversidad constituye una fortaleza 

del estudio, ya que reduce el riesgo de que los resultados queden determinados por la 

experiencia aislada de una sola notaría o de un grupo institucional demasiado 
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homogéneo. En consecuencia, la información levantada ofrece una base empírica más 

amplia para analizar las dinámicas vinculadas con la contratación por medios 

telemáticos y con la atención de personas en situación de vulnerabilidad digital. 

No obstante, debe precisarse que esta tabla no representa el número total de 

notarías del universo institucional, sino la distribución de los participantes que 

respondieron la encuesta dentro de las notarías seleccionadas. Por ello, su valor 

principal no radica en establecer representatividad estadística, sino en mostrar la 

procedencia institucional de las respuestas y la diversidad del trabajo de campo 

realizado.6 

En consecuencia, la tabla permite constatar que la información fue obtenida a 

partir de una pluralidad de notarías, lo cual fortalece la consistencia descriptiva del 

estudio y proporciona un punto de partida adecuado para el análisis de las variables 

siguientes. 

3.6.1.2 Cargo que ocupa en la institución 

Pregunta: Indique el cargo que ocupa (CO). 

Tabla 3. 
Cargo que ocupa en la institución 

 Frecuencia Porcentaje 
Porcentaje  

Válido 

Porcentaje 

acumulado 

Válido 

Notario/a 31 72,1 72,1 72,1 

Matrizador 12 27,9 27,9 100,0 

Total 43 100,0 100,0  

Nota: Elaboración Propia (2023).  

 

6 Explicación de los indicadores de la tabla 
• Frecuencia: corresponde al número de respuestas registradas en cada notaría. Por 

ejemplo, una frecuencia de 1 en la Notaría Cuadragésima indica que una persona 
encuestada pertenece a esa notaría.  

• Porcentaje: expresa la proporción que representa cada frecuencia respecto del total de 
respuestas obtenidas.  

• Porcentaje válido: coincide con el porcentaje general, ya que no se registraron datos 
perdidos o nulos en esta variable.  

• Porcentaje acumulado: representa la suma progresiva de los porcentajes válidos, 
permitiendo visualizar el peso acumulado de las respuestas a medida que avanzan las 
categorías.  
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Gráfico 5. 
Cargo que ocupa en la institución 

 

Nota: Elaboración Propia (2023) 

Interpretación: 

La información presentada en la tabla y el gráfico permite identificar la 

distribución de los 43 participantes según el cargo que desempeñan dentro de la 

notaría. Los resultados muestran que 31 personas (72,1%) corresponden al cargo de 

notario/a, mientras que 12 personas (27,9%) corresponden al cargo de matrizador. 

Esta distribución evidencia un claro predominio de respuestas provenientes de 

notarios, lo cual resulta metodológicamente relevante, dado que se trata de los titulares 

de la función notarial y de los principales responsables del control de legalidad, de la 

formación del consentimiento y de la garantía de la seguridad jurídica en los actos y 

contratos sometidos a su conocimiento. En este sentido, la participación mayoritaria de 

notarios fortalece la pertinencia del estudio, puesto que una parte significativa de la 

información empírica proviene de actores directamente vinculados con la toma de 

decisiones en el servicio notarial telemático. 

Por su parte, la participación de matrizadores también resulta relevante, ya que 

este personal mantiene un contacto directo con los usuarios del servicio notarial y con 

la tramitación cotidiana de actos, diligencias y certificaciones dentro de la notaría. Su 

inclusión en la muestra aporta una perspectiva operativa y práctica del funcionamiento 
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institucional, especialmente en lo relativo a la atención del usuario, la gestión 

documental y el desarrollo del trámite notarial en entornos telemáticos. 

La presencia conjunta de ambos cargos constituye una fortaleza metodológica 

del estudio, en la medida en que permite recoger información tanto desde el nivel de 

dirección y control jurídico del servicio, representado por los notarios, como desde el 

nivel operativo y de atención directa, representado por los matrizadores. De este modo, 

la información obtenida ofrece una visión más completa del fenómeno investigado. 

Asimismo, debe precisarse que en la muestra no se incluyeron otros cargos 

existentes dentro de la estructura administrativa de las notarías, como personal de caja, 

limpieza, mensajería u oficial de cumplimiento, debido a que no intervienen de manera 

directa en los procesos jurídicos y operativos vinculados con la contratación por medios 

telemáticos. Por ello, la selección de notarios y matrizadores respondió a un criterio de 

pertinencia funcional respecto del objeto de estudio. 

En consecuencia, los resultados de esta variable permiten constatar que la 

investigación se apoyó en actores institucionalmente relevantes para examinar la 

prestación del servicio notarial telemático y sus implicaciones en la protección 

constitucional y en la seguridad jurídica de las personas en situación de vulnerabilidad 

digital.  

En conjunto, la información general presentada permite identificar la 

procedencia institucional de las respuestas y el perfil funcional de los participantes, lo 

que constituye una base metodológica necesaria para interpretar adecuadamente los 

resultados desarrollados en los bloques temáticos siguientes. 

3.7 Análisis de resultados por bloques temáticos. 

3.7.1 Capacitación y preparación institucional 

3.7.1.1 Capacitación en atención prioritaria a personas en situación de 
vulnerabilidad  

Pregunta: El personal y el Notario(a) han recibido capacitación respecto de la 

atención prioritaria a personas vulnerables (Tercera edad, personas con discapacidad, 

o en condición discapacitante) 
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Tabla 4. 
Capacitación respecto de la atención prioritaria a personas vulnerables. 

 Frecuencia Porcentaje Porcentaje válido 
Porcentaje 

acumulado 

Válido 

si 41 95,3 95,3 95,3 

no 2 4,7 4,7 100,0 

Total 43 100,0 100,0  

Nota: Elaboración Propia (2023) 

Gráfico 6. 
Capacitación respecto de la atención prioritaria a personas vulnerables. 

 

Nota: Elaboración Propia (2023). 

Interpretación 

Los resultados obtenidos respecto de la capacitación del personal y del notario 

o notaria en materia de atención prioritaria a personas vulnerables permiten apreciar el 

nivel de preparación institucional existente en las notarías consultadas. En este sentido, 

se observa que 41 de los 43 encuestados (95,3%) respondieron afirmativamente, 

mientras que 2 personas (4,7%) manifestaron no haber recibido este tipo de 

capacitación. 

En principio, este resultado puede valorarse como un indicador favorable, en la 

medida en que refleja la existencia de un esfuerzo institucional orientado a fortalecer la 
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atención de personas que requieren protección reforzada, particularmente personas 

adultas mayores, personas con discapacidad o personas en condición discapacitante. 

Ello resulta relevante para la presente investigación, pues la preparación en atención 

prioritaria constituye una base importante para el tratamiento adecuado de situaciones 

que, en el entorno telemático, pueden proyectarse también hacia escenarios de 

vulnerabilidad digital. 

No obstante, el dato cuantitativo, considerado de manera aislada, no permite 

afirmar de forma concluyente que la capacitación recibida sea suficiente o integral. La 

respuesta afirmativa únicamente evidencia la existencia de alguna forma de 

capacitación, pero no permite establecer con precisión su frecuencia, duración, 

profundidad, actualización ni su grado de especialización en relación con los desafíos 

que plantea la contratación por medios telemáticos. En consecuencia, aunque el 

porcentaje mayoritario es positivo, debe ser interpretado con cautela. 

Por otra parte, el hecho de que todavía existan notarías en las que no se ha 

recibido capacitación en este ámbito, aunque represente un porcentaje reducido (4,7%), 

resulta metodológicamente y jurídicamente significativo. Este hallazgo pone de 

manifiesto que la preparación institucional no se encuentra completamente 

universalizada y que persisten espacios en los que la atención prioritaria no ha sido 

suficientemente incorporada como parte de la formación profesional continua. 

Desde una perspectiva jurídico-constitucional, este resultado permite sostener 

que aún existen oportunidades de mejora en los programas de formación del personal 

notarial. La capacitación en atención prioritaria no solo debe ser entendida como una 

exigencia de calidad del servicio, sino como una condición necesaria para asegurar la 

igualdad material, la no discriminación y la adecuada protección de derechos en 

procedimientos notariales, especialmente cuando estos se desarrollan en entornos 

digitales o telemáticos. 

En consecuencia, los resultados de esta variable sugieren que, si bien existe una 

base institucional importante en materia de capacitación para la atención de personas 

vulnerables, todavía es necesario profundizar, especializar y universalizar estos 

procesos formativos, de modo que permitan responder no solo a necesidades 

tradicionales de atención prioritaria, sino también a las nuevas exigencias que plantea 

la atención de personas en situación de vulnerabilidad digital dentro del servicio notarial 

telemático. 
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3.7.1.2 Capacitación en documentos electrónicos, firma electrónica y servicio 
notarial telemático 

Pregunta: ¿Se ha capacitado el Notario(a) y su personal en la certificación de 

documentos electrónicos, firma electrónica y prestación el servicio notarial telemático? 

Tabla 5. 
Certificación de documentos electrónicos. 

 Frecuencia Porcentaje Porcentaje 
válido 

Porcentaje 
acumulado 

Válido si 33 76,7 76,7 76,7 

no 10 23,3 23,3 100,0 

Total 43 100,0 100,0  

Nota: Elaboración Propia (2023). 

Gráfico 7. 
Certificación de documentos electrónicos. 

 

Nota: Elaboración Propia (2023). 

Interpretación: 

Los resultados obtenidos muestran que 33 de los 43 encuestados (76,7%) 

manifestaron haber recibido capacitación en materias vinculadas con la certificación de 

documentos electrónicos, el uso de firma electrónica y la prestación del servicio notarial 
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telemático, mientras que 10 participantes (23,3%) indicaron no haber recibido este tipo 

de formación. 

En principio, este resultado permite advertir que existe un nivel importante de 

preparación institucional en aspectos tecnológicos asociados al ejercicio notarial, lo cual 

constituye un dato favorable dentro del proceso de adaptación del servicio notarial a los 

entornos digitales. Esta formación resulta especialmente relevante en un contexto en el 

que la transformación tecnológica, el desarrollo normativo y la experiencia derivada de 

la pandemia impulsaron la necesidad de incorporar herramientas digitales en la 

prestación de servicios jurídicos. 

No obstante, el hecho de que casi una cuarta parte de los encuestados no haya 

recibido capacitación específica en esta materia pone en evidencia una limitación 

institucional que no puede ser considerada menor. Aunque el porcentaje de respuestas 

afirmativas es mayoritario, la existencia de un 23,3% sin formación en estos ámbitos 

revela que la preparación tecnológica del sistema notarial no es todavía homogénea, lo 

que puede incidir directamente en la calidad, uniformidad y seguridad de la prestación 

del servicio telemático. 

Este hallazgo adquiere especial relevancia si se considera que la certificación de 

documentos electrónicos, la firma electrónica y la gestión de actuaciones notariales 

telemáticas no constituyen aspectos accesorios, sino elementos centrales para la 

validez y eficacia de los actos realizados en entornos digitales. La ausencia o 

insuficiencia de capacitación en estas materias puede dificultar la correcta verificación 

de la identidad de las partes, la formación válida del consentimiento y la integridad del 

documento electrónico, comprometiendo así la seguridad jurídica. 

Desde una perspectiva jurídico-constitucional, estos resultados evidencian que 

la transición hacia el servicio notarial telemático no depende únicamente de la existencia 

de una habilitación normativa o de herramientas tecnológicas, sino también de la 

preparación efectiva de quienes intervienen en la prestación del servicio. En este 

sentido, la capacitación técnica del notario y de su personal constituye una condición 

necesaria para garantizar la legalidad, la autenticidad y la certeza de los actos notariales 

celebrados por medios telemáticos. 

Asimismo, esta limitación puede generar mayores riesgos cuando se trata de la 

atención de personas en situación de vulnerabilidad digital, quienes no solo requieren 

acceso al servicio, sino también acompañamiento, orientación suficiente y 

procedimientos institucionalmente seguros. Si el personal notarial no cuenta con la 
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formación adecuada en herramientas telemáticas, la capacidad del sistema para brindar 

un servicio accesible, comprensible y protector se reduce de manera significativa. 

En consecuencia, los resultados permiten sostener que, aunque existe una base 

importante de capacitación tecnológica en las notarías analizadas, todavía persisten 

brechas relevantes que deben ser superadas mediante procesos de formación más 

amplios, especializados y continuos. Por ello, el fortalecimiento de la capacitación en 

certificación de documentos electrónicos, firma electrónica y servicio notarial telemático 

se presenta como una condición indispensable para que el notariado pueda cumplir 

adecuadamente su función como garante de la seguridad jurídica en entornos digitales. 

3.7.1.3 Capacitación notarial para afrontar problemas de contratación telemática 
que afecten a personas en situación de vulnerabilidad digital 

Pregunta: Los notarios están adecuadamente capacitados para manejar 

problemas relacionados con la contratación por medios telemáticos que pueden afectar 

a las personas en situación de vulnerabilidad digital  

Tabla 6. 
Percepción sobre la capacitación de los notarios para afrontar problemas de 

contratación telemática que afectan a personas en situación de vulnerabilidad digital. 

 Frecuencia Porcentaje 
Porcentaje 

válido 

Porcentaje 

acumulado 

Válido 

Totalmente de Acuerdo 11 25,6 25,6 25,6 

Parcialmente de 

Acuerdo 
20 46,5 46,5 72,1 

Ni de Acuerdo ni en 

Desacuerdo 
3 7,0 7,0 79,1 

Parcialmente en 

Desacuerdo 
2 4,7 4,7 83,7 

Totalmente en 

Desacuerdo 
7 16,3 16,3 100,0 

Total 43 100,0 100,0  

Nota: Elaboración Propia (2023) 
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Gráfico 8. 
Percepción sobre la capacitación de los notarios para afrontar problemas de 

contratación telemática que afectan a personas en situación de vulnerabilidad digital 

 

Nota: Elaboración Propia (2023) 

Interpretación: 

Los resultados muestran una percepción mayoritariamente favorable, aunque no 

plenamente concluyente, respecto de la capacitación de los notarios para afrontar 

problemas relacionados con la contratación por medios telemáticos que pueden afectar 

a las personas en situación de vulnerabilidad digital. En efecto, 11 encuestados (25,6%) 

se ubicaron en la categoría “Totalmente de Acuerdo” y 20 encuestados (46,5%) en 

“Parcialmente de Acuerdo”, lo que representa en conjunto un 72,1% de respuestas con 

valoración positiva. 

Sin embargo, este resultado requiere una lectura cuidadosa. El hecho de que la 

mayor parte de las respuestas se concentre en “Parcialmente de Acuerdo” sugiere que, 

aunque existe una percepción de capacitación, esta no se considera plena ni uniforme. 

Es decir, los encuestados reconocen cierto nivel de preparación en los notarios, pero al 

mismo tiempo dejan entrever reservas sobre la suficiencia, profundidad o 

especialización de dicha formación frente a los desafíos concretos que presenta la 

contratación telemática. 

Por otro lado, 3 participantes (7,0%) se ubicaron en la categoría “Ni de Acuerdo 

ni en Desacuerdo”, lo que refleja una posición neutral o incierta frente a esta cuestión. 

A ello se suman 2 respuestas (4,7%) en “Parcialmente en Desacuerdo” y 7 respuestas 

(16,3%) en “Totalmente en Desacuerdo”, de manera que un 21,0% de los encuestados 
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expresa una valoración negativa sobre la suficiencia de la capacitación notarial en esta 

materia. 

Desde una perspectiva analítica, estos resultados evidencian que la capacitación 

de los notarios en problemas vinculados con la contratación telemática y con la atención 

de personas en situación de vulnerabilidad digital no puede considerarse 

completamente consolidada. Si bien la percepción favorable es predominante, el peso 

significativo del acuerdo parcial y la existencia de un segmento relevante de desacuerdo 

revelan que subsisten dudas institucionales sobre la capacidad efectiva del notariado 

para enfrentar, con suficiente solvencia, situaciones complejas derivadas del entorno 

digital. 

Este hallazgo adquiere especial importancia desde una perspectiva jurídico-

constitucional, ya que la adecuada capacitación del notario no solo tiene un valor técnico 

u operativo, sino que incide directamente en la garantía de la seguridad jurídica, en la 

verificación del consentimiento libre e informado y en la protección de las personas que 

enfrentan barreras relevantes en el acceso, uso o comprensión de las tecnologías. En 

consecuencia, la falta de formación suficiente puede comprometer la capacidad 

preventiva del notariado y debilitar su función como garante de derechos en el entorno 

telemático. 

Adicionalmente, la lectura integrada de los resultados permite identificar una 

convergencia relevante entre la implementación efectiva del servicio notarial telemático 

y la percepción sobre la protección de personas en situación de vulnerabilidad digital. 

En efecto, las respuestas afirmativas relativas a la prestación del servicio telemático 

correspondieron a 12 participantes, pertenecientes en realidad a 10 notarías del cantón 

Quito que efectivamente habían implementado esta modalidad. Dentro de este grupo se 

observa una tendencia a considerar que la intervención del notario sí contribuye a la 

protección de las personas en situación de vulnerabilidad digital, lo que sugiere que la 

experiencia práctica en la prestación del servicio telemático se vincula con una 

valoración más favorable del rol garantista del notario en entornos digitales. 

No obstante, este hallazgo debe interpretarse como una asociación analítica y 

no como una relación causal concluyente, en atención al carácter no probabilístico de la 

muestra y a la naturaleza descriptiva del estudio. Aun así, la triangulación entre la 

prestación real del servicio telemático, la percepción sobre la capacitación notarial y la 

valoración de la protección brindada a personas en situación de vulnerabilidad digital 

fortalece el diagnóstico de que la experiencia institucional concreta influye en la forma 

en que se percibe la función notarial en el entorno digital. 
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En consecuencia, los resultados permiten sostener que, aunque existe una 

percepción mayoritaria de preparación notarial, esta todavía no alcanza un nivel de 

certeza institucional plena. Por ello, se evidencia la necesidad de fortalecer los procesos 

de capacitación especializada, no solo en herramientas tecnológicas y firma electrónica, 

sino también en la identificación y manejo de problemáticas específicas que afectan a 

las personas en situación de vulnerabilidad digital dentro de la contratación por medios 

telemáticos. 

3.7.2 Implementación del servicio notarial telemático 

3.7.2.1 Prestación efectiva del servicio notarial telemático 

Pregunta: ¿Se han realizado actos o contratos vía telemática en la notaría en la 

que Usted trabaja? 

Tabla 7. 
Prestación de actos o contratos vía telemática. 

 Frecuencia Porcentaje Porcentaje válido Porcentaje 
acumulado 

Válido 

si 12 27,9 27,9 27,9 

no 31 72,1 72,1 100,0 

Total 43 100,0 100,0  

Nota: Elaboración Propia (2023). 

Gráfico 9. 
Prestación de actos o contratos vía telemática. 

 

Nota: Elaboración Propia (2023). 
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Interpretación: 

Los resultados obtenidos muestran que 12 de los 43 encuestados (27,9%) 

confirmaron que en la notaría en la que trabajan se han realizado actos o contratos por 

vía telemática, mientras que 31 participantes (72,1%) indicaron que no se han 

desarrollado este tipo de actuaciones. Este dato permite advertir que, al momento del 

levantamiento de la información, la implementación del servicio notarial telemático en el 

cantón Quito era todavía limitada y no constituía una práctica generalizada dentro del 

universo institucional analizado. 

Este hallazgo resulta especialmente relevante porque evidencia que la 

digitalización del servicio notarial no se había consolidado de manera uniforme. Aunque 

existe un grupo de notarías que ya había incorporado prácticas telemáticas, la mayoría 

de respuestas negativas refleja que el modelo presencial seguía siendo predominante 

en la práctica notarial. En consecuencia, la contratación por medios telemáticos debía 

entenderse todavía como una modalidad incipiente dentro del funcionamiento ordinario 

de las notarías estudiadas. 

Debe precisarse, además, que las 12 respuestas afirmativas corresponden a 

participantes individuales y no directamente a doce notarías distintas. En el análisis 

institucional posterior se identificó que dichas respuestas provenían en realidad de 10 

notarías del cantón Quito que habían implementado prácticas vinculadas al servicio 

notarial telemático. Esta precisión metodológica es importante para evitar confusiones 

entre la unidad personal de respuesta y la unidad institucional de análisis. 

La lectura de este resultado puede fortalecerse mediante su contraste con la 

información oficial disponible. En efecto, conforme al Informe de Cumplimiento de la 

Disposición General Segunda de la Resolución 001-2021, con corte a octubre de 2022, 

a nivel nacional únicamente dos notarías reportaban la realización de actos notariales 

mediante herramientas telemáticas. Frente a ello, el levantamiento empírico realizado 

en 2023 evidencia que, solo en el cantón Quito, ya existían 10 notarías con 

implementación de prácticas telemáticas. Esta comparación no debe entenderse como 

una contradicción entre fuentes, sino como un indicio de la evolución progresiva del 

fenómeno en un período relativamente corto, así como de la expansión todavía limitada 

pero creciente del servicio notarial telemático. 

Desde una perspectiva institucional, este contraste confirma que la adopción del 

servicio notarial telemático avanzaba de manera gradual y desigual. Si bien la evidencia 

empírica muestra un crecimiento respecto de la información oficial previa, el predominio 

de respuestas negativas sugiere que la transformación digital del servicio notarial aún 
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enfrentaba limitaciones estructurales y operativas que impedían una expansión más 

amplia. 

Desde la perspectiva de la presente investigación, el resultado adquiere 

particular importancia porque la baja implementación efectiva del servicio telemático 

incide directamente en la posibilidad de analizar cómo se garantiza la seguridad jurídica 

y cómo se protege a las personas en situación de vulnerabilidad digital dentro de estos 

procedimientos. En efecto, si la prestación telemática aún no se encuentra extendida, 

ello explica parcialmente por qué persisten dudas sobre la capacitación institucional, la 

accesibilidad del servicio y la existencia de mecanismos suficientemente robustos para 

garantizar una protección diferenciada en el entorno digital. 

En consecuencia, los resultados de esta variable permiten sostener que, aunque 

el servicio notarial telemático ya había comenzado a expandirse en determinadas 

notarías del cantón Quito, su implementación seguía siendo minoritaria. Este dato 

confirma el carácter emergente del fenómeno investigado y justifica la necesidad de 

examinar con mayor profundidad las condiciones normativas, institucionales y 

operativas que han limitado su expansión. 

3.7.2.2 Integración de las notarías con los medios telemáticos 

Pregunta: Las notarías en el Ecuador se han integrado con los medios 

telemáticos para facilitar la prestación del servicio público notarial 

Tabla 8. 
Percepción sobre la integración de las notarías con los medios telemáticos. 

 Frecuencia Porcentaje 
Porcentaje 

válido 

Porcentaje 

acumulado 

Válido 

Totalmente de Acuerdo 14 32,6 32,6 32,6 

Parcialmente de 

Acuerdo 
19 44,2 44,2 76,7 

Ni de Acuerdo ni en 

Desacuerdo 
4 9,3 9,3 86,0 

Parcialmente en 

Desacuerdo 
5 11,6 11,6 97,7 
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Totalmente en 

Desacuerdo 
1 2,3 2,3 100,0 

Total 43 100,0 100,0  

Nota: Elaboración Propia (2023) 

Gráfico 10. 
Percepción sobre la integración de las notarías con los medios telemáticos. 

 

Nota: Elaboración Propia (2023) 

Interpretación: 

Los resultados muestran una percepción mayoritariamente favorable respecto 

de la integración de las notarías ecuatorianas con los medios telemáticos para facilitar 

la prestación del servicio público notarial. En efecto, 14 encuestados (32,6%) se 

ubicaron en la categoría “Totalmente de Acuerdo” y 19 encuestados (44,2%) en 

“Parcialmente de Acuerdo”, lo que representa en conjunto un 76,7% de respuestas con 

valoración positiva. Por su parte, 4 participantes (9,3%) se situaron en “Ni de Acuerdo 

ni en Desacuerdo”, mientras que 5 respuestas (11,6%) correspondieron a “Parcialmente 

en Desacuerdo” y 1 respuesta (2,3%) a “Totalmente en Desacuerdo”.  

En principio, este resultado permite advertir que existe una percepción 

institucional relativamente extendida de que las notarías han iniciado procesos de 

incorporación de herramientas telemáticas. Sin embargo, la alta concentración en la 

categoría “Parcialmente de Acuerdo” sugiere que dicha integración no es percibida 
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como plena ni homogénea, sino más bien como un proceso en desarrollo, con avances 

parciales y niveles distintos de implementación entre unas notarías y otras.  

Este hallazgo resulta particularmente interesante cuando se contrasta con la 

información obtenida en la pregunta anterior, donde solo 12 respuestas individuales, 

equivalentes en realidad a 10 notarías del cantón Quito, confirmaron la realización 

efectiva de actos o contratos por vía telemática. En este sentido, la comparación entre 

ambas variables permite advertir una diferencia entre la percepción de integración 

telemática y la prestación efectiva del servicio notarial telemático. Es decir, puede existir 

cierta incorporación de medios tecnológicos en la gestión notarial sin que ello implique, 

necesariamente, una implementación consolidada de actos y contratos telemáticos 

como práctica regular.  

De igual manera, el resultado también puede leerse en conjunto con la pregunta 

relativa a la capacitación en certificación de documentos electrónicos, firma electrónica 

y prestación del servicio notarial telemático, en la que un 23,3% de los encuestados 

indicó no haber recibido formación específica. Esta asociación sugiere que la integración 

de medios telemáticos no depende únicamente de la existencia de herramientas o de 

una disposición institucional favorable, sino también de la preparación efectiva del 

notario y de su personal para utilizarlas adecuadamente.  

Desde una perspectiva analítica, la coexistencia entre una percepción 

mayoritariamente favorable de integración y una implementación todavía minoritaria de 

actos telemáticos permite sostener que el proceso de digitalización notarial se 

encontraba, al momento del estudio, en una fase de transición. Esto significa que las 

notarías habían comenzado a incorporar ciertos elementos tecnológicos para facilitar la 

prestación del servicio, pero sin que ello se tradujera todavía en una adopción uniforme 

y extendida de la contratación telemática como modalidad ordinaria.  

Desde la óptica jurídico-constitucional de la investigación, este resultado es 

relevante porque muestra que la modernización tecnológica del servicio notarial no 

puede medirse únicamente por la presencia formal de herramientas telemáticas, sino 

por su capacidad real para garantizar accesibilidad, seguridad jurídica, comprensión 

suficiente del acto y protección efectiva de las personas en situación de vulnerabilidad 

digital. Por ello, la integración tecnológica debe ser entendida como un proceso que 

requiere no solo equipamiento y normativa, sino también capacitación, protocolos 

adecuados y mecanismos efectivos de protección de derechos.  

En consecuencia, los resultados permiten concluir que existe una percepción 

institucional favorable sobre la integración de las notarías con los medios telemáticos; 
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no obstante, dicha integración aún no puede considerarse plena ni consolidada. Este 

hallazgo refuerza la idea de que la transformación digital del servicio notarial ecuatoriano 

avanzaba de manera progresiva, aunque todavía con limitaciones importantes en su 

implementación práctica y en su capacidad de traducirse en una prestación telemática 

uniforme y garantista.  

3.7.2.3 Alineación institucional con los principios constitucionales de eficiencia, 
transparencia y acceso a los servicios públicos.  

Pregunta: Las notarías en el Ecuador, en el marco de sus funciones, fomentan 

los principios constitucionales de acceso, eficiencia y transparencia. 

Tabla 9. 
Percepción sobre la alineación institucional con los principios constitucionales de 

eficiencia, transparencia y acceso a los servicios públicos. 

 Frecuencia Porcentaje 
Porcentaje 

válido 

Porcentaje 

acumulado 

Válido 

Totalmente de Acuerdo 32 74,4 74,4 74,4 

Parcialmente de 

Acuerdo 
10 23,3 23,3 97,7 

Ni de Acuerdo ni en 

Desacuerdo 
1 2,3 2,3 100,0 

Total 43 100,0 100,0  

Nota: Elaboración Propia (2023) 
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Gráfico 11. 
Percepción sobre la alineación institucional con los principios constitucionales de 

eficiencia, transparencia y acceso a los servicios públicos. 

 

Nota: Elaboración Propia (2023) 

Interpretación: 

Los resultados obtenidos reflejan una percepción ampliamente favorable 

respecto de la alineación de las instituciones públicas, incluidas las notarías, con los 

principios constitucionales de eficiencia, transparencia y acceso a los servicios públicos. 

En efecto, 32 encuestados (74,4%) se ubicaron en la categoría “Totalmente de Acuerdo” 

y 10 encuestados (23,3%) en “Parcialmente de Acuerdo”, de modo que un 97,7% de la 

muestra expresa, en mayor o menor grado, una valoración positiva sobre esta 

afirmación. Solo 1 participante (2,3%) se situó en la categoría “Ni de Acuerdo ni en 

Desacuerdo”, sin registrarse respuestas de desacuerdo.  

En principio, este resultado permite advertir que, desde la perspectiva de los 

actores institucionales encuestados, existe una percepción general de correspondencia 

entre la actuación notarial y los principios constitucionales que rigen la prestación de los 

servicios públicos. Esta valoración favorable sugiere que, al menos en el plano 

institucional interno, las notarías se perciben a sí mismas como espacios que procuran 

actuar conforme a estándares de organización, acceso y transparencia compatibles con 

el marco constitucional.  

No obstante, este hallazgo debe interpretarse con cautela. En primer lugar, la 

alta concentración de respuestas favorables puede estar influida por el hecho de que la 

información proviene de notarios y matrizadores, es decir, de personas que forman parte 
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de la estructura institucional evaluada. En consecuencia, el resultado expresa 

principalmente una percepción interna del funcionamiento notarial y no incorpora 

directamente la experiencia del usuario o de las personas que enfrentan barreras de 

acceso al servicio.  

En segundo lugar, la percepción positiva sobre eficiencia, transparencia y 

acceso no implica necesariamente que estos principios se materialicen de manera 

uniforme en todos los contextos, especialmente cuando se trata de la prestación del 

servicio notarial en entornos telemáticos. Como se ha evidenciado en otras variables del 

estudio, la implementación efectiva del servicio telemático, la capacitación especializada 

y la protección diferenciada de las personas en situación de vulnerabilidad digital todavía 

presentan limitaciones relevantes. Por ello, una valoración favorable de carácter general 

no excluye la existencia de insuficiencias concretas en la práctica institucional.  

Desde una perspectiva jurídico-constitucional, este resultado es importante 

porque revela que los principios de eficiencia, transparencia y acceso cuentan con un 

nivel elevado de legitimidad institucional en el ámbito notarial. Sin embargo, también 

sugiere la necesidad de contrastar esa percepción con otros indicadores empíricos del 

estudio, especialmente aquellos vinculados con la implementación real del servicio 

telemático, la capacitación del personal y la protección de las personas en situación de 

vulnerabilidad digital. Solo a partir de esa lectura integrada es posible determinar si la 

alineación con los principios constitucionales es meramente declarativa o si se traduce 

efectivamente en prácticas institucionales consistentes.  

En consecuencia, los resultados de esta variable permiten sostener que existe 

una autopercepción institucional altamente favorable respecto del cumplimiento de los 

principios constitucionales que rigen el servicio público notarial. No obstante, dicha 

percepción debe ser complementada con el análisis de otras variables del estudio, a fin 

de evaluar si esta valoración positiva se refleja también en la realidad operativa del 

servicio y en la protección efectiva de derechos dentro de la contratación por medios 

telemáticos. 

3.7.2.4 Presencia de personas vulnerables en la actividad notarial 

Pregunta: Qué porcentaje de todos los actos, contratos, diligencias y 

certificaciones se realizan en la notaría a su cargo, son realizados por personas 

vulnerables (Tercera edad, discapacitadas, o en condición discapacitante) 
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Tabla 10. 
Porcentaje de actos, contratos, diligencias y certificaciones realizados por personas 

vulnerables. 

 Frecuencia Porcentaje 
Porcentaje 

válido 

Porcentaje 

acumulado 

Válido 

0 - 5 % 10 23,3 23,3 23,3 

6 - 10% 12 27,9 27,9 51,2 

11 -15 % 15 34,9 34,9 86,0 

Más del 16% 6 14,0 14,0 100,0 

Total 43 100,0 100,0  

Nota: Elaboración Propia (2023). 

Gráfico 12. 
Porcentaje de actos, contratos, diligencias y certificaciones realizados por personas 

vulnerables 

 

Nota: Elaboración Propia (2023). 

Interpretación: 

Los resultados obtenidos muestran que la presencia de personas vulnerables 

dentro de la actividad notarial no es marginal, sino constante, aunque con intensidades 
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distintas según la percepción de los encuestados. En efecto, 10 participantes (23,3%) 

señalaron que entre el 0% y el 5% de los actos, contratos, diligencias y certificaciones 

realizados en su notaría corresponden a personas vulnerables; 12 encuestados (27,9%) 

indicaron que dicha proporción se ubica entre el 6% y el 10%; 15 participantes (34,9%) 

afirmaron que oscila entre el 11% y el 15%; y finalmente, 6 encuestados (14,0%) 

señalaron que más del 16% de la actividad notarial involucra a este grupo. 

La distribución observada permite advertir que, en la mayoría de los casos, la 

proporción de actos realizados por personas vulnerables se sitúa por encima del 5%, e 

incluso en un porcentaje relevante de respuestas supera el 10%. Este resultado 

evidencia que la atención a personas que requieren protección reforzada forma parte de 

la realidad cotidiana del servicio notarial y no constituye una situación excepcional o 

residual. 

Desde una perspectiva institucional, este hallazgo resulta especialmente 

relevante porque confirma que las notarías interactúan de manera frecuente con 

personas que pueden requerir condiciones específicas de atención, acompañamiento y 

comprensión del acto jurídico. En consecuencia, la preparación del notario y de su 

personal no puede considerarse un aspecto accesorio, sino una exigencia funcional del 

servicio, vinculada con la necesidad de garantizar un trato adecuado, accesible y 

jurídicamente seguro. 

Debe tenerse presente, además, que la pregunta del cuestionario se refiere a 

personas vulnerables en categorías tradicionalmente identificables —como personas 

adultas mayores, personas con discapacidad o en condición discapacitante—. Sin 

embargo, para los fines de la presente investigación, este dato también reviste 

importancia porque constituye un punto de partida para comprender cómo el servicio 

notarial se enfrenta, en la práctica, a situaciones que requieren protección reforzada y 

que, en el entorno telemático, pueden proyectarse hacia escenarios de vulnerabilidad 

digital. 

Desde una perspectiva jurídico-constitucional, los resultados permiten sostener 

que la presencia efectiva de personas vulnerables en la actividad notarial refuerza la 

necesidad de contar con procedimientos, capacitación institucional y mecanismos de 

atención que garanticen la igualdad material, la accesibilidad, la comprensión suficiente 

del acto y la seguridad jurídica. En otras palabras, el dato cuantitativo confirma que la 

protección reforzada no responde a una hipótesis abstracta, sino a una necesidad 

concreta presente en el funcionamiento cotidiano de las notarías. 
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En consecuencia, esta variable permite afirmar que el servicio notarial atiende 

de manera regular a personas que pueden encontrarse en situaciones de vulnerabilidad, 

lo que justifica la necesidad de examinar con mayor profundidad si el sistema notarial, 

particularmente en su modalidad telemática, cuenta con condiciones suficientes para 

proteger efectivamente sus derechos.  

3.7.2.5 Idoneidad del servicio notarial en áreas rurales y para personas en 
situación de vulnerabilidad. 

Pregunta: Las notarías brindan un servicio idóneo en áreas rurales y para 

grupos vulnerables cumpliendo con los mandatos constitucionales de inclusión social. 

Tabla 11. 
Percepción sobre la idoneidad del servicio notarial en áreas rurales y para grupos 

vulnerables. 

 Frecuencia Porcentaje 
Porcentaje 

válido 

Porcentaje 

acumulado 

Válido 

Totalmente de Acuerdo 19 44,2 44,2 44,2 

Parcialmente de 

Acuerdo 
17 39,5 39,5 83,7 

Ni de Acuerdo ni en 

Desacuerdo 
2 4,7 4,7 88,4 

Parcialmente en 

Desacuerdo 
4 9,3 9,3 97,7 

Totalmente en 

Desacuerdo 
1 2,3 2,3 100,0 

Total 43 100,0 100,0  

Nota: Elaboración Propia (2023) 
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Gráfico 13. 
Percepción sobre la idoneidad del servicio notarial en áreas rurales y para grupos 

vulnerables. 

 

Nota: Elaboración Propia (2023) 

Interpretación: 

Los resultados obtenidos reflejan una percepción mayoritariamente favorable 

respecto de la idoneidad del servicio notarial en áreas rurales y en relación con grupos 

vulnerables, en cumplimiento de los mandatos constitucionales de inclusión social. En 

efecto, 19 encuestados (44,2%) se ubicaron en la categoría “Totalmente de Acuerdo” y 

17 encuestados (39,5%) en “Parcialmente de Acuerdo”, lo que representa en conjunto 

un 83,7% de respuestas con valoración positiva. 

Por su parte, 2 participantes (4,7%) se ubicaron en la categoría “Ni de Acuerdo 

ni en Desacuerdo”, mientras que 4 respuestas (9,3%) correspondieron a “Parcialmente 

en Desacuerdo” y 1 respuesta (2,3%) a “Totalmente en Desacuerdo”. En consecuencia, 

un 16,3% de la muestra se mantuvo en una posición neutral o crítica respecto de la 

afirmación planteada. 

En principio, este resultado permite advertir que, desde la percepción de los 

actores institucionales encuestados, existe una valoración predominantemente 

favorable sobre la capacidad del servicio notarial para atender adecuadamente a 

personas vulnerables y para responder a exigencias de inclusión en contextos rurales. 

Sin embargo, la concentración de respuestas en “Parcialmente de Acuerdo” sugiere que 
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esta valoración positiva no es absoluta, sino que convive con ciertas reservas sobre el 

grado real de idoneidad del servicio. 

Este hallazgo debe interpretarse con prudencia. En primer lugar, porque la 

información proviene de notarios y matrizadores, es decir, de actores internos del 

sistema notarial, por lo que expresa principalmente una autopercepción institucional. En 

segundo lugar, porque la investigación se delimitó territorialmente al cantón Quito, de 

modo que la referencia a áreas rurales debe entenderse en el marco de las parroquias 

rurales incluidas en la muestra y no como una valoración generalizable a todas las 

realidades rurales del país. 

Desde la perspectiva de la presente investigación, este resultado es relevante 

porque muestra que el servicio notarial se percibe, en términos generales, como 

compatible con los principios constitucionales de inclusión social. No obstante, la 

existencia de respuestas neutrales y de desacuerdo impide asumir que dicha idoneidad 

se encuentra plenamente garantizada en todos los casos. Por el contrario, sugiere que 

persisten diferencias en la forma en que las notarías responden a contextos de ruralidad 

y a situaciones que requieren protección reforzada. 

Asimismo, aunque la pregunta del cuestionario utiliza la categoría de grupos 

vulnerables, el análisis de la tesis permite proyectar este resultado hacia la problemática 

de las personas en situación de vulnerabilidad digital. En efecto, si ya existen dudas 

sobre la idoneidad del servicio en contextos rurales y frente a grupos tradicionalmente 

vulnerables, estas tensiones pueden intensificarse en entornos telemáticos, donde la 

conectividad, la alfabetización digital y la accesibilidad tecnológica añaden nuevas 

barreras al ejercicio efectivo de derechos. 

Desde una óptica jurídico-constitucional, el resultado permite sostener que la 

inclusión social en el ámbito notarial no puede entenderse únicamente como una 

declaración normativa, sino como una exigencia material que debe traducirse en 

condiciones reales de acceso, comprensión y atención adecuada. En este sentido, la 

idoneidad del servicio no solo depende de su disponibilidad formal, sino de su capacidad 

para garantizar igualdad material, accesibilidad, seguridad jurídica y una protección 

reforzada cuando intervienen personas que enfrentan barreras estructurales o digitales. 

En consecuencia, los resultados de esta variable permiten afirmar que existe una 

percepción interna mayoritariamente favorable sobre la idoneidad del servicio notarial 

en contextos rurales y para grupos vulnerables; sin embargo, dicha percepción no 

excluye la existencia de limitaciones relevantes ni sustituye la necesidad de profundizar 
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en el análisis de las condiciones reales de acceso y protección, especialmente en 

relación con las personas en situación de vulnerabilidad digital. 

3.7.3 Fundamento constitucional y normativo del entorno digital 

3.7.3.1 Inclusión digital, igualdad y no discriminación  

Pregunta: La inclusión digital es reconocida como un derecho fundamental que 

garantiza el acceso y uso igualitario de las TIC incidiendo en el compromiso 

constitucional con la igualdad y la no discriminación. 

Tabla 12. 
Percepción sobre la inclusión digital como derecho fundamental vinculado a la 

igualdad y la no discriminación. 

 Frecuencia Porcentaje 
Porcentaje 

válido 

Porcentaje 

acumulado 

Válido 

Totalmente de 

Acuerdo 
26 60,5 60,5 60,5 

Parcialmente de 

Acuerdo 
15 34,9 34,9 95,3 

Ni de Acuerdo ni en 

Desacuerdo 
1 2,3 2,3 97,7 

Parcialmente en 

Desacuerdo 
1 2,3 2,3 100,0 

Total 43 100,0 100,0  

Nota: Elaboración Propia (2023). 
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Gráfico 14. 
Percepción sobre la inclusión digital como derecho fundamental vinculado a la 

igualdad y la no discriminación. 

 

Nota: Elaboración Propia (2023). 

Interpretación: 

Los resultados obtenidos reflejan una percepción ampliamente favorable 

respecto de la inclusión digital como un elemento estrechamente vinculado a la igualdad 

y a la no discriminación en el marco constitucional. En efecto, 26 encuestados (60,5%) 

se ubicaron en la categoría “Totalmente de Acuerdo” y 15 encuestados (34,9%) en 

“Parcialmente de Acuerdo”, lo que representa en conjunto un 95,3% de respuestas con 

valoración positiva. Por su parte, 1 participante (2,3%) se situó en “Ni de Acuerdo ni en 

Desacuerdo” y 1 respuesta (2,3%) correspondió a “Parcialmente en Desacuerdo”. No 

se registraron respuestas en la categoría “Totalmente en Desacuerdo”.  

En principio, este resultado evidencia un consenso institucional amplio en torno 

a la relevancia de la inclusión digital dentro del marco de derechos y garantías 

constitucionales. La percepción dominante de acuerdo sugiere que los encuestados 

reconocen que el acceso y uso igualitario de las tecnologías de la información y 

comunicación no constituye un aspecto meramente técnico, sino una condición 

necesaria para la participación plena en la sociedad contemporánea y para el ejercicio 

efectivo de múltiples derechos. 

No obstante, la existencia de un porcentaje significativo en la categoría 

“Parcialmente de Acuerdo” también permite advertir que, aunque la valoración general 

es positiva, pueden subsistir matices o reservas respecto del alcance específico de 
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dicha afirmación. Esto podría responder a diferencias en la comprensión dogmática de 

la inclusión digital como derecho fundamental, o bien a la percepción de que, más allá 

del reconocimiento normativo, persisten obstáculos prácticos para que dicha inclusión 

se materialice plenamente en el ámbito institucional y notarial. 

Desde la perspectiva de la presente investigación, este resultado es 

especialmente relevante porque confirma que la inclusión digital es percibida como una 

cuestión estrechamente relacionada con los principios de igualdad material y no 

discriminación, lo cual resulta coherente con el enfoque constitucional adoptado en la 

tesis. En efecto, si el acceso, uso y comprensión de las TIC condicionan la posibilidad 

de participar en actos y contratos celebrados por medios telemáticos, entonces la 

exclusión digital deja de ser un problema puramente tecnológico para convertirse en una 

cuestión con relevancia jurídica y constitucional. 

En este sentido, la lectura de esta variable puede articularse con los hallazgos 

previos sobre capacitación, implementación telemática y presencia de personas 

vulnerables en la actividad notarial. La alta valoración otorgada a la inclusión digital 

contrasta con las limitaciones prácticas identificadas en otras variables del estudio, 

particularmente en lo relativo a la baja implementación efectiva del servicio telemático, 

a la capacitación no uniforme del personal notarial y a las dificultades que enfrentan 

determinados usuarios para acceder y participar en entornos digitales. 

Desde una óptica jurídico-constitucional, ello permite sostener que la inclusión 

digital debe ser entendida no solo como una aspiración normativa, sino como una 

exigencia material orientada a garantizar que todas las personas puedan participar en 

igualdad de condiciones en el entorno digital. En el ámbito notarial, esta exigencia 

adquiere una dimensión específica, ya que las brechas de acceso, comprensión y uso 

de la tecnología pueden afectar la formación del consentimiento, la comprensión del 

acto jurídico y, en última instancia, la seguridad jurídica de los actos celebrados por 

medios telemáticos. 

Asimismo, aunque la pregunta del cuestionario emplea una formulación general 

sobre inclusión digital, su interpretación dentro de la presente tesis permite vincularla 

directamente con la problemática de las personas en situación de vulnerabilidad digital. 

En estos casos, la ausencia de acceso equitativo, de habilidades digitales suficientes o 

de entornos comprensibles y accesibles puede generar escenarios de exclusión que 

comprometen el ejercicio real de derechos y profundizan desigualdades estructurales 

ya existentes. 
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En consecuencia, los resultados de esta variable permiten afirmar que existe un 

reconocimiento institucional ampliamente favorable de la inclusión digital como 

presupuesto relevante para la igualdad y la no discriminación. Sin embargo, este 

consenso debe ser contrastado con las condiciones reales de acceso, capacitación y 

protección observadas en el resto del estudio, lo que refuerza la idea de que la garantía 

de derechos en entornos digitales exige no solo reconocimiento normativo, sino también 

mecanismos efectivos de implementación y protección. 

3.7.3.2 Promoción constitucional de los medios telemáticos y protección 
reforzada de derechos 

Pregunta: La regulación constitucional promueve el fomento del uso de medios 

telemáticos y la protección de los derechos de los individuos, la sociedad en general y 

especialmente a los más vulnerables. 

Tabla 13. 
Percepción sobre la regulación constitucional en el fomento de los medios telemáticos 

y la protección de derechos 

 Frecuencia Porcentaje 
Porcentaje 

válido 

Porcentaje 

acumulado 

Válido 

Totalmente de Acuerdo 22 51,2 51,2 51,2 

Parcialmente de 

Acuerdo 
18 41,9 41,9 93,0 

Ni de Acuerdo ni en 

Desacuerdo 
2 4,7 4,7 97,7 

Parcialmente en 

Desacuerdo 
1 2,3 2,3 100,0 

Total 43 100,0 100,0  

Nota: Elaboración Propia (2023) 
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Gráfico 15. 
Percepción sobre la regulación constitucional en el fomento de los medios telemáticos 

y la protección de derechos. 

 

Nota: Elaboración Propia (2023). 

Interpretación: 

Los resultados obtenidos reflejan una percepción ampliamente favorable 

respecto del papel de la regulación constitucional en el fomento del uso de medios 

telemáticos y en la protección de los derechos de las personas, especialmente de 

aquellas que se encuentran en situaciones que requieren protección reforzada. En 

efecto, 22 encuestados (51,2%) se ubicaron en la categoría “Totalmente de Acuerdo” y 

18 encuestados (41,9%) en “Parcialmente de Acuerdo”, lo que representa en conjunto 

un 93,0% de respuestas con valoración positiva. Por su parte, 2 participantes (4,7%) se 

situaron en “Ni de Acuerdo ni en Desacuerdo” y 1 respuesta (2,3%) en “Parcialmente en 

Desacuerdo”. No se registraron respuestas en la categoría “Totalmente en Desacuerdo”.  

En principio, este resultado evidencia que, desde la perspectiva de los 

encuestados, existe un alto nivel de reconocimiento del papel que cumple la 

Constitución como marco de orientación para la promoción del uso de medios 

telemáticos y para la tutela de derechos en el entorno digital. La combinación de 

respuestas de acuerdo total y parcial permite advertir que el marco constitucional es 

percibido como un fundamento relevante para la articulación entre digitalización, acceso 

a servicios y protección de derechos. 

No obstante, este hallazgo debe interpretarse con cautela. La variable mide una 

percepción institucional sobre el alcance de la regulación constitucional, pero no 
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demuestra por sí misma que dicha protección se materialice plenamente en la práctica. 

En otras palabras, el alto nivel de acuerdo revela una valoración positiva del papel 

normativo de la Constitución, pero no basta para concluir que el entramado 

constitucional y legal vigente resuelve de manera efectiva todas las dificultades que se 

presentan en la contratación por medios telemáticos. 

Desde la perspectiva de la presente investigación, este resultado es importante 

porque confirma que los actores institucionales reconocen una conexión entre el orden 

constitucional y la protección de derechos en el entorno digital. Ello resulta coherente 

con el enfoque de la tesis, según el cual la contratación telemática no puede ser 

entendida únicamente como una cuestión técnica, sino como un espacio en el que se 

proyectan principios y derechos constitucionales, particularmente la igualdad material, 

la no discriminación, la seguridad jurídica y la protección reforzada de quienes enfrentan 

mayores barreras en el acceso, uso o comprensión de las tecnologías. 

Asimismo, aunque la pregunta del cuestionario utiliza la expresión “los más 

vulnerables”, la lectura desarrollada en esta investigación permite proyectar ese 

contenido hacia la categoría de personas en situación de vulnerabilidad digital. En este 

sentido, el resultado sugiere que existe una base de legitimidad constitucional para exigir 

que la transformación digital del servicio notarial y de la contratación telemática no se 

desarrolle de espaldas a las necesidades de accesibilidad, comprensión y protección de 

quienes se encuentran en condiciones de desventaja estructural en el entorno digital. 

De igual forma, este hallazgo puede articularse con las demás variables del 

estudio, especialmente aquellas que muestran que la implementación del servicio 

telemático, la capacitación institucional y la atención diferenciada aún presentan 

limitaciones. En consecuencia, la percepción favorable sobre el papel de la regulación 

constitucional debe ser contrastada con las condiciones reales de funcionamiento del 

servicio, lo que permite advertir una posible distancia entre el reconocimiento normativo 

y su materialización práctica. 

En consecuencia, los resultados de esta variable permiten sostener que existe 

una percepción institucional mayoritariamente favorable sobre la capacidad de la 

regulación constitucional para promover el uso de medios telemáticos y proteger 

derechos. Sin embargo, dicha percepción no excluye la necesidad de fortalecer la 

difusión, comprensión e implementación efectiva del marco normativo vigente, a fin de 
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que el reconocimiento constitucional se traduzca realmente en garantías operativas y 

en protección efectiva para las personas en situación de vulnerabilidad digital.7 

3.7.3.3 Privacidad, datos personales, transparencia y acceso no discriminatorio 
en el entorno digital 

Pregunta: Desde una perspectiva constitucional es necesario garantizar la 

protección de la privacidad y datos personales, la lucha contra contenidos ilícitos; la 

promoción de la transparencia y la imparcialidad en la gestión de contenidos, y la 

garantía de acceso equitativo y no discriminatorio a los servicios en línea en especial 

con los individuos más vulnerables ante el uso de las TIC. 

Tabla 14. 
Percepción sobre la protección de la privacidad, datos personales y acceso no 

discriminatorio en el entorno digital. 

 Frecuencia Porcentaje 
Porcentaje 

válido 

Porcentaje 

acumulado 

Válido 

Totalmente de Acuerdo 32 74,4 74,4 74,4 

Parcialmente de 

Acuerdo 
10 23,3 23,3 97,7 

Ni de Acuerdo ni en 

Desacuerdo 
1 2,3 2,3 100,0 

Total 43 100,0 100,0  

Nota: Elaboración Propia (2023) 

  

 
7   Los porcentajes menores, indica que la mayoría de los encuestados tienen una percepción 

positiva en relación con la regulación constitucional en este contexto. Pero si consideramos que 

se trata de una percepción y no de cómo en efecto está regulado, es importante poner de relieve 

la necesidad de difundir las regulaciones vigentes del entramado normativo que guardan relación 

con lo dicho. 
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Gráfico 16. 
Percepción sobre la protección de la privacidad, datos personales y acceso no 

discriminatorio en el entorno digital 

 

Nota: Elaboración Propia (2023) 

Interpretación: 

Los resultados obtenidos reflejan un consenso institucional muy amplio sobre la 

necesidad de garantizar, desde una perspectiva constitucional, la protección de la 

privacidad y de los datos personales, la lucha contra contenidos ilícitos, la transparencia 

en la gestión de contenidos y el acceso equitativo y no discriminatorio a los servicios en 

línea. En efecto, 32 encuestados (74,4%) se ubicaron en la categoría “Totalmente de 

Acuerdo” y 10 encuestados (23,3%) en “Parcialmente de Acuerdo”, lo que representa 

en conjunto un 97,7% de respuestas con valoración positiva. Solo 1 participante (2,3%) 

se situó en “Ni de Acuerdo ni en Desacuerdo”, sin registrarse respuestas de desacuerdo.  

En principio, este resultado evidencia que los actores institucionales 

encuestados reconocen de manera casi unánime la relevancia constitucional de estos 

elementos dentro del entorno digital. La amplitud del acuerdo permite sostener que 

existe una conciencia clara sobre el hecho de que la digitalización de los servicios y de 

las interacciones jurídicas exige garantías reforzadas en materia de privacidad, 

tratamiento de datos, transparencia y acceso en condiciones de igualdad. 

Desde la perspectiva de la presente investigación, este hallazgo resulta 

especialmente relevante porque muestra que la protección constitucional en entornos 

digitales no se percibe como una cuestión aislada, sino como un conjunto articulado de 

garantías que permiten proteger a las personas frente a riesgos propios del uso de las 

tecnologías de la información y comunicación. En el ámbito notarial, esta cuestión 
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adquiere una importancia reforzada, dado que la contratación por medios telemáticos 

involucra necesariamente la circulación de datos personales, la verificación de 

identidad, la conservación de documentos electrónicos y la protección de la integridad 

del acto jurídico. 

No obstante, el resultado debe ser interpretado con prudencia. La pregunta mide 

una percepción favorable sobre la necesidad de protección, pero no acredita por sí sola 

que dichas garantías se encuentren plenamente desarrolladas o aplicadas en la 

práctica. En otras palabras, el alto nivel de acuerdo expresa una legitimidad normativa 

amplia del tema, pero no excluye la existencia de vacíos, insuficiencias o debilidades en 

la implementación efectiva de mecanismos de tutela dentro del sistema jurídico y 

notarial. 

Asimismo, aunque la pregunta del cuestionario alude a “los individuos más 

vulnerables”, el análisis de la tesis permite proyectar este resultado hacia la categoría 

de personas en situación de vulnerabilidad digital. En este contexto, la protección de la 

privacidad, de los datos personales y del acceso no discriminatorio adquiere un valor 

especialmente intenso, pues las personas que enfrentan mayores barreras en el uso, 

acceso o comprensión de las tecnologías suelen estar también más expuestas a riesgos 

de exclusión, desinformación, fraude o utilización indebida de sus datos. 

Desde una óptica jurídico-constitucional, los resultados permiten afirmar que 

existe un reconocimiento institucional casi unánime sobre la necesidad de que el entorno 

digital esté acompañado de garantías efectivas de protección. Este hallazgo es 

coherente con la lógica de la investigación, según la cual la contratación por medios 

telemáticos no puede desarrollarse válidamente sin mecanismos que aseguren 

seguridad jurídica, protección de datos, transparencia, igualdad material y acceso no 

discriminatorio. 

En consecuencia, esta variable permite sostener que el problema no radica en 

la falta de reconocimiento de la importancia constitucional de estas garantías, sino en la 

necesidad de fortalecer su implementación efectiva en el entorno notarial y en la 

contratación telemática. Ello refuerza la hipótesis de la presente investigación, en cuanto 

evidencia que la protección de derechos en entornos digitales exige no solo 

reconocimiento normativo, sino también mecanismos institucionales adecuados para 

hacerla operativa respecto de las personas en situación de vulnerabilidad digital. 
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3.7.3.4 Políticas públicas y protección constitucional frente a riesgos y actos 
ilícitos en el entorno digital 

Pregunta: La puesta en práctica de políticas públicas conjuntamente con la 

protección constitucional es esencial para evitar actos ilícitos mediante el uso de 

tecnologías digitales protegiendo así a los individuos y a la sociedad en general. 

Tabla 15. 
Percepción sobre la necesidad de políticas públicas y protección constitucional para 

prevenir actos ilícitos digitales 

 Frecuencia Porcentaje 
Porcentaje 

válido 

Porcentaje 

acumulado 

Válido 

Totalmente de Acuerdo 33 76,7 76,7 76,7 

Parcialmente de 

Acuerdo 
8 18,6 18,6 95,3 

Ni de Acuerdo ni en 

Desacuerdo 
1 2,3 2,3 97,7 

Totalmente en 

Desacuerdo 
1 2,3 2,3 100,0 

Total 43 100,0 100,0  

Nota: Elaboración Propia (2023) 
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Gráfico 17. 
Percepción sobre la necesidad de políticas públicas y protección constitucional para 

prevenir actos ilícitos digitales. 

 

Nota: Elaboración Propia (2023) 

Interpretación: 

Los resultados obtenidos reflejan un consenso ampliamente favorable respecto 

de la necesidad de articular políticas públicas con protección constitucional para prevenir 

actos ilícitos en el entorno digital. En efecto, 33 encuestados (76,7%) se ubicaron en la 

categoría “Totalmente de Acuerdo” y 8 encuestados (18,6%) en “Parcialmente de 

Acuerdo”, lo que representa en conjunto un 95,3% de respuestas con valoración 

positiva. Por su parte, 1 participante (2,3%) se situó en “Ni de Acuerdo ni en Desacuerdo” 

y 1 respuesta (2,3%) en “Totalmente en Desacuerdo”. 

En principio, este resultado evidencia que los encuestados reconocen de manera 

clara que la sola existencia de normas constitucionales no resulta suficiente para 

enfrentar los riesgos derivados del uso de tecnologías digitales, sino que dicha 

protección debe complementarse con políticas públicas concretas, mecanismos 

institucionales y estrategias de prevención. La amplitud del acuerdo permite sostener 

que existe una percepción institucional fuerte sobre la necesidad de una respuesta 

integral del Estado frente a los riesgos del entorno digital. 

Este hallazgo resulta particularmente importante para la presente investigación, 

ya que confirma que la protección de derechos en la contratación por medios telemáticos 

no puede depender únicamente del reconocimiento abstracto de principios 

constitucionales. En efecto, la prevención de actos ilícitos, fraudes, vulneraciones de 

datos o afectaciones a la seguridad jurídica requiere no solo un marco normativo de 

base, sino también políticas públicas orientadas a su implementación efectiva, a la 
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capacitación de operadores y al fortalecimiento de condiciones de acceso y protección 

en entornos digitales. 

La existencia de un porcentaje menor de respuestas en “Parcialmente de 

Acuerdo” sugiere, además, que aunque la valoración general es positiva, subsisten 

ciertos matices respecto de la suficiencia o efectividad de las políticas actualmente 

existentes. Esto puede interpretarse como un indicio de que, si bien se reconoce la 

necesidad de la intervención estatal, también se percibe que dicha intervención aún no 

alcanza un desarrollo plenamente satisfactorio en la práctica. 

Desde una perspectiva jurídico-constitucional, este resultado refuerza la idea de 

que los mandatos constitucionales requieren operativización institucional. Es decir, 

principios como la igualdad, la no discriminación, la protección de datos, la seguridad 

jurídica y la tutela efectiva de derechos no se agotan en su consagración normativa, sino 

que exigen acciones públicas que permitan hacerlos efectivos en escenarios 

tecnológicos complejos. 

En el ámbito notarial, esta exigencia adquiere una importancia particular, ya que 

la contratación telemática involucra riesgos vinculados con la verificación de identidad, 

la autenticidad documental, la formación del consentimiento y la protección de 

información sensible. Por ello, la acción estatal y la política pública cumplen una función 

complementaria a la del marco constitucional, en cuanto permiten crear condiciones 

reales para que la transformación digital del servicio notarial no se traduzca en mayores 

espacios de inseguridad o exclusión. 

Asimismo, este resultado puede proyectarse directamente hacia la problemática 

de las personas en situación de vulnerabilidad digital, quienes requieren no solo 

reconocimiento formal de sus derechos, sino también medidas materiales de protección 

frente a barreras tecnológicas, riesgos de fraude, desinformación o exclusión en el uso 

de medios telemáticos. En este sentido, la demanda de políticas públicas aparece como 

un componente indispensable para reducir la distancia entre el mandato constitucional 

y su aplicación efectiva. 

En consecuencia, los resultados de esta variable permiten afirmar que existe una 

percepción institucional ampliamente favorable a la idea de que la protección 

constitucional debe complementarse con políticas públicas específicas para prevenir 

actos ilícitos digitales. Este hallazgo fortalece la hipótesis de la investigación, en cuanto 

evidencia que la garantía efectiva de derechos en la contratación por medios telemáticos 

requiere no solo base normativa, sino también desarrollo institucional, prevención y 

aplicación práctica. 
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3.7.3.5 Educación, alfabetización digital y reducción de la brecha digital 

Pregunta: La promoción de la educación y la alfabetización digital facilita la 

participación inclusiva en la sociedad digital, minimizando la brecha digital. 

Tabla 16. 
Percepción sobre la educación y la alfabetización digital como factores de inclusión y 

reducción de la brecha digital. 

 Frecuencia Porcentaje 
Porcentaje 

válido 

Porcentaje 

acumulado 

Válido 

Totalmente de Acuerdo 36 83,7 83,7 83,7 

Parcialmente de 

Acuerdo 
7 16,3 16,3 100,0 

Total 43 100,0 100,0  

Nota: Elaboración Propia (2023) 

Gráfico 18. 
Percepción sobre la educación y la alfabetización digital como factores de inclusión y 

reducción de la brecha digital. 

 

Nota: Elaboración Propia (2023) 

Interpretación: 

Los resultados obtenidos muestran un consenso absoluto respecto de la 

importancia de la educación y la alfabetización digital como factores que favorecen la 

participación inclusiva en la sociedad digital y contribuyen a disminuir la brecha digital. 

En efecto, 36 encuestados (83,7%) se ubicaron en la categoría “Totalmente de Acuerdo” 
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y 7 encuestados (16,3%) en “Parcialmente de Acuerdo”, sin registrarse respuestas 

neutrales ni de desacuerdo. Este resultado refleja una coincidencia plena en torno a la 

relevancia de la formación digital como condición para la inclusión. 

En principio, este hallazgo evidencia que los actores institucionales encuestados 

reconocen de manera clara que la participación efectiva en entornos digitales no 

depende únicamente del acceso material a dispositivos o conectividad, sino también de 

las capacidades necesarias para comprender, utilizar y aprovechar de forma segura las 

tecnologías de la información y comunicación. En este sentido, la alfabetización digital 

aparece no solo como una herramienta educativa, sino como un presupuesto para el 

ejercicio de derechos en la sociedad contemporánea. 

Desde la perspectiva de la presente investigación, este resultado tiene una 

relevancia especial, porque se vincula directamente con la problemática de las personas 

en situación de vulnerabilidad digital. En efecto, la falta de conocimientos o habilidades 

para utilizar herramientas tecnológicas puede constituir una barrera real para acceder a 

servicios notariales telemáticos, comprender el contenido de los actos jurídicos, ejercer 

derechos de manera informada y participar en condiciones de igualdad en la 

contratación por medios telemáticos. 

Asimismo, el alto nivel de consenso institucional sobre la importancia de la 

alfabetización digital refuerza la idea de que la brecha digital no debe ser entendida 

únicamente como un problema de infraestructura, sino también como una desigualdad 

vinculada a competencias, comprensión y confianza en el uso de entornos digitales. 

Esta lectura resulta coherente con el enfoque teórico adoptado en la tesis, según el cual 

la vulnerabilidad digital se manifiesta tanto en el acceso como en la capacidad efectiva 

de interacción con las tecnologías. 

Desde una óptica jurídico-constitucional, ello significa que la educación y la 

alfabetización digital tienen una incidencia directa sobre la igualdad material, la no 

discriminación y la posibilidad de ejercer derechos en contextos digitalizados. En el 

ámbito notarial, esta relación es particularmente relevante, porque la comprensión del 

entorno telemático, de la firma electrónica, de los documentos digitales y de los efectos 

del acto jurídico incide directamente en la seguridad jurídica y en la formación válida del 

consentimiento. 

En consecuencia, los resultados de esta variable permiten sostener que existe 

un reconocimiento institucional unánime sobre la necesidad de promover la educación 

y la alfabetización digital como mecanismos para reducir la brecha digital y favorecer la 

inclusión. Este hallazgo fortalece la hipótesis de la investigación, en cuanto pone de 
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manifiesto que la protección efectiva de derechos en la contratación por medios 

telemáticos exige no solo marcos normativos adecuados, sino también políticas y 

estrategias formativas que permitan a las personas participar en el entorno digital en 

condiciones reales de igualdad y seguridad. 

3.7.3.6 Regulación constitucional del comercio electrónico y protección de los 
consumidores 

Pregunta: La regulación constitucional del comercio electrónico fomenta la 

economía digital y la protección de los derechos de los consumidores, especialmente 

de los más vulnerables. 

Tabla 17. 
Percepción sobre la regulación constitucional del comercio electrónico y la protección 

de los consumidores. 

 

 
Frecuencia Porcentaje 

Porcentaje 

válido 

Porcentaje 

acumulado 

Válido 

Totalmente de Acuerdo 15 34,9 34,9 34,9 

Parcialmente de 

Acuerdo 
22 51,2 51,2 86,0 

Ni de Acuerdo ni en 

Desacuerdo 
2 4,7 4,7 90,7 

Parcialmente en 

Desacuerdo 
1 2,3 2,3 93,0 

Totalmente en 

Desacuerdo 
3 7,0 7,0 100,0 

Total 43 100,0 100,0  

Nota: Elaboración Propia (2023) 
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Gráfico 19. 
Percepción sobre la regulación constitucional del comercio electrónico y la protección 

de los consumidores. 

 

Nota: Elaboración Propia (2023) 

Interpretación: 

Los resultados obtenidos permiten identificar una percepción mayoritariamente 

favorable, aunque no exenta de reservas, respecto de la relación entre la regulación 

constitucional del comercio electrónico, el desarrollo de la economía digital y la 

protección de los derechos de los consumidores. En efecto, 15 encuestados (34,9%) se 

ubicaron en la categoría “Totalmente de Acuerdo” y 22 encuestados (51,2%) en 

“Parcialmente de Acuerdo”, lo que representa en conjunto un 86,0% de respuestas con 

valoración positiva. Por su parte, 2 participantes (4,7%) se situaron en “Ni de Acuerdo 

ni en Desacuerdo”, 1 respuesta (2,3%) en “Parcialmente en Desacuerdo” y 3 respuestas 

(7,0%) en “Totalmente en Desacuerdo”. 

En principio, este resultado evidencia que existe una valoración institucional 

mayoritariamente positiva sobre el papel del orden constitucional en la promoción del 

comercio electrónico y en la protección de los consumidores. Sin embargo, el hecho de 

que la categoría con mayor frecuencia sea “Parcialmente de Acuerdo” sugiere que dicho 

respaldo no es absoluto, sino que se encuentra acompañado de matices y reservas 

respecto de la suficiencia, claridad o eficacia del marco constitucional en esta materia. 

Desde una perspectiva analítica, esta distribución resulta coherente con la 

realidad del ordenamiento jurídico ecuatoriano, en el que la protección del comercio 

electrónico y de los consumidores en entornos digitales no siempre aparece formulada 
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de manera expresa y autónoma a nivel constitucional, sino que suele derivarse de una 

interpretación sistemática de principios y derechos vinculados con la igualdad, la 

información, la protección de datos, la seguridad jurídica, la tutela efectiva y la defensa 

del consumidor. En este sentido, la percepción favorable de los encuestados parece 

descansar en la idea de que la Constitución ofrece una base de protección, aunque no 

necesariamente un desarrollo específico y completo de todos los desafíos que plantea 

la contratación digital. 

La existencia de un porcentaje de desacuerdo, aunque minoritario, también es 

jurídicamente relevante. En efecto, el 9,3% de respuestas negativas, sumado al 4,7% 

de neutralidad, pone de manifiesto que no existe una confianza absoluta en la suficiencia 

del marco constitucional para responder adecuadamente a los retos del comercio 

electrónico. Este resultado sugiere que una parte de los encuestados percibe vacíos, 

ambigüedades o insuficiencias en la manera en que el ordenamiento jurídico proyecta 

protección efectiva a los consumidores dentro del entorno digital. 

Desde la perspectiva de la presente investigación, este hallazgo es 

especialmente importante porque la contratación por medios telemáticos comparte con 

el comercio electrónico múltiples riesgos y tensiones, tales como la asimetría 

informativa, la dificultad de comprensión del entorno digital, la posible afectación del 

consentimiento informado, la exposición a fraudes y la necesidad de mecanismos 

eficaces de protección. Estas dificultades se agravan cuando intervienen personas en 

situación de vulnerabilidad digital, quienes pueden enfrentar mayores barreras para 

comprender las condiciones del acto, identificar riesgos y ejercer de manera efectiva sus 

derechos como usuarios o consumidores de servicios digitales. 

Desde una óptica jurídico-constitucional, el resultado permite sostener que la 

regulación constitucional del comercio electrónico no debe ser entendida únicamente 

como un soporte para la expansión de la economía digital, sino también como un 

fundamento para exigir mecanismos de tutela reforzada frente a escenarios de 

desigualdad o desprotección. En este sentido, la promoción de la economía digital solo 

resulta constitucionalmente legítima si se desarrolla de manera compatible con la 

protección de derechos, la igualdad material, la no discriminación y la seguridad jurídica. 

En consecuencia, los resultados de esta variable permiten afirmar que existe una 

percepción institucional predominantemente favorable respecto de la función del marco 

constitucional en el comercio electrónico y en la protección del consumidor. No obstante, 

el peso del acuerdo parcial y la existencia de respuestas de desacuerdo evidencian que 

dicha protección es percibida como perfectible, lo que refuerza la necesidad de 
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fortalecer la claridad normativa, la difusión de derechos y la implementación de 

mecanismos efectivos de protección, especialmente respecto de las personas en 

situación de vulnerabilidad digital. 

3.7.3.7 Acceso universal a servicios gubernamentales digitales y gobernanza 
electrónica 

Pregunta: El Derecho Constitucional fomenta el acceso a los trámites y servicios 

públicos en entornos digitales, asegurando la participación de personas en situación de 

vulnerabilidad digital en la gestión pública. 

Tabla 18. 
Percepción sobre el acceso universal a servicios gubernamentales digitales y la no 

exclusión en la gobernanza electrónica. 

 Frecuencia Porcentaje 
Porcentaje 

válido 

Porcentaje 

acumulado 

Válido 

Totalmente de Acuerdo 24 55,8 55,8 55,8 

Parcialmente de 

Acuerdo 
18 41,9 41,9 97,7 

Totalmente en 

Desacuerdo 
1 2,3 2,3 100,0 

Total 43 100,0 100,0  

Nota: Elaboración Propia (2023) 
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Gráfico 20. 
Percepción sobre el acceso universal a servicios gubernamentales digitales y la no 

exclusión en la gobernanza electrónica. 

 

Nota: Elaboración Propia (2023) 

Interpretación: 

Los resultados obtenidos reflejan una percepción ampliamente favorable 

respecto de la idea de que el Derecho Constitucional promueve el acceso universal a 

servicios gubernamentales digitales y orienta la no exclusión de personas y grupos en 

contextos de gobernanza electrónica. En efecto, 24 encuestados (55,8%) se ubicaron 

en la categoría “Totalmente de Acuerdo” y 18 encuestados (41,9%) en “Parcialmente de 

Acuerdo”, lo que representa en conjunto un 97,7% de respuestas con valoración 

positiva. Solo 1 participante (2,3%) manifestó estar “Totalmente en Desacuerdo”. 

En principio, este resultado permite advertir que los encuestados reconocen de 

forma casi unánime que el marco constitucional no solo cumple una función de 

reconocimiento abstracto de derechos, sino que también constituye un fundamento para 

promover el acceso a servicios públicos digitalizados. Esta percepción resulta coherente 

con la progresiva incorporación de tecnologías en la gestión pública y con la necesidad 

de que dicho proceso se desarrolle sin generar nuevas formas de exclusión. 

Desde la perspectiva de la presente investigación, este hallazgo es 

especialmente relevante porque la contratación por medios telemáticos y la 

digitalización de servicios notariales se insertan dentro de una lógica más amplia de 

gobernanza electrónica. En este contexto, el acceso a trámites, actuaciones y servicios 

públicos mediante plataformas digitales no puede quedar reservado únicamente a 
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quienes disponen de mayores recursos tecnológicos o mayores competencias digitales, 

sino que debe organizarse bajo criterios de igualdad material, accesibilidad y no 

discriminación. 

No obstante, este resultado también debe interpretarse con cautela. La alta 

valoración positiva expresa una percepción favorable sobre el papel del Derecho 

Constitucional, pero no demuestra por sí sola que el acceso universal a los servicios 

digitales se encuentre plenamente garantizado en la práctica. De hecho, los hallazgos 

previos del estudio muestran que la capacitación institucional, la implementación 

efectiva del servicio telemático y las barreras tecnológicas todavía presentan 

limitaciones importantes, lo que sugiere que persiste una distancia entre el ideal 

normativo y su realización efectiva. 

Asimismo, aunque la pregunta del cuestionario emplea la referencia a “grupos 

vulnerables”, la lectura de la tesis permite proyectar este resultado hacia la categoría de 

personas en situación de vulnerabilidad digital. En estos casos, la exclusión de los 

beneficios de la gobernanza electrónica no se produce únicamente por ausencia de 

reconocimiento jurídico, sino también por barreras vinculadas al acceso, al uso, a la 

comprensión de las herramientas tecnológicas y a la capacidad real de interactuar con 

servicios públicos digitalizados. 

Desde una óptica jurídico-constitucional, el resultado permite sostener que existe 

una percepción institucional muy sólida sobre la necesidad de que la transformación 

digital de los servicios públicos se oriente por principios de inclusión. Sin embargo, 

también refuerza la exigencia de que tales principios sean desarrollados mediante 

mecanismos operativos e institucionales capaces de hacer efectivo ese acceso 

universal, especialmente cuando se trata de personas que enfrentan mayores 

desventajas en el entorno digital. 

En consecuencia, los resultados de esta variable permiten afirmar que el acceso 

universal a servicios gubernamentales digitales es percibido como una exigencia 

compatible con el marco constitucional ecuatoriano. No obstante, su eficacia real 

depende de que la gobernanza electrónica se implemente con medidas concretas de 

accesibilidad, protección y acompañamiento, de modo que la digitalización de los 

servicios públicos no reproduzca ni profundice condiciones de exclusión para las 

personas en situación de vulnerabilidad digital. 
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3.7.3.8 Derechos humanos, acceso equitativo a las TIC e instituciones públicas 

Pregunta: La Constitución de la República del Ecuador promueve la protección 

de los derechos fundamentales de las personas, haciendo especial énfasis en el acceso 

a las TIC dentro del contexto de los servicios públicos en entornos digitales.  

Tabla 19. 
Percepción sobre el compromiso constitucional con los derechos humanos y el acceso 

equitativo a las TIC 

 Frecuencia Porcentaje 
Porcentaje 

válido 

Porcentaje 

acumulado 

Válido 

Totalmente de Acuerdo 27 62,8 62,8 62,8 

Parcialmente de 

Acuerdo 
14 32,6 32,6 95,3 

Ni de Acuerdo ni en 

Desacuerdo 
1 2,3 2,3 97,7 

Parcialmente en 

Desacuerdo 
1 2,3 2,3 100,0 

Total 43 100,0 100,0  

Nota: Elaboración Propia (2023) 
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Gráfico 21. 
Percepción sobre el compromiso constitucional con los derechos humanos y el acceso 

equitativo a las TIC 

 

Nota: Elaboración Propia (2023) 

Interpretación: 

Los resultados obtenidos reflejan una percepción ampliamente favorable 

respecto del compromiso de la Constitución de la República del Ecuador con la 

promoción y protección de los derechos humanos, incluyendo el acceso equitativo a las 

tecnologías de la información y comunicación en el marco de las actividades de las 

instituciones públicas. En efecto, 27 encuestados (62,8%) se ubicaron en la categoría 

“Totalmente de Acuerdo” y 14 encuestados (32,6%) en “Parcialmente de Acuerdo”, lo 

que representa en conjunto un 95,3% de respuestas con valoración positiva. Por su 

parte, 1 participante (2,3%) se situó en “Ni de Acuerdo ni en Desacuerdo” y 1 respuesta 

(2,3%) en “Parcialmente en Desacuerdo”. 

En principio, este resultado evidencia que existe una percepción institucional 

muy sólida sobre el hecho de que la Constitución ecuatoriana no solo reconoce 

derechos fundamentales en términos generales, sino que también proyecta su 

protección hacia el acceso a las TIC como condición relevante para la participación en 

la vida social, institucional y jurídica contemporánea. La amplitud del acuerdo permite 

advertir que los encuestados identifican una relación estrecha entre derechos humanos, 

acceso tecnológico e instituciones públicas. 

Desde una perspectiva analítica, este hallazgo resulta coherente con la 

estructura del ordenamiento constitucional ecuatoriano, en el que el acceso a las 

tecnologías de la información y comunicación se vincula con principios de igualdad, no 

discriminación, inclusión y acceso a servicios públicos. En este sentido, la percepción 
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favorable de los encuestados sugiere que el marco constitucional es entendido como un 

fundamento normativo que legitima la incorporación de herramientas digitales en la 

gestión pública, siempre que ello ocurra bajo parámetros de accesibilidad y protección 

de derechos. 

No obstante, el resultado debe interpretarse con cautela. La pregunta mide una 

percepción institucional sobre el alcance de la Constitución, pero no acredita por sí sola 

que el acceso equitativo a las TIC se encuentre plenamente garantizado en la práctica. 

En efecto, como ya se ha evidenciado en otras variables del estudio, la implementación 

efectiva del servicio telemático, la capacitación institucional y las barreras tecnológicas 

siguen presentando limitaciones que pueden impedir que ese compromiso 

constitucional se traduzca de manera completa en realidades materiales de acceso. 

Desde la perspectiva de la presente investigación, este hallazgo es 

especialmente relevante porque refuerza la idea de que la digitalización de los servicios 

públicos —incluidos los notariales— debe ser analizada desde una óptica de derechos 

humanos y no únicamente como un proceso de modernización tecnológica. En este 

contexto, el acceso equitativo a las TIC adquiere una función instrumental para el 

ejercicio de otros derechos, particularmente cuando se trata de personas que enfrentan 

mayores obstáculos para acceder, comprender o utilizar los entornos digitales. 

Asimismo, aunque la formulación de la pregunta se refiere de manera general a 

derechos humanos y acceso equitativo, su lectura dentro de la tesis permite proyectarla 

hacia la problemática de las personas en situación de vulnerabilidad digital. En estos 

casos, la falta de acceso real a las TIC o la insuficiencia de condiciones para su uso 

efectivo puede generar formas de exclusión incompatibles con los principios 

constitucionales de igualdad material y protección reforzada. 

Desde una óptica jurídico-constitucional, los resultados permiten sostener que el 

acceso a las TIC, cuando se vincula al ámbito de las instituciones públicas, no puede 

ser considerado una cuestión secundaria o meramente operativa. Por el contrario, 

constituye una condición relevante para la participación efectiva en los servicios públicos 

digitalizados y, por tanto, para la realización práctica de derechos en el entorno digital. 

En consecuencia, los resultados de esta variable permiten afirmar que existe una 

percepción institucional mayoritariamente favorable sobre el compromiso constitucional 

del Ecuador con la protección de los derechos humanos y con el acceso equitativo a las 

TIC. Sin embargo, este reconocimiento normativo debe ser complementado con 

mecanismos institucionales y operativos que hagan efectivo dicho acceso, 

especialmente respecto de las personas en situación de vulnerabilidad digital. 
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3.7.3.9 Evolución del marco legal ecuatoriano frente a la digitalización 

Pregunta: El ordenamiento jurídico ecuatoriano se ha adaptado a los retos y 

oportunidades derivados de la digitalización de la sociedad innovando procedimientos a 

la vez que protege derechos constitucionales. 

Tabla 20. 
Percepción sobre la evolución del marco legal ecuatoriano frente a la digitalización 

 Frecuencia Porcentaje 
Porcentaje 

válido 

Porcentaje 

acumulado 

Válido 

Totalmente de Acuerdo 14 32,6 32,6 32,6 

Parcialmente de 

Acuerdo 
26 60,5 60,5 93,0 

Parcialmente en 

Desacuerdo 
2 4,7 4,7 97,7 

Totalmente en 

Desacuerdo 
1 2,3 2,3 100,0 

Total 43 100,0 100,0  

Nota: Elaboración Propia (2023) 
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Gráfico 22. 
Percepción sobre la evolución del marco legal ecuatoriano frente a la digitalización 

 

Nota: Elaboración Propia (2023) 

Interpretación: 

Los resultados obtenidos reflejan una percepción mayoritariamente favorable, 

aunque no exenta de reservas, respecto de la capacidad del ordenamiento jurídico 

ecuatoriano para adaptarse a los retos y oportunidades derivados de la digitalización. 

En efecto, 14 encuestados (32,6%) se ubicaron en la categoría “Totalmente de Acuerdo” 

y 26 encuestados (60,5%) en “Parcialmente de Acuerdo”, lo que representa en conjunto 

un 93,0% de respuestas con valoración positiva. Por su parte, 2 participantes (4,7%) se 

situaron en “Parcialmente en Desacuerdo” y 1 respuesta (2,3%) en “Totalmente en 

Desacuerdo”. No se registraron respuestas neutrales.  

En principio, este resultado permite advertir que los encuestados reconocen una 

evolución del ordenamiento jurídico ecuatoriano frente a los procesos de digitalización. 

No obstante, el predominio de la categoría “Parcialmente de Acuerdo” sugiere que dicha 

evolución es percibida como incompleta o perfectible, más que como un proceso 

plenamente consolidado. Es decir, existe la percepción de que el sistema jurídico ha 

avanzado, pero todavía no de manera suficiente para responder integralmente a todos 

los desafíos que plantea la sociedad digital. 

Desde una perspectiva analítica, este hallazgo resulta coherente con la 

trayectoria normativa ecuatoriana en la materia. En efecto, en las últimas décadas se 

han incorporado diversas disposiciones orientadas a regular fenómenos vinculados con 

la transformación digital, como la Ley de Comercio Electrónico, Firmas Electrónicas y 
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Mensajes de Datos (2002), el Código de Comercio (2019), que contempla figuras 

asociadas al comercio electrónico y a los contratos inteligentes, así como el Decreto 

Ejecutivo No. 981 de 2020, relativo al gobierno electrónico y al uso obligatorio de la firma 

electrónica por parte de autoridades y servidores públicos. Estos avances muestran una 

adaptación progresiva del marco normativo, aunque no necesariamente un desarrollo 

integral y sistemático de todas las garantías requeridas en entornos digitales.  

Desde la perspectiva de la presente investigación, este resultado es relevante 

porque confirma que el problema no radica en una ausencia absoluta de regulación, 

sino en la insuficiencia relativa del desarrollo normativo e institucional para responder a 

los riesgos y tensiones que se presentan en la contratación por medios telemáticos. En 

otras palabras, el ordenamiento jurídico ha evolucionado, pero dicha evolución todavía 

no parece alcanzar un nivel plenamente satisfactorio en términos de implementación, 

protección diferenciada y eficacia práctica. 

Este hallazgo adquiere especial importancia cuando se lo vincula con la 

problemática de las personas en situación de vulnerabilidad digital. En efecto, la 

existencia de normas que reconocen derechos o incorporan procedimientos 

innovadores no garantiza, por sí sola, que tales personas puedan acceder efectivamente 

a los servicios digitales, comprender su funcionamiento o participar en condiciones de 

igualdad. Por ello, la adaptación normativa debe ser evaluada no solo por su existencia 

formal, sino por su capacidad real para producir condiciones materiales de protección. 

Desde una óptica jurídico-constitucional, los resultados permiten sostener que el 

ordenamiento jurídico ecuatoriano cuenta con una base relevante para regular la 

digitalización y proteger derechos en este ámbito. Sin embargo, también evidencian que 

persiste una brecha entre el reconocimiento normativo y su aplicación práctica, 

especialmente en contextos donde intervienen factores como la accesibilidad, la 

alfabetización digital, la protección de datos, la verificación de identidad, la formación 

del consentimiento y la seguridad jurídica. 

En el ámbito notarial, esta situación resulta particularmente sensible, ya que la 

contratación telemática exige que las innovaciones normativas se traduzcan en 

procedimientos claros, operadores capacitados y garantías efectivas para la 

autenticidad, legalidad y comprensión del acto. Si esta articulación no se produce 

adecuadamente, la evolución normativa corre el riesgo de permanecer en un plano 

principalmente declarativo, sin lograr una protección suficientemente robusta para 

quienes enfrentan mayores barreras en el entorno digital. 
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En consecuencia, los resultados de esta variable permiten afirmar que existe una 

percepción institucional mayoritariamente positiva sobre la evolución del marco legal 

ecuatoriano frente a la digitalización. No obstante, el peso del acuerdo parcial y la 

existencia de respuestas de desacuerdo muestran que dicha evolución aún es percibida 

como insuficiente en algunos aspectos, lo que refuerza la necesidad de continuar 

fortaleciendo el desarrollo normativo, la implementación institucional y la eficacia 

práctica de las garantías aplicables a la contratación por medios telemáticos. 

En conjunto, los resultados de este bloque muestran una percepción 

mayoritariamente favorable sobre el papel de la Constitución y del ordenamiento jurídico 

ecuatoriano en la regulación del entorno digital y en la protección de derechos. No 

obstante, también evidencian que el reconocimiento normativo, por sí solo, no garantiza 

una protección efectiva en la práctica. Desde una perspectiva jurídico-constitucional, ello 

confirma que la contratación por medios telemáticos requiere no solo base normativa, 

sino también mecanismos institucionales y operativos que aseguren igualdad material, 

acceso equitativo, seguridad jurídica y protección reforzada para las personas en 

situación de vulnerabilidad digital. 

3.7.4 Función notarial y seguridad jurídica 

3.7.4.1 Accesibilidad universal y adopción de medios telemáticos en el servicio 
notarial 

Pregunta: La adopción de medios telemáticos en las notarías ecuatorianas 

garantiza la accesibilidad universal a los servicios notariales. 

Tabla 21. 
Percepción sobre la accesibilidad universal en el servicio notarial telemático. 

 Frecuencia Porcentaje 
Porcentaje 

válido 

Porcentaje 

acumulado 

Válido 

Totalmente de Acuerdo 20 46,5 46,5 46,5 

Parcialmente de 

Acuerdo 
16 37,2 37,2 83,7 

Parcialmente en 

Desacuerdo 
4 9,3 9,3 93,0 
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Totalmente en 

Desacuerdo 
3 7,0 7,0 100,0 

Total 43 100,0 100,0  

Nota: Elaboración Propia (2023) 

Gráfico 23. 
Percepción sobre la accesibilidad universal en el servicio notarial telemático. 

 

Nota: Elaboración Propia (2023) 

Interpretación: 

Los resultados obtenidos reflejan una percepción mayoritariamente favorable 

respecto de la idea de que la adopción de medios telemáticos en las notarías 

ecuatorianas contribuye a garantizar la accesibilidad universal a los servicios notariales. 

En efecto, 20 encuestados (46,5%) se ubicaron en la categoría “Totalmente de Acuerdo” 

y 16 encuestados (37,2%) en “Parcialmente de Acuerdo”, lo que representa en conjunto 

un 83,7% de respuestas con valoración positiva. Por su parte, 4 participantes (9,3%) 

manifestaron estar “Parcialmente en Desacuerdo” y 3 encuestados (7,0%) en 

“Totalmente en Desacuerdo”. 

En principio, este resultado permite advertir que existe una valoración 

institucional ampliamente favorable sobre el potencial de los medios telemáticos para 

ampliar el acceso a los servicios notariales. Esta percepción es comprensible, en la 

medida en que la digitalización puede reducir barreras de desplazamiento, optimizar 
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tiempos de atención y facilitar la interacción con el servicio en contextos donde la 

presencialidad resulta más costosa o compleja. 

No obstante, este hallazgo debe ser interpretado con cautela. La percepción 

positiva sobre la accesibilidad universal no equivale, por sí sola, a una comprobación 

empírica de que dicho acceso se encuentra efectivamente garantizado para todos los 

grupos de usuarios. En este sentido, la lectura de esta variable puede contrastarse con 

los resultados de la pregunta 4, en la que más del 86% de los encuestados indicó que 

las personas vulnerables representan menos del 15% del total de actos, contratos, 

diligencias y certificaciones realizados en la notaría. Esta comparación no prueba una 

contradicción directa, pero sí permite advertir una posible tensión entre la percepción 

institucional de accesibilidad y la participación efectiva de personas que requieren 

protección reforzada dentro de la actividad notarial. 

Desde una perspectiva analítica, ello sugiere que la adopción de medios 

telemáticos puede ser percibida como una herramienta de ampliación del acceso, pero 

sus efectos reales podrían estar condicionados por otros factores estructurales, como la 

conectividad, la alfabetización digital, la capacidad de comprensión del entorno 

tecnológico, la disponibilidad de acompañamiento institucional y las condiciones 

socioeconómicas de los usuarios. En otras palabras, la existencia de medios telemáticos 

no garantiza automáticamente que todos los sectores puedan utilizarlos en condiciones 

reales de igualdad. 

Desde la perspectiva de la presente investigación, este resultado es 

particularmente relevante porque la accesibilidad universal constituye una condición 

indispensable para que la función notarial mantenga su eficacia como garantía de 

seguridad jurídica en entornos digitales. Si la digitalización del servicio no viene 

acompañada de medidas efectivas de inclusión, orientación y ajuste razonable, el uso 

de herramientas telemáticas puede incluso reproducir o intensificar barreras 

preexistentes, especialmente respecto de las personas en situación de vulnerabilidad 

digital. 

En consecuencia, los resultados de esta variable permiten afirmar que existe una 

percepción mayoritariamente favorable sobre el aporte de los medios telemáticos a la 

accesibilidad del servicio notarial. Sin embargo, el contraste con otros hallazgos del 

estudio sugiere que esta valoración debe matizarse, pues la accesibilidad no puede 

medirse únicamente por la disponibilidad formal de herramientas digitales, sino por la 

participación efectiva y en condiciones de igualdad de quienes enfrentan mayores 

barreras para acceder al servicio. 
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3.7.4.2 Protección de datos personales y seguridad en las transacciones 
notariales telemáticas 

Pregunta: La protección de datos personales y la seguridad en las transacciones 

telemáticas en notarías son fundamentales en el marco constitucional ecuatoriano. 

Tabla 22. 
Percepción sobre la protección de datos personales y la seguridad en las 

transacciones notariales telemáticas 

 Frecuencia Porcentaje 
Porcentaje 

válido 

Porcentaje 

acumulado 

Válido 

Totalmente de Acuerdo 32 74,4 74,4 74,4 

Parcialmente de 

Acuerdo 
9 20,9 20,9 95,3 

Ni de Acuerdo ni en 

Desacuerdo 
1 2,3 2,3 97,7 

Parcialmente en 

Desacuerdo 
1 2,3 2,3 100,0 

Total 43 100,0 100,0  

Nota: Elaboración Propia (2023) 
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Gráfico 24. 
Percepción sobre la protección de datos personales y la seguridad en las 

transacciones notariales telemáticas 

 

Nota: Elaboración Propia (2023) 

Interpretación: 

Los resultados obtenidos reflejan un consenso ampliamente favorable respecto 

de la importancia de la protección de datos personales y de la seguridad en las 

transacciones telemáticas notariales dentro del marco constitucional ecuatoriano. En 

efecto, 32 encuestados (74,4%) se ubicaron en la categoría “Totalmente de Acuerdo” y 

9 encuestados (20,9%) en “Parcialmente de Acuerdo”, lo que representa en conjunto un 

95,3% de respuestas con valoración positiva. Por su parte, 1 participante (2,3%) se situó 

en “Ni de Acuerdo ni en Desacuerdo” y 1 respuesta (2,3%) en “Parcialmente en 

Desacuerdo”. 

En principio, este resultado evidencia una percepción institucional casi unánime 

sobre la relevancia de estas garantías en el ámbito notarial telemático. Ello resulta lógico 

si se considera que la actividad notarial en entornos digitales implica el tratamiento de 

información sensible, la circulación de documentos electrónicos, la validación de 

identidad y la conservación de registros vinculados con actos jurídicos que requieren 

altos niveles de confiabilidad y protección. 

Desde la perspectiva de la presente investigación, este hallazgo adquiere 

especial importancia porque la seguridad de las transacciones telemáticas y la 

protección de datos personales no constituyen elementos accesorios, sino presupuestos 

indispensables para la seguridad jurídica. En el ámbito notarial, cualquier deficiencia en 
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estas materias puede comprometer la autenticidad del acto, la integridad del documento, 

la confidencialidad de la información y la confianza de los usuarios en el sistema. 

Asimismo, este resultado puede ponerse en relación con el apartado anterior 

relativo a la protección de la privacidad, los datos personales y el acceso no 

discriminatorio en el entorno digital, en el que también se advirtió un consenso muy 

amplio sobre la necesidad constitucional de proteger estas garantías en los entornos 

tecnológicos. La coincidencia entre ambos resultados refuerza la idea de que los 

encuestados reconocen que la protección de datos y la seguridad digital forman parte 

del núcleo de garantías que deben acompañar la transformación tecnológica de los 

servicios notariales. 

No obstante, como ocurre en otras variables del estudio, esta valoración 

favorable debe interpretarse con cautela. La alta percepción de importancia 

constitucional no demuestra por sí sola que existan mecanismos plenamente suficientes 

o uniformemente implementados para garantizar dicha protección en la práctica. En este 

sentido, el consenso institucional expresa más claramente el reconocimiento de la 

necesidad de estas garantías que una constatación empírica de su plena efectividad en 

el funcionamiento real del servicio. 

Desde una óptica jurídico-constitucional, el resultado permite sostener que la 

digitalización notarial solo puede considerarse legítima si va acompañada de 

condiciones robustas de protección de datos, seguridad de la información y resguardo 

frente a riesgos de fraude, vulneración de identidad o uso indebido de información 

personal. Esta exigencia adquiere una dimensión reforzada cuando intervienen 

personas en situación de vulnerabilidad digital, pues la exposición a fallas de seguridad 

o a deficiencias en la gestión de datos puede generar impactos especialmente graves 

en quienes ya enfrentan barreras de acceso o comprensión del entorno tecnológico. 

En consecuencia, los resultados de esta variable permiten afirmar que existe un 

reconocimiento institucional ampliamente consolidado sobre la centralidad de la 

protección de datos personales y de la seguridad en las transacciones notariales 

telemáticas. Sin embargo, este consenso también refuerza la necesidad de continuar 

fortaleciendo los mecanismos normativos, técnicos e institucionales que permitan 

traducir esa exigencia constitucional en garantías efectivas dentro de la práctica notarial 

digital. 
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3.7.4.3 Responsabilidad notarial en la garantía de derechos en servicios 
telemáticos 

Pregunta: Las notarías tienen la responsabilidad de asegurar que los derechos 

de los ciudadanos sean respetados en las transacciones y servicios notariales 

telemáticos. 

Tabla 23. 
Percepción sobre la responsabilidad notarial en la garantía de derechos en servicios 

telemáticos 

 Frecuencia Porcentaje 
Porcentaje 

válido 

Porcentaje 

acumulado 

Válido 

Totalmente de Acuerdo 36 83,7 83,7 83,7 

Parcialmente de 

Acuerdo 
5 11,6 11,6 95,3 

Parcialmente en 

Desacuerdo 
1 2,3 2,3 97,7 

Totalmente en 

Desacuerdo 
1 2,3 2,3 100,0 

Total 43 100,0 100,0  

Nota: Elaboración Propia (2023) 
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Gráfico 25. 
Percepción sobre la responsabilidad notarial en la garantía de derechos en servicios 

telemáticos. 

 

Nota: Elaboración Propia (2023) 

Interpretación: 

Los resultados obtenidos reflejan un consenso ampliamente favorable respecto 

de la responsabilidad de las notarías en garantizar el respeto de los derechos de los 

ciudadanos dentro de las transacciones y servicios notariales telemáticos. En efecto, 36 

encuestados (83,7%) se ubicaron en la categoría “Totalmente de Acuerdo” y 5 

encuestados (11,6%) en “Parcialmente de Acuerdo”, lo que representa en conjunto un 

95,3% de respuestas con valoración positiva. Por su parte, 1 participante (2,3%) 

manifestó estar “Parcialmente en Desacuerdo” y 1 respuesta (2,3%) en “Totalmente en 

Desacuerdo”. 

En principio, este resultado evidencia que existe una percepción institucional 

casi unánime sobre el papel de las notarías como garantes de derechos en el entorno 

telemático. Esta valoración resulta consistente con la naturaleza de la función notarial, 

en la medida en que el notario no se limita a formalizar actos jurídicos, sino que 

interviene para asegurar legalidad, autenticidad, comprensión del acto y protección de 

los comparecientes. 

Desde la perspectiva de la presente investigación, este hallazgo tiene una 

especial relevancia, porque confirma que la función notarial mantiene su centralidad 

incluso cuando los actos y contratos se trasladan al entorno digital. En este contexto, la 
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responsabilidad de la notaría no desaparece ni se reduce por el uso de herramientas 

tecnológicas; por el contrario, adquiere una importancia reforzada, ya que los riesgos 

vinculados con la verificación de identidad, la formación del consentimiento, la integridad 

documental y la protección de datos se intensifican en escenarios telemáticos. 

Asimismo, este resultado se articula con la lógica general de la tesis, en cuanto 

permite sostener que la seguridad jurídica no debe ser entendida únicamente como un 

efecto del marco normativo, sino también como una función institucional concreta que 

recae sobre el notariado. En este sentido, la intervención notarial cumple un doble papel: 

por una parte, opera como principio orientador de la actuación jurídica; y, por otra, 

constituye un fin propio de la actividad notarial, en tanto contribuye a la prevención del 

conflicto y al resguardo efectivo de derechos. 

No obstante, la existencia, aunque minoritaria, de respuestas de desacuerdo no 

deja de ser jurídicamente significativa. Si bien representan un porcentaje reducido, 

muestran que no existe unanimidad absoluta sobre el alcance de esta responsabilidad 

en el entorno telemático. Esta circunstancia sugiere la necesidad de seguir reforzando, 

tanto a nivel institucional como formativo, la comprensión del notario como garante de 

derechos y no solo como operador formal del servicio. 

Desde una óptica jurídico-constitucional, este hallazgo resulta especialmente 

importante cuando se proyecta hacia la situación de las personas en situación de 

vulnerabilidad digital, quienes requieren una actuación notarial más cuidadosa y 

garantista. En estos casos, la responsabilidad del notario no puede agotarse en la 

validación mecánica del trámite, sino que debe orientarse a asegurar que el acto sea 

accesible, comprensible, libre de vicios y materialmente respetuoso de los derechos 

fundamentales de quienes intervienen. 

En consecuencia, los resultados de esta variable permiten afirmar que existe una 

percepción institucional muy consolidada sobre la responsabilidad de las notarías en la 

protección de derechos dentro de los servicios telemáticos. Sin embargo, la existencia 

de una disidencia minoritaria y las tensiones detectadas en otras variables del estudio 

refuerzan la necesidad de seguir fortaleciendo la función notarial como eje central de la 

seguridad jurídica y de la justicia preventiva en entornos digitales. 

Enfoque multidisciplinario frente a los desafíos éticos, técnicos y normativos del 
entorno telemático 

Pregunta: Las notarías requieren un enfoque multidisciplinar para subsanar los 

desafíos éticos, técnicos y normativos que se desprenden de la utilización de medios 

telemáticos. 
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Tabla 24. 
Percepción sobre la necesidad de un enfoque multidisciplinario en el servicio notarial 

telemático. 

 Frecuencia Porcentaje 
Porcentaje 

válido 

Porcentaje 

acumulado 

Válido 

Totalmente de Acuerdo 37 86,0 86,0 86,0 

Parcialmente de 

Acuerdo 
6 14,0 14,0 100,0 

Total 43 100,0 100,0  

Nota: Elaboración Propia (2023) 

Gráfico 26. 
Percepción sobre la necesidad de un enfoque multidisciplinario en el servicio notarial 

telemático. 

 

Nota: Elaboración Propia (2023) 

Interpretación: 

Los resultados obtenidos muestran un consenso absoluto respecto de la 

necesidad de adoptar un enfoque multidisciplinario para afrontar los desafíos derivados 

del uso de medios telemáticos en el ámbito notarial. En efecto, 37 encuestados (86,0%) 

se ubicaron en la categoría “Totalmente de Acuerdo” y 6 encuestados (14,0%) en 

“Parcialmente de Acuerdo”, sin registrarse respuestas neutrales ni de desacuerdo. Este 
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resultado evidencia una coincidencia plena sobre la insuficiencia de un abordaje 

exclusivamente jurídico frente a las complejidades del entorno digital.  

En principio, este hallazgo permite advertir que los encuestados reconocen que 

la utilización de medios telemáticos en notarías no solo plantea cuestiones normativas, 

sino también problemas de naturaleza técnica, ética, operativa y social. En este 

contexto, la función notarial en entornos digitales requiere articular conocimientos 

provenientes de distintas áreas, de manera que la transformación tecnológica del 

servicio no comprometa la protección de derechos ni la seguridad jurídica.  

Desde la perspectiva de la presente investigación, este resultado es 

especialmente relevante porque confirma que la digitalización notarial no puede 

resolverse únicamente mediante reformas normativas o por la sola incorporación de 

herramientas tecnológicas. Por el contrario, exige también la participación de saberes 

especializados en tecnología, seguridad de la información, arquitectura de sistemas, 

gestión documental digital, protección de datos personales y accesibilidad, así como 

enfoques vinculados con la inclusión social y la atención de personas que enfrentan 

barreras en el entorno digital.  

Asimismo, este consenso refuerza la idea de que la protección de las personas 

en situación de vulnerabilidad digital demanda respuestas complejas e integrales. En 

estos casos, no basta con asegurar la legalidad formal del acto, sino que resulta 

necesario incorporar herramientas y criterios que permitan mitigar riesgos de exclusión, 

mejorar la comprensión del entorno tecnológico y garantizar una participación efectiva 

en condiciones de igualdad.  

Desde una óptica jurídico-constitucional, el resultado permite sostener que el 

enfoque multidisciplinario constituye una condición necesaria para que el servicio 

notarial telemático pueda operar de forma compatible con la igualdad material, la no 

discriminación, la accesibilidad y la seguridad jurídica. En este sentido, la complejidad 

del entorno digital exige que el notariado se proyecte más allá de una lógica puramente 

formalista y se articule con otras disciplinas capaces de fortalecer la protección efectiva 

de derechos.  

En consecuencia, los resultados de esta variable permiten afirmar que existe una 

percepción institucional unánime sobre la necesidad de un enfoque multidisciplinario 

para afrontar los desafíos del entorno telemático. Este hallazgo confirma que la 

transformación digital del servicio notarial exige una respuesta integral, capaz de 

combinar desarrollo normativo, capacitación técnica, inclusión digital y mecanismos 

efectivos de garantía de derechos. 



148 

 

En conjunto, los resultados del bloque relativo a la función notarial y la seguridad 

jurídica muestran una valoración institucional mayoritariamente favorable del rol del 

notariado en entornos telemáticos, especialmente en lo relativo a la accesibilidad, la 

protección de datos, la garantía de derechos y la necesidad de respuestas 

multidisciplinarias. No obstante, el contraste con otras variables del estudio evidencia 

que esta valoración positiva convive con limitaciones prácticas en la implementación del 

servicio, la capacitación especializada y la participación efectiva de personas en 

situación de vulnerabilidad digital. Desde una perspectiva jurídico-constitucional, ello 

confirma que la legitimidad de la función notarial en entornos digitales depende no solo 

de su reconocimiento formal, sino de su capacidad real para asegurar seguridad jurídica, 

prevención del conflicto y protección efectiva de derechos en contextos 

tecnológicamente complejos. 

3.7.5 Comparación entre contratación presencial y telemática 

3.7.5.1 Acceso de personas en situación de vulnerabilidad digital a los medios 
telemáticos 

Pregunta: Las personas en situación de vulnerabilidad digital tienen suficiente 

acceso a los medios telemáticos para contratar servicios en el Ecuador 

Tabla 25. 
Percepción sobre el acceso de las personas en situación de vulnerabilidad digital a los 

medios telemáticos 

 Frecuencia Porcentaje Porcentaje 
válido 

Porcentaje 
acumulado 

Válido 

Totalmente de Acuerdo 4 9,3 9,3 9,3 

Parcialmente de 
Acuerdo 15 34,9 34,9 44,2 

Ni de Acuerdo ni en 
Desacuerdo 4 9,3 9,3 53,5 

Parcialmente en 
Desacuerdo 6 14,0 14,0 67,4 

Totalmente en 
Desacuerdo 14 32,6 32,6 100,0 

Total 43 100,0 100,0  

Nota: Elaboración Propia (2023) 
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Gráfico 27. 
Percepción sobre el acceso de las personas en situación de vulnerabilidad digital a los 

medios telemáticos 

 

Nota: Elaboración Propia (2023) 

Interpretación: 

Los resultados obtenidos muestran una percepción dividida respecto de la 

suficiencia del acceso de personas en situación de vulnerabilidad digital a los medios 

telemáticos para contratar servicios en el Ecuador. En efecto, 4 encuestados (9,3%) se 

ubicaron en la categoría “Totalmente de Acuerdo” y 15 encuestados (34,9%) en 

“Parcialmente de Acuerdo”, lo que representa en conjunto un 44,2% de respuestas con 

valoración positiva. Por su parte, 4 participantes (9,3%) se situaron en “Ni de Acuerdo 

ni en Desacuerdo”, mientras que 6 respuestas (14,0%) correspondieron a “Parcialmente 

en Desacuerdo” y 14 respuestas (32,6%) a “Totalmente en Desacuerdo”. En conjunto, 

las respuestas de desacuerdo alcanzan un 46,6%, superando ligeramente al bloque de 

valoración positiva. 

Desde una primera lectura, este resultado evidencia que no existe consenso en 

torno a la afirmación planteada. Por el contrario, se observa una distribución tensionada 

entre quienes consideran que existe algún nivel de acceso suficiente y quienes 

sostienen que dicho acceso no está efectivamente garantizado. La presencia de un 

porcentaje tan alto de respuestas en “Totalmente en Desacuerdo” constituye un hallazgo 

especialmente relevante, pues revela una percepción crítica importante respecto de la 

situación real de acceso a los medios telemáticos por parte de quienes enfrentan 

mayores barreras en el entorno digital. 
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Desde la perspectiva de la presente investigación, este resultado resulta central, 

porque permite advertir que uno de los problemas estructurales de la contratación 

telemática no radica únicamente en la regulación o en la existencia formal de 

herramientas tecnológicas, sino en la posibilidad real de que los usuarios accedan a 

ellas en condiciones efectivas. En este sentido, el acceso a medios telemáticos no 

puede ser entendido de manera meramente abstracta o formal, sino como una condición 

material que depende de factores como la conectividad, la disponibilidad de dispositivos, 

la alfabetización digital, la comprensión del entorno tecnológico y la posibilidad de recibir 

orientación adecuada. 

Este hallazgo también se articula con otros resultados del estudio, 

particularmente con aquellos relativos a la capacitación, a la accesibilidad del servicio y 

a la existencia de barreras tecnológicas. En conjunto, estas variables sugieren que la 

contratación por medios telemáticos puede ofrecer ventajas potenciales en términos de 

eficiencia o cobertura, pero no necesariamente garantiza por sí misma una inclusión real 

de las personas en situación de vulnerabilidad digital. 

Desde una óptica jurídico-constitucional, los resultados permiten sostener que el 

acceso insuficiente a medios telemáticos constituye una limitación relevante para el 

ejercicio de derechos en entornos digitales. En efecto, si determinados grupos no 

cuentan con condiciones reales para acceder, comprender y utilizar estas herramientas, 

la contratación telemática corre el riesgo de reproducir desigualdades estructurales 

incompatibles con los principios de igualdad material, no discriminación y acceso 

efectivo a servicios públicos y jurídicos. 

En consecuencia, los resultados de esta variable permiten afirmar que existe una 

percepción institucional significativamente crítica respecto del acceso real de personas 

en situación de vulnerabilidad digitala los medios telemáticos en el Ecuador. Este 

hallazgo refuerza la hipótesis de la investigación, en cuanto pone de manifiesto que la 

expansión de la contratación telemática no asegura, por sí sola, una participación 

inclusiva, y que resulta necesario fortalecer medidas de accesibilidad, capacitación y 

acompañamiento para evitar nuevas formas de exclusión digital. 

3.7.5.2 Suficiencia del marco jurídico para proteger a personas en situación de 
vulnerabilidad digital en la contratación telemática 

Pregunta: La legislación ecuatoriana actual ofrece suficiente protección a los 

vulnerables en la contratación de medios telemáticos 
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Tabla 26. 
Percepción sobre la suficiencia de la legislación ecuatoriana para proteger a las 

personas en situación de vulnerabilidad digital en la contratación telemática. 

 Frecuencia Porcentaje 
Porcentaje 

válido 

Porcentaje 

acumulado 

Válido 

Totalmente de 

Acuerdo 
7 16,3 16,3 16,3 

Parcialmente de 

Acuerdo 
16 37,2 37,2 53,5 

Ni de Acuerdo ni 

en Desacuerdo 
4 9,3 9,3 62,8 

Parcialmente en 

Desacuerdo 
7 16,3 16,3 79,1 

Totalmente en 

Desacuerdo 
9 20,9 20,9 100,0 

Total 43 100,0 100,0  

Nota: Elaboración Propia (2023) 
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Gráfico 28. 
Percepción sobre la suficiencia de la legislación ecuatoriana para proteger a las 

personas en situación de vulnerabilidad digital en la contratación telemática. 

 

Nota: Elaboración Propia (2023) 

Interpretación: 

Los resultados obtenidos muestran una percepción dividida respecto de la 

suficiencia de la legislación ecuatoriana para proteger a las personas vulnerables en la 

contratación por medios telemáticos. En efecto, 7 encuestados (16,3%) se ubicaron en 

la categoría “Totalmente de Acuerdo” y 16 encuestados (37,2%) en “Parcialmente de 

Acuerdo”, lo que representa en conjunto un 53,5% de respuestas con valoración 

positiva. Por su parte, 4 participantes (9,3%) se situaron en “Ni de Acuerdo ni en 

Desacuerdo”, mientras que 7 respuestas (16,3%) correspondieron a “Parcialmente en 

Desacuerdo” y 9 respuestas (20,9%) a “Totalmente en Desacuerdo”. En conjunto, las 

respuestas de desacuerdo alcanzan un 37,2%. 

Desde una primera lectura, el resultado permite advertir que, aunque existe una 

ligera mayoría que percibe de manera favorable la protección ofrecida por la legislación 

vigente, dicha valoración no es sólida ni concluyente. El predominio de la categoría 

“Parcialmente de Acuerdo” sugiere una confianza moderada en el marco jurídico actual, 

pero al mismo tiempo deja entrever reservas sobre su suficiencia real para responder a 

los desafíos que plantea la contratación telemática. 

Este hallazgo adquiere especial relevancia si se considera que más de un tercio 

de la muestra expresó desacuerdo respecto de la suficiencia de la legislación. Esta 

proporción no es menor y revela que una parte importante de los encuestados percibe 
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limitaciones en la capacidad del ordenamiento jurídico ecuatoriano para proteger de 

manera efectiva los derechos fundamentales de las personas que enfrentan mayores 

barreras en el entorno digital. 

Asimismo, la presencia de un 9,3% de respuestas neutrales refuerza la idea de 

que no existe un consenso robusto sobre esta cuestión. En términos analíticos, ello 

sugiere que la valoración del marco jurídico actual se encuentra atravesada por una 

cierta ambivalencia institucional: por una parte, se reconocen avances normativos y 

bases de protección; por otra, se perciben vacíos o insuficiencias en su alcance, claridad 

o aplicación práctica. 

Desde la perspectiva de la presente investigación, este resultado es 

especialmente significativo porque confirma que la discusión no gira únicamente en 

torno a la existencia formal de normas, sino en torno a su suficiencia material para 

proteger a quienes participan en la contratación telemática desde posiciones de 

desventaja. En este contexto, la protección de las personas en situación de 

vulnerabilidad digital exige no solo reconocimiento jurídico, sino también reglas claras, 

mecanismos operativos eficaces y condiciones institucionales que permitan hacer 

efectivos los derechos en el entorno digital. 

Desde una óptica jurídico-constitucional, los resultados permiten sostener que la 

legislación ecuatoriana vigente cuenta con elementos relevantes de protección, pero 

aún no es percibida como plenamente suficiente para garantizar, sin ambigüedades, la 

tutela de derechos en la contratación telemática. Esta percepción se vincula con la 

necesidad de fortalecer la articulación entre Constitución, legislación especial, 

regulación sectorial y prácticas institucionales, de modo que el marco normativo no 

permanezca en un plano declarativo, sino que se traduzca en garantías reales de 

igualdad, seguridad jurídica y protección reforzada. 

En consecuencia, los resultados de esta variable permiten afirmar que el marco 

jurídico ecuatoriano es percibido como parcialmente protector, pero todavía perfectible 

en términos de suficiencia y eficacia práctica. Este hallazgo refuerza la hipótesis de la 

investigación, en cuanto evidencia la necesidad de continuar desarrollando y 

optimizando el sistema normativo e institucional para asegurar una protección material 

y efectiva de las personas en situación de vulnerabilidad digital dentro de la contratación 

por medios telemáticos. 

Finalmente, un 9,3% de los encuestados se decantó por una postura neutral y 

afirmaron estar “Ni en Acuerdo ni en Desacuerdo” con el postulado de la pregunta 24. 

Esto refuerza la idea de una percepción generalizada ambigua y escéptica sobre las 
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condiciones de suficiencia existentes en el ordenamiento jurídico para la protección de 

personas en situación de vulnerabilidad digital. En síntesis, se puede afirmar que los 

resultados derivados de la pregunta 24 evidencian la necesidad de fortalecer y optimizar 

el marco jurídico positivo, esto con la finalidad de aumentar su suficiencia y eficacia para 

proporcionar una protección material a los derechos de las personas en situación de 

vulnerabilidad digital en el contexto de su interacción en entornos telemáticos. 

3.7.5.3 Vacíos de capacitación sobre el uso de medios telemáticos 

Pregunta: Existe vacíos/ausencia en procesos de capacitación sobre el uso de 

medios telemáticos entre las personas en situación de vulnerabilidad digital en el 

Ecuador. 

Tabla 27. 
Percepción sobre vacíos de capacitación en el uso de medios telemáticos. 

 Frecuencia Porcentaje 
Porcentaje 

válido 

Porcentaje 

acumulado 

Válido 

Totalmente de Acuerdo 37 86,0 86,0 86,0 

Parcialmente de 

Acuerdo 
6 14,0 14,0 100,0 

Total 43 100,0 100,0  

Nota: Elaboración Propia (2023) 
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Gráfico 29. 
Percepción sobre vacíos de capacitación en el uso de medios telemáticos. 

 

Nota: Elaboración Propia (2023) 

Interpretación: 

Los resultados obtenidos muestran un consenso absoluto respecto de la 

existencia de vacíos o ausencia de procesos de capacitación sobre el uso de medios 

telemáticos entre las personas en situación de vulnerabilidad digital en el Ecuador. En 

efecto, 37 encuestados (86,0%) se ubicaron en la categoría “Totalmente de Acuerdo” y 

6 encuestados (14,0%) en “Parcialmente de Acuerdo”, sin registrarse respuestas 

neutrales ni de desacuerdo. Este resultado evidencia una coincidencia plena sobre la 

percepción de que las falencias de capacitación constituyen un problema real y 

generalizado en el entorno digital. 

Desde una primera lectura, este hallazgo permite advertir que la problemática de 

la vulnerabilidad digital no se agota en la disponibilidad de dispositivos o conectividad, 

sino que se relaciona de manera directa con la ausencia de procesos formativos 

suficientes para que determinados grupos puedan acceder, comprender y utilizar 

adecuadamente los medios telemáticos. En este sentido, la capacitación aparece como 

una condición indispensable para transformar la disponibilidad formal de herramientas 

tecnológicas en posibilidades reales de ejercicio de derechos. 

Desde la perspectiva de la presente investigación, este resultado tiene una 

relevancia central, porque confirma que uno de los principales obstáculos para la 

contratación telemática inclusiva radica en la falta de formación sobre el uso de entornos 

digitales. En efecto, si las personas que se encuentran en situación de vulnerabilidad 
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digital no cuentan con conocimientos mínimos sobre el funcionamiento de los medios 

telemáticos, la firma electrónica, la circulación de documentos digitales o la interacción 

con servicios notariales en línea, su participación en estos procesos se vuelve más frágil, 

dependiente y potencialmente desigual. 

Este consenso también se articula con otros hallazgos del estudio, 

especialmente con aquellos relativos al acceso insuficiente a medios telemáticos, a las 

barreras tecnológicas y a las dudas sobre la eficacia de la protección jurídica en la 

contratación telemática. En conjunto, estos resultados muestran que la brecha digital 

tiene una dimensión claramente formativa, lo cual exige respuestas que no se limiten al 

plano normativo, sino que incluyan políticas sostenidas de alfabetización y capacitación 

digital. 

Desde una óptica jurídico-constitucional, el hallazgo permite sostener que la falta 

de capacitación incide directamente en la igualdad material, en la no discriminación y en 

la posibilidad de ejercer derechos en condiciones reales de libertad e información 

suficiente. En el ámbito notarial, esta carencia puede afectar la comprensión del acto 

jurídico, la formación del consentimiento, la confianza en el servicio y, en definitiva, la 

seguridad jurídica de quienes intervienen en procedimientos telemáticos. 

En consecuencia, los resultados de esta variable permiten afirmar que existe una 

percepción institucional unánime sobre la insuficiencia de los procesos de capacitación 

en el uso de medios telemáticos. Este hallazgo refuerza la hipótesis de la investigación, 

en cuanto evidencia que la protección efectiva de las personas en situación de 

vulnerabilidad digital requiere no solo normas y herramientas tecnológicas, sino también 

estrategias de formación y acompañamiento que hagan posible una participación real, 

informada y segura en la contratación por medios telemáticos. 

3.7.5.4 Protección de derechos en la contratación presencial ante notario 

Pregunta: En la contratación presencial que se realiza ante notario público por 

personas vulnerables, se protege eficazmente los derechos constitucionales de 

personas analfabetas, de la tercera edad, o de personas con discapacidad.   
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Tabla 28. 
Percepción sobre la protección de derechos constitucionales en la contratación 

presencial ante notario. 

 Frecuencia Porcentaje 
Porcentaje 

válido 

Porcentaje 

acumulado 

Válido 

Totalmente de Acuerdo 33 76,7 76,7 76,7 

Parcialmente de 

Acuerdo 
10 23,3 23,3 100,0 

Total 43 100,0 100,0  

Nota: Elaboración Propia (2023) 

Gráfico 30. 
Percepción sobre la protección de derechos constitucionales en la contratación 

presencial ante notario. 

 

Nota: Elaboración Propia (2023) 

Interpretación: 

Los resultados obtenidos muestran un consenso absoluto respecto de la eficacia 

protectora de la contratación presencial ante notario cuando intervienen personas que 

requieren una atención reforzada, como personas analfabetas, personas adultas 

mayores o personas con discapacidad. En efecto, 33 encuestados (76,7%) se ubicaron 

en la categoría “Totalmente de Acuerdo” y 10 encuestados (23,3%) en “Parcialmente de 

Acuerdo”, sin registrarse respuestas neutrales ni de desacuerdo. Este resultado 
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evidencia una percepción institucional ampliamente consolidada sobre la fortaleza del 

modelo presencial como mecanismo de protección de derechos en el ámbito notarial. 

Desde una primera lectura, este hallazgo permite advertir que los encuestados 

asignan un alto nivel de confianza a la contratación presencial como espacio en el que 

el notario puede desplegar de manera más eficaz sus funciones de control de legalidad, 

verificación de identidad, apreciación de la capacidad y aseguramiento de un 

consentimiento libre e informado. En este sentido, la presencia física aparece asociada 

a una mayor posibilidad de interacción directa, explicación personalizada del acto y 

observación inmediata de circunstancias relevantes para la protección de derechos. 

Desde la perspectiva de la presente investigación, este resultado es 

especialmente significativo porque constituye un punto de contraste con la contratación 

telemática. La valoración positiva del modelo presencial sugiere que, en la percepción 

de los encuestados, el entorno tradicional ofrece mayores garantías para atender 

situaciones de vulnerabilidad, precisamente porque permite una actuación notarial más 

cercana, inmediata y contextualizada frente a las necesidades específicas de los 

comparecientes. 

Asimismo, este hallazgo es consistente con la idea de que los derechos 

constitucionales de las personas analfabetas, adultas mayores y con discapacidad 

exigen una protección reforzada en el ámbito jurídico y notarial. En este contexto, la 

contratación presencial se percibe como una modalidad especialmente apta para 

garantizar el acceso a la información, la comprensión del contenido del acto y la 

adopción de ajustes de atención acordes con las necesidades particulares de quienes 

intervienen. 

No obstante, debe precisarse que esta valoración responde a una percepción 

institucional derivada de la experiencia de los encuestados y no constituye, por sí sola, 

una medición técnica de eficacia. Sin embargo, el nivel de consenso alcanzado permite 

sostener que, dentro de la práctica notarial, el modelo presencial mantiene una 

legitimidad muy sólida como espacio de tutela efectiva de derechos. 

Desde una óptica jurídico-constitucional, los resultados permiten afirmar que la 

contratación presencial ante notario continúa siendo percibida como una garantía 

relevante de seguridad jurídica, igualdad material y protección de derechos 

fundamentales, especialmente cuando intervienen personas que enfrentan mayores 

barreras para el ejercicio autónomo de sus derechos. Esta percepción refuerza la idea 

de que la transformación digital del servicio notarial no puede implicar un debilitamiento 

de las garantías que tradicionalmente han caracterizado a la actuación presencial. 
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En consecuencia, los resultados de esta variable permiten afirmar que existe una 

percepción institucional unánime sobre la eficacia protectora de la contratación 

presencial en el ámbito notarial. Este hallazgo constituye un referente clave para 

comparar, en el siguiente apartado, si la contratación telemática ha logrado o no 

reproducir niveles equivalentes de protección para las personas en situación de 

vulnerabilidad8. 

3.7.5.5 Protección de derechos en la contratación telemática ante notario 

Pregunta: En la contratación telemática que se realiza ante notario público por 

personas vulnerables, se protege eficazmente los derechos constitucionales de 

personas analfabetas, de la tercera edad, o de personas con discapacidad.      

Tabla 29. 
Percepción sobre la protección de derechos constitucionales en la contratación 

telemática ante notario. 

 Frecuencia Porcentaje 
Porcentaje 

válido 

Porcentaje 

acumulado 

Válido 

Totalmente de Acuerdo 13 30,2 30,2 30,2 

Parcialmente de 

Acuerdo 
13 30,2 30,2 60,5 

Ni de Acuerdo ni en 

Desacuerdo 
6 14,0 14,0 74,4 

Parcialmente en 

Desacuerdo 
5 11,6 11,6 86,0 

Totalmente en 

Desacuerdo 
6 14,0 14,0 100,0 

Total 43 100,0 100,0  

Nota: Elaboración Propia (2023) 

 

 
8 La referencia a personas analfabetas, adultas mayores y con discapacidad responde a 
categorías expresamente contempladas en el instrumento aplicado, sin perjuicio de que la 
presente investigación adopta una comprensión más amplia de la protección reforzada en 
contextos de vulnerabilidad digital. 
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Gráfico 31. 
Percepción sobre la protección de derechos constitucionales en la contratación 

telemática ante notario 

 

Nota: Elaboración Propia (2023) 

Interpretación: 

Los resultados obtenidos muestran una percepción menos sólida y más dividida 

respecto de la eficacia protectora de la contratación telemática ante notario cuando 

intervienen personas que requieren atención reforzada. En efecto, 13 encuestados 

(30,2%) se ubicaron en la categoría “Totalmente de Acuerdo” y 13 encuestados (30,2%) 

en “Parcialmente de Acuerdo”, lo que representa en conjunto un 60,5% de respuestas 

con valoración positiva. Por su parte, 6 participantes (14,0%) se situaron en “Ni de 

Acuerdo ni en Desacuerdo”, 5 respuestas (11,6%) en “Parcialmente en Desacuerdo” y 

6 respuestas (14,0%) en “Totalmente en Desacuerdo”. En conjunto, las posturas 

neutrales y negativas alcanzan un 39,6%. 

A diferencia de lo observado en la contratación presencial, este resultado 

evidencia una disminución significativa en el nivel de confianza respecto de la capacidad 

del entorno telemático para garantizar de manera eficaz los derechos constitucionales 

de quienes enfrentan mayores barreras en el ejercicio de sus derechos. Si bien el bloque 

mayoritario mantiene una valoración positiva, el peso de las respuestas neutrales y de 

desacuerdo revela que dicha confianza es claramente más moderada y menos 

consolidada. 

Desde una perspectiva analítica, este hallazgo sugiere que la contratación 

telemática todavía no logra reproducir plenamente las garantías que los encuestados 
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asocian con la actuación notarial presencial. La reducción de la interacción directa, las 

dificultades para verificar ciertas condiciones personales de los comparecientes, la 

posible insuficiencia en la comprensión del entorno digital y las barreras tecnológicas 

que afectan a determinados usuarios pueden incidir en esta percepción de menor 

eficacia protectora. 

Desde la perspectiva de la presente investigación, este resultado es 

especialmente relevante porque confirma que la función notarial en entornos telemáticos 

enfrenta desafíos adicionales cuando intervienen personas en situación de 

vulnerabilidad digital. En estos casos, la mera existencia de una plataforma o de un 

procedimiento telemático no garantiza por sí sola que el acto sea comprendido, 

accesible y respetuoso de los derechos fundamentales de quienes participan. Por ello, 

la percepción de eficacia moderada revela que el entorno telemático exige mayores 

niveles de acompañamiento, adaptación y garantía institucional. 

La existencia de respuestas neutrales también es jurídicamente significativa. En 

este contexto, la neutralidad puede interpretarse como un indicio de incertidumbre sobre 

la suficiencia real de los mecanismos actualmente disponibles para proteger derechos 

en la contratación telemática. Esto sugiere que, aun cuando existen avances, subsisten 

dudas sobre su claridad, implementación o efectividad práctica. 

Adicionalmente, la lectura cruzada de los resultados permite advertir una 

tendencia relevante: las notarías que efectivamente habían implementado el servicio 

notarial telemático mostraron, en su mayoría, una valoración más favorable respecto de 

la protección de derechos en la contratación telemática. Este hallazgo sugiere que la 

experiencia práctica en la prestación del servicio incide en la percepción de seguridad y 

eficacia del modelo, lo que permite asociar parte de la desconfianza observada no 

necesariamente a una imposibilidad estructural del entorno telemático, sino también al 

menor grado de conocimiento, familiaridad y aplicación práctica de esta modalidad por 

parte de quienes aún no la han desarrollado. No obstante, esta relación debe entenderse 

como una asociación analítica y no como una conclusión causal definitiva, en atención 

al carácter descriptivo y no probabilístico del estudio. 

Desde una óptica jurídico-constitucional, los resultados permiten sostener que la 

contratación telemática presenta todavía limitaciones relevantes para garantizar, con el 

mismo nivel de solidez que la contratación presencial, derechos como la igualdad 

material, la comprensión suficiente del acto, la formación válida del consentimiento y la 

seguridad jurídica. Esta diferencia de percepción entre ambas modalidades constituye 

uno de los hallazgos más importantes del estudio, en la medida en que confirma que la 
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transformación digital del servicio notarial no puede reducirse a una cuestión de 

eficiencia, sino que debe ser evaluada también a partir de su capacidad real para 

proteger derechos. 

En consecuencia, los resultados de esta variable permiten afirmar que la 

contratación telemática ante notario es percibida como una modalidad con capacidad 

protectora, pero todavía insuficientemente consolidada cuando se trata de personas que 

requieren protección reforzada. Este hallazgo refuerza la necesidad de fortalecer el 

diseño normativo, técnico e institucional de los procedimientos notariales telemáticos, a 

fin de aproximar sus niveles de garantía a los que actualmente se reconocen en la 

contratación presencial. 

3.7.5.6 Barreras tecnológicas y participación en la contratación telemática 

Pregunta: Las barreras tecnológicas impiden la plena participación de personas 

en situación de vulnerabilidad digital en la contratación de medios telemáticos 

Tabla 30. 
Percepción sobre las barreras tecnológicas en la contratación telemática 

 Frecuencia Porcentaje 
Porcentaje 

válido 

Porcentaje 

acumulado 

Válido 

Totalmente de Acuerdo 29 67,4 67,4 67,4 

Parcialmente de 

Acuerdo 
12 27,9 27,9 95,3 

Ni de Acuerdo ni en 

Desacuerdo 
1 2,3 2,3 97,7 

Totalmente en 

Desacuerdo 
1 2,3 2,3 100,0 

Total 43 100,0 100,0  

Nota: Elaboración Propia (2023) 
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Gráfico 32. 
Percepción sobre las barreras tecnológicas en la contratación telemática. 

 

Nota: Elaboración Propia (2023) 

Interpretación: 

Los resultados obtenidos muestran un consenso ampliamente mayoritario 

respecto de que las barreras tecnológicas constituyen un obstáculo relevante para la 

plena participación de personas en situación de vulnerabilidad digital en la contratación 

por medios telemáticos. En efecto, 29 encuestados (67,4%) se ubicaron en la categoría 

“Totalmente de Acuerdo” y 12 encuestados (27,9%) en “Parcialmente de Acuerdo”, lo 

que representa en conjunto un 95,3% de respuestas con valoración positiva. Por su 

parte, 1 participante (2,3%) se situó en “Ni de Acuerdo ni en Desacuerdo” y 1 respuesta 

(2,3%) en “Totalmente en Desacuerdo”. 

Desde una primera lectura, este resultado evidencia que existe una percepción 

institucional casi unánime sobre la incidencia directa de las barreras tecnológicas en la 

exclusión o limitación de la participación de determinados grupos dentro de los entornos 

de contratación telemática. Este hallazgo resulta coherente con la lógica general del 

estudio, en la medida en que la contratación digital exige no solo disponibilidad de 

herramientas, sino también condiciones reales de acceso, conectividad, comprensión y 

uso adecuado de los medios tecnológicos. 

Desde la perspectiva de la presente investigación, este resultado es 

especialmente relevante porque confirma que la vulnerabilidad digital no constituye una 

categoría meramente abstracta, sino una situación que se manifiesta materialmente a 

través de obstáculos concretos que limitan el ejercicio de derechos. Entre estos 
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obstáculos pueden encontrarse la falta de dispositivos adecuados, problemas de 

conectividad, insuficiente alfabetización digital, escasa familiaridad con plataformas 

tecnológicas y dificultades para comprender procedimientos electrónicos. 

No obstante, el hallazgo también debe ser interpretado con equilibrio. Si bien las 

barreras tecnológicas aparecen como un factor claramente determinante, ello no 

significa que el problema pueda ser explicado únicamente por elementos externos al 

sistema notarial o al marco institucional. Por el contrario, los resultados del estudio 

permiten advertir que estas barreras interactúan con otros factores, tales como la 

insuficiencia de capacitación, la falta de acompañamiento adecuado, las limitaciones en 

la implementación práctica de los servicios telemáticos y la ausencia de ajustes 

suficientes para personas que requieren protección reforzada. 

Desde una óptica jurídico-constitucional, este resultado permite sostener que las 

barreras tecnológicas afectan directamente la igualdad material, la no discriminación y 

la posibilidad de ejercer derechos en condiciones efectivas dentro del entorno digital. En 

el ámbito notarial, esta situación adquiere una dimensión reforzada, porque la 

imposibilidad de participar plenamente en la contratación telemática puede traducirse 

en limitaciones para acceder al servicio, comprender el contenido del acto, formar 

válidamente el consentimiento y obtener tutela efectiva de derechos. 

En consecuencia, los resultados de esta variable permiten afirmar que las 

barreras tecnológicas son percibidas como uno de los principales obstáculos para la 

participación de las personas en situación de vulnerabilidad digital en la contratación 

telemática. Sin embargo, este hallazgo también refuerza la necesidad de abordar el 

problema de manera integral, articulando respuestas de carácter tecnológico, formativo, 

institucional y normativo, a fin de evitar que la digitalización del servicio notarial 

reproduzca o profundice situaciones de exclusión. 

3.7.5.7 El elemento informático como medio y no como objeto de la contratación 
electrónica 

Pregunta: En la contratación electrónica, el elemento informático se convierte 

en un medio para la contratación, no en el objeto del contrato    
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Tabla 31. 
Percepción sobre el elemento informático como medio en la contratación electrónica. 

 Frecuencia Porcentaje 
Porcentaje 

válido 

Porcentaje 

acumulado 

Válido 

Totalmente de Acuerdo 37 86,0 86,0 86,0 

Parcialmente de 

Acuerdo 
3 7,0 7,0 93,0 

Ni de Acuerdo ni en 

Desacuerdo 
2 4,7 4,7 97,7 

Totalmente en 

Desacuerdo 
1 2,3 2,3 100,0 

Total 43 100,0 100,0  

Nota: Elaboración Propia (2023) 

Gráfico 33. 
Percepción sobre el elemento informático como medio en la contratación electrónica. 

 

Nota: Elaboración Propia (2023) 

Interpretación: 

Los resultados obtenidos muestran un consenso ampliamente favorable 

respecto de la idea de que, en la contratación electrónica, el elemento informático 
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cumple la función de medio para la celebración del contrato y no constituye, por sí 

mismo, el objeto del vínculo jurídico. En efecto, 37 encuestados (86,0%) se ubicaron en 

la categoría “Totalmente de Acuerdo” y 3 encuestados (7,0%) en “Parcialmente de 

Acuerdo”, lo que representa en conjunto un 93,0% de respuestas con valoración 

positiva. Por su parte, 2 participantes (4,7%) se situaron en “Ni de Acuerdo ni en 

Desacuerdo” y 1 respuesta (2,3%) en “Totalmente en Desacuerdo”. 

Desde una primera lectura, este resultado evidencia una coincidencia importante 

entre la percepción empírica de los encuestados y los marcos teóricos analizados en la 

investigación. La alta concentración de respuestas favorables sugiere que existe una 

comprensión relativamente consolidada de que la dimensión informática en la 

contratación electrónica no altera la esencia jurídica del contrato, sino que modifica 

principalmente el canal, soporte o mecanismo a través del cual se forma y exterioriza el 

consentimiento. 

Desde la perspectiva de la presente investigación, este hallazgo es relevante 

porque permite reafirmar que la contratación por medios telemáticos no constituye una 

categoría completamente ajena a la teoría general del contrato, sino una modalidad en 

la que subsisten los elementos esenciales del acto jurídico, aunque adaptados a un 

entorno digital. En este sentido, el soporte tecnológico no reemplaza los presupuestos 

jurídicos de validez, sino que exige su reinterpretación y garantía dentro de condiciones 

técnicas distintas. 

Asimismo, esta comprensión resulta especialmente importante en el ámbito 

notarial, ya que evita reducir la discusión a una visión puramente tecnológica del 

fenómeno. Si el elemento informático es un medio y no el objeto del contrato, entonces 

la preocupación central del análisis jurídico debe seguir concentrándose en aspectos 

como la identidad de las partes, la formación válida del consentimiento, la legalidad del 

acto, la comprensión suficiente del contenido contractual y la seguridad jurídica de la 

operación. 

Desde una óptica jurídico-constitucional, este resultado también permite 

sostener que la digitalización de la contratación no elimina la exigencia de protección de 

derechos fundamentales, sino que desplaza dicha protección hacia nuevos escenarios 

de riesgo y garantía. En consecuencia, la utilización de medios informáticos en la 

contratación telemática debe ser entendida como una transformación del entorno de 

celebración del acto, pero no como una alteración de la necesidad de asegurar igualdad, 

transparencia, accesibilidad y tutela efectiva de derechos. 
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En consecuencia, los resultados de esta variable permiten afirmar que existe una 

percepción institucional ampliamente consolidada sobre la naturaleza instrumental del 

elemento informático en la contratación electrónica. Este hallazgo fortalece la base 

conceptual de la investigación, en cuanto confirma que el análisis de la contratación 

telemática debe centrarse no en la tecnología como fin en sí misma, sino en las 

condiciones jurídicas e institucionales que permitan utilizarla como medio seguro, 

accesible y compatible con la protección efectiva de derechos. 

En conjunto, los resultados de este bloque permiten identificar una diferencia 

estructural en la percepción de eficacia entre la contratación presencial y la contratación 

telemática, especialmente cuando intervienen personas en situación de vulnerabilidad 

digital. Mientras la modalidad presencial aparece asociada a mayores niveles de 

confianza en la protección de derechos y en la actuación garantista del notario, la 

modalidad telemática todavía muestra niveles más moderados de seguridad y 

aceptación, condicionados por barreras tecnológicas, insuficiencias de capacitación y 

dudas sobre la suficiencia del marco jurídico vigente. Desde una perspectiva jurídico-

constitucional, ello confirma que la transición hacia entornos digitales no puede 

entenderse únicamente como un proceso de modernización tecnológica, sino como un 

desafío institucional y normativo que exige fortalecer las garantías de accesibilidad, 

comprensión, consentimiento informado y seguridad jurídica, a fin de evitar que la 

contratación telemática reproduzca o profundice condiciones de exclusión. 

3.8 PARTE II: Resultados cualitativos de las entrevistas a expertos 

3.8.1 Fundamentación metodológica de la entrevista semiestructurada 

La segunda parte del estudio empírico se desarrolló mediante entrevistas 

semiestructuradas dirigidas a doce expertos vinculados con el ejercicio profesional del 

Derecho, la función judicial y la función notarial. La finalidad de esta técnica fue recoger 

criterios cualificados sobre el uso de firmas electrónicas, contratación por medios 

telemáticos, herramientas tecnológicas y sus efectos en la seguridad jurídica, el acceso 

efectivo a derechos y la protección de personas en situación de vulnerabilidad digital. 
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3.8.2 Caracterización de los expertos entrevistados 

Tabla 32. 
Perfil profesional de los expertos entrevistados 

Código del 
entrevistado 

Cargo o perfil 
profesional 

Área de experiencia 
Relación con el objeto de 
estudio 

E1 Notario Derecho notarial Contratación y fe pública 

E2 Juez 
Derecho constitucional / 

civil 

Control jurisdiccional y 

tutela de derechos 

E3 Abogado 
Derecho digital / 

contractual 
Contratación electrónica 

Nota: Elaboración Propia (2023) 

En atención a la naturaleza cualitativa de esta fase, los resultados no se 

presentan como demostraciones causales ni como generalizaciones estadísticas, sino 

como percepciones expertas que permiten interpretar el objeto de estudio desde una 

perspectiva jurídico-constitucional y sociojurídica. 

En la fase cualitativa de la investigación se aplicaron entrevistas 

semiestructuradas a doce expertos vinculados con el ejercicio profesional del Derecho, 

la función judicial y la función notarial. Los participantes fueron abogados, jueces y 

notarios, seleccionados por su experiencia en materias relacionadas con firma 

electrónica, contratación electrónica, uso de herramientas tecnológicas, seguridad 

jurídica y prestación de servicios jurídicos en entornos digitales. 

La finalidad de esta técnica fue obtener criterios cualificados sobre los efectos 

jurídicos y constitucionales de la transformación digital en la contratación telemática, 

especialmente respecto de las personas en situación de vulnerabilidad digital. En tal 

sentido, las entrevistas no tuvieron como propósito producir generalizaciones 

estadísticas, sino identificar percepciones expertas que permitan complementar los 

resultados cuantitativos y profundizar en el diagnóstico del objeto de estudio. 

Como punto de partida conceptual, las entrevistas incorporaron una premisa 

definitoria relativa a las personas en situación de vulnerabilidad digital. Para efectos de 

esta investigación, se entiende por tales a aquellas personas que pueden ver limitado, 

afectado o dificultado el ejercicio de sus derechos en entornos digitales debido a 
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barreras de acceso, uso, comprensión o aprovechamiento efectivo de la tecnología, 

internet, educación digital y contratación electrónica. 

Esta situación puede originarse en diversos factores estructurales, 

institucionales, económicos, territoriales o personales, entre los cuales se identifican la 

ausencia o insuficiencia de políticas públicas, la limitada cobertura del servicio de 

internet, la pobreza, los elevados costos de acceso a dispositivos y servicios 

tecnológicos, la edad adulta o avanzada, el lugar de residencia en zonas rurales o 

urbanas con menor conectividad, la migración acelerada de servicios públicos hacia 

plataformas digitales, así como el rezago normativo frente al avance progresivo de las 

tecnologías de la información y comunicación. 

Desde una perspectiva jurídico-constitucional, esta categoría permite analizar si 

la contratación telemática se desarrolla en condiciones de igualdad material, seguridad 

jurídica, accesibilidad, consentimiento informado y protección reforzada. Por ello, la 

vulnerabilidad digital no debe ser entendida únicamente como falta de acceso material 

a internet o a dispositivos tecnológicos, sino también como una situación generada por 

barreras que impiden o dificultan el ejercicio efectivo de derechos en el entorno digital. 

En atención a las observaciones realizadas durante el proceso de revisión 

académica, esta investigación adopta de manera uniforme la expresión “personas en 

situación de vulnerabilidad digital”, por considerarla más adecuada desde un enfoque 

de derechos. Esta denominación evita atribuir la vulnerabilidad como una condición 

inherente a la persona y permite comprenderla como una situación producida por 

factores sociales, económicos, tecnológicos, territoriales, educativos, normativos e 

institucionales. 

Los resultados que se presentan a continuación se sustentan en la 

sistematización de doce entrevistas semiestructuradas, cuyos contenidos constan en el 

Anexo 2. Su análisis se organiza a partir de categorías temáticas vinculadas con la firma 

electrónica, la contratación electrónica, la función notarial, la seguridad jurídica, el 

acceso a las tecnologías de la información y comunicación, y la protección de las 

personas en situación de vulnerabilidad digital. 

3.8.2.1 Identificación de personas en situación de vulnerabilidad digital frente al 
uso y aplicación de la tecnología 

Pregunta 1: Desde su experiencia, ¿qué grupos de personas cree usted que 

son vulnerables respecto del uso y aplicación de la tecnología? 
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Gráfico 34. 
Percepción de los expertos sobre las personas en situación de vulnerabilidad digital 

respecto del uso y aplicación de la tecnología 

 

Nota: Elaboración Propia (2023) 

Interpretación: 

A partir de las respuestas obtenidas, se advierte que la mayoría de los expertos 

entrevistados identifica como principales personas en situación de vulnerabilidad digital 

a los adultos mayores de 65 años, categoría señalada en el 91,7 % de las respuestas. 

En segundo lugar, se ubican las personas que no saben o no pueden utilizar dispositivos 

electrónicos, con el 83,3 %. En tercer lugar, se menciona a las personas con 

discapacidad, con el 75 %. Posteriormente, aparecen las personas de escasos recursos 

económicos y aquellas que habitan en sectores rurales, ambas con el 66,7 %. 

De manera complementaria, resulta relevante que algunos entrevistados 

también reconocen una posible situación de vulnerabilidad digital en personas 

comprendidas entre los 40 y 65 años, lo que permite advertir que esta condición no se 

limita exclusivamente a la población adulta mayor. En contraste, según la percepción de 

los expertos, los jóvenes no serían el grupo principalmente expuesto a dificultades en el 

uso y aplicación de herramientas tecnológicas dentro de la contratación telemática. 

Desde una lectura jurídico-constitucional, estos hallazgos permiten observar que 

la vulnerabilidad digital es percibida como una situación multidimensional, asociada no 

solo a la edad, sino también a factores de accesibilidad, capacidades digitales, 

discapacidad, condiciones socioeconómicas y ubicación territorial. En consecuencia, las 
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respuestas sugieren que el acceso desigual a las tecnologías de la información y 

comunicación puede traducirse en obstáculos materiales para el ejercicio de derechos, 

particularmente cuando los procedimientos contractuales migran a entornos digitales sin 

medidas suficientes de acompañamiento, accesibilidad o ajuste razonable. 

Asimismo, las percepciones expertas permiten advertir que la contratación 

telemática puede reproducir o intensificar desigualdades preexistentes si no incorpora 

garantías orientadas a asegurar igualdad material, seguridad jurídica y protección 

reforzada. En este contexto, la situación de vulnerabilidad digital no debe entenderse 

como una cualidad inherente a determinados sujetos, sino como el resultado de barreras 

estructurales, tecnológicas, económicas, educativas o institucionales que dificultan su 

participación efectiva en entornos digitales. 

No obstante, es preciso señalar que estos resultados corresponden a 

percepciones expertas recogidas mediante entrevistas semiestructuradas. Por ello, su 

valor radica en aportar criterios cualificados para la comprensión del fenómeno 

investigado, sin que ello implique, por sí mismo, una demostración causal ni una 

generalización estadística concluyente. En consecuencia, los datos deben ser 

interpretados en articulación con el resto de la evidencia empírica y con el marco 

jurídico-constitucional que sustenta la investigación. 

La identificación de estas personas en situación de vulnerabilidad digital 

constituye un punto de partida relevante para examinar, en los apartados siguientes, de 

qué manera tales condiciones inciden en la contratación telemática, en la seguridad 

jurídica y en la necesidad de garantías diferenciadas desde una perspectiva 

constitucional.  

3.8.2.2 Factores que inciden en la afectación de las personas en situación de 
vulnerabilidad digital en la contratación telemática 

Pregunta 2: En su actividad, ¿cuál cree que es la principal razón para que los 

grupos de personas que señaló en la pregunta anterior sean las más afectadas en la 

contratación electrónica, uso de firma electrónica, plataformas electrónicas o audiencias 

de juicio en entornos virtuales? 

Respuestas sistematizadas de los expertos 

Las respuestas de los entrevistados permiten identificar varios factores 

recurrentes que inciden en la afectación de las personas en situación de vulnerabilidad 

digital frente a la contratación electrónica, el uso de firma electrónica, las plataformas 

digitales y las audiencias virtuales. Entre los criterios expresados se encuentran los 

siguientes: 
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• falta de acceso a instrumentos tecnológicos por diversas razones;  

• insuficiente capacitación y limitadas facilidades para acceder a la tecnología;  

• ausencia de uso habitual de dispositivos electrónicos;  

• falta de conocimiento y capacitación en el manejo de sistemas y herramientas 

informáticas;  

• desconfianza, desconocimiento y dificultades económicas;  

• escaso conocimiento de medios electrónicos y del manejo adecuado de 

información jurídica o legal;  

• desconocimiento de las vías electrónicas disponibles;  

• discapacidad, cuando el entorno digital no incorpora condiciones adecuadas de 

accesibilidad;  

• falta de conocimiento tecnológico;  

• desconocimiento y falta de recursos.  

Interpretación 

De la sistematización de las respuestas se advierte que los expertos identifican 

como principales factores de afectación el desconocimiento, la falta de capacitación 

digital, la ausencia de acceso efectivo a herramientas tecnológicas, la desconfianza 

frente a los medios electrónicos y la carencia de recursos económicos. Estos elementos 

permiten sostener, desde una perspectiva cualitativa, que la vulnerabilidad digital no se 

reduce a la falta de dispositivos o conectividad, sino que comprende también 

limitaciones de comprensión, uso autónomo, confianza, acompañamiento y apropiación 

efectiva de los medios tecnológicos. 

En el ámbito de la contratación telemática, tales factores adquieren relevancia 

constitucional porque pueden incidir en el ejercicio real de derechos, particularmente en 

la formación válida del consentimiento, la comprensión de los efectos jurídicos del acto, 

el acceso a información suficiente, la seguridad jurídica y la igualdad material entre las 

partes contratantes. En consecuencia, cuando una persona no comprende 

adecuadamente el funcionamiento de una plataforma, no puede verificar el alcance de 

una firma electrónica o no cuenta con asistencia suficiente para interactuar en un 

entorno digital, se incrementa el riesgo de que su participación contractual sea 

meramente formal y no materialmente informada. 

Asimismo, las percepciones expertas evidencian que la desconfianza hacia los 

medios electrónicos no debe ser interpretada únicamente como resistencia individual al 
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cambio tecnológico. Puede responder también a experiencias previas de exclusión, 

escasa alfabetización digital, falta de acompañamiento institucional, temor al fraude, 

desconocimiento de los efectos jurídicos de los actos digitales o ausencia de canales 

accesibles de orientación. Por ello, la confianza digital debe entenderse como una 

condición vinculada con la seguridad jurídica, la transparencia institucional y la 

existencia de mecanismos efectivos de protección. 

En cuanto a la discapacidad, debe precisarse que esta no constituye, por sí 

misma, una limitación para el uso de tecnologías o para la participación en la 

contratación telemática. Desde el modelo social de la discapacidad, la situación de 

desventaja surge de la interacción entre una condición personal y las barreras del 

entorno. Por tanto, lo jurídicamente relevante no es atribuir la vulnerabilidad a la 

discapacidad en abstracto, sino examinar si las plataformas, procedimientos, interfaces, 

mecanismos de identificación, formatos de información y canales de asistencia 

incorporan condiciones de accesibilidad, ajustes razonables y diseño universal. 

En este sentido, las respuestas de los expertos permiten identificar un núcleo 

problemático común: la contratación telemática puede generar nuevas formas de 

desigualdad material cuando su implementación no va acompañada de políticas de 

capacitación, accesibilidad, asistencia técnica, información clara y garantías 

institucionales. Por ello, estos hallazgos resultan relevantes para el diagnóstico del 

objeto de estudio, en cuanto muestran que la transformación digital del tráfico jurídico 

exige no solo validez normativa de los instrumentos tecnológicos, sino también 

condiciones reales para que todas las personas puedan ejercer sus derechos de manera 

informada, segura y efectiva. 

Finalmente, debe advertirse que estos resultados expresan percepciones 

expertas obtenidas mediante entrevistas semiestructuradas. Por tanto, no deben ser 

leídos como una demostración causal absoluta, sino como criterios cualificados que 

permiten comprender los factores que, desde la experiencia profesional de los 

entrevistados, inciden en la situación de vulnerabilidad digital dentro de la contratación 

telemática y otros procedimientos jurídicos desarrollados en entornos virtuales. 

3.8.2.3 Medidas para optimizar los servicios telemáticos y la contratación 
electrónica 

Pregunta 3: ¿Cómo cree usted, dentro de su actividad, que se pueda contribuir 

de mejor manera a la optimización de los servicios telemáticos y a la contratación 

electrónica? 
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Respuestas sistematizadas de los expertos 

Las respuestas de los entrevistados permiten identificar distintas medidas 

orientadas a mejorar los servicios telemáticos y la contratación electrónica. Entre los 

principales criterios expresados se encuentran los siguientes: 

• fortalecer procesos de capacitación dirigidos a la ciudadanía;  

• desarrollar programas nacionales de formación en el uso de tecnologías;  

• enseñar el uso de servicios telemáticos y plataformas de contratación 

electrónica;  

• mejorar la cobertura tecnológica y la calidad del servicio de internet a nivel 

nacional;  

• promover herramientas tecnológicas amigables, accesibles y seguras;  

• crear plataformas digitales gratuitas e interoperables para notarios, registradores 

y municipios;  

• brindar instrucción previa a personas en situación de vulnerabilidad digital;  

• socializar de manera amplia los servicios telemáticos disponibles;  

• implementar progresivamente sistemas digitales con mayor capacidad de 

almacenamiento y gestión documental;  

• difundir y promover el uso de medios electrónicos en la actividad jurídica y 

administrativa.  

Interpretación 

De la sistematización de las respuestas se advierte que la capacitación 

constituye una de las medidas más reiteradas por los expertos para optimizar los 

servicios telemáticos y la contratación electrónica. Este hallazgo guarda coherencia con 

lo identificado en la pregunta anterior, en la cual el desconocimiento tecnológico y la 

falta de formación digital fueron señalados como factores que pueden incidir en la 

afectación de las personas en situación de vulnerabilidad digital. 

Desde una perspectiva jurídico-constitucional, la capacitación no debe ser 

entendida únicamente como una acción informativa o instrumental. Su relevancia radica 

en que puede contribuir al ejercicio efectivo de derechos en entornos digitales, 

especialmente cuando la contratación telemática exige comprender el funcionamiento 

de plataformas, mecanismos de autenticación, firma electrónica, consentimiento digital, 

conservación documental y consecuencias jurídicas del acto celebrado. En tal sentido, 
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la alfabetización digital se relaciona directamente con la igualdad material, el acceso a 

las tecnologías de la información y comunicación, la seguridad jurídica y la autonomía 

de la voluntad. 

Las respuestas también evidencian la necesidad de mejorar la cobertura 

tecnológica y las condiciones materiales de acceso. Ello comprende no solo la 

disponibilidad de internet, sino también la posibilidad real de contar con dispositivos 

adecuados, conectividad estable, plataformas comprensibles y mecanismos de 

asistencia para quienes enfrentan mayores barreras tecnológicas, económicas, 

territoriales, educativas o funcionales. En consecuencia, la optimización de los servicios 

telemáticos no puede limitarse a la implementación formal de herramientas digitales, 

sino que debe considerar las condiciones reales de uso por parte de la ciudadanía. 

Otro aspecto relevante es la referencia de los expertos a la necesidad de contar 

con herramientas tecnológicas amigables y seguras. Esta percepción permite vincular 

la contratación electrónica con el principio de seguridad jurídica, en la medida en que 

las plataformas utilizadas deben garantizar identificación confiable, integridad 

documental, trazabilidad, protección de datos, accesibilidad y claridad en la información. 

La seguridad tecnológica, por tanto, adquiere una dimensión jurídica cuando se 

convierte en presupuesto para la validez, eficacia y confianza de los actos celebrados 

por medios telemáticos. 

Asimismo, la propuesta de crear plataformas digitales gratuitas para notarios, 

registradores y municipios evidencia la importancia de avanzar hacia sistemas 

institucionales interoperables y accesibles. Esta medida podría contribuir a reducir la 

fragmentación tecnológica, facilitar la circulación segura de documentos electrónicos, 

fortalecer la coordinación entre instituciones públicas y mejorar la eficiencia del tráfico 

jurídico. No obstante, su implementación debería acompañarse de reglas claras sobre 

competencia, autenticidad documental, archivo electrónico, protección de datos 

personales, responsabilidad institucional y garantías de acceso para personas en 

situación de vulnerabilidad digital. 

Los resultados empíricos obtenidos también permiten advertir que la 

digitalización de servicios puede generar exclusión cuando no se acompaña de medidas 

de accesibilidad, asistencia y alternativas razonables. Factores como la falta de 

conectividad, el desconocimiento tecnológico, la ausencia de firma electrónica o la 

dificultad para interactuar con plataformas digitales constituyen barreras estructurales 

que pueden limitar el ejercicio efectivo de derechos. Por ello, la optimización de los 

servicios telemáticos debe orientarse no solo a la eficiencia administrativa o contractual, 
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sino también a la inclusión, la protección reforzada y la eliminación de obstáculos que 

impidan una participación real en entornos digitales. 

En consecuencia, las percepciones expertas permiten sostener que la mejora de 

la contratación electrónica requiere una estrategia integral compuesta, al menos, por 

cinco dimensiones: capacitación ciudadana, infraestructura tecnológica, accesibilidad 

de plataformas, seguridad jurídica de los actos digitales y acompañamiento institucional 

a personas en situación de vulnerabilidad digital. Estas medidas resultan relevantes para 

el diagnóstico del objeto de estudio, pues muestran que la transformación digital del 

ámbito jurídico exige condiciones materiales, normativas e institucionales que permitan 

ejercer derechos de manera informada, segura y efectiva. 

Finalmente, debe precisarse que estos resultados corresponden a criterios 

cualificados de los expertos entrevistados. Por tanto, no constituyen una demostración 

causal absoluta sobre la eficacia de cada medida propuesta, sino una aproximación 

empírica que permite identificar prioridades institucionales y jurídicas para fortalecer la 

contratación telemática desde un enfoque constitucional. 

3.9 Diagnóstico del objeto de estudio 

3.9.1 Hallazgos estructurales del diagnóstico 

A partir de los resultados obtenidos en la fase empírica de la investigación, es 

posible identificar varios hallazgos estructurales relacionados con la contratación 

telemática, la función notarial, el acceso a las tecnologías de la información y 

comunicación, la seguridad jurídica y la protección de las personas en situación de 

vulnerabilidad digital. 

En términos generales, la contratación telemática puede entenderse como una 

modalidad de celebración de actos o negocios jurídicos mediante el uso de medios 

electrónicos, internet, plataformas digitales, aplicaciones móviles, videoconferencia y 

firma electrónica, sin necesidad de presencia física simultánea de las partes. Esta forma 

de contratación modifica la manera tradicional de interacción jurídica, pero no elimina 

las exigencias constitucionales y legales relativas a la validez del consentimiento, la 

seguridad jurídica, la igualdad material, la accesibilidad, la autenticidad documental y la 

protección de derechos. 

En el caso ecuatoriano, el análisis debe partir de una premisa constitucional 

relevante: el acceso a las tecnologías de la información y comunicación forma parte de 

las condiciones necesarias para la participación social, económica y jurídica en la 

sociedad contemporánea. A ello se suma la libertad de contratación, cuya realización 

efectiva exige que las personas puedan intervenir en actos jurídicos en condiciones de 
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información suficiente, comprensión, autonomía y ausencia de barreras 

desproporcionadas. 

Desde esta perspectiva, las personas adultas mayores, las personas con 

discapacidad, las personas de escasos recursos económicos, quienes habitan en 

sectores rurales o quienes presentan limitaciones en el uso de herramientas digitales 

deben ser reconocidas como titulares de derechos en entornos digitales. Por tanto, su 

participación en la contratación telemática no puede analizarse únicamente desde la 

disponibilidad formal de plataformas electrónicas, sino desde la existencia de 

condiciones reales que permitan el acceso efectivo, la comprensión del acto jurídico, la 

asistencia adecuada y la protección reforzada frente a posibles situaciones de 

desigualdad material. 

La incorporación de medios telemáticos en el ámbito notarial representa un 

avance relevante en la modernización del servicio y en la posibilidad de ampliar canales 

de acceso a la ciudadanía. Sin embargo, los resultados del estudio permiten advertir 

que dicha incorporación requiere medidas complementarias para asegurar que la 

digitalización no genere nuevas formas de exclusión. En particular, se requiere fortalecer 

la accesibilidad de las plataformas, la capacitación de usuarios y operadores jurídicos, 

la asistencia a personas en situación de vulnerabilidad digital, la seguridad tecnológica, 

la trazabilidad documental y los mecanismos de verificación del consentimiento. 

Con base en la información recogida mediante los instrumentos aplicados, se 

advierte que los notarios y el personal de las notarías que integran la muestra han 

recibido capacitación relacionada con la atención prioritaria a personas en situación de 

vulnerabilidad. Este dato constituye un hallazgo positivo, en la medida en que revela la 

existencia de una conciencia institucional inicial sobre la importancia de brindar atención 

diferenciada y adecuada. No obstante, este resultado debe ser interpretado con 

prudencia, pues la capacitación recibida no necesariamente garantiza, por sí sola, que 

existan protocolos suficientes para enfrentar las barreras específicas derivadas de la 

contratación telemática. 

Asimismo, aunque el porcentaje de personas en situación de vulnerabilidad que 

realiza trámites notariales pueda ser relativamente bajo dentro de la muestra analizada, 

ello no permite concluir que el problema carezca de relevancia jurídica. Por el contrario, 

puede evidenciar la necesidad de examinar si existen barreras previas de acceso, 

desconocimiento de los servicios disponibles, limitaciones tecnológicas, desconfianza 

institucional o falta de condiciones materiales para acudir a mecanismos telemáticos. En 
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consecuencia, la baja participación no debe interpretarse únicamente como ausencia de 

demanda, sino también como posible indicio de exclusión o acceso limitado. 

En este orden de ideas, los resultados muestran que la inclusión digital es 

reconocida por una parte significativa de los encuestados como una condición necesaria 

para el ejercicio efectivo de derechos. Este reconocimiento constituye un avance 

importante, pues permite comprender que el acceso a las tecnologías de la información 

y comunicación no tiene únicamente una dimensión técnica, sino también jurídica y 

constitucional. En efecto, en un contexto de progresiva digitalización de servicios 

públicos, trámites notariales y relaciones contractuales, la falta de acceso, capacitación 

o acompañamiento puede afectar la igualdad material, la libertad contractual y la 

seguridad jurídica. 

Por ello, la implementación de políticas públicas, protocolos institucionales y 

medidas de protección constitucional resulta necesaria para evitar que el uso de 

tecnologías digitales incremente las brechas existentes. La promoción de capacitación, 

formación y alfabetización digital puede contribuir a reducir los efectos de la brecha 

digital en los ámbitos contractuales, siempre que se articule con medidas de 

accesibilidad, conectividad, asistencia presencial o remota, lenguaje claro, diseño 

universal y mecanismos de protección frente a fraudes, errores o usos indebidos de 

plataformas electrónicas. 

De igual manera, una parte relevante de los encuestados considera que el marco 

normativo y la regulación constitucional son elementos fundamentales para promover el 

uso seguro de entornos digitales y proteger a las personas en situación de vulnerabilidad 

digital. Sin embargo, los hallazgos también permiten identificar una necesidad latente 

de fortalecer los presupuestos normativos, institucionales y operativos que garanticen la 

aplicación efectiva de tales derechos en la realidad social. En otras palabras, no basta 

con reconocer formalmente la validez de la contratación telemática o de la firma 

electrónica; es indispensable asegurar que su uso se desarrolle bajo condiciones de 

accesibilidad, seguridad, confianza y protección reforzada. 

En consecuencia, el diagnóstico estructural permite sostener que el objeto de 

estudio no se limita a determinar si la contratación telemática es jurídicamente válida, 

sino a examinar si esta modalidad contractual puede ejercerse en condiciones 

constitucionalmente adecuadas por todas las personas. El problema central radica en 

que la digitalización del tráfico jurídico, si bien ofrece ventajas de eficiencia, agilidad y 

cobertura, también puede reproducir desigualdades cuando no se acompaña de 
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garantías diferenciadas para quienes enfrentan barreras tecnológicas, económicas, 

educativas, territoriales o funcionales. 

Desde esta perspectiva, la contratación telemática en sede notarial debe ser 

comprendida como un fenómeno jurídico complejo, en el que convergen la libertad 

contractual, la seguridad jurídica, la fe pública, la igualdad material, el acceso a las TIC 

y la protección de personas en situación de vulnerabilidad digital. Este diagnóstico 

constituye la base para proyectar la necesidad de una propuesta teórica que permita 

comprender la vulnerabilidad digital como una categoría jurídico-constitucional relevante 

en la contratación por medios telemáticos.  

3.9.2 Desarrollo jurisprudencial aplicable al entorno digital 

En el escenario descrito, y con el propósito de fortalecer el diagnóstico desde 

una perspectiva jurídico-constitucional, resulta pertinente incorporar una sistematización 

de la jurisprudencia de la Corte Constitucional del Ecuador. Esta revisión permite 

identificar criterios interpretativos aplicables a la protección de derechos en contextos 

mediados por tecnología, así como estándares relevantes para el análisis de las 

personas en situación de vulnerabilidad digital. 

La jurisprudencia constitucional no ha desarrollado todavía, de forma autónoma 

y sistemática, una categoría denominada “vulnerabilidad digital”. Sin embargo, sí ha 

establecido criterios relevantes sobre protección reforzada, atención prioritaria, acceso 

a servicios públicos de calidad, tutela judicial efectiva, barreras tecnológicas, intimidad, 

inviolabilidad de comunicaciones y actuación diligente de operadores jurídicos. Estos 

estándares permiten construir una base interpretativa para analizar la contratación 

telemática, especialmente cuando intervienen personas que enfrentan barreras 

tecnológicas, económicas, educativas, territoriales, etarias o funcionales. 
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Tabla 33. 
Jurisprudencia constitucional relevante para la protección de derechos en entornos 

digitales y contextos de vulnerabilidad. 

Sentencia 
Problema 
jurídico 

Derecho(s) 
analizado(s) 

Relación con la 
vulnerabilidad 
digital 

Criterio 
constitucional 
relevante 

Sentencia 
No. 832-
20-JP/21 

Procedencia de la 

acción de 

protección contra 

particulares y 

estándares 

aplicables a la 

celebración de 

escrituras 

públicas de 

compraventa de 

bienes de 

personas adultas 

mayores. 

Propiedad, 

vivienda digna, 

tutela judicial 

efectiva, servicios 

públicos de 

calidad y 

protección 

reforzada de 

personas adultas 

mayores. 

Resulta aplicable, 

por analogía 

constitucional, a 

escenarios de 

contratación 

telemática 

notarial en los 

que intervengan 

personas adultas 

mayores o 

personas en 

situación de 

vulnerabilidad 

digital. 

La actuación 

notarial debe 

adaptarse a las 

condiciones 

particulares de las 

personas adultas 

mayores, 

verificando 

comprensión, 

voluntad y efectos 

jurídicos del acto. 

Sentencia 
No. 1478-
21-EP/25 

Vulneración del 

derecho de 

acceso a la 

justicia por falta 

de adopción de 

medidas 

razonables frente 

a problemas de 

conectividad en 

una audiencia 

telemática. 

Tutela judicial 

efectiva y acceso 

a la justicia. 

Se relaciona 

directamente con 

barreras 

tecnológicas que 

pueden impedir la 

participación 

efectiva en 

procedimientos 

desarrollados en 

entornos 

virtuales. 

Los órganos 

jurisdiccionales 

deben adoptar 

medidas 

razonables para 

garantizar el 

acceso efectivo a 

la justicia cuando 

existan 

limitaciones 

tecnológicas. 
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Sentencia 
Problema 
jurídico 

Derecho(s) 
analizado(s) 

Relación con la 
vulnerabilidad 
digital 

Criterio 
constitucional 
relevante 

Sentencia 
No. 77-16-
IN/22 

Control 

constitucional 

sobre normas 

relativas a 

interceptación de 

comunicaciones 

y datos 

informáticos en 

investigaciones 

penales. 

Intimidad 

personal y 

familiar, 

inviolabilidad de 

comunicaciones, 

reserva de ley y 

protección frente 

a injerencias 

tecnológicas. 

Aporta criterios 

sobre riesgos 

derivados del uso 

de tecnologías, 

circulación de 

datos e 

intervención 

estatal en 

comunicaciones 

digitales. 

El uso de 

tecnologías en el 

ámbito jurídico 

debe observar 

garantías 

reforzadas de 

privacidad, 

legalidad, 

necesidad, 

proporcionalidad 

y control judicial. 

Sentencia 
No. 889-
20-JP/21 

Cobro de una 

deuda por 

servicio 

telefónico a una 

mujer adulta 

mayor, con 

discapacidad y en 

condición de 

pobreza, 

mediante juicio 

coactivo. 

Atención 

prioritaria, tutela 

judicial efectiva, 

servicios públicos 

de calidad, 

seguridad social y 

protección 

reforzada. 

Permite analizar 

situaciones de 

múltiple 

vulnerabilidad 

que pueden 

agravarse 

cuando la 

persona enfrenta 

barreras 

informativas, 

económicas, 

tecnológicas o 

institucionales. 

Cuando 

concurren varias 

condiciones de 

vulnerabilidad, el 

Estado y los 

prestadores de 

servicios deben 

adoptar medidas 

de especial 

protección, trato 

digno e 

información 

adecuada. 

Nota: Elaboración propia 

La sistematización jurisprudencial evidencia que la Corte Constitucional del 

Ecuador ha desarrollado estándares relevantes para la protección de derechos en 

contextos de vulnerabilidad y en entornos mediados por tecnología. Aunque dichos 

precedentes no siempre se refieren de manera directa a la contratación telemática, sus 

criterios resultan aplicables al objeto de estudio por su relación con la seguridad jurídica, 
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la igualdad material, la protección reforzada, el acceso efectivo a derechos y la actuación 

diligente de los operadores jurídicos. 

En primer lugar, la Sentencia No. 832-20-JP/21 constituye un precedente 

relevante para el análisis de la función notarial frente a personas adultas mayores. En 

dicha decisión, la Corte Constitucional examinó los estándares aplicables a la 

celebración de escrituras públicas de compraventa de bienes pertenecientes a personas 

adultas mayores, reconociendo la necesidad de una actuación notarial reforzada. Este 

criterio resulta particularmente importante para la contratación telemática, pues permite 

sostener que la intervención notarial no debe limitarse a la constatación formal de 

requisitos, sino que debe orientarse a verificar condiciones reales de comprensión, 

voluntad, consentimiento y conocimiento de los efectos jurídicos del acto.  

Desde esta perspectiva, cuando la contratación se realiza por medios 

telemáticos, el deber de diligencia notarial adquiere una dimensión adicional. El notario 

no solo debe atender los requisitos propios del acto jurídico, sino también verificar que 

el medio tecnológico no impida la comprensión del contenido contractual, la 

manifestación libre de voluntad, la identificación adecuada de los comparecientes y la 

protección de personas que puedan encontrarse en situación de vulnerabilidad digital. 

En segundo lugar, la Sentencia No. 1478-21-EP/25 aporta un criterio 

directamente vinculado con el entorno digital. En este caso, la Corte Constitucional 

aceptó una acción extraordinaria de protección al determinar que la autoridad judicial no 

adoptó medidas razonables para garantizar el acceso a la justicia de una persona que 

enfrentó dificultades de conectividad durante una audiencia telemática. Este precedente 

es relevante porque reconoce que las barreras tecnológicas pueden afectar el ejercicio 

efectivo de derechos y que los operadores jurídicos tienen el deber de adoptar medidas 

razonables para evitar que tales barreras produzcan indefensión.  

Este razonamiento puede proyectarse al ámbito notarial y contractual. Si en un 

proceso judicial la falta de conectividad puede comprometer la tutela judicial efectiva, en 

la contratación telemática la ausencia de acceso tecnológico, capacitación, asistencia o 

comprensión suficiente puede afectar la formación válida del consentimiento, la igualdad 

material entre las partes y la seguridad jurídica del acto celebrado. 

En tercer lugar, la Sentencia No. 77-16-IN/22 resulta relevante porque analiza 

derechos constitucionales vinculados con el uso de tecnologías, particularmente la 

intimidad personal y familiar, la inviolabilidad de las comunicaciones y la interceptación 

de comunicaciones o datos informáticos. Este precedente permite advertir que el 
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entorno digital no solo plantea problemas de acceso, sino también riesgos asociados a 

la circulación, intervención, almacenamiento y tratamiento de información personal.  

En consecuencia, la contratación telemática debe analizarse también desde la 

perspectiva de la protección de datos, la confidencialidad, la privacidad, la seguridad de 

las comunicaciones y la trazabilidad de los actos jurídicos. Estos elementos son 

especialmente relevantes cuando intervienen personas en situación de vulnerabilidad 

digital, quienes pueden encontrarse en desventaja para comprender el alcance del 

tratamiento de sus datos, los riesgos de suplantación, los efectos de la firma electrónica 

o la conservación de documentos electrónicos. 

En cuarto lugar, la Sentencia No. 889-20-JP/21 desarrolla estándares sobre 

protección reforzada cuando concurren varias condiciones de vulnerabilidad. La Corte 

analizó el caso de una mujer adulta mayor, con discapacidad y en condición de pobreza, 

sometida a un procedimiento coactivo por una deuda derivada de un servicio telefónico. 

En este contexto, la Corte resaltó la necesidad de atención prioritaria, protección 

especial y garantía efectiva de derechos frente a actuaciones estatales o institucionales 

que pueden agravar una situación de vulnerabilidad.  

Este precedente resulta útil para la tesis porque permite comprender que la 

vulnerabilidad digital puede presentarse de manera acumulativa o interseccional. Una 

persona adulta mayor, con discapacidad, ubicada en zona rural o con escasos recursos 

económicos puede enfrentar barreras simultáneas para acceder, comprender y utilizar 

herramientas tecnológicas. Por ello, el análisis constitucional no debe limitarse a una 

sola condición personal, sino considerar la interacción entre factores tecnológicos, 

económicos, territoriales, educativos, etarios, funcionales e institucionales. 

En conjunto, estos precedentes permiten sostener que la vulnerabilidad digital 

puede manifestarse de distintas formas: como falta de acceso a medios tecnológicos, 

como dificultad de conectividad, como ausencia de comprensión suficiente sobre los 

efectos jurídicos de un acto digital, como exposición a riesgos de privacidad o como 

imposibilidad material de ejercer derechos en entornos mediados por tecnología. Por 

tanto, la categoría de personas en situación de vulnerabilidad digital se justifica como 

una herramienta analítica para identificar barreras que pueden afectar la igualdad 

material, la seguridad jurídica y el ejercicio efectivo de derechos en la contratación 

telemática. 

Desde esta perspectiva, la función notarial telemática debe ser entendida como 

un espacio de garantía preventiva. Su finalidad no se agota en autenticar firmas o 

formalizar documentos electrónicos, sino que también comprende la verificación de la 
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capacidad, la voluntad, la comprensión, la información suficiente, la identidad de los 

comparecientes y la inexistencia de barreras tecnológicas que puedan afectar el 

consentimiento. En consecuencia, el desarrollo jurisprudencial examinado refuerza la 

necesidad de mecanismos de protección diferenciada para las personas en situación de 

vulnerabilidad digital dentro de la contratación por medios telemáticos. 

3.9.3 Implicaciones de la contratación telemática para la función notarial y la 
protección de derechos 

La contratación telemática plantea implicaciones directas para la función notarial, 

en la medida en que traslada al entorno digital actividades tradicionalmente asociadas 

a la comparecencia presencial, la verificación de identidad, la constatación de voluntad, 

la formación del consentimiento, la conservación documental y la garantía de seguridad 

jurídica. En este contexto, la función notarial no pierde su naturaleza preventiva y 

garantista; por el contrario, adquiere una dimensión reforzada frente a los riesgos 

propios de los entornos digitales. 

Desde esta perspectiva, la digitalización de los servicios notariales debe ser 

analizada no solo como una herramienta de modernización institucional, sino como un 

fenómeno jurídico-constitucional que exige condiciones de privacidad, protección de 

datos personales, accesibilidad, igualdad material, seguridad tecnológica, 

consentimiento informado y protección reforzada de las personas en situación de 

vulnerabilidad digital. 

3.9.3.1 Protección de datos, privacidad y seguridad jurídica notarial 

En la contratación telemática, la protección de datos personales y de la 

privacidad constituye un presupuesto esencial para garantizar la seguridad jurídica de 

los actos notariales celebrados por medios digitales. La utilización de plataformas 

electrónicas, videoconferencias, archivos digitales, firmas electrónicas y mecanismos de 

identificación remota implica el tratamiento de información personal, patrimonial, 

biométrica, contractual y documental de los comparecientes, por lo que exige 

estándares reforzados de confidencialidad, integridad, trazabilidad y custodia. 

En este ámbito, la seguridad jurídica no se limita a la validez formal del acto o 

contrato. También comprende la certeza sobre la identidad de los intervinientes, la 

autenticidad e integridad de los documentos electrónicos, la conservación segura de la 

información, la protección frente a suplantaciones, fraudes o accesos no autorizados, y 

la posibilidad de verificar posteriormente la trazabilidad del procedimiento notarial. Por 

ello, toda plataforma utilizada para la prestación de servicios notariales telemáticos debe 
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asegurar mecanismos adecuados de autenticación, registro, almacenamiento, auditoría 

y protección de datos. 

La privacidad adquiere especial relevancia cuando intervienen personas en 

situación de vulnerabilidad digital, pues estas pueden enfrentar mayores dificultades 

para comprender el alcance del tratamiento de sus datos, los riesgos asociados al uso 

de plataformas digitales o las consecuencias jurídicas de la firma electrónica. En estos 

casos, el deber de información clara, accesible y suficiente se convierte en una 

condición indispensable para que la persona pueda participar en el acto notarial de 

manera libre, informada y segura. 

Desde la función notarial, la protección de datos y la privacidad deben integrarse 

al deber de diligencia profesional. El notario, en su calidad de garante de legalidad y 

seguridad preventiva, debe procurar que el entorno tecnológico utilizado no comprometa 

la confidencialidad de la información ni la integridad del acto jurídico. Esto exige no solo 

contar con herramientas tecnológicas seguras, sino también aplicar protocolos de 

atención, verificación, consentimiento informado, archivo electrónico y resguardo 

documental. 

En consecuencia, la contratación telemática notarial requiere una comprensión 

ampliada de la seguridad jurídica. Esta ya no se agota en la autorización formal del 

instrumento público, sino que incluye la seguridad del proceso digital mediante el cual 

se forma, documenta, conserva y ejecuta el acto jurídico. La protección de datos 

personales, la privacidad y la seguridad tecnológica constituyen, por tanto, elementos 

indispensables para una función notarial telemática constitucionalmente adecuada. 

3.9.3.2 Accesibilidad, igualdad material y atención a personas en situación de 
vulnerabilidad digital 

La implementación de medios telemáticos en los procesos notariales puede 

contribuir a ampliar el acceso al servicio para personas con movilidad reducida, 

personas adultas mayores, personas con discapacidad, personas que residen en zonas 

rurales o alejadas de los centros urbanos, y usuarios que por razones laborales, 

geográficas o personales no pueden acudir físicamente a una notaría. Sin embargo, esta 

potencialidad inclusiva depende de que las plataformas digitales sean accesibles, 

comprensibles, seguras y acompañadas de medidas de asistencia adecuada. 

Los resultados obtenidos en la investigación permiten advertir que, pese a los 

avances en digitalización, una parte importante de los trámites notariales continúa 

realizándose de manera presencial. Este hallazgo puede estar asociado a barreras de 

implementación, limitaciones de conectividad, desconocimiento tecnológico, falta de 
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confianza en los medios digitales, ausencia de capacitación o insuficiencia de 

mecanismos institucionales de acompañamiento. Por ello, la presencia física no debe 

interpretarse únicamente como preferencia del usuario, sino también como posible 

indicio de barreras materiales para acceder a servicios telemáticos. 

Desde una perspectiva constitucional, la accesibilidad debe entenderse como 

una condición de la igualdad material. No basta con que exista una plataforma digital 

disponible; es necesario que las personas puedan utilizarla de manera efectiva, 

comprender sus pasos, conocer las consecuencias jurídicas de su actuación, recibir 

asistencia cuando la requieran y contar con alternativas razonables cuando el entorno 

digital no sea suficiente. En consecuencia, la digitalización de los servicios notariales 

debe evitar que el acceso formal a la tecnología oculte desigualdades reales en su uso. 

La atención a personas en situación de vulnerabilidad digital exige, además, un 

enfoque diferenciado. Esta situación puede derivarse de factores como edad avanzada, 

discapacidad, pobreza, ubicación territorial, falta de conectividad, limitada alfabetización 

digital, desconocimiento jurídico, ausencia de dispositivos adecuados o desconfianza 

frente a medios electrónicos. Tales factores pueden incidir en la comprensión del acto 

jurídico, la manifestación libre de la voluntad y la formación válida del consentimiento. 

En este punto, la función notarial conserva un rol esencial. El notario debe 

verificar que la persona comprenda el contenido del acto, sus efectos jurídicos y el 

procedimiento utilizado para su formalización digital. Asimismo, debe procurar que el 

uso de herramientas tecnológicas no sustituya indebidamente la función de 

asesoramiento, orientación, verificación de capacidad, constatación de voluntad y 

prevención de conflictos. La inmediación notarial, aun cuando se desarrolle mediante 

medios telemáticos, debe mantener su finalidad garantista. 

Por tanto, la accesibilidad digital debe articularse con medidas como 

capacitación ciudadana, lenguaje claro, asistencia previa, ajustes razonables, canales 

alternativos de atención, acompañamiento institucional y protocolos específicos para 

personas en situación de vulnerabilidad digital. Solo de esta manera la contratación 

telemática podrá contribuir a la inclusión y no a la reproducción de desigualdades 

preexistentes. 

3.9.3.3 Ejes de acción para una función notarial telemática garantista 

Los hallazgos empíricos y el análisis jurídico-constitucional permiten identificar 

varios ejes de acción necesarios para consolidar una función notarial telemática 

garantista. Estos ejes no deben entenderse como medidas aisladas, sino como 

componentes articulados de una política institucional orientada a asegurar que la 
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contratación telemática se desarrolle en condiciones de legalidad, seguridad jurídica, 

accesibilidad, igualdad material y protección reforzada. 

El primer eje se refiere a la seguridad, legitimidad, autenticidad e integridad de 

los actos y contratos notariales telemáticos. Ello exige mecanismos confiables de 

identificación de comparecientes, verificación de firma electrónica, conservación 

documental, registro de actuaciones, trazabilidad del procedimiento, protección frente a 

suplantaciones y resguardo de la información. La tecnología debe fortalecer la confianza 

en el instrumento público y no generar incertidumbre sobre su validez o eficacia. 

El segundo eje corresponde al marco jurídico aplicable a las plataformas digitales 

utilizadas en la función notarial. La prestación de servicios notariales telemáticos 

requiere reglas claras sobre competencia, procedimiento, identificación remota, archivo 

electrónico, protección de datos personales, interoperabilidad institucional, 

responsabilidad por fallas tecnológicas y efectos jurídicos de los documentos 

electrónicos. La regulación debe evitar vacíos normativos que puedan afectar la 

seguridad jurídica o generar desigualdad en el acceso al servicio. 

El tercer eje comprende los principios éticos que deben orientar el uso de 

tecnologías en la actividad notarial. Entre ellos se encuentran la confidencialidad, 

imparcialidad, diligencia, transparencia, trato digno, accesibilidad, responsabilidad 

profesional y prevención de abusos. La utilización de herramientas digitales no debe 

debilitar la dimensión ética de la función notarial, sino reforzarla mediante prácticas que 

protejan la voluntad, la información y la autonomía de las personas comparecientes. 

El cuarto eje se relaciona con las garantías de acceso, acompañamiento y 

comprensión para las personas en situación de vulnerabilidad digital. Este eje exige 

incorporar mecanismos de asistencia, capacitación, diseño accesible, lenguaje claro, 

ajustes razonables y alternativas de atención cuando el entorno digital no garantice una 

participación efectiva. La finalidad es evitar que la contratación telemática se convierta 

en una modalidad excluyente para quienes enfrentan barreras tecnológicas, 

económicas, territoriales, educativas o funcionales. 

El quinto eje consiste en la participación interdisciplinaria en el diseño e 

implementación de servicios notariales telemáticos. La complejidad del fenómeno exige 

la intervención coordinada de profesionales del Derecho, especialistas en tecnología, 

seguridad de la información, accesibilidad digital, protección de datos, gestión 

documental y políticas públicas. Esta participación debe orientarse a fortalecer la función 

notarial, sin desplazar su naturaleza jurídica, preventiva y garantista. 
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Finalmente, resulta necesario incorporar la experiencia de las personas en 

situación de vulnerabilidad digital en el diseño de políticas públicas, protocolos notariales 

y normas aplicables a la contratación telemática. Su participación permite identificar 

barreras reales de acceso, comprensión, confianza, conectividad y uso de plataformas, 

evitando que las soluciones tecnológicas se diseñen únicamente desde una perspectiva 

institucional o técnica. 

En suma, una función notarial telemática garantista debe asegurar que la 

digitalización del servicio no se reduzca a la incorporación de herramientas tecnológicas, 

sino que se oriente a la protección efectiva de derechos. La contratación telemática solo 

será constitucionalmente adecuada si garantiza privacidad, seguridad jurídica, 

accesibilidad, consentimiento informado, igualdad material y protección reforzada de las 

personas en situación de vulnerabilidad digital. 

3.9.4 Medidas necesarias para el fortalecimiento del sistema notarial telemático 

A partir de los hallazgos obtenidos en la investigación, es posible identificar la 

necesidad de adoptar un conjunto integral de medidas jurídicas, técnicas, institucionales 

y formativas orientadas al fortalecimiento del sistema notarial telemático. Estas medidas 

deben procurar que la prestación de servicios notariales por medios digitales sea 

segura, accesible, confiable e inclusiva, especialmente cuando intervienen personas en 

situación de vulnerabilidad digital. 

El fortalecimiento del sistema notarial telemático no puede limitarse a la 

incorporación de plataformas digitales o al reconocimiento formal de la firma electrónica. 

Requiere, además, condiciones materiales, normativas e institucionales que garanticen 

el ejercicio efectivo de derechos, la protección de datos personales, la seguridad 

jurídica, la accesibilidad, la igualdad material y la formación válida del consentimiento 

en entornos digitales. 

En primer lugar, resulta necesario fortalecer la capacitación continua del 

personal notarial en el uso de plataformas digitales, firma electrónica, protección de 

datos personales, ciberseguridad, accesibilidad digital, derechos digitales y atención 

diferenciada a personas en situación de vulnerabilidad digital. Esta formación debe 

articular conocimientos técnicos y jurídicos, de modo que el personal notarial no solo 

conozca el funcionamiento instrumental de las herramientas tecnológicas, sino también 

sus implicaciones constitucionales, sociales y éticas. 

Dicha capacitación debe incorporar estándares nacionales e internacionales de 

protección de derechos, principios constitucionales, normativa sobre protección de 

datos personales, buenas prácticas en seguridad de la información y criterios de 
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atención prioritaria. Además, debe orientarse a fortalecer la capacidad institucional de 

las notarías para identificar barreras de acceso, comprensión, conectividad, confianza o 

autonomía en los usuarios que acuden a servicios notariales telemáticos. 

En segundo lugar, se requiere implementar campañas de sensibilización 

dirigidas a la ciudadanía sobre el uso seguro de plataformas digitales, el valor jurídico 

de la firma electrónica, la prevención de fraudes, la protección de datos personales, la 

ciberseguridad y los derechos fundamentales en entornos digitales. Estas campañas 

pueden contribuir a generar una cultura de confianza digital, reducir el desconocimiento 

tecnológico y promover una participación más informada en la contratación telemática. 

Estas iniciativas de sensibilización deben evitar enfoques asistencialistas o 

estigmatizantes. Su finalidad no debe ser presentar a determinadas personas como 

incapaces de interactuar con la tecnología, sino visibilizar las barreras estructurales, 

económicas, territoriales, educativas, funcionales o institucionales que pueden afectar 

el acceso efectivo a los servicios digitales. En este sentido, la sensibilización ciudadana 

debe promover una comprensión constitucional de la vulnerabilidad digital como una 

situación que exige medidas de inclusión, accesibilidad y protección reforzada. 

En tercer lugar, a nivel normativo e institucional, resulta necesario establecer 

protocolos internos de atención para personas en situación de vulnerabilidad digital en 

los servicios notariales telemáticos. Estos protocolos deberían contemplar mecanismos 

de identificación de barreras, información clara y accesible, asistencia previa al acto, 

verificación reforzada de comprensión y voluntad, ajustes razonables, canales 

alternativos de atención, medidas de protección de datos y procedimientos seguros para 

la conservación documental. 

Tales protocolos deben estar orientados por los principios de dignidad humana, 

igualdad material, no discriminación, accesibilidad, seguridad jurídica, consentimiento 

informado y protección reforzada. Su implementación permitiría reducir la 

discrecionalidad en la atención notarial y generar estándares mínimos de actuación 

frente a usuarios que enfrentan dificultades en el uso de plataformas digitales o en la 

comprensión de los efectos jurídicos de los actos celebrados telemáticamente. 

En cuarto lugar, el Estado debe promover reformas normativas y políticas 

públicas que fortalezcan la regulación de los servicios notariales telemáticos, la 

interoperabilidad institucional, la protección de datos personales, la seguridad de las 

plataformas digitales y la prevención de usos ilícitos de la tecnología. Estas reformas 

deben observar el principio de no discriminación y el acceso universal, evitando que la 
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digitalización del servicio notarial se traduzca en barreras adicionales para quienes ya 

enfrentan condiciones de desigualdad material. 

Asimismo, resulta indispensable que la regulación establezca parámetros claros 

sobre identificación remota, autenticación de comparecientes, archivo electrónico, 

trazabilidad de actuaciones, responsabilidad por fallas tecnológicas, protección frente a 

suplantación de identidad, confidencialidad, conservación de documentos electrónicos 

y mecanismos de auditoría. Estos elementos son esenciales para preservar la confianza 

pública en la función notarial y garantizar la seguridad jurídica de los actos celebrados 

por medios telemáticos. 

En quinto lugar, desde una perspectiva práctica, se requiere destinar recursos 

materiales, tecnológicos y económicos para fortalecer la infraestructura digital del 

sistema notarial. La prestación de servicios notariales telemáticos exige plataformas 

seguras, interoperables, accesibles y técnicamente robustas, así como personal 

capacitado para operarlas y asistir a los usuarios. Sin estas condiciones, la digitalización 

podría convertirse en una herramienta formalmente disponible, pero materialmente 

inaccesible para parte de la ciudadanía. 

También resulta pertinente promover investigaciones científicas, tecnológicas y 

jurídicas orientadas a identificar y reducir las barreras económicas, territoriales, 

educativas y funcionales que limitan el acceso a la contratación telemática. Este tipo de 

investigación permitiría diseñar políticas públicas basadas en evidencia, evaluar la 

eficacia de los servicios notariales digitales y desarrollar soluciones ajustadas a las 

necesidades reales de las personas en situación de vulnerabilidad digital. 

Finalmente, las notarías deben fortalecer sus sistemas de seguridad de la 

información y protección de datos personales. La confianza ciudadana en los servicios 

notariales telemáticos depende, en gran medida, de que las plataformas garanticen 

confidencialidad, integridad, disponibilidad, autenticidad y trazabilidad de la información. 

La protección de los datos personales depositados en la infraestructura notarial 

constituye una condición indispensable para resguardar la privacidad, prevenir riesgos 

tecnológicos y asegurar el respeto de los derechos fundamentales. 

En síntesis, el fortalecimiento del sistema notarial telemático exige una estrategia 

integral que combine capacitación, sensibilización ciudadana, protocolos de atención, 

reformas normativas, inversión tecnológica, investigación aplicada y seguridad de la 

información. Solo mediante esta articulación será posible consolidar un modelo de 

prestación notarial telemática que responda a los principios constitucionales de igualdad 

material, seguridad jurídica, accesibilidad, protección de datos y dignidad humana.  
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3.9.5 Delimitación conceptual de la situación de vulnerabilidad digital 

A partir de los hallazgos empíricos obtenidos y del análisis jurídico desarrollado 

en la presente investigación, la vulnerabilidad digital puede comprenderse como una 

manifestación específica de desventaja estructural que se proyecta en los entornos 

tecnológicos y afecta la posibilidad real de acceder, comprender y ejercer derechos por 

medios digitales. Esta situación no debe entenderse como la creación de un nuevo 

grupo autónomo de atención prioritaria, sino como una condición jurídica y social de 

desventaja que puede concurrir con otras circunstancias ya reconocidas por el 

ordenamiento constitucional, tales como la edad, la discapacidad, la condición 

económica o la residencia en contextos rurales. 

En este sentido, la situación de vulnerabilidad digital se caracteriza no solo por 

limitaciones en el acceso a dispositivos, conectividad o herramientas tecnológicas, sino 

también por la insuficiencia de condiciones para comprender adecuadamente los 

procedimientos digitales, formar un consentimiento libre e informado y ejercer derechos 

en condiciones de igualdad material. Desde esta perspectiva, la noción propuesta 

permite explicar nuevas formas de exclusión en sociedades digitalizadas y justifica la 

necesidad de mecanismos reforzados de protección en la función notarial cuando los 

actos y contratos se desarrollan por medios telemáticos. 

Así, la relevancia jurídica de esta noción radica en que permite orientar la 

actuación notarial hacia la adopción de medidas que garanticen que toda persona pueda 

elegir de manera libre e informada la modalidad de prestación del servicio notarial, sin 

que la digitalización se convierta en un obstáculo para el acceso al servicio ni en una 

afectación indirecta a la libertad de contratación. 

3.9.6 Observaciones cualitativas desde la práctica notarial 

Como complemento al análisis empírico previamente desarrollado, resulta 

pertinente incorporar ciertas observaciones cualitativas derivadas de la experiencia 

profesional del investigador en el ejercicio de la función notarial, particularmente en la 

autorización de escrituras públicas mediante medios telemáticos. Estas observaciones 

no sustituyen los hallazgos obtenidos mediante encuestas y entrevistas, sino que 

aportan una perspectiva práctica adicional sobre las dificultades que pueden 

presentarse en la prestación del servicio notarial digital. 

En este marco, se ha observado que, en diversos casos, personas adultas 

mayores presentan dificultades significativas en el uso de herramientas tecnológicas 

necesarias para la celebración de actos notariales en entornos digitales. Entre las 

principales limitaciones advertidas se encuentran la dificultad para manejar dispositivos 
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informáticos de manera autónoma, problemas para interactuar con plataformas de 

videoconferencia —especialmente en funciones como compartir pantalla—, 

inconvenientes para descargar documentos remitidos en formato digital y limitaciones 

en el uso de aplicativos de firma electrónica. 

Asimismo, se han identificado inconvenientes asociados a la inestabilidad en la 

conexión a internet, lo que genera interrupciones frecuentes en la comunicación y 

dificulta la continuidad del acto notarial. Estas circunstancias inciden directamente en la 

duración del procedimiento y en la necesidad de asistencia constante durante su 

desarrollo. 

Desde la práctica observada, puede advertirse que la tramitación telemática de 

una escritura pública tiende a desarrollarse con mayor agilidad cuando intervienen 

usuarios con mayores competencias digitales, mientras que en otros casos —

particularmente cuando concurren limitaciones de familiaridad tecnológica o dificultades 

de conectividad— el procedimiento puede extenderse considerablemente. Esta 

constatación práctica permite identificar que la eficiencia potencial del entorno 

telemático no se distribuye de manera homogénea entre todos los usuarios. 

Estas observaciones complementarias refuerzan la hipótesis de la presente 

investigación, en el sentido de que la incorporación de tecnologías en la prestación del 

servicio notarial, si bien amplía posibilidades de acceso, también puede generar nuevas 

formas de exclusión o desventaja que afectan de manera diferenciada a las personas 

en situación de vulnerabilidad digital, lo que justifica la necesidad de mecanismos 

reforzados de protección en la contratación telemática.  

3.9.7 Síntesis final del diagnóstico 

En definitiva, el diagnóstico realizado permite evidenciar que la incorporación de 

tecnologías en la prestación de servicios notariales, si bien constituye un avance 

relevante en términos de eficiencia, modernización y ampliación potencial del acceso, 

también genera riesgos y tensiones que afectan de manera diferenciada a las personas 

en situación de vulnerabilidad digital. Tales riesgos se manifiestan, entre otros aspectos, 

en limitaciones de acceso a medios tecnológicos, dificultades de comprensión del 

entorno digital, obstáculos para el ejercicio autónomo de derechos y posibles 

afectaciones a la seguridad jurídica en la contratación por medios telemáticos. 

En este contexto, la función notarial se configura como un mecanismo clave de 

garantía de derechos, cuya proyección en entornos digitales exige una evolución hacia 

un modelo reforzado de protección, capaz de equilibrar la innovación tecnológica con 

los principios constitucionales de igualdad material, seguridad jurídica, dignidad humana 
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y protección reforzada. Ello implica que la actuación notarial telemática no puede 

limitarse a incorporar herramientas tecnológicas, sino que debe asegurar condiciones 

efectivas de accesibilidad, comprensión suficiente del acto y formación válida del 

consentimiento. 

Este escenario justifica la necesidad de desarrollar un marco normativo, 

institucional y operativo específico para la actuación notarial en contextos telemáticos, 

orientado a garantizar una protección efectiva de derechos frente a las nuevas formas 

de exclusión y riesgo que surgen en la sociedad digital. Sobre esta base se desarrolla 

el capítulo siguiente. 
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CAPÍTULO IV.  MODELO TEÓRICO DEL OBJETO DE ESTUDIO 

4.1 Consideraciones Generales 

La construcción del modelo teórico del objeto de estudio exige la articulación 

sistemática de los elementos normativos, conceptuales y empíricos desarrollados en la 

presente investigación, con el propósito de explicar las relaciones existentes entre las 

variables identificadas. En este sentido, el análisis se orienta a integrar el Derecho 

Constitucional, la regulación de la contratación telemática y la función notarial como 

elementos estructurales del modelo, a fin de comprender cómo interactúan en la 

protección efectiva de derechos fundamentales dentro de entornos digitales.  

Desde una perspectiva doctrinal, el Derecho Constitucional no se agota en el 

contenido formal de la Constitución, sino que comprende también los principios, 

garantías y mecanismos mediante los cuales se tutelan derechos en contextos 

dinámicos y en constante evolución. Esta comprensión resulta particularmente 

relevante en escenarios de transformación digital, donde las formas tradicionales de 

acceso a servicios, ejercicio de derechos y celebración de actos jurídicos se ven 

modificadas por la incorporación de tecnologías de la información y comunicación.  

En el caso ecuatoriano, la Constitución de Montecristi de 2008 constituye la 

norma suprema del ordenamiento jurídico. Así lo establece el artículo 424, al disponer 

que prevalece sobre cualquier otra norma y que los actos del poder público deben 

mantener conformidad con sus disposiciones, pues de lo contrario carecen de eficacia 

jurídica. A partir de esta previsión se configura el Estado constitucional de derechos y 

justicia, que orienta el desarrollo del ordenamiento jurídico ecuatoriano y determina que 

toda innovación normativa, institucional o tecnológica debe examinarse a la luz de los 

principios constitucionales de igualdad, dignidad humana, no discriminación y 

seguridad jurídica.  

Dentro de este marco, la Constitución reconoce de forma expresa a los grupos 

de atención prioritaria en el artículo 35, estableciendo un régimen de protección 

reforzada para determinados colectivos. La doctrina ha identificado este reconocimiento 

como una expresión relevante del constitucionalismo contemporáneo, en la medida en 

que supone la consagración normativa del deber estatal de adoptar acciones positivas 

destinadas a garantizar la igualdad material de estas personas (Erazo, 2021). No 

obstante, para los fines de esta investigación, resulta necesario distinguir entre la 

categoría constitucional de grupos de atención prioritaria y la noción más amplia de 

vulnerabilidad, en tanto esta última responde a una construcción jurídica y social más 
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dinámica, contextual y susceptible de nuevas manifestaciones en entornos 

contemporáneos.  

Desde esta perspectiva, el concepto de vulnerabilidad no debe entenderse 

como una categoría estática o cerrada, sino como una condición que puede 

configurarse a partir de la interacción de múltiples factores sociales, económicos, 

culturales, territoriales y tecnológicos. En este contexto, la noción de interseccionalidad 

resulta especialmente útil, porque permite comprender que la vulnerabilidad no se 

presenta de forma aislada, sino como el resultado de la convergencia de diversas 

condiciones que agravan la posición de determinadas personas en el ejercicio de sus 

derechos. Así, variables como la edad, la discapacidad, el nivel educativo, la condición 

económica, el lugar de residencia o la alfabetización digital pueden concurrir y producir 

escenarios de mayor desventaja.  

Esta lectura encuentra sustento adicional en el artículo 341 de la Constitución, 

que dispone que el Estado asegurará los derechos y principios, en particular la igualdad 

y la no discriminación, y priorizará su acción hacia aquellos grupos que requieran 

consideración especial por la persistencia de desigualdades, exclusión, discriminación 

o violencia, o en virtud de su condición etaria, de salud o de discapacidad. La misma 

disposición prevé que la protección integral funcionará a través de sistemas 

especializados, guiados por sus principios específicos y por los del sistema nacional de 

inclusión y equidad social. En consecuencia, el texto constitucional no solo reconoce 

expresamente a ciertos colectivos, sino que también permite una lectura más amplia de 

aquellas situaciones que justifican protección reforzada.  

Esta interpretación se ve reforzada por el desarrollo jurisprudencial de la Corte 

Constitucional. En particular, la resolución No. 380 de 12 de diciembre de 2017, al 

referirse a los principios que rigen el ejercicio de los derechos, vincula el artículo 341 

con la necesidad de protección reforzada para personas consideradas vulnerables. De 

este modo, aunque la Constitución no utiliza de manera uniforme la expresión “grupos 

vulnerables”, la interpretación constitucional permite comprender que la protección 

reforzada no se agota en la enumeración expresa del artículo 35, sino que puede 

proyectarse hacia otras situaciones de desventaja relevantes para el ejercicio efectivo 

de derechos.  

Con base en ello, la presente investigación no propone la creación de un nuevo 

grupo constitucional autónomo, sino la comprensión de la vulnerabilidad digital como 

una situación específica de desventaja estructural que se manifiesta en entornos 

tecnológicos y afecta la posibilidad real de acceder, comprender y ejercer derechos por 
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medios digitales. Esta situación puede concurrir con categorías tradicionales de 

protección reforzada, pero no se agota en ellas. Por ello, la vulnerabilidad digital debe 

entenderse como una condición relacional, mutable y contextual, cuya intensidad 

depende del entorno social, económico, institucional y tecnológico en el que se 

desenvuelven las personas.  

Como parte del fundamento teórico de esta noción, resulta pertinente recuperar 

aportes doctrinales que han examinado la vulnerabilidad digital desde distintas 

perspectivas. Olaso y Casal (2005) sostienen que esta no debe reducirse a la sola 

carencia de acceso a medios tecnológicos materiales, sino que debe comprenderse 

como una manifestación de problemas estructurales de la sociedad que responden a 

necesidades específicas de determinados grupos sociales. Por su parte, Dans (2019) 

afirma que el proceso de transformación digital genera nuevas formas de exclusión 

social, especialmente para quienes no cuentan con conocimientos suficientes para 

utilizar medios y plataformas digitales. A su vez, Fraser (1997), desde una perspectiva 

de justicia social, vincula la desigual distribución del acceso y uso de plataformas y 

dispositivos digitales con factores económicos, geográficos, sociales y culturales, lo 

cual permite comprender la vulnerabilidad digital como una condición compleja, 

estructural y relacional (Fraser, 1997).  

En coherencia con estos aportes, la vulnerabilidad digital no se limita a la falta 

de dispositivos, conectividad o infraestructura tecnológica. Comprende también la 

insuficiencia de habilidades para interactuar con plataformas digitales, la dificultad para 

comprender procedimientos tecnológicos, la exposición diferenciada a riesgos de 

fraude o exclusión, y la imposibilidad práctica de ejercer derechos en condiciones de 

igualdad material dentro del entorno digital. Esta perspectiva permite desplazar el 

análisis desde una visión puramente tecnológica hacia una lectura jurídico-

constitucional del problema, en la que el acceso efectivo a la tecnología se relaciona 

directamente con la dignidad humana, la libertad de contratación, la protección 

reforzada y la seguridad jurídica.  

Bajo esta lógica, en coherencia con el planteamiento general de la investigación, 

se identifica que, aunque el marco normativo vigente reconoce de forma general el 

acceso al uso de tecnologías, no cuenta con un desarrollo suficientemente específico 

para proteger de forma diferenciada a las personas en situación de vulnerabilidad digital 

en las actividades que se realizan dentro de entornos electrónicos. A nivel 

constitucional, los artículos 16.2 y 17.2 de la Constitución de la República del Ecuador 

reconocen el derecho de acceso a las TIC y la obligación estatal de garantizar el libre 

acceso a las mismas. Estas disposiciones establecen una base constitucional 
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importante para la inclusión digital, pero no eliminan por sí solas las barreras reales que 

enfrentan determinados sectores para participar efectivamente en la sociedad digital.  

En el plano normativo secundario, la Ley de Comercio Electrónico, Firmas 

Electrónicas y Mensajes de Datos regula los principios y requisitos generales de validez 

de los actos y contratos celebrados mediante plataformas digitales. Sin embargo, 

conforme se evidencia en la presente investigación, esta normativa no desarrolla de 

forma específica mecanismos orientados a atender las necesidades particulares de 

quienes enfrentan desventajas en el acceso, uso o comprensión de tecnologías 

digitales. Esta insuficiencia debilita la capacidad protectora del marco normativo vigente 

y pone de manifiesto una brecha entre el reconocimiento formal de derechos y su 

garantía efectiva en la práctica.  

Los resultados obtenidos en el capítulo III permiten sustentar empíricamente 

esta afirmación. En particular, se evidenciaron limitaciones relevantes en la 

implementación de la contratación telemática, en la capacitación institucional, en la 

accesibilidad efectiva a medios tecnológicos y en la protección material de derechos 

dentro del entorno digital. Tales hallazgos muestran que la problemática investigada no 

responde únicamente a un déficit tecnológico, sino a una interacción compleja entre 

desarrollo normativo insuficiente, capacidades institucionales desiguales y condiciones 

diferenciadas de acceso y comprensión por parte de los usuarios.  

En consecuencia, el modelo teórico que se desarrolla en este capítulo se orienta 

a explicar la relación existente entre el desarrollo normativo, la actuación institucional 

notarial y las condiciones de vulnerabilidad digital que afectan a determinados usuarios 

en la contratación por medios telemáticos. A partir de ello, se propone un marco 

interpretativo que permita comprender de manera sistemática cómo estas variables 

interactúan y de qué forma inciden en la protección efectiva de los derechos 

fundamentales en el contexto de la transformación digital del servicio notarial. 

4.2 Aproximación conceptual a la vulnerabilidad digital 

El concepto de vulnerabilidad, en el ámbito jurídico, ha estado tradicionalmente 

vinculado a determinados sujetos o colectivos que requieren protección reforzada, ya 

sea por reconocimiento constitucional expreso o por encontrarse en situaciones de 

desventaja estructural. No obstante, en el contexto contemporáneo, caracterizado por 

la expansión de los entornos digitales y por la progresiva tecnologización de las 

relaciones jurídicas, resulta necesario adoptar una comprensión más amplia y dinámica 

que permita identificar nuevas formas de desigualdad y exclusión.  
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En este sentido, la vulnerabilidad no debe ser entendida como una categoría 

estática ni como una cualidad inherente e inmutable de ciertas personas, sino como una 

condición que se configura a partir de múltiples factores que interactúan entre sí y que 

pueden variar según el contexto social, económico, cultural, territorial e institucional. 

Bajo esta lógica, la vulnerabilidad no responde únicamente a atributos individuales, sino 

también a las barreras y desventajas que el entorno produce o intensifica en el ejercicio 

real de derechos.  

La noción de interseccionalidad resulta particularmente útil para este análisis, en 

la medida en que permite comprender cómo distintas condiciones —como la edad, la 

discapacidad, el nivel educativo, la situación económica, el lugar de residencia o el grado 

de alfabetización tecnológica— pueden converger y generar escenarios de mayor 

desventaja. Esta perspectiva impide reducir la vulnerabilidad a una sola causa y permite 

advertir que las limitaciones para el ejercicio de derechos en entornos digitales suelen 

surgir de la acumulación o interacción de diversos factores.  

Sobre esta base, la presente investigación no propone la creación de un nuevo 

grupo constitucional autónomo, sino la comprensión de la vulnerabilidad digital como 

una situación específica de desventaja que afecta a determinadas personas en el 

acceso, uso, comprensión y aprovechamiento de las tecnologías de la información y 

comunicación. En este sentido, la vulnerabilidad digital opera como una categoría 

analítica que permite identificar a quienes, por limitaciones materiales, cognitivas, 

educativas, económicas, territoriales o técnicas, enfrentan dificultades reales para 

ejercer sus derechos en entornos digitales en condiciones de igualdad material.  

Esta situación no se agota en la falta de acceso a dispositivos, conectividad o 

infraestructura tecnológica. Comprende también la insuficiencia de habilidades para 

utilizar herramientas digitales, la dificultad para comprender procedimientos mediados 

por tecnología, la limitada capacidad para interactuar de forma segura en plataformas 

digitales y la mayor exposición a riesgos de exclusión, error, fraude o afectación de 

derechos. Por ello, la vulnerabilidad digital debe ser entendida como una condición 

relacional y contextual, cuya intensidad depende tanto de las capacidades del sujeto 

como de las barreras que el entorno digital impone.  

Desde la perspectiva de esta investigación, esta aproximación conceptual 

resulta especialmente relevante en el ámbito de la contratación telemática y de la 

función notarial, ya que permite explicar por qué la mera disponibilidad de herramientas 

tecnológicas no garantiza, por sí sola, un acceso efectivo, libre e informado a los 

servicios notariales en línea. En consecuencia, la vulnerabilidad digital se presenta como 
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una noción jurídicamente relevante para analizar las nuevas formas de desigualdad que 

emergen en sociedades digitalizadas y para fundamentar la necesidad de mecanismos 

reforzados de protección en los actos y contratos realizados por medios telemáticos. 

4.1. Identificación de las variables del modelo 

A partir del análisis normativo, doctrinal y empírico desarrollado en la presente 

investigación, el modelo teórico se estructura sobre tres variables principales, cuya 

interacción permite explicar el fenómeno objeto de estudio y comprender las condiciones 

en las que se produce la protección —o insuficiencia de protección— de los derechos 

fundamentales en la contratación por medios telemáticos.  

En primer lugar, la variable independiente se encuentra constituida por el nivel 

de desarrollo de los mecanismos jurídicos y notariales aplicables a la contratación por 

medios telemáticos. Esta variable comprende tanto el marco normativo vigente como la 

capacidad institucional para su implementación efectiva, incluyendo la regulación 

existente, los procedimientos notariales habilitados, la preparación técnica del personal, 

la disponibilidad de herramientas tecnológicas y las condiciones operativas necesarias 

para el funcionamiento del servicio notarial telemático.  

En segundo lugar, la variable dependiente corresponde al grado de protección 

de los derechos constitucionales de las personas en situación de vulnerabilidad digital, 

entendido como la posibilidad real de acceder, comprender y ejercer dichos derechos 

en condiciones de igualdad material dentro de los entornos telemáticos. Esta variable 

expresa el impacto que tienen las condiciones normativas e institucionales sobre el 

ejercicio efectivo de derechos, particularmente en relación con el acceso a servicios 

notariales, la comprensión del acto jurídico, la formación válida del consentimiento y la 

tutela frente a situaciones de exclusión o desventaja tecnológica.  

Finalmente, se incorpora una variable interviniente, representada por la 

seguridad jurídica en las transacciones telemáticas, la cual refleja el nivel de confianza, 

certeza, validez y previsibilidad que el sistema jurídico puede ofrecer en este tipo de 

actos. Esta variable cumple una función mediadora dentro del modelo, en la medida en 

que conecta el desarrollo de los mecanismos jurídicos y notariales con la protección 

efectiva de derechos, permitiendo evaluar en qué medida la contratación telemática 

ofrece garantías suficientes respecto de la identidad de las partes, la autenticidad 

documental, la legalidad del acto y la integridad del consentimiento.  

De este modo, el modelo teórico propuesto permite examinar cómo la 

insuficiencia o el desarrollo adecuado de los mecanismos jurídicos y notariales incide 

en la seguridad jurídica de las transacciones telemáticas y, a través de ella, en la 
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protección efectiva de los derechos constitucionales de las personas en situación de 

vulnerabilidad digital. Así, las variables identificadas no operan de manera aislada, sino 

en una relación dinámica que permite explicar las tensiones existentes entre 

transformación digital, actuación institucional y garantía de derechos en el contexto 

notarial. 

4.3 Relación entre las variables 

El modelo teórico propuesto parte de una relación de carácter explicativo entre 

las variables identificadas, en la medida en que busca mostrar cómo el desarrollo de los 

mecanismos jurídicos y notariales aplicables a la contratación por medios telemáticos 

incide en la protección efectiva de derechos fundamentales dentro del entorno digital. 

Esta relación no se presenta de forma lineal o automática, sino a través de una dinámica 

en la que intervienen tanto las condiciones normativas e institucionales como los 

factores de vulnerabilidad que afectan a determinados usuarios.  

En términos generales, se sostiene que el nivel de desarrollo de los mecanismos 

jurídicos y notariales constituye un factor determinante en la protección de los derechos 

constitucionales de las personas en situación de vulnerabilidad digital. Cuando dichos 

mecanismos resultan insuficientes, ambiguos o no se encuentran adecuadamente 

adaptados a las particularidades de la contratación telemática, se incrementa el riesgo 

de afectación de derechos, especialmente en relación con el acceso al servicio, la 

comprensión del procedimiento, la formación válida del consentimiento y la posibilidad 

de participar en condiciones de igualdad material.  

Por el contrario, un mayor grado de desarrollo normativo, institucional y operativo 

permite reducir estas brechas, en la medida en que fortalece las condiciones para una 

prestación más accesible, comprensible y jurídicamente segura del servicio notarial 

telemático. En este sentido, el desarrollo adecuado de los mecanismos jurídicos y 

notariales no solo mejora la estructura formal del sistema, sino que incide directamente 

en la posibilidad real de tutela de derechos dentro de entornos digitales.  

En este proceso, la seguridad jurídica actúa como variable interviniente, pues 

media entre el desarrollo de los mecanismos jurídicos y notariales y el grado de 

protección de los derechos fundamentales. Su función dentro del modelo consiste en 

expresar la capacidad del sistema para garantizar que los actos realizados por medios 

telemáticos cumplan con requisitos suficientes de validez, autenticidad, certeza, eficacia 

y previsibilidad. De este modo, la seguridad jurídica no constituye un elemento aislado, 

sino un componente central que traduce el nivel de desarrollo institucional y normativo 

en condiciones concretas de protección o desprotección.  
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Así, la relación entre las variables puede comprenderse en los siguientes 

términos: a menor desarrollo de los mecanismos jurídicos y notariales aplicables a la 

contratación telemática, menor capacidad del sistema para generar seguridad jurídica 

y, en consecuencia, mayor riesgo de afectación de derechos; mientras que un mayor 

nivel de desarrollo normativo e institucional fortalece la seguridad jurídica y mejora la 

protección efectiva de las personas en situación de vulnerabilidad digital. Esta relación 

explicativa constituye la base del modelo teórico y permite interpretar de manera 

sistemática las tensiones identificadas en la investigación entre transformación digital, 

función notarial y tutela de derechos fundamentales. 

4.4 El rol del notario dentro del modelo 

En el marco del modelo teórico propuesto, la función notarial adquiere una 

relevancia central, en la medida en que constituye uno de los mecanismos 

institucionales más importantes para la garantía de la seguridad jurídica dentro de las 

relaciones jurídicas sometidas a formalización o control de legalidad. Su papel no se 

limita a la autorización formal de actos, sino que comprende la verificación de elementos 

esenciales para la validez y eficacia del negocio jurídico, tales como la identidad de las 

partes, su capacidad, la libre formación de la voluntad y la adecuación del acto al 

ordenamiento jurídico.  

En el contexto de la contratación presencial, estas funciones se desarrollan en 

un entorno que permite al notario una interacción directa con los comparecientes, lo que 

facilita la constatación inmediata de circunstancias relevantes para el acto jurídico. Sin 

embargo, cuando la contratación se desplaza al entorno telemático, estas mismas 

funciones enfrentan desafíos adicionales derivados de la ausencia de contacto físico 

inmediato, de la mediación tecnológica del procedimiento y de las limitaciones que 

pueden presentar determinados usuarios para acceder, comprender o utilizar 

adecuadamente las herramientas digitales.  

Desde esta perspectiva, el modelo ubica al notario como un actor institucional 

capaz de incidir de manera decisiva en la forma en que se desarrollan las relaciones 

contractuales telemáticas. Su intervención permite dotar de mayor certeza, confianza y 

legitimidad a los actos jurídicos celebrados en entornos digitales, en la medida en que 

opera como garante de autenticidad, legalidad y protección de derechos. En este 

sentido, el notario no solo participa en el procedimiento, sino que constituye un punto de 

conexión entre el marco normativo, la operatividad institucional y la tutela efectiva de los 

usuarios en contextos digitalizados.  
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Esta función adquiere una especial importancia cuando intervienen personas en 

situación de vulnerabilidad digital, ya que en tales casos la actuación notarial debe 

orientarse no solo a verificar requisitos formales, sino también a asegurar que el acto 

sea comprensible, accesible y respetuoso de los derechos fundamentales de quienes 

participan. Por ello, la intervención del notario dentro del modelo teórico se proyecta 

como un mecanismo de prevención del conflicto y de protección reforzada, 

particularmente frente a riesgos asociados con la falta de alfabetización digital, la 

dificultad en la comprensión del procedimiento, la dependencia tecnológica o la 

exposición a errores y fraudes.  

No obstante, la eficacia de esta intervención se encuentra condicionada por el 

grado de desarrollo de los mecanismos jurídicos, tecnológicos e institucionales 

disponibles. En otras palabras, el notario puede cumplir un papel garantista dentro del 

entorno telemático, pero dicho papel depende de que existan procedimientos 

adecuados, herramientas tecnológicas seguras, capacitación especializada y un marco 

normativo suficientemente claro y protector. De ahí que su rol no deba ser analizado de 

forma aislada, sino como parte de un sistema en proceso de adaptación, en el que la 

capacidad real de protección depende de la articulación entre norma, institución y 

tecnología.  

En consecuencia, dentro del modelo teórico formulado en esta investigación, el 

notario se configura como un actor central para la producción de seguridad jurídica en 

la contratación telemática, cuya intervención puede fortalecer o debilitar la protección de 

derechos según el nivel de adecuación del sistema en el que opera. Esta ubicación 

resulta coherente con la hipótesis de la investigación, en cuanto permite sostener que 

la función notarial, debidamente fortalecida y adaptada al entorno digital, constituye un 

elemento clave para mitigar los efectos de la vulnerabilidad digital y garantizar una 

protección constitucional efectiva en los actos y contratos celebrados por medios 

telemáticos. 

4.5 Supuestos del modelo 

El modelo teórico propuesto en la presente investigación se construye sobre un 

conjunto de supuestos que orientan su interpretación y delimitan el marco desde el cual 

se analiza la relación entre contratación telemática, función notarial, seguridad jurídica 

y protección de derechos en entornos digitales. Estos supuestos no operan como 

afirmaciones aisladas, sino como premisas de partida que permiten comprender el 

fenómeno investigado desde una perspectiva jurídico-constitucional.  
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En primer lugar, se asume que el entorno digital transforma las condiciones 

tradicionales en las que se ejercen los derechos, al modificar las formas de acceso a 

servicios, interacción jurídica y celebración de actos y contratos. Esta transformación no 

es únicamente tecnológica, sino también jurídica e institucional, pues altera los modos 

en que se exterioriza la voluntad, se verifica la identidad, se comprende el contenido del 

acto y se garantiza la tutela efectiva de derechos.  

En segundo lugar, se parte del reconocimiento de que la vulnerabilidad digital 

constituye una manifestación contemporánea de desigualdad, que afecta de manera 

diferenciada a personas que enfrentan barreras de acceso, uso o comprensión de las 

tecnologías de la información y comunicación. Desde esta perspectiva, la vulnerabilidad 

digital no se reduce a la falta de conectividad o dispositivos, sino que comprende 

también limitaciones formativas, cognitivas, económicas, territoriales e institucionales 

que inciden en la posibilidad real de ejercer derechos en condiciones de igualdad 

material.  

En tercer lugar, se considera que la contratación por medios telemáticos 

introduce desafíos específicos en la verificación de los elementos del acto jurídico. En 

particular, la mediación tecnológica del procedimiento puede generar dificultades 

adicionales en la constatación de la identidad, la capacidad, la formación libre e 

informada del consentimiento y la legalidad del acto. Por ello, la contratación telemática 

exige mecanismos de garantía reforzada que permitan asegurar la validez y eficacia del 

negocio jurídico dentro del entorno digital.  

Finalmente, se parte de la idea de que la función notarial mantiene su relevancia 

en el entorno digital, aunque requiere adaptaciones normativas, institucionales y 

técnicas para responder adecuadamente a estos nuevos desafíos. En este sentido, el 

notario continúa siendo un actor central en la producción de seguridad jurídica, pero su 

actuación en contextos telemáticos demanda herramientas, procedimientos y criterios 

capaces de garantizar accesibilidad, comprensión suficiente del acto y protección 

efectiva de derechos, especialmente cuando intervienen personas en situación de 

vulnerabilidad digital.  

Sobre la base de estos supuestos, el modelo teórico formulado en esta 

investigación permite interpretar la contratación telemática no como un simple traslado 

tecnológico de prácticas tradicionales, sino como un ámbito jurídicamente complejo, en 

el que convergen transformación digital, vulnerabilidad, actuación institucional y 

exigencias reforzadas de protección constitucional. 
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4.6 Formulación del modelo teórico 

En atención a lo expuesto en los apartados anteriores, el modelo teórico 

desarrollado en esta investigación permite comprender que la protección de los 

derechos constitucionales en la contratación telemática depende de la interacción entre 

tres elementos fundamentales: el desarrollo de los mecanismos normativos y notariales 

aplicables al entorno digital, la actuación institucional orientada a su implementación 

efectiva y las situaciones de vulnerabilidad digital que pueden afectar a determinados 

usuarios en el ejercicio de sus derechos.  

Desde esta perspectiva, el modelo explica que las deficiencias o insuficiencias 

en los mecanismos jurídicos, institucionales y notariales incrementan el riesgo de 

afectación de derechos fundamentales, en la medida en que debilitan la capacidad del 

sistema para ofrecer condiciones adecuadas de accesibilidad, comprensión suficiente 

del acto, formación válida del consentimiento y tutela efectiva dentro del entorno 

telemático. Por el contrario, un desarrollo adecuado, coherente y garantista de dichos 

mecanismos fortalece la seguridad jurídica y mejora las condiciones de protección de 

las personas en situación de vulnerabilidad digital.  

Sobre esta base, el modelo teórico formulado en la presente investigación puede 

denominarse modelo de protección constitucional en contextos de vulnerabilidad digital 

en la contratación telemática. Su valor explicativo radica en mostrar que la vulnerabilidad 

digital no constituye únicamente una condición social o tecnológica, sino también una 

situación jurídicamente relevante, en la medida en que incide de forma directa en la 

eficacia y en el ejercicio real de los derechos fundamentales dentro de entornos 

telemáticos.  

En este sentido, el modelo evidencia que la contratación telemática no puede ser 

comprendida exclusivamente como una innovación técnica o una modalidad alternativa 

de contratación, sino como un espacio en el que confluyen exigencias de protección 

constitucional reforzada. La insuficiencia del marco normativo vigente en el Ecuador, 

particularmente en lo relativo a la regulación específica de la contratación telemática y 

a la actuación notarial en medios digitales, pone de manifiesto la necesidad de una 

respuesta jurídica estructural, sistemática y garantista que permita reducir las brechas 

existentes entre innovación tecnológica y tutela efectiva de derechos.  

Asimismo, el modelo permite sostener que la función notarial ocupa una posición 

estratégica dentro de esta estructura explicativa, al actuar como mecanismo institucional 

de producción de seguridad jurídica y de protección de derechos en el tránsito desde la 

contratación presencial hacia la contratación telemática. No obstante, esa función solo 
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puede desplegar plenamente su potencial garantista cuando cuenta con respaldo 

normativo suficiente, procedimientos adecuados, herramientas tecnológicas seguras y 

condiciones institucionales que hagan posible una actuación efectiva frente a 

situaciones de vulnerabilidad digital.  

Como proyección normativa de este modelo teórico, la investigación no propone 

la creación de un nuevo grupo constitucional autónomo, sino el desarrollo de una 

respuesta jurídica específica orientada a proteger a las personas en situación de 

vulnerabilidad digital dentro de los entornos telemáticos. En este marco, se justifica la 

formulación de una propuesta normativa especial que articule el Derecho Constitucional, 

la función notarial y las exigencias derivadas de la transformación digital, con el 

propósito de garantizar la tutela efectiva de derechos en escenarios de contratación 

electrónica y prestación telemática de servicios notariales.  

En consecuencia, el modelo teórico desarrollado permite comprender de manera 

integral y sistemática la interacción entre desarrollo normativo, actuación institucional 

notarial, seguridad jurídica y vulnerabilidad digital, demostrando que la protección 

efectiva de los derechos constitucionales en entornos telemáticos depende de la 

articulación adecuada de estos elementos. Esta estructura explicativa constituye el 

fundamento conceptual y metodológico del capítulo siguiente, en el que se desarrollará 

la propuesta jurídica derivada de la investigación. 
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CAPÍTULO V.  PROPUESTA O CONCRECIÓN DEL MODELO TEÓRICO  

Propuesta normativa e institucional para la protección de las personas en 

situación de vulnerabilidad digital en la contratación telemática en el Ecuador 

El presente capítulo desarrolla la propuesta derivada del modelo teórico 

formulado en el capítulo anterior, orientada al diseño de una iniciativa normativa, 

lineamientos de política pública y directrices de fortalecimiento institucional, con el 

propósito de proteger los derechos constitucionales de las personas en situación de 

vulnerabilidad digital en la contratación por medios telemáticos en el Ecuador. 

En este marco, se reconoce al notario como un actor clave en la garantía de la 

seguridad jurídica, en la medida en que su intervención puede contribuir a dotar de 

validez, eficacia y tutela reforzada a las transacciones telemáticas, especialmente 

cuando estas involucran a personas que enfrentan barreras relevantes de acceso, 

comprensión o uso de tecnologías digitales. 

5.1 Consideraciones Iniciales  

La construcción de la propuesta siguió seis etapas sucesivas: la fundamentación 

teórica, el diagnóstico del fenómeno investigado, la identificación de los aspectos 

relevantes de la propuesta, la aplicación de instrumentos de recolección de información, 

la validación de sus componentes por especialistas y la formulación final de la 

propuesta, las cuales se describen a continuación: 

Tabla 34. 
Etapas de Elaboración y Valoración de la Propuesta 

Etapa 1 Marco teórico 

Etapa 2 Diagnóstico del objeto o fenómeno de investigación 

Etapa 3 Elaboración de los aspectos a tratar en la propuesta 

Etapa 4 Aplicación de los instrumentos de recolección de la información 

Etapa 5 Validación de los aspectos a tratar en la propuesta 

Etapa 6 Elaboración de la propuesta teórica de iniciativa legislativa, 

lineamientos de política pública y estudios de investigación 

científica orientados a fortalecer la protección de los derechos 
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constitucionales de las personas en situación de vulnerabilidad 

digital en la contratación telemática en el Ecuador. 

Nota: Elaboración Propia (2023) 

5.2 Etapa 1: Marco teórico  

La primera etapa de la propuesta se sustentó en la revisión bibliográfica, 

doctrinal, normativa y jurisprudencial desarrollada en los capítulos precedentes, la cual 

permitió identificar los fundamentos constitucionales, teóricos y normativos vinculados 

con la vulnerabilidad digital, la contratación telemática y la función notarial en el 

Ecuador. Esta base teórica resultó indispensable para delimitar el problema jurídico 

investigado y para justificar la necesidad de una respuesta normativa e institucional 

orientada a la protección de derechos en entornos digitales. 

A partir de dicha revisión fue posible reconocer que la transformación digital de 

las relaciones jurídicas ha generado nuevas formas de exclusión y desventaja, que no 

siempre encuentran una respuesta suficientemente específica en el marco normativo 

vigente. En este contexto, el desarrollo teórico previo permitió comprender la 

vulnerabilidad digital como una situación jurídicamente relevante, asociada tanto a 

limitaciones de acceso a medios tecnológicos como a insuficiencias en la comprensión 

y ejercicio de derechos dentro de entornos telemáticos. Sobre esta base, también fue 

posible delimitar el papel del notario como actor institucional clave para la producción 

de seguridad jurídica y para la protección reforzada de derechos en la contratación por 

medios telemáticos. 

Asimismo, el marco teórico permitió integrar antecedentes históricos, 

doctrinales y comparados sobre la expansión de los entornos digitales y su impacto 

en personas que enfrentan barreras materiales, cognitivas, económicas, etarias o 

territoriales para el uso de tecnologías. De igual manera, el análisis del marco 

normativo y constitucional permitió identificar los derechos fundamentales 

comprometidos en la contratación telemática, así como la relación existente entre 

acceso a TIC, igualdad material, no discriminación, libertad de contratación y 

seguridad jurídica. Esta sistematización proporcionó el soporte conceptual necesario 

para orientar la propuesta formulada en el presente capítulo. 

En el plano jurisprudencial, el análisis de la Sentencia No. 832-20-JP/219 

aportó un criterio relevante para la construcción de la propuesta, en la medida en que 

 
9 La Sentencia No. 832-20-JP/21 examinó la vulneración de derechos de una persona adulta mayor con 
discapacidad en el contexto de una escritura pública, destacando la obligación de adoptar medidas 
reforzadas de protección y accesibilidad frente a situaciones de desventaja. 
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resalta la necesidad de adecuar la prestación de servicios jurídicos a las condiciones 

de personas que requieren protección reforzada. Este precedente resulta 

especialmente significativo para la presente investigación, ya que evidencia que la 

actuación notarial no puede desarrollarse de manera indiferenciada cuando 

intervienen personas que enfrentan situaciones de desventaja, sino que debe 

incorporar medidas que aseguren accesibilidad, comprensión y protección efectiva de 

derechos. En este sentido, la orientación jurisprudencial refuerza la necesidad de una 

respuesta normativa específica para la contratación telemática cuando esta involucra 

a personas en situación de vulnerabilidad digital. 

En consecuencia, la etapa de fundamentación teórica no solo permitió 

consolidar las bases conceptuales de la investigación, sino también justificar la 

pertinencia de una propuesta normativa e institucional orientada a fortalecer la 

protección de derechos en la contratación telemática, reconociendo la especial 

relevancia de la función notarial dentro de este proceso. 

5.3 Etapa 2: Diagnóstico del objeto o fenómeno de investigación 

  En esta segunda etapa, la propuesta se sustentó en el diagnóstico del 

problema desarrollado a partir de un enfoque metodológico mixto, que permitió integrar 

evidencia cuantitativa y cualitativa sobre la contratación telemática, la función notarial 

y la protección de derechos en entornos digitales. El componente cuantitativo facilitó 

la recopilación y análisis de datos obtenidos mediante encuestas aplicadas al personal 

de notarías, mientras que el componente cualitativo permitió interpretar opiniones, 

experiencias y criterios especializados recogidos a través de entrevistas. Esta 

articulación metodológica proporcionó una comprensión más amplia del fenómeno 

investigado y de sus implicaciones jurídicas e institucionales. 

La combinación de ambos enfoques hizo posible identificar, desde la práctica, 

los principales desafíos que enfrenta la contratación telemática en relación con la 

protección de derechos y con el ejercicio de la función notarial en entornos digitales, 

especialmente cuando intervienen personas en situación de vulnerabilidad digital. En 

este sentido, el diagnóstico permitió evidenciar limitaciones vinculadas con la 

capacitación institucional, la accesibilidad tecnológica, la comprensión de los 

procedimientos telemáticos y la suficiencia del marco normativo para responder a 

nuevas formas de exclusión derivadas del uso de tecnologías. 

Asimismo, el enfoque mixto permitió estructurar la aplicación de técnicas e 

instrumentos de recolección de información en dos fases complementarias. La primera 

consistió en la elaboración de los instrumentos —esto es, el cuestionario de encuesta 
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y la guía de entrevista—, con el propósito de asegurar que las preguntas formuladas 

respondieran de manera adecuada a los objetivos de la investigación y permitieran 

obtener información empírica significativa, tanto en el plano cuantitativo como en el 

cualitativo. 

En el componente cuantitativo se elaboró un cuestionario de 30 preguntas 

cerradas, aplicado al personal de una muestra de 33 notarías del Distrito Metropolitano 

de Quito, lo que permitió obtener información sistemática sobre la implementación del 

servicio telemático, la capacitación institucional, la percepción sobre seguridad jurídica 

y la protección de derechos en el entorno digital. Por su parte, en el componente 

cualitativo se elaboró una guía de 5 preguntas dirigidas a 12 especialistas del ámbito 

jurídico y notarial —entre ellos abogados, jueces y notarios—, orientadas a recoger 

criterios expertos sobre el uso de firmas electrónicas, la contratación electrónica y la 

utilización de herramientas tecnológicas dentro del contexto de la investigación. 

En consecuencia, esta etapa permitió consolidar un diagnóstico empírico del 

fenómeno investigado y aportar la base fáctica sobre la cual se formula la propuesta 

desarrollada en el presente capítulo. La relevancia de este diagnóstico radica en que 

no solo evidenció problemas estructurales de implementación y acceso, sino que 

también permitió justificar la necesidad de una respuesta normativa e institucional 

orientada a fortalecer la protección de derechos en la contratación telemática y en la 

actuación notarial digital.   

5.4 Etapa 3: Elaboración de los aspectos a tratar en la propuesta 

La determinación de los aspectos que integran la propuesta fue el resultado de 

la articulación entre el análisis documental, la observación del fenómeno investigado 

y la revisión de la evidencia empírica obtenida a lo largo de la investigación. Esta etapa 

permitió identificar los componentes sustanciales que debían ser abordados en la 

propuesta normativa e institucional, tomando en consideración tanto las insuficiencias 

del marco jurídico vigente como las necesidades de protección advertidas en la 

práctica de la contratación telemática. 

A partir de ello, se establecieron como ejes centrales de la propuesta los 

siguientes aspectos: la necesidad de una regulación más específica para la protección 

de las personas en situación de vulnerabilidad digital; la garantía de los derechos 

constitucionales comprometidos en la contratación por medios telemáticos; la 

delimitación conceptual de la vulnerabilidad digital como situación jurídicamente 

relevante; la capacitación en contratación telemática y en entornos digitales; la 
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seguridad jurídica de las transacciones realizadas por medios electrónicos; y el rol del 

notario como garante de derechos dentro de estos procedimientos. 

Asimismo, se consideró necesario incorporar dentro del análisis la atención 

prioritaria y diferenciada que puede requerirse en determinados casos, así como la 

posibilidad de intervención de otros actores institucionales de apoyo, siempre que su 

participación no desplace la función propia del notario ni debilite las garantías de 

legalidad, autenticidad y control jurídico que caracterizan al servicio notarial. En este 

sentido, la propuesta no se limita a plantear ajustes normativos aislados, sino que 

procura articular dimensiones jurídicas, institucionales y operativas orientadas a 

fortalecer la protección de derechos en la contratación telemática. 

En consecuencia, esta etapa permitió definir los contenidos sustantivos sobre 

los cuales se estructuró la propuesta desarrollada en el presente capítulo, asegurando 

su coherencia con los hallazgos empíricos, con el modelo teórico formulado y con la 

necesidad de una respuesta jurídica específica frente a las situaciones de 

vulnerabilidad digital identificadas en la investigación. 

5.5 Etapa 4: Aplicación de los instrumentos de recolección de la información 

La aplicación de las entrevistas y encuestas permitió contrastar los elementos 

teóricos previamente identificados con la experiencia práctica de los actores 

involucrados en la contratación telemática y en la prestación del servicio notarial. La 

información obtenida fue organizada, sistematizada, codificada y analizada con el 

propósito de identificar coincidencias, prioridades y necesidades concretas 

relacionadas con la protección de derechos en entornos digitales, particularmente 

respecto de las personas en situación de vulnerabilidad digital. 

Esta etapa resultó fundamental para consolidar los componentes sustantivos 

de la propuesta y verificar su pertinencia desde una perspectiva empírica. En efecto, 

el cruce entre la evidencia obtenida mediante los instrumentos de investigación y el 

desarrollo teórico del estudio permitió confirmar que las dificultades advertidas no eran 

meramente hipotéticas o doctrinales, sino que respondían a problemas efectivamente 

percibidos y experimentados dentro de la práctica notarial y jurídica. 

A partir de la información recopilada, se reafirmaron como aspectos centrales 

de la propuesta los siguientes: la necesidad de una regulación más específica 

orientada a la protección de las personas en situación de vulnerabilidad digital; la 

delimitación conceptual de la vulnerabilidad digital como situación jurídicamente 

relevante; la garantía de los derechos constitucionales comprometidos en la 

contratación telemática; la capacitación en transacciones telemáticas y en 
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herramientas digitales; el fortalecimiento de la seguridad jurídica; la reformulación o 

ajuste de políticas públicas vinculadas con inclusión y acceso digital; y el rol del notario 

como garante de derechos dentro de las transacciones telemáticas. 

Asimismo, la evidencia empírica permitió advertir la conveniencia de analizar 

la posible participación complementaria de otros actores institucionales de apoyo en 

determinados procedimientos telemáticos, siempre que dicha intervención no 

sustituya ni desplace la función propia del notario, ni debilite las garantías de legalidad, 

autenticidad y control jurídico inherentes al servicio notarial. 

En consecuencia, esta etapa permitió dotar a la propuesta de una base 

empírica suficiente, al confirmar que los contenidos seleccionados responden a 

necesidades reales identificadas en la investigación y no únicamente a formulaciones 

teóricas abstractas. 

5.6 Etapa 5: Validación de los aspectos a tratar en la propuesta 

En esta etapa de la investigación se evaluaron las opiniones de especialistas 

respecto de los componentes que debían integrarse en la propuesta normativa e 

institucional derivada del modelo teórico. Para ello, se empleó la técnica de grupo 

nominal y, como herramienta de validación estadística, el coeficiente de concordancia 

de Kendall, con el propósito de determinar el grado de acuerdo existente entre los 

especialistas en relación con la pertinencia de los aspectos identificados previamente.  

Estas herramientas permitieron examinar si existía un nivel suficiente de 

consenso respecto de los contenidos propuestos, tomando como base tanto la revisión 

bibliográfica y normativa desarrollada en la investigación como los resultados obtenidos 

mediante las entrevistas. A través de la técnica de grupo nominal se buscó establecer 

el grado de aceptación de cada uno de los aspectos considerados relevantes para la 

propuesta, mientras que el coeficiente de Kendall permitió valorar la consistencia del 

acuerdo alcanzado entre los especialistas. Conforme a la regla de decisión adoptada, 

se consideró que un aspecto podía ser aceptado e incorporado a la propuesta cuando 

alcanzara o superara un nivel de consenso del 75%, de acuerdo con el criterio señalado 

por Olaz y Ortiz (2021).  

Es importante precisar que la presente etapa de validación fue desarrollada con 

11 especialistas, mientras que la fase previa de entrevistas cualitativas comprendió 12 

participantes. Esta diferencia obedece a que ambos momentos respondieron a 

finalidades metodológicas distintas dentro de la investigación, por lo que no era 

necesario que coincidiera el mismo número de intervinientes. 
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El coeficiente de Kendall mide la concordancia entre valoraciones ordinales 

realizadas por varios especialistas respecto de una misma serie de elementos. Su valor 

oscila entre 0 y +1, donde un valor más alto expresa un mayor nivel de acuerdo. Según 

Olaz y Ortiz (2021), valores próximos a 0.9 pueden considerarse muy buenos, en tanto 

reflejan consistencia en los criterios utilizados por los especialistas al evaluar los 

aspectos propuestos. En esta investigación, la validación permitió identificar cuáles 

contenidos alcanzaban un nivel suficiente de aceptación para ser incorporados como 

componentes centrales de la propuesta final. 
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Tabla 35. 
Aspectos propuestos para tratar en propuesta 

“Propuesta teórica de iniciativa legislativa, políticas públicas y estudios de investigación científica que fortalezcan la protección de los 

derechos constitucionales de las personas en situación de vulnerabilidad digital en el contexto de la contratación telemática en el Ecuador, 

considerando el rol del notario en la garantía de la seguridad jurídica en transacciones telemáticas”. 

Aspectos Propuestos E1 E2 E3 E4 E5 E6 E7 E8 E9 E10 E11 
Votación 
entre 4/5 

Coeficiente 
de consenso 

Necesidad de normativas más específicas para la protección de 

las personas en situación de vulnerabilidad digital 
5 5 5 5 5 5 4 5 4 5 4 52 94,55 

Rol del Notario en transacciones telemáticas respecto de 

personas en situación de vulnerabilidad digital 
5 4 3 5 5 3 3 5 5 4 4 46 83,64 

Derechos constitucionales 5 5 5 5 5 5 4 5 4 3 5 51 92,73 

Delimitación conceptual de la vulnerabilidad digital 5 4 5 3 5 2 3 5 4 4 5 45 81,82 

Atención especializada o reforzada 5 2 4 5 5 1 5 5 4 5 1 42 76,36 

Capacitación en transacciones telemáticas 4 5 4 4 4 5 4 5 5 4 5 49 89,09 
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1.       Muy en desacuerdo  

2.       En desacuerdo 

3.       Indeciso 

4.       De acuerdo 

5.       Muy de acuerdo 

 

Seguridad jurídica 5 3 5 3 3 4 4 4 5 5 4 45 81,82 

Intervención de otro funcionario distinto del notario en 

transacciones telemáticas 
1 3 3 4 2 4 2 4 3 3 3 32 58,18 
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En función de los resultados obtenidos, se evidencia que alcanzaron el umbral 

mínimo de consenso los siguientes aspectos: la necesidad de una regulación más 

específica orientada a la protección de las personas en situación de vulnerabilidad digital; 

el rol del notario en la contratación telemática; la protección de los derechos constitucionales 

involucrados; la delimitación conceptual de la vulnerabilidad digital; la atención 

especializada o reforzada en determinados supuestos; la capacitación en transacciones 

telemáticas; y la seguridad jurídica. Todos estos componentes superaron el nivel de 

aceptación previamente definido, por lo que se consideraron pertinentes para integrar la 

propuesta final.  

Por el contrario, el aspecto relativo a la intervención de un funcionario distinto del 

notario en las transacciones telemáticas no alcanzó el umbral mínimo de consenso, razón 

por la cual no fue incorporado como componente central de la propuesta. Este resultado es 

metodológicamente relevante, pues sugiere que, desde la valoración de los especialistas, 

la protección de derechos y la garantía de seguridad jurídica en la contratación telemática 

deben seguir concentrándose de manera principal en la función notarial, sin desplazar su 

rol hacia otros actores que no cuentan con la misma posición institucional ni con la misma 

competencia jurídica dentro del sistema.  

En consecuencia, esta etapa permitió validar empíricamente los contenidos 

esenciales de la propuesta y depurar aquellos aspectos que no contaban con respaldo 

suficiente entre los especialistas. De este modo, la formulación final de la propuesta no solo 

se apoya en el desarrollo teórico y en el diagnóstico empírico de la investigación, sino 

también en un proceso de validación técnica orientado a asegurar la pertinencia y 

consistencia de sus componentes.  

5.7 Etapa 6: Elaboración de la propuesta: 

“Propuesta teórica de iniciativa legislativa, lineamientos de política pública y 
estudios de investigación científica orientados a fortalecer la protección de los 
derechos constitucionales de las personas en situación de vulnerabilidad digital en 
el contexto de la contratación telemática en el Ecuador, reconociendo el rol del 
notario en la garantía de la seguridad jurídica en transacciones telemáticas”. 

5.7.1 Justificación de la Propuesta 

La transformación digital ha modificado de manera sustancial la forma en que se 

celebran actos y contratos, convirtiendo a la contratación telemática en una modalidad cada 

vez más relevante dentro de la vida jurídica contemporánea. No obstante, este proceso no 

ha beneficiado de manera uniforme a todos los sectores sociales, pues persisten personas 

que enfrentan barreras materiales, cognitivas, económicas, territoriales o formativas para 
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acceder, comprender y utilizar adecuadamente las tecnologías digitales en el ejercicio de 

sus derechos.  

En el contexto ecuatoriano, esta situación adquiere especial relevancia cuando se 

trata de actos y contratos con intervención notarial, en los que la seguridad jurídica no 

depende únicamente de la verificación formal de requisitos, sino también de la garantía 

efectiva de la identidad, la capacidad, la comprensión suficiente del acto y la formación 

válida del consentimiento de los comparecientes. En entornos telemáticos, estas exigencias 

se intensifican, especialmente cuando intervienen personas en situación de vulnerabilidad 

digital, respecto de las cuales la digitalización puede operar simultáneamente como una 

oportunidad de acceso y como una fuente de nuevas formas de exclusión.  

La presente propuesta se justifica, por tanto, en la necesidad de fortalecer la 

respuesta normativa e institucional frente a los riesgos y desigualdades que emergen en el 

entorno digital, mediante la articulación de una iniciativa legislativa, lineamientos de política 

pública y directrices de fortalecimiento institucional orientadas a garantizar accesibilidad, 

inclusión, seguridad jurídica y protección reforzada en la contratación telemática. En este 

marco, la propuesta reconoce que la innovación tecnológica no puede desarrollarse al 

margen de los principios constitucionales de igualdad material, dignidad humana, no 

discriminación y tutela efectiva de derechos.  

Asimismo, la propuesta encuentra sustento en los hallazgos teóricos y empíricos de 

la investigación, los cuales evidenciaron limitaciones en el desarrollo normativo vigente, en 

la capacitación institucional, en la implementación del servicio notarial telemático y en las 

condiciones de acceso y comprensión del entorno digital por parte de determinados 

usuarios. En consecuencia, se plantea la necesidad de una respuesta específica que 

permita traducir el reconocimiento constitucional de derechos en mecanismos efectivos de 

protección dentro de la contratación por medios telemáticos.  

Desde esta perspectiva, la justificación de la propuesta no radica únicamente en la 

conveniencia de regular nuevas dinámicas tecnológicas, sino en la necesidad de asegurar 

que la transformación digital del servicio notarial y de la contratación telemática se 

desarrolle bajo parámetros compatibles con la seguridad jurídica y con la protección efectiva 

de las personas en situación de vulnerabilidad digital. De este modo, la propuesta se 

presenta como una concreción normativa e institucional del modelo teórico formulado en el 

capítulo anterior y como una respuesta jurídica orientada a cerrar la brecha entre innovación 

tecnológica y garantía de derechos fundamentales. 
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5.7.2 Objetivo de la Propuesta 

Diseñar una propuesta normativa e institucional orientada a fortalecer la protección 

de los derechos constitucionales de las personas en situación de vulnerabilidad digital en 

la contratación telemática en el Ecuador, reconociendo el rol del notario como garante de 

la seguridad jurídica. 

5.7.3 Destinatarios  

La propuesta está dirigida, de manera directa, a las personas en situación de 

vulnerabilidad digital que participan o podrían participar en procesos de contratación 

telemática en el Ecuador, en la medida en que son quienes enfrentan con mayor intensidad 

barreras de acceso, comprensión y uso de tecnologías dentro del ejercicio de sus derechos. 

De manera indirecta, la propuesta también se dirige a los notarios y al personal 

notarial, en tanto actores institucionales llamados a aplicar mecanismos de protección 

reforzada y a garantizar condiciones de seguridad jurídica en la contratación por medios 

telemáticos. Asimismo, comprende a los órganos de regulación y control, así como a las 

instituciones responsables del diseño e implementación de políticas públicas vinculadas con 

acceso digital, inclusión, justicia, seguridad jurídica y protección de derechos en entornos 

tecnológicos. 

En este sentido, la propuesta posee un alcance no solo protector respecto de los 

usuarios que se encuentran en situación de vulnerabilidad digital, sino también orientador 

para las instituciones y operadores jurídicos que intervienen en la prestación, regulación y 

fortalecimiento del servicio notarial telemático en el Ecuador. 

5.7.4 Métodos utilizados  

La elaboración de la propuesta se sustentó en un enfoque metodológico mixto, 

complementado con métodos teóricos y empíricos que permitieron articular el desarrollo 

doctrinal y normativo con la evidencia obtenida en el trabajo de campo. En el plano teórico se 

emplearon principalmente el método analítico-sintético y una perspectiva dogmático-jurídica, 

orientados al examen del marco constitucional, legal y notarial aplicable al objeto de estudio. 

En el plano empírico se recurrió al análisis documental, las entrevistas, las encuestas y la 

validación de la propuesta mediante la técnica de grupo nominal y el coeficiente de 

concordancia de Kendall.  

Asimismo, en la interpretación de los hallazgos se utilizó una lógica inductiva de 

razonamiento, a fin de construir conclusiones generales a partir de la información empírica 

recopilada. 
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La combinación de estos métodos permitió identificar, organizar, contrastar y priorizar 

los componentes de la propuesta, asegurando su coherencia con el problema investigado, 

con el modelo teórico formulado y con los hallazgos empíricos obtenidos durante la 

investigación. En este sentido, la propuesta no surge únicamente de una elaboración 

abstracta, sino de la articulación entre sustento normativo, desarrollo conceptual, experiencia 

práctica y validación técnica de sus contenidos. 

Asimismo, la representación gráfica de la propuesta permite visualizar de manera 

sintética la lógica de funcionamiento del protocolo sugerido para la protección de derechos 

en la contratación telemática, destacando la relevancia de la información previa, la verificación 

de condiciones de comparecencia, la valoración notarial de la capacidad y comprensión del 

acto, y la emisión final del instrumento correspondiente dentro de un marco de seguridad 

jurídica y protección reforzada. 

Gráfico 35. 
Esquema del protocolo propuesto de atención y prevención de vulneración de derechos en 

la contratación telemática 

 

Nota:  Elaboración Propia (2023) 
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5.7.5 Propuesta operativa de actuación notarial en entornos telemáticos 

La propuesta operativa se estructura en una secuencia de intervención notarial 

orientada a garantizar la protección reforzada de los derechos constitucionales de las 

personas en situación de vulnerabilidad digital dentro de la contratación telemática. Su 

finalidad es traducir los fundamentos normativos, conceptuales y empíricos desarrollados en 

la investigación en un esquema funcional de aplicación práctica, que permita orientar la 

actuación notarial en entornos digitales bajo criterios de accesibilidad, seguridad jurídica, 

comprensión suficiente del acto y tutela efectiva de derechos. 

En coherencia con el modelo teórico formulado en la presente tesis, la propuesta parte 

de la comprensión de la vulnerabilidad digital como una situación de desventaja jurídicamente 

relevante, que puede afectar a determinadas personas en el acceso, uso, comprensión o 

aprovechamiento de tecnologías digitales dentro del ejercicio de sus derechos. Esta situación 

no se limita a la falta de conectividad o de dispositivos tecnológicos, sino que comprende 

también dificultades de alfabetización digital, barreras de comprensión de procedimientos 

telemáticos y mayores riesgos de exclusión o afectación de derechos en escenarios de 

contratación electrónica. Sobre esta base, la propuesta operativa busca ofrecer criterios 

concretos de actuación notarial frente a tales situaciones, reconociendo la especial relevancia 

de la función notarial en la garantía de la seguridad jurídica. 

Pasos previos: capacitación institucional 

Previamente a la atención de las personas usuarias, tanto la notaria o el notario como 

el personal de la notaría deberán participar en jornadas periódicas de capacitación 

programadas institucionalmente. Se recomienda que estas jornadas se desarrollen con una 

frecuencia mínima bimestral, sin perjuicio de que cada notaría pueda establecer una 

periodicidad mayor según sus necesidades operativas y el nivel de implementación del 

servicio telemático.  

Estas jornadas de capacitación constituyen una condición previa e indispensable para 

el adecuado desarrollo de la función notarial en entornos telemáticos. Su contenido deberá 

comprender, al menos, los trámites y actuaciones que pueden realizarse por medios 

telemáticos, el uso adecuado de firma electrónica, la verificación de identidad en contextos 

digitales, la protección de datos personales, la seguridad de la información, la atención 

prioritaria y diferenciada, y la identificación de situaciones de vulnerabilidad digital que puedan 

incidir en la formación del consentimiento y en el acceso efectivo al servicio.  

Asimismo, la capacitación deberá incluir herramientas para la atención adecuada de 

personas que puedan requerir apoyo adicional durante el procedimiento telemático, 

incluyendo la posibilidad de asistencia por parte de una persona de confianza —como un 
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familiar, hijo, cónyuge u otra persona libremente designada por la compareciente o el 

compareciente—, siempre que dicha asistencia no sustituya la voluntad de la persona usuaria 

ni interfiera con la función de control jurídico que corresponde exclusivamente al notario. En 

este sentido, la capacitación no debe limitarse a aspectos técnicos, sino incorporar también 

componentes éticos, jurídicos y procedimentales orientados a garantizar una actuación 

notarial reforzada y compatible con los principios constitucionales de igualdad material, 

dignidad humana y seguridad jurídica. 

En consecuencia, los pasos previos de capacitación institucional constituyen el 

presupuesto operativo de la propuesta, en la medida en que permiten que la actuación notarial 

en entornos telemáticos no se reduzca a la utilización de herramientas tecnológicas, sino que 

se desarrolle dentro de un marco de preparación técnica, sensibilidad jurídica y protección 

efectiva de derechos. 

Paso 1. – Determinación de la modalidad de atención: En esta fase, la persona 

usuaria define la modalidad de atención notarial mediante la cual desea ser atendida, 

pudiendo optar entre la modalidad presencial, la modalidad telemática o, de ser procedente, 

una modalidad mixta. Esta elección debe realizarse una vez que la persona haya recibido 

información suficiente, clara y comprensible sobre las características, requisitos, ventajas, 

límites y efectos de cada modalidad de prestación del servicio notarial.  

Para garantizar una decisión informada, la notaría deberá contar con mecanismos 

adecuados de orientación, tales como material informativo, canales de atención presencial y 

electrónica, así como personal capacitado para absolver dudas y explicar el desarrollo del 

procedimiento en cada modalidad. Esta información deberá proporcionarse de manera 

accesible y adecuada a las condiciones de la persona usuaria, especialmente cuando existan 

indicios de una posible situación de vulnerabilidad digital. 

Si la persona usuaria opta por la modalidad presencial, se seguirá el procedimiento 

ordinario correspondiente. En cambio, si escoge la modalidad telemática o la modalidad 

mixta, se continuará con el siguiente paso de la propuesta operativa, a fin de verificar las 

condiciones necesarias para la comparecencia y la suscripción del acto o contrato en entorno 

digital.  

Paso 2. – Servicio telemático - Modalidad de Firma del Documento: Una vez que 

la persona usuaria haya optado por la modalidad telemática o por la modalidad mixta, la 

notaría deberá verificar las condiciones necesarias para la suscripción válida del acto o 

contrato. En principio, cuando la comparecencia se realice íntegramente en línea, las partes 

deberán contar con firma electrónica válida en el Ecuador, así como con los medios técnicos 
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indispensables para intervenir en el procedimiento telemático de manera segura, continua y 

comprensible. 

No obstante, cuando una de las personas comparecientes no pueda suscribir 

electrónicamente el instrumento por razones técnicas, de accesibilidad, comprensión del 

entorno digital o por encontrarse en situación de vulnerabilidad digital, la formalización del 

acto o contrato podrá realizarse mediante alguna de las siguientes alternativas, según 

corresponda al caso concreto y siempre bajo control de la notaria o del notario. 

La primera alternativa consiste en la firma a ruego por parte de un testigo, siempre 

que la persona comparezca físicamente ante la notaria o el notario, exprese de manera libre 

e informada su voluntad y se cumplan las demás exigencias legales aplicables. En este 

supuesto, la intervención del testigo tendrá carácter estrictamente instrumental y no podrá 

sustituir la valoración directa que corresponde realizar a la autoridad notarial sobre la 

identidad, capacidad, libertad y comprensión de la persona compareciente. 

La segunda alternativa consiste en la suscripción en modalidad mixta, aplicable 

cuando una o varias personas comparezcan en línea con firma electrónica válida en el 

Ecuador, mientras otra u otras comparezcan de manera presencial ante la notaria o el notario 

y suscriban físicamente el instrumento. En este caso, el acto o contrato podrá constar en 

soporte electrónico y en soporte físico, conservando en todo momento la unidad documental 

del acto o contrato. Esto implica que ambos soportes formarán parte de un mismo instrumento 

jurídico y producirán efectos de manera conjunta, siempre que exista correspondencia 

material entre su contenido y se cumplan las formalidades legales aplicables. 

Asimismo, cuando la persona usuaria requiera apoyo para desenvolverse en el 

entorno digital, podrá estar asistida por una persona de confianza —como un familiar, hijo, 

cónyuge u otra persona libremente designada—, cuya intervención tendrá carácter 

exclusivamente auxiliar. Esta asistencia no podrá sustituir la voluntad de la compareciente o 

del compareciente, ni reemplazar la función de control jurídico que corresponde a la notaria 

o al notario. 

En consecuencia, este paso tiene por finalidad asegurar que la forma de 

comparecencia y de suscripción del instrumento sea compatible con las condiciones reales 

de la persona usuaria, sin que la exigencia tecnológica se convierta en una barrera para el 

acceso al servicio ni en una afectación a la seguridad jurídica del acto. 

Paso 3. – Rol del Notario: Antes de la celebración del acto o contrato, la notaria o el 

notario deberá mantener una comunicación directa con las personas comparecientes, ya sea 

por medios telemáticos o de manera presencial, según la modalidad de atención 

seleccionada. En esta fase, corresponde a la autoridad notarial proporcionar información 
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suficiente, adecuada, veraz y comprensible sobre el contenido, alcance, efectos y 

consecuencias jurídicas del acto o contrato que se pretende celebrar, a fin de asegurar que 

las personas intervinientes conozcan de manera real el significado de su declaración de 

voluntad.  

Como parte de esta intervención, la notaria o el notario deberá verificar, de forma 

personal y directa, la capacidad, la libertad con la que comparecen las partes y el grado de 

comprensión que tienen respecto del objeto, alcance y resultado del acto o contrato. Para 

ello, podrá apoyarse en un formulario o instrumento de verificación previamente diseñado por 

la notaría, siempre que dicho recurso tenga carácter auxiliar y no sustituya la valoración 

jurídica inmediata que corresponde a la autoridad notarial. 

Cuando intervenga una persona en situación de vulnerabilidad digital, esta verificación 

deberá realizarse con especial cuidado, a fin de constatar que la utilización de medios 

telemáticos no afecte la formación libre e informada del consentimiento ni limite la 

comprensión efectiva del procedimiento. En estos casos, la existencia de apoyo por parte de 

una persona de confianza no releva a la notaria o al notario de su deber de constatar 

personalmente que la voluntad expresada corresponde auténticamente a la compareciente o 

al compareciente y que no existen presiones, confusión o dependencia indebida.  

Toda esta actuación se desarrollará conforme al principio de legalidad y en 

observancia de los artículos 27 y 28 de la Ley Notarial, que orientan la función notarial hacia 

la verificación de los presupuestos de validez del acto jurídico y hacia la protección de la 

voluntad de las partes. En consecuencia, este paso constituye el núcleo garantista de la 

propuesta operativa, en la medida en que permite que la intervención notarial en entornos 

telemáticos no se limite a una formalidad técnica, sino que opere como un verdadero 

mecanismo de tutela de derechos y de producción de seguridad jurídica. 

 Paso 4. – Celebración del acto Jurídico: La celebración del acto o contrato podrá 

realizarse por modalidad íntegramente telemática o por modalidad mixta, según las 

condiciones previamente verificadas por la notaria o el notario. En ambos supuestos, la 

actuación deberá desarrollarse de manera que se garantice la identidad de las partes, la 

autenticidad del instrumento, la libertad del consentimiento y la seguridad jurídica del acto. 

Cuando la celebración se realice de forma íntegramente telemática, el instrumento 

contendrá las firmas electrónicas de las personas comparecientes que intervengan en línea 

y de la notaria o del notario, conforme a la normativa aplicable. 

Cuando la celebración del acto o contrato se desarrolle bajo modalidad mixta, una o 

varias personas podrán comparecer en línea con firma electrónica válida en el Ecuador, 

mientras otra u otras lo harán de manera presencial ante la notaria o el notario. En este caso, 
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el acto podrá constar en soporte electrónico y en soporte físico, manteniéndose en todo 

momento la unidad documental del acto o contrato, de modo que ambos soportes integren 

un mismo instrumento jurídico y produzcan efectos de manera conjunta, siempre que exista 

correspondencia material entre ellos y se cumplan las formalidades legales aplicables. 

Si una persona compareciente presencial en situación de vulnerabilidad digital no 

puede suscribir electrónicamente el instrumento, podrán aplicarse las alternativas 

previamente determinadas: la firma a ruego por parte de un testigo, cuando corresponda 

legalmente, o la suscripción en soporte mixto, según las condiciones concretas del caso. En 

cualquiera de estas hipótesis, la comparecencia física ante la autoridad notarial será 

indispensable para la verificación de la voluntad, la capacidad y la comprensión suficiente del 

acto o contrato. 

En consecuencia, este paso tiene por objeto formalizar el acto jurídico dentro de un 

esquema compatible con la realidad tecnológica y personal de las partes intervinientes, 

asegurando que la modalidad de celebración no reduzca las garantías propias de la función 

notarial ni afecte la protección de los derechos de las personas en situación de vulnerabilidad 

digital. 

Paso 5. – Otorgamiento de las copias del acto o contrato en formato digital o 
físico a elección de los comparecientes:   En este punto, a los comparecientes se les 

entrega copias del acto o contrato firmado ya sea de manera digital o física a petición de las 

partes. 

5.7.6 Representación gráfica del modelo 

A continuación, se presenta el diagrama de flujo del modelo propuesto de actuación 

notarial en entornos telemáticos, el cual sistematiza las distintas rutas de prestación del 

servicio —presencial, telemática y mixta— e incorpora mecanismos diferenciados de 

protección para las personas en situación de vulnerabilidad digital. 

El modelo integra decisiones operativas, verificación de identidad, valoración de 

voluntad y comprensión, así como mecanismos de intervención reforzada, permitiendo 

articular la actuación presencial y la telemática dentro de un mismo esquema de seguridad 

jurídica y protección efectiva de derechos en el ámbito notarial. 

  



224 

 

Gráfico 36. 
Diagrama de flujo del modelo de actuación notarial en entornos telemáticos para la 

protección de personas en situación de vulnerabilidad digital 

 

Nota: Elaboración propia. 
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5.7.7 Estrategias de fortalecimiento institucional derivadas de la propuesta 

Concluida la secuencia operativa básica de actuación notarial en entornos 

telemáticos, la presente propuesta incorpora estrategias complementarias orientadas a 

garantizar su sostenibilidad, mejora continua y proyección institucional. Estas medidas no 

forman parte del trámite notarial en sentido estricto, pero resultan necesarias para consolidar 

una cultura jurídica e institucional de protección de derechos en contextos de vulnerabilidad 

digital. En este marco, se proponen, por una parte, mecanismos de producción de 

conocimiento y sistematización de experiencias notariales; y, por otra, incentivos 

institucionales dirigidos a promover buenas prácticas en materia de inclusión y accesibilidad 

digital. 

5.7.7.1 Producción de conocimiento y sistematización de experiencias notariales 

De manera complementaria a las jornadas de capacitación institucional previstas en 

la propuesta, se recomienda que las notarías promuevan progresivamente actividades de 

investigación, registro y sistematización de experiencias relacionadas con la atención de 

personas en situación de vulnerabilidad digital dentro de la contratación telemática. Esta línea 

de acción tiene por finalidad generar conocimiento aplicado sobre las barreras que enfrentan 

las personas usuarias, las medidas de apoyo implementadas por la notaria o el notario y su 

personal, y los resultados obtenidos a partir de la adopción de mecanismos reforzados de 

protección. 

En este sentido, se propone que tanto la notaria o el notario como el personal notarial 

participen en la elaboración de insumos académicos, técnicos e institucionales, tales como 

artículos científicos, informes de sistematización, documentos de trabajo, capítulos de libro o 

materiales de difusión especializada, construidos a partir del análisis de la experiencia 

práctica acumulada en la atención de usuarios que enfrentan dificultades de acceso, 

comprensión o uso del entorno digital. Estos productos permitirán ampliar el conocimiento 

sobre las realidades que experimentan las personas en situación de vulnerabilidad digital y 

sobre la forma en que el sistema notarial puede contribuir a mejorar sus condiciones de 

contratación mediante medidas de accesibilidad, acompañamiento y tutela reforzada. 

Asimismo, esta estrategia permitirá generar evidencia útil para el perfeccionamiento 

progresivo de la propuesta normativa e institucional, en la medida en que la observación 

sistemática de la práctica notarial puede aportar insumos relevantes para identificar vacíos, 

evaluar resultados y proponer ajustes en la regulación, en los protocolos de atención y en los 

programas de capacitación. En este sentido, la investigación aplicada y la producción de 

conocimiento dejan de ser actividades accesorias y pasan a constituir herramientas 

estratégicas para el fortalecimiento de la función notarial en entornos telemáticos. 



226 

 

Como medida de seguimiento, se recomienda promover, de manera gradual, la 

producción anual de insumos académicos o técnicos por parte de las notarías, orientados a 

visibilizar experiencias, dificultades, barreras y buenas prácticas en la atención de personas 

en situación de vulnerabilidad digital dentro de la contratación telemática. Esta producción no 

debe entenderse como una obligación rígida e inmediata para todas las notarías, sino como 

una línea de fortalecimiento progresivo que permita consolidar capacidades institucionales y 

generar una cultura de mejora continua basada en evidencia. 

5.7.7.2 Incentivos para la implementación de buenas prácticas de inclusión y 
accesibilidad digital 

Una vez implementada la propuesta normativa, los lineamientos de política pública y 

las estrategias de fortalecimiento institucional derivadas de esta investigación, se recomienda 

establecer un sistema de incentivos dirigido a las notarías que participen de manera continua 

y verificable en la promoción de condiciones de inclusión, accesibilidad y protección reforzada 

para las personas en situación de vulnerabilidad digital dentro de la actividad notarial. 

Tomando en cuenta el rol estratégico de la función notarial como garantía de la 

seguridad jurídica, estos incentivos tendrían por finalidad reconocer las iniciativas 

institucionales que contribuyan a mejorar las condiciones de acceso a la contratación 

telemática, a optimizar la atención diferenciada de personas usuarias con barreras 

tecnológicas y a fortalecer la implementación de buenas prácticas de información, 

acompañamiento y accesibilidad digital. De este modo, el sistema de incentivos no se concibe 

únicamente como un mecanismo de reconocimiento simbólico, sino también como una 

herramienta para promover estándares más altos de calidad institucional en la prestación del 

servicio notarial. 

Entre las medidas de incentivo podrían contemplarse reconocimientos públicos, 

distinciones institucionales, certificaciones de buenas prácticas o mecanismos de 

visibilización de experiencias destacadas, siempre que estos instrumentos se encuentren 

sustentados en criterios objetivos, verificables y compatibles con los principios de igualdad, 

transparencia y mejora continua del servicio público notarial. La finalidad de estos incentivos 

sería estimular la adopción sostenida de prácticas orientadas a la protección de derechos, 

evitando que la inclusión digital dependa exclusivamente de esfuerzos individuales o aislados 

dentro de cada notaría. 

En consecuencia, la implementación de incentivos institucionales contribuiría a 

reforzar el compromiso del sistema notarial con la accesibilidad, la inclusión y la seguridad 

jurídica en entornos digitales, favoreciendo que la propuesta desarrollada en esta 

investigación no se limite a una formulación normativa abstracta, sino que se proyecte 
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también como una política de mejora práctica y progresiva dentro del servicio notarial 

ecuatoriano. 

5.8 Análisis costo-beneficio de la propuesta 

Desde la perspectiva del análisis económico del derecho, la propuesta puede 

evaluarse a partir de la relación entre los costos de implementación que exige y los beneficios 

jurídicos, institucionales y sociales que puede generar. Este enfoque permite valorar no solo 

su viabilidad normativa, sino también su eficiencia práctica y su utilidad dentro del sistema 

notarial ecuatoriano. 

En cuanto a los costos, la propuesta supone la necesidad de inversión en 

infraestructura tecnológica, capacitación especializada del personal notarial, adecuación de 

entornos digitales seguros, implementación de protocolos de atención diferenciada y 

fortalecimiento de mecanismos de verificación y protección de derechos en la contratación 

telemática. Estos costos iniciales pueden representar una carga operativa tanto para el 

sistema notarial como para las instituciones estatales encargadas de regulación, supervisión 

y soporte tecnológico. No obstante, tales costos deben ser entendidos como inversiones 

orientadas a corregir fallas estructurales de acceso, comprensión y seguridad en el entorno 

digital, y no como simples erogaciones administrativas. 

En este contexto, la viabilidad de la propuesta se ve fortalecida por la previsión 

institucional de recursos destinados al desarrollo de una plataforma segura para la prestación 

del servicio notarial telemático, denominada PESNOT, lo cual constituye un indicio relevante 

de factibilidad técnica y financiera para la implementación progresiva del modelo planteado. 

La existencia de asignaciones presupuestarias orientadas a este objetivo permite sostener 

que la propuesta no parte de una hipótesis abstracta, sino que se articula con procesos reales 

de modernización del servicio notarial. Este aspecto debe incorporarse en la tesis siempre 

que conste debidamente respaldado en documentación oficial. 

A ello puede añadirse, como medida de fortalecimiento e incentivo, la posibilidad de 

establecer mecanismos de compensación económica a favor de las notarías que realicen 

inversiones directamente vinculadas con la prestación del servicio notarial telemático. Entre 

estas medidas podría contemplarse que la inversión realizada en computadores u otros 

equipos puestos a disposición de las personas usuarias para facilitar la contratación 

telemática sea cubierta parcialmente por el Estado o, alternativamente, deducida del valor de 

la aportación mensual que las notarías realizan al Estado, conforme al diseño normativo y 

presupuestario que se adopte. Esta medida permitiría reducir la carga inicial de 

implementación y estimular la adecuación tecnológica de las notarías sin desnaturalizar su 

función pública.  
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Desde el lado de los beneficios, la propuesta genera ventajas significativas. En primer 

lugar, contribuye a reducir las asimetrías informativas en la contratación telemática, lo que 

disminuye el riesgo de errores, fraudes, nulidades o vicios del consentimiento. En segundo 

lugar, fortalece la seguridad jurídica preventiva, al garantizar que los actos notariales 

celebrados en entornos digitales se desarrollen bajo estándares reforzados de validez, 

autenticidad, comprensión y protección de derechos. En tercer lugar, favorece la inclusión 

efectiva de las personas en situación de vulnerabilidad digital, al remover barreras de acceso 

y establecer mecanismos específicos de acompañamiento y tutela reforzada. 

Adicionalmente, la propuesta genera beneficios de carácter institucional y sistémico, 

pues permite optimizar la eficiencia del servicio notarial, reducir ciertos costos de transacción 

asociados a la presencialidad exclusiva, fortalecer la confianza en el uso de plataformas 

digitales y mejorar la capacidad del Estado y de las notarías para responder a las nuevas 

exigencias de una sociedad digitalizada. A largo plazo, la implementación de este modelo 

puede contribuir a disminuir conflictos derivados de deficiencias en la formación del 

consentimiento o en la comprensión del acto jurídico, lo que también representa un beneficio 

económico indirecto para el sistema de justicia y para la ciudadanía. 

En consecuencia, el análisis costo-beneficio permite concluir que la propuesta no solo 

es jurídicamente viable, sino también económicamente razonable y socialmente necesaria, 

en la medida en que promueve un equilibrio entre innovación tecnológica, eficiencia 

institucional, inclusión digital y protección reforzada de derechos dentro del ámbito notarial. 

Lejos de constituir un costo improductivo, su implementación representa una inversión 

estratégica en seguridad jurídica, accesibilidad y confianza pública en la contratación 

telemática. 

5.9 Proyecto de Ley Orgánica para la Protección de las Personas en Situación de 
Vulnerabilidad Digital  

En atención al modelo teórico desarrollado en la presente investigación y a la 

necesidad de ofrecer una respuesta normativa estructural frente a la insuficiencia de los 

mecanismos jurídicos y notariales en la contratación por medios telemáticos, se propone el 

siguiente “Proyecto de Ley Orgánica para la Protección de las Personas en Situación de 

Vulnerabilidad Digital”, redactado conforme a técnica legislativa ecuatoriana y orientado a 

garantizar la protección reforzada de los derechos constitucionales, la inclusión digital y la 

seguridad jurídica en el entorno digital, con especial incidencia en la función notarial y en la 

admisión de actos jurídicos mixtos como mecanismo de tutela reforzada. Esta propuesta se 

articula con el eje central de la tesis, esto es, la protección de las personas en situación de 
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vulnerabilidad digital en la contratación por medios telemáticos en el Ecuador y el rol del 

notario como garante de la seguridad jurídica. 

PROYECTO DE LEY ORGÁNICA PARA LA PROTECCIÓN DE LAS PERSONAS 
EN SITUACIÓN DE VULNERABILIDAD DIGITAL 

LA ASAMBLEA NACIONAL 

CONSIDERANDO: 

Que el artículo 1 de la Constitución de la República del Ecuador establece que el 

Ecuador es un Estado constitucional de derechos y justicia; 

Que el artículo 11, numerales 2, 3, 5 y 8 de la Constitución de la República reconoce 

los principios de igualdad y no discriminación, de aplicación directa e inmediata de los 

derechos, de interpretación más favorable a su efectiva vigencia y de progresividad; 

Que el artículo 16, numeral 2, y el artículo 17, numeral 2, de la Constitución de la 

República del Ecuador reconocen el derecho de acceso universal a las tecnologías de la 

información y comunicación, así como la obligación estatal de promover su acceso libre, 

universal y equitativo; 

Que el artículo 35 de la Constitución de la República del Ecuador dispone que las 

personas adultas mayores, niñas, niños y adolescentes, mujeres embarazadas, personas con 

discapacidad, personas privadas de libertad y quienes adolezcan de enfermedades 

catastróficas o de alta complejidad recibirán atención prioritaria y especializada en los ámbitos 

público y privado; 

Que el artículo 66 de la Constitución de la República reconoce, entre otros, los 

derechos a la igualdad formal y material, a la intimidad, a la protección de datos personales, 

al acceso a bienes y servicios públicos y privados de calidad, y a desarrollar actividades 

económicas conforme a la ley; 

Que el artículo 75 de la Constitución garantiza el acceso gratuito a la justicia y a la 

tutela efectiva, imparcial y expedita de los derechos e intereses de las personas; 

Que el artículo 76 de la Constitución establece las garantías básicas del debido 

proceso, aplicables a toda actuación pública que pueda afectar derechos; 

Que el artículo 82 de la Constitución reconoce el derecho a la seguridad jurídica, 

fundamentado en el respeto a la Constitución y en la existencia de normas jurídicas previas, 

claras, públicas y aplicadas por las autoridades competentes; 

Que el artículo 226 de la Constitución determina que las instituciones del Estado, sus 

organismos, dependencias, las servidoras o servidores públicos y las personas que actúen 
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en virtud de una potestad estatal ejercerán solamente las competencias y facultades que les 

sean atribuidas por la Constitución y la ley; 

Que el artículo 227 de la Constitución dispone que la administración pública constituye 

un servicio a la colectividad y se rige por los principios de eficacia, eficiencia, calidad, 

jerarquía, desconcentración, coordinación, participación, planificación, transparencia y 

evaluación; 

Que el artículo 341 de la Constitución establece que el Estado generará las 

condiciones para la protección integral de sus habitantes a lo largo de sus vidas y priorizará 

su acción hacia aquellos grupos que requieran consideración especial por la persistencia de 

desigualdades, exclusión, discriminación o violencia; 

Que la presente iniciativa legislativa se sustenta, entre otros elementos, en los criterios 

desarrollados por la Defensoría del Pueblo del Ecuador, que ha señalado que la digitalización 

de los servicios públicos debe garantizar el acceso universal y la no discriminación, 

incorporando medidas de accesibilidad, asistencia y alternativas presenciales para las 

personas en situación de vulnerabilidad. Este estándar resulta fundamental para el diseño de 

un marco normativo que asegure la protección efectiva de los derechos en la contratación 

telemática; 

Que la transformación digital de la sociedad y la expansión de la contratación por 

medios telemáticos han generado nuevas formas de ejercicio de derechos, así como nuevos 

riesgos de exclusión, afectación del consentimiento informado, barreras de acceso 

tecnológico y vulneración de la seguridad jurídica; 

Que, conforme al desarrollo teórico y empírico de la presente investigación doctoral, 

se evidencia la necesidad de establecer una protección jurídica específica para las personas 

en situación de vulnerabilidad digital, mediante garantías reforzadas aplicables especialmente 

a la contratación telemática y a la actuación notarial en entornos digitales; 

Que el modelo teórico y la propuesta de la investigación se orientan a fortalecer la 

protección de los derechos constitucionales y la seguridad jurídica en las transacciones 

telemáticas notariales mediante una iniciativa legislativa específica; 

En ejercicio de las atribuciones conferidas por la Constitución de la República del 

Ecuador y la Ley Orgánica de la Función Legislativa, expide la siguiente: 
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LEY ORGÁNICA PARA LA PROTECCIÓN DE LAS PERSONAS EN SITUACIÓN DE 
VULNERABILIDAD DIGITAL 

TÍTULO I 

DISPOSICIONES PRELIMINARES 

Capítulo I 

Objeto, finalidad, ámbito y definiciones 

Art. 1.- Objeto. 

La presente ley tiene por objeto garantizar la protección efectiva de los derechos 

constitucionales de las personas en situación de vulnerabilidad digital en el entorno digital, 

regular las garantías mínimas aplicables a la contratación por medios telemáticos, establecer 

medidas reforzadas de seguridad jurídica en la actuación notarial digital, telemática o mixta, 

y asegurar condiciones de accesibilidad, comprensión, asistencia y no discriminación en las 

relaciones jurídicas desarrolladas mediante tecnologías de la información y comunicación. 

Art. 2.- Finalidad. 

La presente ley tiene las siguientes finalidades: 

1. Reconocer jurídicamente la situación de vulnerabilidad digital como supuesto 

relevante para la adopción de medidas reforzadas de protección en el entorno digital.  

2. Prevenir la exclusión digital en el ejercicio de derechos, particularmente en 

actos, contratos, procedimientos y servicios prestados por medios telemáticos.  

3. Garantizar que la transformación digital no implique disminución de derechos 

ni debilitamiento de la seguridad jurídica.  

4. Fortalecer la actuación del notario como garante de la legalidad, la fe pública, 

la comprensión del acto, la libertad del consentimiento y la seguridad jurídica en entornos 

presenciales, telemáticos o mixtos.  

5. Promover la inclusión digital, la alfabetización digital y la accesibilidad universal 

como presupuestos para el ejercicio real y no meramente formal de los derechos.  

6. Establecer medidas específicas de asistencia, apoyo y acompañamiento para 

personas con analfabetismo digital o con dificultades significativas para interactuar con 

plataformas tecnológicas.  

Art. 3.- Ámbito de aplicación. 

La presente ley es de aplicación obligatoria en todo el territorio nacional para: 
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1. Las instituciones del sector público.  

2. Las entidades del sistema financiero y de la economía popular y solidaria, en 

cuanto presten servicios o formalicen relaciones jurídicas por medios digitales.  

3. Las personas naturales o jurídicas de derecho privado que oferten, faciliten o 

administren plataformas, servicios o procedimientos digitales que produzcan efectos jurídicos.  

4. Las notarías públicas y los notarios en el ejercicio de funciones presenciales, 

telemáticas, electrónicas o mixtas.  

5. Los operadores de justicia y demás operadores jurídicos cuando intervengan 

en actuaciones relacionadas con el entorno digital.  

Art. 4.- Definiciones. 

Para efectos de esta ley se entenderá por: 

1. Situación de vulnerabilidad digital: condición en la que una persona enfrenta 

barreras relevantes de acceso, uso o comprensión de tecnologías digitales con relevancia 

jurídica, de modo que se afecta o puede afectarse el ejercicio efectivo de sus derechos en 

condiciones de igualdad material.  

2. Analfabetismo digital: condición de la persona que carece total o 

sustancialmente de habilidades, conocimientos o experiencia mínima para utilizar medios, 

plataformas o herramientas digitales de forma autónoma, segura y comprensible.  

3. Entorno digital: espacio tecnológico en el que se realizan actuaciones, 

relaciones o transacciones con relevancia jurídica mediante el uso de dispositivos, redes, 

plataformas, sistemas informáticos o medios telemáticos.  

4. Contratación por medios telemáticos: aquella en la que la formación, 

manifestación, intercambio, aceptación, perfeccionamiento o ejecución de la voluntad se 

realiza total o parcialmente a través de medios electrónicos, plataformas digitales, sistemas 

de comunicación a distancia o herramientas telemáticas.  

5. Acto jurídico mixto: aquel que combina, en una sola relación jurídica o dentro 

de una misma secuencia formativa, actos presenciales y actos telemáticos o electrónicos, sin 

afectar su unidad, validez ni eficacia jurídica.  

6. Documento en soporte mixto: instrumento jurídico que consta 

simultáneamente en soporte físico y en soporte electrónico, manteniendo la unidad 

documental del acto o contrato y produciendo efectos jurídicos de manera conjunta, siempre 

que exista correspondencia material entre ambos soportes y se cumplan las formalidades 

legales aplicables.  
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7. Persona de confianza: persona elegida libremente por quien se encuentra en 

situación de vulnerabilidad digital para brindarle apoyo técnico, funcional o comunicacional 

durante una actuación jurídica telemática o mixta, sin sustituir su voluntad ni asumir 

indebidamente su representación.  

8. Asistencia digital: medidas de apoyo técnico, humano o procedimental 

orientadas a facilitar la interacción de una persona con medios tecnológicos para la 

realización válida y eficaz de actos jurídicos.  

9. Equivalencia funcional reforzada: principio por el cual los procedimientos 

digitales o telemáticos deben ofrecer garantías equivalentes a las del entorno presencial y, 

tratándose de personas en situación de vulnerabilidad digital, deben además incorporar 

ajustes y salvaguardias reforzadas.  

Art. 5.- Naturaleza de la protección. 

La protección prevista en esta ley es de carácter reforzado, transversal, preferente y 

progresivo. Se aplicará en forma complementaria a la Constitución, a la Ley Notarial, a la Ley 

de Comercio Electrónico, Firmas Electrónicas y Mensajes de Datos, a la Ley Orgánica de 

Protección de Datos Personales y a las demás normas del ordenamiento jurídico. 

TÍTULO II 

PRINCIPIOS RECTORES 

Capítulo I 

Principios generales de aplicación e interpretación 

Art. 6.- Principio de dignidad humana digital. 

Toda interpretación y aplicación de esta ley deberá partir del reconocimiento de la 

dignidad humana de la persona en el entorno digital, evitando que la tecnología se convierta 

en un factor de exclusión, subordinación o disminución de derechos. 

Art. 7.- Principio de igualdad material y no discriminación digital. 

Las personas en situación de vulnerabilidad digital tienen derecho a recibir trato 

diferenciado, razonable y proporcional cuando ello sea necesario para garantizar la igualdad 

material en el acceso y ejercicio de derechos en el entorno digital. 

Art. 8.- Principio de accesibilidad universal. 

Toda plataforma, procedimiento o servicio digital con efectos jurídicos deberá procurar 

accesibilidad universal, lenguaje claro, comprensión suficiente, ajustes razonables y diseño 

orientado a la inclusión. 
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Art. 9.- Principio de seguridad jurídica digital. 

La utilización de medios digitales o telemáticos en actos con relevancia jurídica no 

podrá debilitar la certeza, legalidad, autenticidad, integridad, trazabilidad, publicidad cuando 

corresponda, ni la confianza legítima de las personas en el ordenamiento jurídico. 

Art. 10.- Principio de autonomía de la voluntad protegida. 

La voluntad expresada mediante medios telemáticos o electrónicos deberá ser libre, 

informada, verificable y comprensible. La tecnología no podrá sustituir ni distorsionar el 

consentimiento real de la persona. 

Art. 11.- Principio de equivalencia funcional reforzada. 

Las actuaciones telemáticas y electrónicas deberán garantizar resultados 

funcionalmente equivalentes a las actuaciones presenciales. En el caso de personas en 

situación de vulnerabilidad digital, esta equivalencia exigirá medidas reforzadas de 

comprobación, asistencia y validación. 

Art. 12.- Principio pro persona y pro accesibilidad. 

En caso de duda sobre la interpretación o aplicación de esta ley, prevalecerá la 

solución más favorable a la protección efectiva de los derechos de la persona en situación de 

vulnerabilidad digital y a la accesibilidad real del procedimiento. 

Art. 13.- Principio de neutralidad tecnológica con pertinencia constitucional. 

La ley no privilegiará una tecnología específica; sin embargo, toda herramienta 

utilizada deberá ser idónea, segura y adecuada para proteger derechos y garantizar la 

seguridad jurídica. 

Art. 14.- Principio de asistencia y apoyo. 

Ninguna persona en situación de vulnerabilidad digital será privada de realizar un acto, 

contrato o trámite con relevancia jurídica por el solo hecho de requerir asistencia humana, 

acompañamiento técnico, apoyo comunicacional o firma física complementaria. 

TÍTULO III 

GARANTÍAS MÍNIMAS Y MEDIDAS ESPECÍFICAS DE PROTECCIÓN EN EL 
ENTORNO DIGITAL 

Capítulo I 

Garantías aplicables a las personas en situación de vulnerabilidad digital 

Art. 15.- Garantía de acceso digital en condiciones de igualdad. 
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Las personas en situación de vulnerabilidad digital deberán acceder a servicios, 

plataformas, procedimientos y relaciones jurídicas digitales en condiciones de igualdad 

material, sin discriminación y con medidas de apoyo razonables, de conformidad con la 

Constitución y la ley. 

Art. 16.- Garantía de información clara y comprensión suficiente. 

Toda persona que intervenga en actos, contratos, trámites o procedimientos por 

medios telemáticos deberá recibir información clara, precisa, suficiente, accesible y 

comprensible sobre el contenido, alcance, efectos y riesgos del acto o contrato 

correspondiente, a fin de garantizar una comprensión suficiente del mismo. 

Art. 17.- Garantía reforzada del consentimiento informado digital. 

Cuando intervengan personas en situación de vulnerabilidad digital, el consentimiento 

deberá ser recabado, verificado y documentado con garantías reforzadas de comprensión, 

libertad y ausencia de coacción, de modo que la utilización de medios telemáticos no afecte 

la validez ni la autenticidad de la voluntad expresada. 

Art. 18.- Garantía de asistencia digital. 

Las personas en situación de vulnerabilidad digital podrán recibir asistencia digital, 

institucional o personal, para interactuar con plataformas tecnológicas y completar actos 

jurídicos o procedimientos con relevancia jurídica, siempre que dicha asistencia no implique 

sustitución de su voluntad ni menoscabo de su autonomía. 

Art. 19.- Garantía de elección de modalidad de comparecencia. 

Las personas en situación de vulnerabilidad digital podrán optar, según la naturaleza 

del acto y dentro del marco legal, por la modalidad presencial, telemática o mixta. Cuando las 

condiciones del caso lo requieran, la autoridad competente o el notario privilegiará la 

modalidad que ofrezca mayor tutela de derechos y seguridad jurídica. 

Art. 20.- Garantía de firma física complementaria y soporte mixto. 

Cuando una persona en situación de vulnerabilidad digital haya participado en la 

formación telemática o mixta de un acto o contrato y resulte necesario reforzar la seguridad 

jurídica, la comprensión o la validez formal del acto, podrá suscribir físicamente el instrumento 

ante el notario. Esta suscripción podrá integrarse con el soporte electrónico preexistente, 

manteniéndose la unidad documental del acto o contrato. 

Art. 21.- Garantía de asistencia por persona de confianza. 

Toda persona en situación de vulnerabilidad digital podrá ser acompañada y asistida 

por una persona de su confianza durante la formación, comparecencia, lectura, explicación, 
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aceptación o suscripción de actos o contratos telemáticos o mixtos. Esta asistencia no 

sustituirá la voluntad del titular del derecho, sin perjuicio del deber de la autoridad competente 

o del notario de verificar que el consentimiento proviene directamente de la persona 

compareciente. 

Art. 22.- Garantía de protección reforzada de datos personales. 

Los datos personales de quienes se encuentren en situación de vulnerabilidad digital 

recibirán protección reforzada, en especial cuando se trate de actuaciones notariales, 

contractuales, de identificación digital o de procedimientos con relevancia jurídica 

desarrollados mediante medios telemáticos. 

Art. 23.- Garantía de no exclusión por analfabetismo digital o barreras 
tecnológicas. 
Ninguna persona podrá ser impedida de celebrar actos jurídicos válidos ni de acceder a 

procedimientos con relevancia jurídica por carecer de habilidades digitales suficientes, 

siempre que existan medios alternativos, mixtos, asistidos o presenciales que permitan 

garantizar su voluntad, comprensión y seguridad jurídica. 

TÍTULO IV 

OBLIGACIONES DEL ESTADO Y DE LOS SUJETOS OBLIGADOS 

Capítulo I 

Obligaciones públicas y privadas 

Art. 24.- Obligación estatal de inclusión digital con enfoque de derechos. 

El Estado formulará y ejecutará políticas públicas orientadas a reducir la brecha digital, 

promover alfabetización digital, garantizar conectividad progresiva y facilitar el ejercicio de 

derechos en entornos digitales para personas en situación de vulnerabilidad digital. 

Art. 25.- Adecuación de plataformas y servicios. 

Las instituciones públicas y los sujetos obligados que presten servicios con relevancia 

jurídica por medios digitales deberán adecuar sus plataformas a criterios de accesibilidad, 

lenguaje claro, facilidad de uso, compatibilidad tecnológica y asistencia a usuarios. 

Art. 26.- Información previa obligatoria. 

Toda plataforma o procedimiento digital que produzca efectos jurídicos deberá ofrecer 

información previa sobre requisitos, etapas, consecuencias, medidas de seguridad, formas 

de validación de identidad y medios alternativos disponibles. 
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Art. 27.- Ajustes razonables y medidas reforzadas. 

Las instituciones y sujetos obligados adoptarán ajustes razonables y medidas 

reforzadas cuando los usuarios se encuentren en situación de vulnerabilidad digital, en 

especial en actuaciones relativas a patrimonio, familia, sucesiones, vivienda, seguridad 

social, salud, capacidad, representación y contratación notarial. 

Art. 28.- Prohibición de exclusión tecnológica. 

Se prohíbe imponer de manera exclusiva una vía telemática cuando ello prive, dificulte 

gravemente o torne desproporcionado el ejercicio de derechos por parte de personas en 

situación de vulnerabilidad digital. 

Art. 29.- Capacitación obligatoria. 

El Estado, por intermedio de las entidades competentes, impulsará programas de 

capacitación continua en inclusión digital, derechos fundamentales, consentimiento informado 

digital, protección de datos y atención a personas en situación de vulnerabilidad digital 

dirigidos a notarios, servidores públicos y operadores jurídicos. 

Art. 30.- Responsabilidad por omisión de garantías. 

La omisión de medidas de protección reforzada, asistencia o validación suficiente 

cuando sean legalmente exigibles generará las responsabilidades administrativas, civiles o 

penales a que hubiere lugar, de conformidad con la ley. 

TÍTULO V 

RÉGIMEN DE LA CONTRATACIÓN POR MEDIOS TELEMÁTICOS Y ACTOS 
JURÍDICOS MIXTOS 

Capítulo I 

Reglas generales de validez y protección 

Art. 31.- Validez de la contratación telemática. 

Los actos y contratos celebrados por medios telemáticos tendrán plena validez 

jurídica, siempre que reúnan los requisitos de existencia y validez previstos en la Constitución 

y la ley, así como las garantías especiales establecidas en esta ley cuando intervengan 

personas en situación de vulnerabilidad digital. 

Art. 32.- Garantías mínimas de la contratación telemática. 

Toda contratación telemática deberá asegurar, al menos: 

1. Identificación suficiente de las partes.  
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2. Integridad del documento o contenido negocial.  

3. Comprensión suficiente del acto.  

4. Libertad del consentimiento.  

5. Registro de la manifestación de voluntad.  

6. Posibilidad de prueba posterior.  

7. Medidas razonables de accesibilidad y asistencia.  

Art. 33.- Reconocimiento legal de los actos jurídicos mixtos. 

Se reconocen los actos jurídicos mixtos como modalidad válida de formación, 

otorgamiento, perfeccionamiento o ejecución de relaciones jurídicas, cuando combinen fases 

presenciales y telemáticas o electrónicas, siempre que se garantice la unidad del acto, la 

autenticidad de las intervenciones, la congruencia entre las manifestaciones de voluntad 

emitidas y, cuando corresponda, la unidad documental del instrumento en soporte físico y 

electrónico. 

Art. 34.- Aplicación preferente de actos mixtos en supuestos de vulnerabilidad 
digital. 

Cuando una persona en situación de vulnerabilidad digital no pueda completar de 

forma autónoma, segura o comprensible la totalidad de un procedimiento telemático, el acto 

jurídico podrá realizarse en modalidad mixta, combinando asistencia digital, comparecencia 

telemática y suscripción física posterior o complementaria, sin afectar su validez, eficacia ni 

unidad documental. 

Art. 35.- Derecho a la continuidad entre fase telemática y fase presencial. 

La fase presencial complementaria de un acto jurídico mixto se entenderá integrada a 

la misma unidad negocial, siempre que exista correspondencia entre la voluntad expresada 

telemáticamente y la suscripción física posterior, lo cual será verificado por el notario o 

autoridad competente. 

Art. 36.- Asistencia por persona de confianza en la contratación telemática. 

La persona en situación de vulnerabilidad digital podrá contar con una persona de 

confianza que le brinde apoyo técnico, logístico, comunicacional o de comprensión durante 

el procedimiento telemático o mixto. 

La intervención de la persona de confianza deberá observar las siguientes reglas: 

1. No podrá sustituir la voluntad del compareciente, salvo representación legal o 

mandato debidamente acreditado conforme a la ley.  
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2. No podrá imponer decisiones, inducir coacción ni interferir indebidamente en 

el consentimiento.  

3. Podrá ser familiar, hijo, hija, cónyuge, conviviente, pariente o tercero cercano, 

siempre que no exista conflicto de intereses.  

4. Su intervención deberá ser consignada expresamente cuando el acto sea 

notarial o de relevancia pública.  

Art. 37.- Reconocimiento del apoyo familiar tecnológico. 

El apoyo brindado por hijos, hijas u otros familiares con mayores competencias 

digitales podrá ser admitido como asistencia técnica legítima, siempre que el notario o la 

autoridad verifique que dicha intervención tiene carácter instrumental, que no suprime la 

voluntad del titular del derecho y que no existe aprovechamiento indebido, conflicto de 

intereses ni presión sobre la persona asistida. 

Art. 38.- Analfabetismo digital y medidas equivalentes a las del entorno 
presencial.  

Cuando una persona presente analfabetismo digital, el operador jurídico o notario 

aplicará medidas funcionalmente equivalentes a aquellas previstas por el ordenamiento para 

supuestos de analfabetismo, discapacidad o imposibilidad material en el entorno presencial, 

incluyendo explicación reforzada, apoyo humano, intervención de testigos cuando 

corresponda, lectura íntegra, constatación de voluntad y posibilidad de firma física. 

Art. 39.- Testigos de apoyo en el entorno digital. 

Cuando la naturaleza del acto, la situación de la persona o la necesidad de reforzar la 

seguridad jurídica así lo ameriten, el notario podrá disponer la intervención de testigos de 

apoyo en actuaciones telemáticas o mixtas, con funciones de constatación de la 

comparecencia, libertad del consentimiento y desarrollo del acto. Los testigos deberán reunir 

los requisitos legales y no tener interés directo en el acto. 

Art. 40.- Prohibición de perfeccionamiento exclusivamente digital cuando se 
comprometa el consentimiento real. 

No deberá imponerse el perfeccionamiento exclusivamente digital de actos o 

contratos cuando existan indicios razonables de que ello compromete la comprensión 

efectiva, la libertad del consentimiento, la posibilidad de verificación de identidad o la 

seguridad jurídica de la persona en situación de vulnerabilidad digital. 
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TÍTULO VI 

FUNCIÓN NOTARIAL Y PROTECCIÓN REFORZADA EN ENTORNOS DIGITALES 

Capítulo I 

Deberes del notario en actuaciones telemáticas o mixtas 

Art. 41.- Rol del notario como garante reforzado. 

En las actuaciones telemáticas, electrónicas o mixtas, el notario ejercerá su función 

con deber reforzado de tutela de derechos, debiendo verificar la identidad, capacidad, 

libertad, comprensión y ausencia de coacción de los comparecientes, con especial atención 

cuando se trate de personas en situación de vulnerabilidad digital. 

Art. 42.- Deber de información y explicación reforzada. 

El notario deberá explicar en lenguaje claro, comprensible y suficiente el contenido, 

alcance y efectos del acto o contrato, utilizando, de ser necesario, medios complementarios, 

repeticiones, apoyos visuales, lectura pausada, aclaraciones personalizadas o asistencia 

adicional. 

Art. 43.- Deber de constatación de comprensión. 

No bastará la mera lectura o exhibición del documento. El notario deberá constatar de 

manera activa que la persona comprende la naturaleza del acto, sus consecuencias jurídicas 

y el sentido de su consentimiento. Para ello podrá formular preguntas de verificación, solicitar 

reformulación por parte del compareciente o acudir a mecanismos adicionales de 

comprobación. 

Art. 44.- Deber de verificación de libertad y ausencia de coacción. 

En actuaciones telemáticas o mixtas, el notario verificará razonablemente que el 

compareciente actúa libre de presión, intimidación, manipulación o injerencia indebida. Para 

tal efecto podrá requerir paneo de cámara, interacción directa, separación temporal de 

terceros, preguntas individualizadas u otras medidas proporcionadas. 

Art. 45.- Admisión de comparecencia híbrida. 

El notario podrá autorizar comparecencia híbrida o mixta cuando ello resulte necesario 

para asegurar la comprensión, la libertad del consentimiento, la verificación de identidad o la 

seguridad jurídica del acto. 

Art. 46.- Firma física posterior ante notario y soporte mixto. 

Cuando la persona en situación de vulnerabilidad digital haya intervenido en la fase 

telemática de un acto o contrato, el notario podrá disponer o admitir que la suscripción 
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definitiva o complementaria se realice físicamente en su despacho, dejando constancia de la 

conexión entre ambas fases dentro de la misma unidad del acto y, cuando corresponda, de 

la unidad documental del instrumento jurídico. 

Art. 47.- Registro y protocolización de actuaciones mixtas. 

En los actos notariales mixtos, el notario dejará constancia expresa de: 

1. La modalidad utilizada.  

2. Las fases presencial y telemática del acto.  

3. Los mecanismos de verificación de identidad aplicados.  

4. Las medidas adoptadas para asegurar comprensión, capacidad y libertad.  

5. La intervención de personas de confianza o testigos, de haberlas.  

6. La eventual firma física posterior y su conexión con la fase telemática.  

7. La existencia de soporte mixto y la correspondencia entre sus componentes, 

cuando corresponda.  

Art. 48.- Persona de confianza en sede notarial. 

La persona de confianza podrá estar presente durante el acto notarial telemático o 

mixto, siempre que el notario determine que su intervención es de apoyo y no de sustitución 

de la voluntad. El notario deberá hacer constar su identidad, vínculo con el compareciente y 

naturaleza del apoyo brindado. 

Art. 49.- Medidas de refuerzo documental y audiovisual. 

Cuando intervengan personas en situación de vulnerabilidad digital en actuaciones 

telemáticas o mixtas, el notario podrá reforzar la documentación del acto mediante grabación 

audiovisual, constancias complementarias, certificación de fases, incorporación de 

validaciones adicionales u otros medios compatibles con la ley. 

Art. 50.- Presunción de mayor tutela. 

Entre varias alternativas legalmente posibles, el notario escogerá aquella que brinde 

mayor protección a la voluntad, comprensión y seguridad jurídica de la persona en situación 

de vulnerabilidad digital. 
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TÍTULO VII 

ACCESIBILIDAD, ALFABETIZACIÓN DIGITAL Y APOYO INSTITUCIONAL 

Capítulo I 

Medidas estructurales 

Art. 51.- Programas de alfabetización digital jurídica. 

El Estado implementará programas de alfabetización digital jurídica orientados a que 

la ciudadanía, en especial las personas en situación de vulnerabilidad digital, comprenda el 

uso de plataformas con relevancia jurídica, firma electrónica, identidad digital y servicios 

notariales telemáticos. 

Art. 52.- Protocolos institucionales de atención. 

Las instituciones públicas y notarías deberán contar con protocolos internos de 

atención para personas en situación de vulnerabilidad digital, que incluyan rutas de asistencia, 

mecanismos alternativos y criterios de derivación a modalidad mixta o presencial. 

Art. 53.- Diseño centrado en el usuario vulnerable. 

Las plataformas y procedimientos digitales de relevancia jurídica deberán 

desarrollarse con enfoque centrado en el usuario, simplificación operativa, lenguaje claro y 

eliminación de barreras innecesarias. 

Art. 54.- Asistencia presencial complementaria. 

Las instituciones y notarías deberán garantizar puntos o mecanismos de asistencia 

presencial complementaria para usuarios que, por situación de vulnerabilidad digital, no 

puedan culminar autónomamente un trámite telemático. 

TÍTULO VIII 

CONTROL, SEGUIMIENTO Y RESPONSABILIDAD 

Capítulo I 

Supervisión y mejora continua 

Art. 55.- Autoridades competentes. 

En el ámbito de sus competencias, corresponderá a la Defensoría del Pueblo, al 

Consejo de la Judicatura, a la autoridad de protección de datos personales y a las demás 

entidades sectoriales vigilar el cumplimiento de esta ley. 
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Art. 56.- Seguimiento y evaluación. 

Las instituciones del sector público y el Consejo de la Judicatura establecerán 

mecanismos de seguimiento y evaluación periódica sobre accesibilidad digital, actuación 

notarial telemática, número de actos mixtos realizados, utilización de asistencia digital y 

barreras detectadas. 

Art. 57.- Responsabilidad administrativa. 

El incumplimiento de las obligaciones previstas en esta ley dará lugar a 

responsabilidad administrativa de conformidad con el régimen aplicable a cada institución o 

funcionario, sin perjuicio de las responsabilidades civiles o penales a que hubiere lugar. 

Art. 58.- Nulidad o ineficacia por vulneración grave de garantías. 

La omisión sustancial de garantías de comprensión, libertad del consentimiento, 

verificación de identidad o medidas reforzadas de protección, cuando esta omisión afecte la 

validez del acto conforme al ordenamiento jurídico, podrá dar lugar a nulidad, anulabilidad o 

ineficacia según corresponda. 

DISPOSICIONES GENERALES 

Primera.- Toda referencia normativa a medios electrónicos, digitales o telemáticos 

deberá interpretarse en armonía con los principios y garantías establecidos en esta ley. 

Segunda.- Las instituciones públicas y privadas sujetas a esta ley deberán promover 

progresivamente mecanismos alternativos y accesibles para quienes no puedan utilizar 

autónomamente herramientas tecnológicas. 

Tercera.- El Consejo de la Judicatura, en coordinación con el órgano rector de 

transformación digital y con los órganos de control pertinentes, emitirá lineamientos y 

protocolos complementarios para la actuación notarial con personas en situación de 

vulnerabilidad digital. 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS 

Primera.- En el plazo de ciento ochenta días contados a partir de la publicación de 

esta ley en el Registro Oficial, el Consejo de la Judicatura expedirá o adecuará la normativa 

reglamentaria y protocolaria necesaria para la aplicación de esta ley en el ámbito notarial. 

Segunda.- En el plazo de un año, las notarías públicas deberán implementar 

protocolos internos de asistencia a personas en situación de vulnerabilidad digital, incluyendo 

criterios para actos mixtos, uso de persona de confianza, firma física complementaria, soporte 

mixto y medidas de validación reforzada. 
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Tercera.- En el plazo de un año, las instituciones públicas sujetas a esta ley 

adecuarán progresivamente sus plataformas digitales a criterios de accesibilidad y lenguaje 

claro. 

Cuarta.- Hasta que se implementen plenamente las adecuaciones tecnológicas 

previstas en esta ley, las entidades públicas y notarías deberán garantizar alternativas 

presenciales o mixtas para evitar exclusión digital. 

Quinta.- El Consejo de la Judicatura, en el plazo de ciento ochenta días contados 

desde la publicación de esta ley en el Registro Oficial, reformará la resolución o normativa 

correspondiente en materia de tasas notariales y aportaciones al Estado, a fin de incorporar 

un régimen de compensación por inversiones tecnológicas realizadas por las notarías 

públicas para la implementación del servicio notarial telemático. 

Las inversiones en computadores, equipos tecnológicos, periféricos y demás 

herramientas necesarias para la atención de las personas usuarias en entornos telemáticos 

podrán ser reconocidas y descontadas del valor de la aportación mensual al Estado que 

realizan los notarios, hasta un máximo del veinticinco por ciento (25%) mensual, previa 

justificación documentada y verificación por parte de la autoridad competente, hasta la 

recuperación del monto efectivamente invertido. 

DISPOSICIÓN REFORMATORIA 

Única.- Incorpórese a continuación del artículo 18 de la Ley Notarial un artículo 

innumerado con el siguiente texto: 

“Artículo innumerado.- Protección reforzada de personas en situación de 
vulnerabilidad digital.- En las actuaciones presenciales, telemáticas, electrónicas o mixtas 

en las que intervengan personas en situación de vulnerabilidad digital, el notario adoptará 

medidas reforzadas para garantizar la identidad, capacidad, comprensión, libertad del 

consentimiento, ausencia de coacción y seguridad jurídica. Para este efecto podrá autorizar 

actos jurídicos mixtos, admitir asistencia por persona de confianza, requerir testigos de apoyo, 

disponer firma física complementaria, reconocer instrumentos en soporte mixto y dejar 

constancia de todas las medidas adoptadas en el instrumento correspondiente.” 

DISPOSICIÓN FINAL 

La presente ley entrará en vigencia a partir de su publicación en el Registro Oficial.  
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CAPÍTULO VI.  CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 

6.1 Conclusiones 

La presente investigación doctoral permitió identificar, desde una perspectiva crítica, 

sistemática y jurídico-constitucional, las principales limitaciones que enfrentan las personas 

en situación de vulnerabilidad digital en el contexto de la contratación por medios telemáticos 

aplicada a actos y contratos notariales en el Ecuador. A través de un enfoque metodológico 

mixto, fue posible evidenciar la existencia de vacíos normativos, desigualdades estructurales, 

barreras de acceso y comprensión del entorno digital, así como percepciones institucionales 

que inciden en la protección efectiva de los derechos fundamentales en escenarios de 

transformación tecnológica. Sobre la base de estos hallazgos, se formulan las siguientes 

conclusiones: 

Primera. En relación con el objetivo general, se concluye que el desarrollo normativo 

e institucional de los mecanismos jurídicos y notariales aplicables a la contratación por medios 

telemáticos en el Ecuador todavía resulta insuficiente para garantizar plenamente la 

protección constitucional y la seguridad jurídica de las personas en situación de vulnerabilidad 

digital. Si bien el ordenamiento jurídico ecuatoriano reconoce derechos relevantes como la 

igualdad, la no discriminación, la seguridad jurídica, la protección de datos personales, la 

libertad de contratación y el acceso a las tecnologías de la información y comunicación, dichos 

mandatos no han sido desarrollados de manera suficientemente específica en el ámbito de 

la contratación telemática notarial. En consecuencia, la digitalización de los actos y contratos 

puede generar escenarios de exclusión, incomprensión del acto jurídico, debilitamiento del 

consentimiento informado y afectación de la seguridad jurídica cuando intervienen personas 

que enfrentan barreras relevantes de acceso, uso o comprensión de la tecnología. 

Segunda. En correspondencia con el primer objetivo específico, referido al análisis 

del marco constitucional y de derechos humanos aplicable a la protección de las personas en 

situación de vulnerabilidad digital, se concluye que la Constitución de la República del 

Ecuador y los instrumentos internacionales de derechos humanos ofrecen una base 

normativa suficiente para exigir una protección reforzada frente a las barreras digitales. Sin 

embargo, esta protección no debe entenderse como una simple extensión automática de los 

grupos de atención prioritaria tradicionalmente reconocidos, sino como una respuesta 

constitucional frente a situaciones concretas de desventaja tecnológica que pueden afectar 

el ejercicio efectivo de derechos fundamentales. Por ello, la categoría de personas en 

situación de vulnerabilidad digital se justifica desde una perspectiva constitucional, material y 

garantista. 
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Tercera. También en relación con el primer objetivo específico, se concluye que la 

vulnerabilidad digital constituye una manifestación contemporánea de desigualdad 

estructural, caracterizada por barreras de acceso, conectividad, alfabetización digital, 

comprensión tecnológica, accesibilidad, seguridad y confianza en el entorno digital. Estas 

barreras pueden afectar de manera diferenciada a personas adultas mayores, personas con 

discapacidad, habitantes de zonas rurales, personas con bajo nivel de alfabetización digital, 

consumidores en situación de desventaja y, en general, a cualquier persona que en un 

contexto jurídico telemático no cuente con condiciones reales para comprender, utilizar o 

controlar adecuadamente las herramientas digitales. En este sentido, la vulnerabilidad digital 

no es una condición personal permanente, sino una situación contextual que exige respuestas 

jurídicas diferenciadas. 

Cuarta. En atención al segundo objetivo específico, relativo al examen del marco 

normativo vigente en el Ecuador sobre contratación por medios telemáticos, con énfasis en 

su aplicación en las notarías públicas del cantón Quito, se concluye que el país cuenta con 

normas relevantes en materia de comercio electrónico, firma electrónica, mensajes de datos, 

protección de datos personales y servicio notarial telemático. No obstante, dichas normas se 

concentran principalmente en la validez formal, la operación técnica y la funcionalidad del 

procedimiento, sin desarrollar de manera suficiente mecanismos específicos de protección 

para personas en situación de vulnerabilidad digital. Esta insuficiencia se evidencia 

especialmente en la falta de reglas claras sobre accesibilidad, asistencia técnica, verificación 

reforzada del consentimiento, comprensión suficiente del acto, ajustes razonables y 

acompañamiento notarial en entornos telemáticos. 

Quinta. En relación con el segundo objetivo específico, se concluye además que la 

implementación práctica del servicio notarial telemático en el Ecuador continúa siendo 

limitada y desigual. La evidencia analizada demuestra que, aunque existen avances 

normativos e institucionales, la prestación efectiva del servicio todavía enfrenta dificultades 

asociadas a infraestructura tecnológica, capacitación del personal, desconocimiento 

operativo, limitaciones de conectividad y falta de criterios uniformes para garantizar la 

seguridad jurídica en entornos digitales. En el caso de las notarías públicas del cantón Quito, 

el diagnóstico permitió identificar avances parciales, pero también barreras estructurales que 

impiden consolidar un modelo plenamente garantista de contratación telemática. 

Sexta. En correspondencia con el tercer objetivo específico, orientado a determinar la 

incidencia del desarrollo de los mecanismos jurídicos y notariales en la protección 

constitucional y en la seguridad jurídica de las personas en situación de vulnerabilidad digital, 

se concluye que la función notarial adquiere una relevancia reforzada en los actos y contratos 

celebrados por medios telemáticos. El notario no actúa únicamente como certificador formal, 
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sino como garante de legalidad, identidad, capacidad, libertad, comprensión suficiente del 

acto y consentimiento informado. Por ello, cuando intervienen personas en situación de 

vulnerabilidad digital, la actuación notarial debe incorporar medidas reforzadas de 

verificación, orientación y prevención, a fin de evitar que la tecnología se convierta en un 

factor de exclusión o inseguridad jurídica. 

Séptima. También respecto del tercer objetivo específico, se concluye que el 

insuficiente desarrollo de mecanismos jurídicos y notariales específicos incide negativamente 

en la protección constitucional de las personas en situación de vulnerabilidad digital. Esta 

incidencia se manifiesta en riesgos concretos: dificultad para comprender el contenido del 

acto o contrato, imposibilidad de manejar adecuadamente plataformas digitales, exposición a 

fraudes o suplantación de identidad, uso no suficientemente informado de la firma electrónica, 

afectación de datos personales y debilitamiento de la libertad del consentimiento. En 

consecuencia, la contratación telemática solo puede ser constitucionalmente legítima si se 

acompaña de garantías materiales de accesibilidad, comprensión, asistencia y seguridad 

jurídica. 

Octava. En relación con el cuarto objetivo específico, relativo a la elaboración de una 

propuesta teórica de iniciativa legislativa, se concluye que resulta necesaria una reforma 

normativa orientada a fortalecer la protección constitucional, la seguridad jurídica y la tutela 

efectiva de derechos en la contratación telemática. La propuesta legislativa formulada en la 

investigación se justifica porque el marco jurídico vigente no regula de manera suficiente la 

situación de las personas que enfrentan barreras digitales en actos y contratos con efectos 

jurídicos. Por tanto, se requiere incorporar principios, derechos, obligaciones institucionales, 

deberes notariales, mecanismos de accesibilidad, medidas de asistencia y criterios de 

verificación reforzada del consentimiento. 

Novena. En correspondencia con el cuarto objetivo específico, se concluye que el 

modelo de actuación notarial propuesto constituye una herramienta jurídica y operativa 

adecuada para articular innovación tecnológica, seguridad jurídica y protección de derechos 

fundamentales. Dicho modelo permite orientar la actuación del notario en entornos 

telemáticos mediante criterios de identificación previa de situaciones de vulnerabilidad digital, 

verificación de comprensión suficiente, adopción de medidas de apoyo, modalidad presencial, 

telemática o mixta según las condiciones del usuario, y constancia motivada de las medidas 

adoptadas. De este modo, la función notarial se proyecta como una garantía preventiva frente 

a posibles afectaciones de derechos en la contratación digital. 

Décima. Como conclusión transversal, se determina que el principal aporte teórico de 

la investigación consiste en la construcción de la categoría personas en situación de 
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vulnerabilidad digital, entendida como una herramienta jurídico-constitucional que permite 

explicar nuevas formas de afectación de derechos en la sociedad digital. Esta categoría evita 

confusiones con los grupos de atención prioritaria reconocidos constitucionalmente y permite 

comprender la vulnerabilidad digital como una situación contextual, dinámica y transversal, 

derivada de barreras de acceso, uso, comprensión o interacción con tecnologías digitales en 

entornos jurídicamente relevantes. Su incorporación fortalece el análisis constitucional de la 

contratación telemática y ofrece una base conceptual para futuras investigaciones, políticas 

públicas y reformas normativas. 

Décima primera. Finalmente, se concluye que la transformación digital del Derecho 

y de la función notarial debe desarrollarse desde una perspectiva constitucional garantista. 

La digitalización de los servicios notariales y de la contratación no puede medirse únicamente 

por criterios de eficiencia, rapidez o reducción de costos, sino por su capacidad real para 

garantizar igualdad material, accesibilidad, consentimiento informado, protección de datos 

personales, libertad contractual y seguridad jurídica. En consecuencia, la innovación 

tecnológica solo será compatible con el Estado constitucional de derechos y justicia si 

incorpora mecanismos diferenciados de protección para quienes enfrentan barreras digitales 

en contextos jurídicamente relevantes. 

6.2 Recomendaciones 

En atención a los hallazgos obtenidos y al análisis sistemático desarrollado en la 

investigación, se formulan las siguientes recomendaciones, orientadas a fortalecer la 

inclusión digital, la accesibilidad y la protección efectiva de los derechos fundamentales en la 

contratación telemática y en la prestación del servicio notarial en el Ecuador: 

Primero: Desarrollar diagnósticos integrales sobre la brecha digital. 

Se recomienda promover estudios académicos, institucionales y territoriales que 

permitan identificar, medir y caracterizar las distintas dimensiones de la brecha digital en el 

Ecuador. Esta caracterización resulta indispensable para diseñar intervenciones 

diferenciadas y políticas públicas basadas en evidencia, especialmente en relación con el 

acceso a servicios jurídicos y notariales en entornos telemáticos. 

Segundo: Fortalecer programas de alfabetización y formación digital. 

Es necesario implementar programas permanentes de alfabetización digital con 

enfoque inclusivo, orientados a fortalecer competencias básicas para el uso de tecnologías 

con relevancia jurídica. Estos programas deben adaptarse a las características de las 

personas que enfrentan mayores barreras de acceso o comprensión del entorno digital y 

considerar, de manera específica, las exigencias derivadas de la contratación telemática. 
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Tercero: Diseñar modelos de capacitación digital cultural y contextualmente 
pertinentes. 

Se recomienda desarrollar e implementar estrategias innovadoras de capacitación 

digital que integren enfoques de aprendizaje significativo, accesibilidad y pertinencia territorial 

y cultural. Tales modelos deben dirigirse tanto a las personas usuarias como a operadores 

jurídicos y personal notarial, a fin de facilitar una integración real y no meramente formal en 

el entorno digital. 

Cuarto: Implementar una plataforma institucional segura y estandarizada para 
el servicio notarial telemático. 

Se recomienda la creación e implementación progresiva de una plataforma 

institucional estandarizada para la prestación del servicio notarial telemático, bajo criterios de 

accesibilidad, interoperabilidad, seguridad de la información, protección de datos y seguridad 

jurídica. Esta herramienta debe incorporar medidas específicas de asistencia, apoyo y 

adaptación para personas en situación de vulnerabilidad digital, evitando que la digitalización 

se convierta en un factor adicional de exclusión. 

Quinto: Promover una normativa específica e integral. 

Se recomienda la adopción de un marco normativo específico, sistemático y articulado 

con la Constitución, que regule la contratación telemática y la actuación notarial en entornos 

digitales, incorporando principios, definiciones, procedimientos y garantías orientadas a la 

protección de las personas en situación de vulnerabilidad digital. Esta normativa debe 

reconocer la validez de actos jurídicos mixtos, la asistencia por persona de confianza, la firma 

física complementaria y otras medidas de protección reforzada compatibles con la seguridad 

jurídica. 

Sexto: Fortalecer la capacitación continua del notariado y del personal notarial. 

Se recomienda establecer programas obligatorios y periódicos de formación para 

notarios y personal notarial en temas de derechos digitales, contratación telemática, 

accesibilidad, asistencia a personas en situación de vulnerabilidad digital, protección de datos 

personales y uso seguro de herramientas tecnológicas. La consolidación del servicio notarial 

telemático requiere no solo infraestructura, sino también capacidades humanas 

especializadas. 

Séptimo: Fomentar la sistematización de experiencias y la producción de 
conocimiento aplicado. 

Se recomienda promover la investigación, el registro y la sistematización de 

experiencias notariales vinculadas con la contratación telemática y la atención de personas 
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en situación de vulnerabilidad digital, a fin de generar insumos útiles para la mejora continua 

del sistema, la formulación de políticas públicas y el perfeccionamiento del marco normativo. 

Octavo: Establecer incentivos para la adecuación tecnológica de las notarías. 

Se recomienda diseñar mecanismos institucionales que faciliten la inversión en 

infraestructura tecnológica por parte de las notarías, incluyendo medidas de compensación o 

deducción respecto de las aportaciones estatales, cuando dichas inversiones estén dirigidas 

a mejorar la prestación del servicio notarial telemático y a ampliar el acceso de las personas 

usuarias a herramientas tecnológicas dentro de las notarías. 
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GLOSARIO DE TÉRMINOS 

El presente glosario tiene como finalidad delimitar conceptualmente los principales 

términos utilizados en la investigación, a fin de garantizar claridad interpretativa, precisión 

conceptual y coherencia terminológica en el desarrollo del estudio. 

Accesibilidad digital: 

Condición que garantiza que las tecnologías, plataformas y servicios digitales puedan 

ser utilizados de manera efectiva, comprensible y segura por todas las personas, incluidas 

aquellas que enfrentan limitaciones físicas, sensoriales, cognitivas, tecnológicas o de 

conectividad, asegurando igualdad material en el acceso a la información, a los servicios y al 

ejercicio de derechos en entornos digitales. 

Acto jurídico mixto: 

Acto o contrato que combina fases presenciales y telemáticas o electrónicas dentro 

de una misma secuencia formativa, sin afectar su unidad, validez ni eficacia jurídica. 

Brecha digital: 

Diferencia existente entre personas o grupos sociales en cuanto al acceso, uso, 

comprensión y aprovechamiento de las tecnologías de la información y comunicación, lo cual 

puede generar desigualdades en el acceso a servicios, información y ejercicio de derechos 

en entornos digitales. 

Consentimiento informado digital: 

Manifestación de voluntad libre, consciente, verificable y suficientemente comprendida 

por una persona en entornos digitales, basada en información clara, accesible y adecuada 

sobre el contenido, alcance y efectos jurídicos del acto o contrato celebrado mediante medios 

telemáticos. 

Contratación telemática: 

Modalidad de celebración de actos y contratos jurídicos mediante el uso de 

tecnologías de la información y comunicación, que prescinde total o parcialmente de la 

presencia física simultánea de las partes y se realiza a través de medios electrónicos tales 

como plataformas digitales, videoconferencias, mensajes de datos o firma electrónica. 

Firma electrónica: 

Conjunto de datos electrónicos consignados en un mensaje de datos o adjuntos al 

mismo, que permiten identificar al firmante y expresar su voluntad de aceptación respecto del 

contenido del documento, con efectos jurídicos equivalentes a la firma manuscrita, conforme 

a la normativa vigente. 
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Función notarial digital: 

Proyección de la función notarial en entornos tecnológicos, mediante la cual la notaria 

o el notario garantiza la legalidad, autenticidad, seguridad jurídica y protección de derechos 

en la celebración de actos y contratos realizados por medios telemáticos, electrónicos o 

mixtos. 

Inclusión digital: 

Proceso mediante el cual se garantiza que todas las personas, especialmente 

aquellas que enfrentan barreras de acceso o comprensión del entorno tecnológico, cuenten 

con acceso efectivo, equitativo y significativo a las tecnologías de la información y 

comunicación, así como con las competencias necesarias para su uso, con el fin de ejercer 

plenamente sus derechos en la sociedad digital. 

Persona de confianza: 

Persona elegida libremente por quien se encuentra en situación de vulnerabilidad 

digital para brindarle apoyo técnico, funcional o comunicacional durante una actuación jurídica 

telemática o mixta, sin sustituir su voluntad ni asumir indebidamente su representación. 

Personas en situación de vulnerabilidad digital: 

Personas que, debido a barreras de acceso, uso o comprensión de tecnologías de la 

información y comunicación con relevancia jurídica, pueden ver afectado el ejercicio efectivo 

de sus derechos en condiciones de igualdad material. Esta situación puede estar asociada a 

factores económicos, sociales, culturales, etarios, educativos, cognitivos, físicos, sensoriales, 

territoriales o de conectividad. 

Seguridad jurídica digital: 

Principio jurídico que garantiza certeza, previsibilidad, validez y confianza legítima en 

las relaciones jurídicas desarrolladas en entornos digitales, asegurando que los actos 

realizados mediante medios tecnológicos produzcan efectos jurídicos confiables, verificables 

y protegidos frente a riesgos de fraude, error o afectación de derechos. 

Soporte mixto: 

Forma documental en la que un mismo acto o contrato consta simultáneamente en 

soporte físico y en soporte electrónico, manteniendo la unidad documental del instrumento y 

produciendo efectos jurídicos de manera conjunta. 

Vulnerabilidad digital: 

Situación de desventaja estructural y contextual que afecta la posibilidad real de 

acceder, comprender, utilizar o aprovechar tecnologías de la información y comunicación en 
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el ejercicio de derechos constitucionales. Esta situación puede derivarse de factores como la 

edad, la discapacidad, las condiciones socioeconómicas, el nivel educativo, la residencia en 

zonas con baja conectividad, la falta de alfabetización digital o la exposición diferenciada a 

riesgos en entornos tecnológicos. 
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ANEXOS 

 

UNIVERSIDAD ANDINA SIMÓN BOLÍVAR 

DOCTORADO EN DERECHO 

BOLIVIA  

CUESTIONARIO  

El siguiente cuestionario es instrumento aplicado en el marco de la investigación 

doctoral sobre protección constitucional y seguridad jurídica de las personas en situación de 

vulnerabilidad digital en la contratación por medios telemáticos en el Ecuador.  Su finalidad 

es dar respuesta al objetivo general:  Analizar el marco jurídico de los derechos 

constitucionales de las personas en situación de vulnerabilidad digital en el contexto de la 

contratación por medios telemáticos a las notarías públicas ubicadas en Quito Ecuador. 

Es importante su apreciación acerca de cada aspecto enunciado; la información que 

usted suministre en forma veraz referida al esquema y metodología que la notaría aplica para 

llevar a cabo los procesos vinculantes al tema de esta tesis doctoral, se hace fundamental 

conocer su opinión, con el fin de establecer los elementos claves que determinan, intervienen 

y agregan valor al proceso, dentro de un contexto real es decir dentro de las practicas que 

son vinculante al estudio. 

Se garantiza la confidencialidad y discreción en cuanto a la información que usted 

proporcione. Su aporte será de incalculable valor para el desarrollo de la Tesis Doctoral y en 

consecuencia para el alcance del objetivo general y objetivos específicos propuestos.  

Las respuestas serán tratadas y analizadas estadísticamente para obtener 

conclusiones válidas y transferibles a otras instituciones de educación superior. 

En nombre de la UASB y del responsable de esta investigación doctoral reciba un 

especial agradecimiento Para cualquier comentario o recomendación, me reitero a sus gratas 

órdenes. 

Doctorando Ab. Paul Arellano  

Email:  paul.arellano@uasb.edu.bo  

mailto:paul.arellano@uasb.edu.bo
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PARTE I: INFORMACIÓN GENERAL 

1. Indique a que notaria pertenece  

   

2. Indique el Cargo que Ocupa (CO) 

Notario  

Matrizador  

3.  El personal y el notario(a) han recibido capacitación respecto de la atención prioritaria 

a personas vulnerables (Tercera edad, discapacitadas, o en condición discapacitante) 

Si   

No  

4. Qué porcentaje de todos los actos, contratos, diligencias y certificaciones se realizan en 

la notaría a su cargo, son realizados por personas vulnerables (Tercera edad, discapacitadas, 

o en condición discapacitante) 

0 -5%  

5- 10%  

10 -15%  

15% en adelante   

5. ¿Se ha capacitado el notario(a) y su personal en la certificación de documentos 

electrónicos, firma electrónica y prestación el servicio notarial telemático? 

 Si  

  No 

 ¿Se han realizado actos o contratos vía telemática en la notaría a su cargo? 

 Si  

  No 
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PARTE I: LOS MEDIOS DIGITALES Y SU ALCANCE EN EL CONTEXTO ACTUAL 

A continuación, se presentan una serie de afirmaciones que se requieren ser 

abordadas a través de su percepción en cuanto a la temática de abordaje, para ello es 

necesario considerar que se ha propuesto responder a través de la escala de Likert 

representada por las siguientes opciones:  

A: Totalmente de Acuerdo. 

B: Parcialmente de Acuerdo. 

C: Ni de Acuerdo ni en Desacuerdo. 

D: Parcialmente en Desacuerdo. 

E: Totalmente en Desacuerdo 

N° DESCRIPCIÓN A B C D E 

1 

La inclusión digital es reconocida como un derecho 

fundamental que garantiza el acceso y uso igualitario de 

las TIC incidiendo en el compromiso constitucional con la 

igualdad y la no discriminación. 

          

2 

 La Resolución 20/8 (Consejo de Derechos Humanos de 

la ONU) afirma que los mismos derechos que las 

personas tienen fuera de línea deben ser protegidos 

también en línea, en particular la libertad de expresión; 

fomentando la expansión de los medios digitales el 

derecho y respeto de la libertad de expresión a través del 

otorgamiento de una herramienta a la ciudadanía de 

participación y mejora en las políticas públicas.   

     

3 

Las sociedades modernas han asumido la expansión de 

los medios digitales ampliando el derecho y respeto de la 

libertad de expresión estableciéndose como instrumento 

que permite el intercambio de libre de ideas. (Declaración 

de Principios sobre Libertad de Expresión. OEA)   

          

4 La regulación constitucional promueve el fomento de los 

medios telemáticos y la protección de los derechos de los 
          



268 

 

individuos, la sociedad en general y especialmente a los 

más vulnerables. 

5 

La definición constitucional de la responsabilidad de las 

plataformas y proveedores de servicios en Internet es 

necesaria para proteger los derechos y libertades de los 

usuarios 

     

6 

Desde una perspectiva constitucional es necesario 

garantizar la protección de la privacidad y datos 

personales, la lucha contra contenidos ilícitos; la 

promoción de la transparencia y la imparcialidad en la 

gestión de contenidos, y la garantía de acceso equitativo 

y no discriminatorio a los servicios en línea en especial 

con los individuos más vulnerables ante el uso de las TIC. 

     

7 

La puesta en práctica de políticas públicas conjuntamente 

con la protección constitucional es esencial para evitar 

actos ilícitos mediante el uso de tecnologías digitales 

protegiendo así a los individuos y a la sociedad en general  

          

8 

La promoción de la educación y la alfabetización digital 

facilita la participación inclusiva en la sociedad digital, 

minimizando la brecha digital. 

          

9 

La regulación constitucional del comercio electrónico 

fomenta la economía digital y la protección de los 

derechos de los consumidores, especialmente los más 

vulnerables. 

          

10 

El Derecho Constitucional fomenta el acceso a los 

trámites y servicios públicos en entornos digitales, 

asegurando la participación de personas en situación de 

vulnerabilidad digital en la gestión pública. 
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PARTE II:  MARCO CONSTITUCIONAL y MEDIOS TELEMATICOS en LAS 
NOTARIAS ECUATORIANAS 

 

No DESCRIPCIÓN A B C D E 

 

La Constitución de la República del Ecuador promueve la 

protección de los derechos fundamentales de las 

personas, haciendo especial énfasis en el acceso a las 

TIC dentro del contexto de los servicios públicos en 

entornos digitales.  

          

 

El ordenamiento jurídico ecuatoriano se ha adaptado a los 

retos y oportunidades derivados de la digitalización de la 

sociedad innovando procedimientos a la vez que protege 

derechos constitucionales. 

     

 

Las notarías en el Ecuador se han integrado con los 

medios telemáticos para facilitar procesos legales y 

notariales. 

          

 

Las notarías en el Ecuador, en el marco de sus funciones, 

fomentan los principios constitucionales de acceso, 

eficiencia y transparencia. 

     

 
La adopción de medios telemáticos en las notarías 

ecuatorianas garantiza la accesibilidad a los servicios 

notariales 

     

 

Las notarías brindan un servicio idóneo en áreas rurales 

y para grupos vulnerables cumpliendo con los mandatos 

constitucionales de inclusión social. 

          

 

La protección de datos personales y la seguridad en las 

transacciones telemáticas en notarías son fundamentales 

en el marco constitucional ecuatoriano, 
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Las notarías tienen la responsabilidad de asegurar que 

los derechos de los ciudadanos sean respetados en las 

transacciones y servicios telemáticos 

          

 

 Las notarías ecuatorianas fomentan la democratización 

y simplificación de trámites notariales en observancia de 

los principios constitucionalmente establecidos. 

          

 

Las notarías requieren un enfoque multidisciplinar para 

subsanar los desafíos éticos, técnicos y normativos que 

se desprenden de la utilización de medios telemáticos. 
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PARTE III: RESPECTO AL DERECHO CONSTITUCIONAL DE LOS 
VULNERABLES EN LOS MEDIOS TELEMÁTICOS   

No DESCRIPCIÓN A B C D E 

 
Los grupos vulnerables tienen suficiente acceso a los 

medios telemáticos para contratar servicios en el Ecuador.  
          

 
La contratación de medios telemáticos promueve la 

igualdad de derechos en el Ecuador 
          

 
La ley ecuatoriana actual ofrece suficiente protección a los 

vulnerables en la contratación de medios telemáticos   
          

 

Existe vacíos/ausencia en procesos de capacitación sobre 

el uso de medios telemáticos entre los grupos vulnerables 

en el Ecuador. 

     

 

En la contratación presencial que se realiza ante notario 

público por personas vulnerables, se protege eficazmente 

los derechos constitucionales de personas analfabetas, de 

la tercera edad, o de personas con discapacidad.  

     

 

En la contratación telemática que se realiza ante notario 

público por personas vulnerables, se protege eficazmente 

los derechos constitucionales de personas analfabetas, de 

la tercera edad, o de personas con discapacidad. 

     

 

Los notarios tienen un rol determinante en asegurar el 

derecho constitucional de los vulnerables en la contratación 

de medios telemáticos   

          

 

Los grupos vulnerables se benefician significativamente de 

la contratación de medios telemáticos   en comparación con 

los métodos tradicionales de contratación.  

          

 

Las barreras tecnológicas impiden la plena participación de 

los grupos vulnerables en la contratación de medios 

telemáticos   
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Los notarios están adecuadamente capacitados para 

manejar problemas relacionados con la contratación 

medios telemáticos que pueden afectar a los grupos 

vulnerables.   

          

 

La distancia existente en el marco de la utilización y 

asimilación social de las tecnologías resulta la exclusión de 

ciertos sectores de la población en la sociedad de la 

información y el conocimiento 

     

 

En la contratación electrónica, el elemento informático se 

convierte en un medio para la contratación, no en el objeto 

del contrato. 

     

 

El acceso a internet también está vinculado con derechos 

laborales y económicos, ya que cada vez más empleos y 

oportunidades económicas dependen de la conectividad 

digital 

     

 

Se reconoce el derecho de acceso universal a las Tic, 

incluyendo internet, como un medio para el ejercicio de 

otros derechos, y se establece la obligación del estado de 

garantizar el acceso a estas tecnologías en todo el territorio 

nacional, especialmente en zonas rurales y en sectores en 

situación de vulnerabilidad. 

     

 
Los grupos vulnerables tienen suficiente acceso a los 

medios telemáticos para contratar servicios en el Ecuador.   
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FICHA TÉCNICA PARA ESPECIALISTAS  

Reciba un cordial saludo, deseando éxitos en el desarrollo de sus actividades 

profesionales. Solicitamos su colaboración respondiendo a la presente ficha técnica de 

especialistas, además, de marcar en la siguiente relación de indicadores su acuerdo o 

desacuerdo con su incorporación a la  Propuesta teórica  de  iniciativa legislativa, políticas 

públicas y estudios de investigación científica que fortalezcan los derechos constitucionales 

de personas en situación de vulnerabilidad digital en el contexto de la contratación telemática 

en Ecuador, tomando en cuenta el rol potencial del notario en la garantía de la seguridad 

jurídica en transacciones telemáticas”. 

Género  

Nombre  

Número de Cédula de Identidad  

Edad  

Nacionalidad  

Profesión  

Email  

Años de experiencia   

Institución laboral  

Programa de postgrado en el área   

Título de Programa de Maestría  

Título de Programa de Doctorado  

La selección de los indicadores se debe realizar a partir de la siguiente escala tipo 

Likert:  (5) Muy de Acuerdo, (4) De acuerdo, (3) Indeciso, (2)  En desacuerdo, (1)  Muy en 

desacuerdo. 

No Propuesta de indicadores 5 4 3 2 1 
1 Necesidad de normativas más específicas para personas en 

situación de vulnerabilidad digital 
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2 Rol del Notario en transacción      
3 Derechos constitucionales      

4 Necesidad de normativas más específicas para personas en 

situación de vulnerabilidad digital 

     

5 Rol del Notario en transacciones telemáticas personas en 

situación de vulnerabilidad digital 

     

6 Definición de personas en situación de vulnerabilidad digital      

8 Capacitación en transacciones telemáticas      

9 Seguridad jurídica      

10 El rol de otro funcionario que no sea el notario en las 

transacciones telemáticas 

     

 

ENTREVISTAS SEMIESTRUCTURADAS 

Introducción 

En el marco de la presente investigación doctoral, se aplicaron entrevistas 

semiestructuradas a doce profesionales del ámbito jurídico —jueces, notarios y abogados en 

libre ejercicio—, seleccionados en función de su experiencia directa en el uso de medios 

telemáticos en la práctica jurídica. 

La utilización de entrevistas semiestructuradas responde a un enfoque cualitativo, que 

permite captar percepciones, experiencias y criterios especializados respecto a la 

problemática de la vulnerabilidad digital en la contratación telemática, particularmente en 

relación con la protección de derechos constitucionales y la seguridad jurídica. 

El número de entrevistas (N=12) se considera suficiente en términos de saturación 

teórica, en tanto permitió identificar patrones recurrentes, coincidencias sustanciales y 

divergencias relevantes dentro del fenómeno analizado. 

 

Observaciones: Considero pertinentes todos los indicadores, el problema está en 

cómo obtener la información de base en un contexto socioeconómico donde hay tanta 

resistencia a aportar la información estadística. 
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Sistematización de entrevistas semiestructuradas (N=12) 

A partir del procesamiento y análisis de la información obtenida mediante formulario 

digital, se realizó una sistematización de las respuestas organizada en categorías analíticas, 

las cuales permiten comprender de manera estructurada el fenómeno objeto de estudio y 

aportar elementos para la verificación de la hipótesis de investigación. 

1. Identificación de personas en situación de vulnerabilidad digital 

Del análisis de las respuestas se identifican categorías recurrentes de grupos en 

situación de vulnerabilidad digital, entendida como la limitación en el acceso, uso o 

comprensión de herramientas tecnológicas necesarias para el ejercicio efectivo de derechos 

en entornos telemáticos. 

Categorías predominantes 

• Personas adultas mayores de 65 años  

• Personas con discapacidad  

• Personas de escasos recursos económicos  

• Personas que habitan en sectores rurales  

• Personas con baja alfabetización digital  

Subcategorías emergentes 

• Personas sin acceso estable a internet  

• Personas sin firma electrónica válida  

• Adultos entre 40 y 65 años (en menor frecuencia)  

Estos resultados evidencian que la vulnerabilidad digital presenta un carácter 

multidimensional, integrando factores tecnológicos, económicos, sociales y etarios. 

2. Factores que generan vulnerabilidad digital 

Los entrevistados coinciden en que la vulnerabilidad digital no responde a una causa 

única, sino a la interacción de múltiples factores estructurales, entre los que destacan: 

• Limitaciones en el acceso a tecnología e internet  

• Deficiencias en capacitación y alfabetización digital  

• Desconocimiento del uso de herramientas tecnológicas  

• Restricciones económicas  

• Brechas territoriales (zonas rurales)  
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• Insuficiencia de políticas públicas específicas  

• Rezago normativo frente al avance tecnológico  

• Digitalización acelerada de servicios  

En este sentido, la vulnerabilidad digital se configura como una categoría jurídica 

relevante, en tanto incide directamente en la posibilidad real de ejercer derechos en entornos 

digitales, afectando el principio de igualdad material. 

ENTREVISTA 1 – ABOGADO 

Cargo: Abogado en libre ejercicio 

Experiencia en entornos telemáticos 

El entrevistado manifiesta contar con experiencia en el uso de herramientas 

telemáticas dentro del ejercicio profesional, señalando haber realizado actos, contratos y 

suscripción de documentos mediante medios electrónicos, particularmente en el contexto de 

contratación y firma de documentos digitales. De acuerdo con su respuesta, indica que ha 

llevado a cabo este tipo de actuaciones “con mucho éxito”, lo cual evidencia un nivel 

adecuado de familiaridad con los entornos digitales aplicados al ámbito jurídico. 

Asimismo, se evidencia que el entrevistado ha participado en actividades como la 

suscripción de contratos, cartas y otros documentos mediante plataformas digitales, lo cual 

refleja una integración progresiva de la tecnología en la práctica jurídica cotidiana. En este 

sentido, el uso de la telemática no se limita a actividades esporádicas, sino que forma parte 

de su ejercicio profesional regular. 

En relación con la firma electrónica, el entrevistado manifiesta contar con una firma 

electrónica válida en el Ecuador y utilizarla con frecuencia, lo cual constituye un elemento 

relevante para la contratación electrónica y evidencia un nivel de adaptación tecnológica 

superior al promedio de los usuarios. 

Principales problemáticas identificadas 

A pesar de su experiencia positiva, el entrevistado identifica ciertas problemáticas en 

el ámbito de la contratación electrónica y el uso de medios telemáticos. No obstante, en su 

caso particular señala no haber experimentado dificultades significativas en la ejecución de 

actos o contratos en entornos digitales, lo que sugiere que la problemática no es uniforme y 

puede variar en función del nivel de conocimiento y acceso tecnológico de los usuarios. 

Sin embargo, en relación con la prueba electrónica, el entrevistado reconoce que, si 

bien esta cumple con los requisitos legales establecidos en el ordenamiento jurídico 

ecuatoriano, existen errores frecuentes en su aplicación práctica, particularmente 
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relacionados con el incumplimiento de los procesos formales para su adecuada validación. 

En sus propias palabras, señala que “los errores frecuentes [consisten en] no seguir procesos 

para su formalización y reconocimiento”, lo cual puede afectar la eficacia probatoria de los 

documentos electrónicos. 

Asimismo, en relación con los documentos electrónicos y sus distintas modalidades 

(originales, materializados y desmaterializados), el entrevistado identifica como criterio 

relevante el cumplimiento de los requisitos y formalidades exigidas por la ley, lo cual evidencia 

una comprensión jurídica adecuada de la materia. 

En cuanto a los documentos híbridos, es decir, aquellos que contienen firma 

electrónica y firma manuscrita, el entrevistado considera que todos ellos poseen validez 

jurídica, lo cual refleja una postura flexible respecto de la coexistencia de mecanismos 

tradicionales y digitales en la contratación. 

Percepción sobre personas en situación de vulnerabilidad digital 

El entrevistado identifica como principales grupos en situación de vulnerabilidad digital 

a: 

• Personas adultas mayores  

• Personas con discapacidad  

• Personas de escasos recursos económicos  

• Personas que habitan en sectores rurales  

• Personas que no saben o no pueden utilizar dispositivos electrónicos  

Esta identificación coincide con los resultados generales de la investigación, 

evidenciando que la vulnerabilidad digital se encuentra estrechamente vinculada a factores 

estructurales como la edad, la condición socioeconómica, el acceso a tecnología y el nivel de 

alfabetización digital. 

Adicionalmente, el entrevistado considera que la principal causa de esta 

vulnerabilidad radica en “la falta de acceso a dichos instrumentos por diversas razones”, lo 

cual pone de manifiesto que la problemática no es exclusivamente tecnológica, sino también 

social, económica y estructural. 

Propuestas de mejora 

En relación con las posibles soluciones, el entrevistado plantea que la optimización 

de los servicios telemáticos y de la contratación electrónica debe abordarse a través de un 

enfoque integral que incluya: 
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• Programas de capacitación en el uso de herramientas digitales  

• Mejora en la cobertura tecnológica  

• Incremento del acceso a dispositivos tecnológicos  

• Mejora en las condiciones socioeconómicas de la población  

En sus propias palabras, señala que estas medidas permitirían “mejorar la cobertura 

de tecnología, [y] mejorar el nivel de vida de las personas”, lo cual evidencia una comprensión 

de la problemática desde una perspectiva estructural. 

Asimismo, destaca que el fortalecimiento de los servicios telemáticos contribuye 

directamente a la seguridad jurídica y a la eficiencia en los trámites, señalando que “con la 

mejora de los servicios telemáticos se brinda seguridad y eficacia en los trámites”. 

Rol del notario en entornos telemáticos 

Respecto al rol del notario en la contratación electrónica, el entrevistado considera 

que la intervención de este operador jurídico puede contribuir significativamente a garantizar 

la seguridad jurídica en los entornos digitales. En este sentido, destaca que la mejora de los 

servicios telemáticos, con la participación del notario, permite fortalecer la confianza en los 

procesos y asegurar la validez de los actos jurídicos. 

Si bien su respuesta no desarrolla de manera extensa este punto, se infiere que el 

notario cumple un rol relevante como garante de la legalidad, autenticidad y eficacia de los 

actos jurídicos, incluso en contextos digitales, lo cual resulta coherente con el modelo 

propuesto en la investigación. 

ENTREVISTA 2 – ABOGADO 

Cargo:  Abogado funcionario público 

Experiencia en entornos telemáticos 

El entrevistado manifiesta contar con experiencia en el uso de herramientas 

telemáticas dentro de su actividad profesional, señalando haber realizado actos, contratos y 

otras actuaciones en entornos digitales “con mucho éxito”. Esta afirmación evidencia un nivel 

adecuado de adaptación a los procesos de digitalización y una integración funcional de las 

tecnologías de la información en su ámbito de desempeño. 

Asimismo, se identifica que ha participado en la suscripción de documentos tales 

como contratos, cartas, peticiones y otros escritos mediante medios electrónicos, lo cual 

refleja una utilización práctica de los entornos telemáticos en la gestión administrativa y 

jurídica. A la luz de lo expuesto, la telemática se configura como una herramienta operativa 

consolidada dentro de su ejercicio profesional. 
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En relación con la firma electrónica, el entrevistado señala que dispone de una firma 

electrónica válida en el Ecuador y que la utiliza con frecuencia, lo cual constituye un elemento 

relevante para la validez de los actos jurídicos en entornos digitales y demuestra un adecuado 

nivel de alfabetización tecnológica. 

Principales problemáticas identificadas 

Desde su experiencia, el entrevistado manifiesta no haber evidenciado problemas en 

la contratación electrónica ni en el desarrollo de actuaciones telemáticas, indicando 

expresamente que no ha tenido dificultades en este ámbito. Esta percepción sugiere que, en 

ciertos contextos institucionales, los procesos telemáticos pueden desarrollarse de manera 

eficiente cuando existen condiciones adecuadas de acceso, conocimiento y soporte 

tecnológico. 

No obstante, al abordar aspectos específicos del derecho probatorio electrónico, el 

entrevistado reconoce que la validez de la prueba electrónica está condicionada al 

cumplimiento de criterios de originalidad y fiabilidad. En este sentido, afirma que “sí se cumple 

cuando se puede comprobar su originalidad y fiabilidad”, lo cual coincide con los estándares 

establecidos en el ordenamiento jurídico ecuatoriano. 

Asimismo, identifica como uno de los errores más frecuentes la confusión entre figuras 

jurídicas como la compulsa y la copia certificada, lo cual puede generar dificultades en la 

valoración probatoria de los documentos electrónicos. Este aspecto revela la existencia de 

vacíos interpretativos en la práctica jurídica respecto al tratamiento de documentos digitales. 

En relación con los documentos electrónicos, el entrevistado demuestra claridad 

conceptual al diferenciar entre: 

• Documentos electrónicos originales, que nacen en formato digital  

• Copias certificadas materializadas, que constituyen impresiones de 

documentos electrónicos  

• Documentos desmaterializados, que corresponden a la conversión de 

documentos físicos a formato digital  

Sin embargo, adopta una postura restrictiva respecto de los documentos híbridos, 

señalando que aquellos que contienen simultáneamente firma electrónica y firma manuscrita 

“no tienen validez”, lo cual refleja una interpretación más formalista en comparación con otros 

entrevistados. 
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Percepción sobre personas en situación de vulnerabilidad digital 

El entrevistado identifica como principales grupos en situación de vulnerabilidad digital 

a: 

• Personas adultas mayores  

• Personas con discapacidad  

• Personas de escasos recursos económicos  

• Personas que no saben o no pueden utilizar dispositivos electrónicos  

Esta identificación coincide con los resultados generales de la investigación y reafirma 

que la vulnerabilidad digital se encuentra asociada a factores estructurales como la edad, la 

condición socioeconómica y el nivel de alfabetización digital. 

En relación con las causas de esta vulnerabilidad, el entrevistado señala que los 

principales factores se vinculan con la necesidad de capacitación y el acceso a la tecnología, 

destacando que la problemática radica en la falta de conocimientos y facilidades tecnológicas 

para el uso adecuado de herramientas digitales. 

Propuestas de mejora 

El entrevistado propone que la optimización de los servicios telemáticos y de la 

contratación electrónica debe centrarse principalmente en: 

• Programas de capacitación a nivel nacional  

• Mejora en el acceso a la tecnología  

• Generación de facilidades tecnológicas para los usuarios  

En sus propias palabras, destaca la necesidad de implementar “capacitación 

nacional”, lo cual evidencia la importancia de políticas públicas orientadas a la alfabetización 

digital como mecanismo para reducir la brecha tecnológica. 

Asimismo, se infiere que el fortalecimiento de las capacidades digitales de la población 

permitiría mejorar la eficiencia de los servicios telemáticos y garantizar una mayor inclusión 

en los procesos electrónicos. 

Rol del notario en entornos telemáticos 

Respecto al rol del notario en la contratación electrónica, el entrevistado considera 

que su intervención puede constituir un elemento de apoyo relevante en el proceso de 

transformación digital. En este sentido, señala que: 
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“Sería de gran apoyo en la medida de que los notarios se apoyen en este proceso 

nacional de ir entendiendo el crecimiento de la transformación digital en el país y el mundo”. 

Esta afirmación pone de manifiesto que el notario no solo cumple una función 

tradicional de garantía de la legalidad, sino que también puede desempeñar un rol activo en 

la adaptación del sistema jurídico a los entornos digitales, contribuyendo a la comprensión, 

implementación y fortalecimiento de la contratación electrónica. 

ENTREVISTA 3 – JUEZ 

Cargo: Juez 

Experiencia en entornos telemáticos 

La entrevistada manifiesta contar con experiencia en el uso de herramientas 

telemáticas en el ejercicio de sus funciones jurisdiccionales, señalando haber participado en 

actuaciones como audiencias judiciales desarrolladas mediante plataformas digitales.  

Asimismo, indica haber realizado este tipo de actuaciones “con mucho éxito”, lo cual 

evidencia un nivel adecuado de adaptación a los entornos virtuales dentro del sistema judicial. 

La utilización de medios telemáticos en audiencias constituye un elemento relevante en la 

modernización de la administración de justicia, permitiendo la continuidad del servicio judicial 

en contextos digitales. 

En relación con la firma electrónica, la entrevistada señala que dispone de una firma 

electrónica válida en el Ecuador y que la utiliza con frecuencia, lo cual demuestra un 

adecuado nivel de apropiación tecnológica y una integración efectiva de herramientas 

digitales en su actividad profesional. 

Principales problemáticas identificadas 

A pesar de su experiencia positiva en el uso de medios telemáticos, la entrevistada 

identifica como una de las principales dificultades la inestabilidad de la conexión a internet, 

señalando expresamente que “no siempre hay buena conexión de internet”.  

Este aspecto constituye un factor estructural relevante que incide directamente en el 

desarrollo de audiencias telemáticas y actuaciones judiciales, pudiendo afectar principios 

como la inmediación, la continuidad del proceso y el debido proceso. 

En relación con los documentos electrónicos, la entrevistada demuestra una 

comprensión general de sus distintas categorías, señalando que estos contienen información 

electrónica susceptible de verificación, que pueden existir procesos de certificación de 

documentos electrónicos originales, y que la desmaterialización implica la transformación de 

documentos físicos a formato digital. 
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Respecto a la prueba electrónica, la entrevistada considera que esta sí cumple con 

los requisitos legales; sin embargo, identifica como principal dificultad la falta de verificación 

de la fuente de la información, señalando que “no suelen practicar la fuente de la información”. 

Este aspecto resulta relevante, ya que incide directamente en la valoración probatoria y en la 

autenticidad de los documentos digitales. 

En cuanto a los documentos híbridos, que contienen simultáneamente firma 

electrónica y firma manuscrita, la entrevistada considera que estos sí tienen validez jurídica, 

evidenciando una postura flexible y acorde con la evolución de la práctica jurídica 

contemporánea. 

Percepción sobre personas en situación de vulnerabilidad digital 

La entrevistada identifica como principales grupos en situación de vulnerabilidad 

digital a: 

• Personas adultas mayores  

• Personas de escasos recursos económicos  

• Personas que habitan en sectores rurales  

• Personas que no saben o no pueden utilizar dispositivos electrónicos  

• Personas que no cuentan con firma electrónica válida  

• Personas sin conexión estable a internet  

Esta identificación evidencia una comprensión amplia del fenómeno de la 

vulnerabilidad digital, vinculándola no solo a factores individuales, sino también a condiciones 

estructurales como el acceso a infraestructura tecnológica, la conectividad y la disponibilidad 

de herramientas digitales. 

En relación con las causas de esta vulnerabilidad, la entrevistada destaca 

principalmente la falta de uso de dispositivos electrónicos, señalando que uno de los factores 

determinantes es que existen “personas que no usan dispositivos electrónicos”.  

Propuestas de mejora 

En cuanto a las medidas para optimizar los servicios telemáticos y la contratación 

electrónica, la entrevistada propone principalmente: 

• Programas de capacitación  

• Uso de herramientas de apoyo como medios virtuales y audiovisuales  

En este sentido, señala que la capacitación constituye un elemento fundamental para 

reducir la brecha digital y mejorar el acceso a los servicios en entornos virtuales. Asimismo, 



283 

 

propone el uso de “asistencia por medios virtuales o videos”, lo cual evidencia la necesidad 

de implementar mecanismos pedagógicos accesibles para facilitar la comprensión de los 

procesos digitales. 

Estas propuestas se alinean con los resultados generales de la investigación, en los 

cuales la capacitación y la alfabetización digital se configuran como elementos clave para la 

inclusión en entornos telemáticos. 

Rol del notario en entornos telemáticos 

Respecto al rol del notario en la contratación electrónica, la entrevistada considera 

que su intervención puede contribuir como un mecanismo de apoyo para las personas en 

situación de vulnerabilidad digital, especialmente mediante el uso de herramientas 

tecnológicas que faciliten la comprensión de los actos jurídicos. 

En este sentido, señala que la intervención de un tercero, como el notario, podría 

materializarse a través de “asistencia por medios virtuales o videos”, lo cual sugiere una 

evolución del rol notarial hacia funciones de acompañamiento y orientación en entornos 

digitales.  

Esta perspectiva resulta relevante, ya que refuerza la idea de que la función notarial 

no solo garantiza la legalidad de los actos, sino que también puede desempeñar un rol activo 

en la inclusión digital y en la protección de los derechos de los grupos vulnerables. 

ENTREVISTA 4 – ABOGADO 

Cargo: Abogado en libre ejercicio 

Experiencia en entornos telemáticos 

El entrevistado manifiesta contar con experiencia en el uso de medios telemáticos en 

el ejercicio profesional, señalando haber participado en actuaciones como audiencias 

judiciales desarrolladas mediante plataformas digitales.  

Indica que ha realizado este tipo de actuaciones “con mucho éxito”, lo cual evidencia 

un nivel adecuado de adaptación a las herramientas tecnológicas en el ámbito jurídico. 

Asimismo, señala que cuenta con firma electrónica válida en el Ecuador y que la utiliza con 

frecuencia, lo cual demuestra un grado relevante de incorporación de herramientas digitales 

en la práctica profesional. 

Esta experiencia evidencia una tendencia progresiva hacia la digitalización del 

ejercicio jurídico, particularmente en el ámbito procesal y en la utilización de mecanismos de 

comunicación electrónica. 
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Principales problemáticas identificadas 

A pesar de su experiencia favorable en el uso de herramientas telemáticas, el 

entrevistado identifica como principal dificultad la inestabilidad de la conexión a internet, 

señalando que en las audiencias telemáticas “en algunos momentos se va la red y no se 

escucha lo que dicen en la audiencia”.  

Este problema incide directamente en el desarrollo de las audiencias y puede afectar 

principios fundamentales del proceso, como la inmediación, la contradicción y el debido 

proceso, evidenciando que la infraestructura tecnológica constituye un elemento 

determinante en la eficacia de los sistemas telemáticos. 

En relación con los documentos electrónicos, el entrevistado demuestra un 

conocimiento técnico adecuado, diferenciando entre: 

• Documento electrónico original, conforme a los requisitos establecidos en la 

Ley de Comercio Electrónico  

• Copias certificadas materializadas, entendidas como documentos electrónicos 

trasladados a soporte físico con fe notarial  

• Documentos desmaterializados, como aquellos que transforman información 

física en formato digital  

No obstante, identifica errores frecuentes en la práctica jurídica, particularmente la 

creencia de que cualquier documento, público o privado, sin firma de autoridad competente, 

puede ser considerado original, lo cual evidencia deficiencias en la comprensión de la 

naturaleza jurídica de los documentos electrónicos. 

En cuanto a la prueba electrónica, el entrevistado identifica como principal error la 

incorrecta valoración de documentos que no cumplen con requisitos formales de autenticidad, 

lo que puede afectar su eficacia probatoria. 

Respecto a los documentos híbridos, que contienen firma electrónica y manuscrita en 

un mismo instrumento, el entrevistado considera que estos no tienen validez jurídica, 

señalando que “debe ser una de las dos”. Esta postura refleja una interpretación más 

restrictiva frente a la evolución de los mecanismos de contratación digital. 

Percepción sobre personas en situación de vulnerabilidad digital 

El entrevistado identifica como principales grupos en situación de vulnerabilidad digital 

a: 

• Personas de escasos recursos económicos  

• Personas que no saben o no pueden utilizar dispositivos electrónicos  
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Esta identificación evidencia una visión centrada principalmente en factores 

socioeconómicos y de alfabetización digital, vinculando la vulnerabilidad con la falta de 

acceso a tecnología y el desconocimiento en el uso de herramientas digitales. 

Propuestas de mejora 

En relación con las medidas para optimizar los servicios telemáticos y la contratación 

electrónica, el entrevistado propone: 

• Capacitación en el uso de servicios telemáticos y contratación electrónica  

• Mejora de la infraestructura tecnológica, especialmente en lo relativo a la 

conectividad a internet a nivel nacional  

Estas propuestas evidencian que la solución al problema de la vulnerabilidad digital 

no es exclusivamente normativa, sino que requiere una intervención estructural que incluya 

políticas públicas en materia de educación digital e infraestructura tecnológica. 

Rol del notario en entornos telemáticos 

Respecto al rol del notario, el entrevistado reconoce su importancia en la contratación 

electrónica, destacando que: 

“El notario da fe pública, por lo tanto podría ayudar en la contratación en los entornos 

virtuales.”  

Esta afirmación reafirma el papel del notario como garante de la seguridad jurídica, 

incluso en entornos digitales, y permite sostener la tesis de que la función notarial debe 

adaptarse a los nuevos contextos tecnológicos sin perder su esencia como institución de 

confianza pública. 

Valoración general 

Finalmente, el entrevistado realiza una valoración positiva del instrumento de 

investigación, señalando que se trata de “excelentes preguntas”, lo cual evidencia la 

pertinencia metodológica del cuestionario aplicado y su adecuación para abordar la 

problemática investigada. 

ENTREVISTA 5 – NOTARIO 

Cargo: Notario público 

Experiencia en entornos telemáticos 

El entrevistado manifiesta no haber desarrollado actos, contratos o audiencias 

mediante medios telemáticos, señalando expresamente que “no ha realizado ninguno de los 

actos, por lo tanto no tiene experiencia”.  
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Asimismo, indica que no ha comparecido a actividades telemáticas en el ámbito 

jurídico ni notarial, y que, aunque cuenta con firma electrónica válida en el Ecuador, su uso 

es limitado, indicando que la utiliza “con poca frecuencia”.  

Este elemento resulta particularmente relevante desde una perspectiva empírica, en 

tanto evidencia que incluso dentro del ámbito notarial —que constituye el núcleo de la 

investigación— existen actores que aún no han incorporado plenamente los mecanismos 

telemáticos en su práctica profesional. 

Principales problemáticas identificadas 

Debido a su limitada experiencia práctica en entornos telemáticos, el entrevistado no 

identifica problemáticas derivadas directamente de la práctica, lo cual en sí mismo constituye 

un hallazgo relevante, en tanto evidencia una brecha entre el desarrollo normativo y la 

implementación efectiva de los mecanismos de contratación electrónica en el ámbito notarial. 

No obstante, desde una perspectiva teórica, el entrevistado identifica una 

problemática estructural relevante: la falta de definición clara del concepto de documento 

electrónico en el ordenamiento jurídico ecuatoriano. En sus palabras, esta indefinición “puede 

conducir a errores, principalmente en determinar si se trata o no de un documento electrónico 

original”.  

Asimismo, el entrevistado realiza una diferenciación técnica entre: 

• Mensaje de datos, entendido como un concepto amplio que engloba 

información digital  

• Documento electrónico original, vinculado a la generación primigenia del acto 

jurídico  

• Copias certificadas materializadas, que requieren intervención notarial para 

validar su autenticidad  

• Documentos desmaterializados, como aquellos que pasan de soporte físico a 

digital  

Este análisis evidencia un nivel doctrinal relevante y confirma uno de los ejes 

problemáticos de la investigación: la inseguridad jurídica derivada de la falta de precisión 

conceptual en el régimen de los documentos electrónicos. 

En cuanto a la prueba electrónica, el entrevistado reafirma esta problemática, 

señalando que la ausencia de claridad normativa genera errores en la valoración de los 

documentos digitales, particularmente en la determinación de su carácter original. 
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Validez de documentos híbridos 

A diferencia de otros entrevistados, el participante sostiene una postura más flexible 

respecto a los documentos híbridos (aquellos que contienen firma electrónica y manuscrita), 

señalando que estos sí pueden tener validez jurídica. 

En este sentido, indica que: 

“A mi criterio la ley da validez tanto a la firma manuscrita como a la firma electrónica 

[…] mientras no exista una clara determinación de invalidez […] tiene plena validez jurídica.”  

Esta posición resulta especialmente relevante para la investigación, ya que evidencia 

la existencia de criterios interpretativos divergentes en la práctica jurídica, lo cual refuerza la 

necesidad de una regulación más clara y uniforme. 

Percepción sobre personas en situación de vulnerabilidad digital 

El entrevistado identifica como principales grupos en situación de vulnerabilidad digital 

a: 

• Personas adultas mayores de 65 años  

• Personas con discapacidad  

• Personas que habitan en sectores rurales  

• Personas que no saben o no pueden utilizar dispositivos electrónicos  

Este enfoque amplía la comprensión de la vulnerabilidad digital, incorporando no solo 

factores económicos, sino también variables como la edad, la discapacidad y la ubicación 

geográfica. 

Factores que generan vulnerabilidad digital 

El entrevistado identifica como causa principal de la vulnerabilidad digital: 

“La falta de conocimiento y capacitación en el uso de sistemas y herramientas 

informáticas.”  

Esta afirmación se alinea con los hallazgos generales de la investigación, en los 

cuales la brecha digital no se limita al acceso a tecnología, sino que incluye la falta de 

habilidades para su uso efectivo. 

Propuestas de mejora 

En relación con las soluciones, el entrevistado plantea que la optimización de los 

servicios telemáticos debe centrarse en: 

• El desarrollo de herramientas tecnológicas amigables  
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• La implementación de sistemas seguros que generen confianza en los 

usuarios  

Este enfoque introduce un elemento adicional relevante: la necesidad de diseñar 

sistemas centrados en el usuario, especialmente considerando a los grupos vulnerables. 

Rol del notario en entornos telemáticos 

El entrevistado reafirma la centralidad del notario en la contratación electrónica, 

destacando que: 

“La fe pública debe subsistir como un elemento esencial en el tráfico contractual, a fin 

de salvaguardar la declaración y la voluntad de los contratantes.”  

Esta afirmación constituye un elemento clave para la tesis, en tanto refuerza la idea 

de que la función notarial no solo es compatible con los entornos digitales, sino que resulta 

necesaria para garantizar la seguridad jurídica en dichos contextos. 

Valoración general 

Finalmente, el entrevistado manifiesta no tener inconveniente en la publicación de su 

participación, lo cual refuerza la validez ética del proceso de investigación.  

ENTREVISTA 6 – ABOGADO 

Cargo: Abogado funcionario público 

Experiencia en entornos telemáticos 

El entrevistado manifiesta haber participado en actos y actuaciones mediante medios 

telemáticos, aunque con ciertas limitaciones, indicando que ha realizado dichas actividades 

“pero con cierta dificultad”.  

Asimismo, señala haber utilizado herramientas telemáticas en la suscripción de 

documentos, particularmente en la firma de contratos, cartas, peticiones y escritos, lo cual 

evidencia una experiencia funcional en el uso de tecnologías digitales en el ámbito jurídico-

administrativo.  

Adicionalmente, indica que cuenta con firma electrónica válida en el Ecuador y que la 

utiliza con frecuencia, lo que permite inferir un nivel de familiaridad operativa con los 

instrumentos digitales disponibles en el sistema jurídico ecuatoriano.  

Principales problemáticas identificadas 

El entrevistado identifica como principales dificultades en la contratación electrónica: 

• La falta de conocimiento técnico por parte de los usuarios  



289 

 

• Las limitaciones económicas de los comparecientes  

Señala expresamente que uno de los principales problemas es “la falta de 

conocimiento y la economía de los contrayentes o comparecientes”.  

Este planteamiento resulta consistente con los hallazgos generales de la 

investigación, en los que la vulnerabilidad digital no se limita al acceso a tecnología, sino que 

incluye factores socioeconómicos y educativos que condicionan la capacidad de participación 

en entornos digitales. 

Documentos electrónicos y firma electrónica 

El entrevistado adopta una posición clara respecto a la equivalencia funcional entre 

firma electrónica y firma manuscrita, señalando que: 

“Un documento electrónico […] satisface el requisito de firma del mismo modo que la 

firma autógrafa en los documentos impresos”, garantizando la autoría e integridad del 

documento.  

Esta afirmación se alinea con el principio de equivalencia funcional reconocido en la 

legislación ecuatoriana en materia de comercio electrónico, reforzando la validez jurídica de 

los actos celebrados en entornos digitales. 

En relación con la desmaterialización, el entrevistado sostiene que los documentos 

deben ser desmaterializados por autoridad competente, lo que introduce un criterio de control 

institucional relevante para garantizar la autenticidad y seguridad jurídica. 

Prueba electrónica 

En cuanto a la prueba electrónica, el entrevistado considera que los documentos 

digitales cumplen con los requisitos legales, siempre que se respete su correcta gestión, 

señalando como criterio relevante que estos “deben ser desmaterializados por autoridad 

competente”.  

Este criterio evidencia una preocupación por la cadena de autenticidad y custodia de 

los documentos electrónicos, aspecto fundamental en la seguridad jurídica de los entornos 

digitales. 

Documentos híbridos 

Respecto a los documentos con firma electrónica y manuscrita (híbridos), el 

entrevistado adopta una postura restrictiva, señalando que: 

“Deben tener unanimidad de criterio, es decir las dos electrónicas o las dos en híbrido.”  
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Esta posición contrasta con otras entrevistas analizadas, lo cual evidencia la 

existencia de criterios divergentes en la práctica jurídica, reforzando la necesidad de una 

regulación más precisa en esta materia. 

Percepción sobre personas en situación de vulnerabilidad digital 

El entrevistado identifica como principales grupos en situación de vulnerabilidad digital 

a: 

• Personas adultas mayores de 65 años  

• Personas entre 40 y 65 años  

• Personas de escasos recursos económicos  

• Personas que habitan en sectores rurales  

A diferencia de otras entrevistas, no enfatiza la discapacidad como factor principal, 

sino que centra su análisis en variables económicas y territoriales, lo cual amplía la 

comprensión multidimensional de la vulnerabilidad digital. 

Factores que generan vulnerabilidad digital 

El entrevistado identifica como principales causas de la vulnerabilidad digital: 

• Desconfianza en los sistemas tecnológicos  

• Desconocimiento del uso de herramientas digitales  

• Limitaciones económicas  

Señala expresamente que los factores determinantes son: “desconfianza, 

desconocimiento, situación económica”.  

Este enfoque incorpora un elemento adicional relevante: la desconfianza como 

barrera para la adopción de tecnologías, lo cual tiene implicaciones directas en el diseño de 

políticas públicas y sistemas digitales. 

Propuestas de mejora 

El entrevistado propone como mecanismo de mejora la creación de plataformas 

digitales institucionales de acceso gratuito, indicando que es necesario: 

“La creación de plataformas digitales de uso gratuito para uso de notarios, 

registradores y municipios para que formen documentos únicos y legales.”  

Esta propuesta resulta altamente relevante para la investigación, ya que introduce la 

necesidad de interoperabilidad institucional y estandarización de documentos en el entorno 

digital. 
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Rol del notario en entornos telemáticos 

El entrevistado reafirma la importancia del notario como garante de la seguridad 

jurídica, señalando que: 

“El notario es tenedor de fe, por eso es la persona idónea para ese hecho.”  

Esta afirmación refuerza el eje central de la tesis, en cuanto a la constitucionalización 

de la función notarial en entornos digitales. 

Recomendaciones institucionales 

Finalmente, el entrevistado plantea la necesidad de fortalecer el reconocimiento 

institucional del rol notarial, señalando que es importante que: 

“El Consejo de la Judicatura, DINARP y municipios sepan el valor de los notarios y 

registradores de la propiedad.”  

Este planteamiento introduce un componente de política pública e institucionalidad 

que resulta clave para la implementación efectiva del modelo propuesto en la investigación. 

ENTREVISTA 7 – ABOGADA EN LIBRE EJERCICIO PROFESIONAL 

Cargo: Abogada en libre ejercicio profesional 

Experiencia en entornos telemáticos 

La entrevistada manifiesta haber desarrollado actividades en entornos telemáticos con 

un alto nivel de eficacia, señalando que ha realizado actos, contratos y actuaciones virtuales 

“con mucho éxito”.  

Asimismo, indica que ha participado en audiencias judiciales y en la suscripción de 

documentos electrónicos, particularmente en la firma de contratos, peticiones y escritos, lo 

cual evidencia una integración efectiva de herramientas digitales en su ejercicio profesional.  

Adicionalmente, señala que cuenta con firma electrónica válida en el Ecuador y que 

la utiliza con frecuencia, lo que demuestra un adecuado nivel de adopción tecnológica en el 

ámbito jurídico.  

Principales problemáticas identificadas 

A diferencia de otras entrevistas, la entrevistada no reporta dificultades relevantes en 

la utilización de medios telemáticos, indicando expresamente que no ha evidenciado 

problemas en la contratación electrónica ni en la comparecencia telemática.  

Este resultado resulta significativo dentro del análisis comparado de entrevistas, ya 

que evidencia que la experiencia en entornos digitales puede variar considerablemente en 
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función del nivel de capacitación, acceso a tecnología y familiaridad con herramientas 

electrónicas. 

Documentos electrónicos y desmaterialización 

La entrevistada presenta una comprensión clara y técnica sobre las distintas 

categorías de documentos electrónicos, señalando que: 

• Los documentos electrónicos originales tienen la misma validez y eficacia 

jurídica que los documentos físicos  

• Los documentos materializados requieren certificación para adquirir validez 

jurídica  

• La desmaterialización consiste en la conversión de documentos físicos en 

documentos electrónicos  

Esta diferenciación evidencia un conocimiento adecuado del marco jurídico 

ecuatoriano en materia de comercio electrónico y refuerza el principio de equivalencia 

funcional. 

Prueba electrónica 

En relación con la prueba electrónica, la entrevistada considera que, en términos 

generales, esta cumple con los requisitos legales, aunque identifica como principal error: 

• La omisión de la autorización de las partes en procesos de materialización o 

desmaterialización de documentos  

Este hallazgo resulta relevante, ya que introduce un elemento de consentimiento 

expreso como requisito clave para la validez jurídica de los documentos electrónicos. 

Documentos híbridos 

La entrevistada adopta una postura crítica respecto a la coexistencia de firmas 

electrónicas y manuscritas en un mismo documento, señalando que: 

“Un documento pierde validez jurídica al utilizar en un mismo documento los dos tipos 

de firma”.  

Esta posición se fundamenta en la necesidad de garantizar la autenticidad de la firma 

electrónica, particularmente en procesos de materialización, lo cual evidencia nuevamente la 

falta de uniformidad doctrinal y práctica en este ámbito. 

Percepción sobre personas en situación de vulnerabilidad digital 

La entrevistada identifica como principales grupos en situación de vulnerabilidad 

digital a: 
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• Personas adultas mayores de 65 años  

• Personas con discapacidad  

• Personas de escasos recursos económicos  

• Personas que habitan en sectores rurales  

• Personas que no saben o no pueden utilizar dispositivos electrónicos  

• Personas sin conexión estable a internet  

Este enfoque evidencia una comprensión amplia de la vulnerabilidad digital, 

integrando factores tecnológicos, sociales y territoriales. 

Factores que generan vulnerabilidad digital 

La entrevistada identifica como causa principal de la vulnerabilidad digital: 

• El escaso conocimiento de los medios electrónicos  

• La falta de manejo adecuado de la información  

• La ausencia de conocimientos jurídicos  

Señala expresamente que los grupos vulnerables se ven afectados por “el escaso 

conocimiento de los medios electrónicos y/o manejo idóneo de información o conocimiento 

legal”.  

Este criterio introduce un elemento clave: la relación entre alfabetización digital y 

alfabetización jurídica. 

Propuestas de mejora 

Como mecanismo de mejora, la entrevistada propone: 

• La instrucción previa de los grupos vulnerables  

Este planteamiento refuerza la importancia de la capacitación como eje estructural de 

la inclusión digital y de la protección de derechos en entornos telemáticos. 

Rol del notario y de terceros en entornos digitales 

La entrevistada destaca la importancia de la intervención de terceros (incluido el 

notario), señalando que estos deben: 

“tener información veraz y oportuna para las personas que quieran acceder a este tipo 

de servicios o medios electrónicos”.  

Este criterio amplía la función del notario, no solo como garante de la fe pública, sino 

también como agente de información, orientación y protección en entornos digitales. 
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Consideraciones finales 

La entrevistada autoriza la identificación de su participación, indicando su nombre 

como Gina Bailón, lo cual aporta transparencia y trazabilidad al proceso investigativo 

ENTREVISTA 8 – ABOGADO 

Cargo: Abogado en libre ejercicio profesional 

Experiencia en entornos telemáticos 

El entrevistado manifiesta contar con experiencia significativa en el uso de 

herramientas telemáticas dentro de su ejercicio profesional, señalando haber realizado actos, 

contratos y actuaciones en entornos digitales “con mucho éxito”.  

Asimismo, indica haber participado en diversas actividades mediante medios 

telemáticos, tales como audiencias judiciales, audiencias de mediación y celebración de actos 

o contratos, lo cual evidencia un alto grado de integración de la tecnología en su práctica 

jurídica.  

Adicionalmente, el entrevistado señala que dispone de firma electrónica válida en el 

Ecuador y que la utiliza con frecuencia, lo que refuerza su capacidad operativa en el ámbito 

de la contratación electrónica.  

Principales problemáticas identificadas 

El entrevistado manifiesta no haber evidenciado dificultades en la contratación 

electrónica ni en la utilización de medios telemáticos, indicando expresamente que no ha 

identificado problemas en este ámbito (“ninguna”).  

Este resultado constituye un hallazgo relevante, en tanto confirma que, bajo 

determinadas condiciones de conocimiento y acceso tecnológico, los entornos telemáticos 

pueden funcionar de manera eficiente y segura. 

Documentos electrónicos y desmaterialización 

El entrevistado demuestra un conocimiento técnico adecuado respecto a los 

documentos electrónicos, señalando que: 

• La certificación constituye la materialización del documento electrónico, es 

decir, su conversión a soporte físico con intervención notarial  

• La desmaterialización implica la transformación de un documento físico en un 

documento electrónico mediante la actuación del notario  
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Este planteamiento evidencia una comprensión clara del rol del notario en los 

procesos de conversión documental, particularmente en la garantía de autenticidad y validez 

jurídica. 

Prueba electrónica 

En relación con la prueba electrónica, el entrevistado identifica como principal 

problemática: 

• El desconocimiento de los documentos electrónicos por parte de ciertas 

autoridades  

Señala expresamente que: 

“No tienen conocimiento de los documentos electrónicos ciertas autoridades”.  

Este hallazgo resulta especialmente relevante, ya que desplaza el foco del problema 

desde los usuarios hacia los operadores del sistema jurídico, evidenciando una brecha 

institucional en la comprensión y aplicación del derecho digital. 

Documentos híbridos 

Respecto a los documentos que contienen simultáneamente firma electrónica y firma 

manuscrita, el entrevistado sostiene que estos deben ser considerados como: 

“Un solo documento”.  

Esta postura introduce una visión integradora de los documentos híbridos, en 

contraste con otras entrevistas que plantean su invalidez, lo cual refuerza la existencia de 

criterios divergentes en la práctica jurídica ecuatoriana. 

Percepción sobre personas en situación de vulnerabilidad digital 

El entrevistado identifica como principales grupos en situación de vulnerabilidad digital 

a: 

• Personas adultas mayores de 65 años  

• Personas entre 40 y 65 años  

• Personas con discapacidad  

• Personas que habitan en sectores rurales  

• Personas sin conexión estable a internet  

A diferencia de otras entrevistas, no enfatiza el factor económico ni la falta de 

alfabetización digital como elementos centrales, lo cual evidencia diversidad en la percepción 

del fenómeno. 
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Factores que generan vulnerabilidad digital 

El entrevistado identifica como causa principal de la vulnerabilidad digital: 

• El uso y dependencia de plataformas electrónicas  

Señala expresamente como factor determinante: “plataformas electrónicas”.  

Este enfoque introduce un elemento novedoso, en tanto sugiere que la complejidad o 

diseño de las plataformas puede constituir una barrera para ciertos grupos de la población. 

Propuestas de mejora 

En relación con las medidas para optimizar los servicios telemáticos, el entrevistado 

propone: 

• La socialización de los servicios telemáticos  

Esta propuesta resalta la importancia de la difusión y conocimiento de los servicios 

digitales como mecanismo para fomentar su utilización y reducir la brecha digital. 

Rol del notario en entornos telemáticos 

Respecto al rol del notario, el entrevistado enfatiza la importancia de garantizar el 

principio de autonomía de la voluntad en la contratación electrónica, señalando que: 

“La notaría deberá constatar totalmente este principio en el acto o contrato a 

celebrarse”.  

Esta afirmación refuerza el rol del notario como garante de la voluntad libre e 

informada de las partes, especialmente en entornos digitales donde pueden existir riesgos de 

incomprensión o vulneración de derechos. 

Consideraciones finales 

El entrevistado no presenta observaciones adicionales, indicando “ninguna” 

recomendación final, lo cual puede interpretarse como una valoración positiva del instrumento 

de investigación. 

ENTREVISTA 9 – ABOGADO 

Cargo: Abogado en libre ejercicio profesional 

Experiencia en entornos telemáticos 

El entrevistado manifiesta haber participado en actividades telemáticas dentro de su 

ejercicio profesional, aunque con ciertas limitaciones, señalando que ha realizado actos, 

contratos y audiencias mediante medios digitales “pero con cierta dificultad”.  
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Asimismo, indica haber participado en audiencias judiciales y audiencias de mediación 

mediante plataformas digitales, lo cual evidencia un nivel básico de interacción con 

herramientas telemáticas en el ámbito jurídico.  

No obstante, el entrevistado señala que no cuenta con firma electrónica válida en el 

Ecuador, lo cual constituye una limitación significativa para la participación plena en procesos 

de contratación electrónica y evidencia una brecha operativa relevante en el uso de 

herramientas digitales.  

Principales problemáticas identificadas 

El entrevistado manifiesta no haber realizado trámites relacionados con contratación 

electrónica, indicando expresamente que: 

“No he realizado ningún trámite respecto a los diferentes temas”.  

Este elemento resulta particularmente relevante, ya que evidencia que, incluso dentro 

del ejercicio profesional del derecho, existen actores que no participan activamente en 

entornos digitales, lo cual confirma la existencia de una brecha entre la disponibilidad de 

herramientas tecnológicas y su uso efectivo. 

Documentos electrónicos y desmaterialización 

El entrevistado demuestra un conocimiento básico sobre los procesos de 

materialización y desmaterialización documental, señalando que: 

• La certificación implica la materialización del documento electrónico, es decir, 

su traslado a soporte físico con intervención notarial  

• La desmaterialización corresponde a la conversión de documentos físicos en 

documentos electrónicos  

Este planteamiento evidencia una comprensión funcional del rol del notario en los 

procesos documentales electrónicos. 

Prueba electrónica 

En relación con la prueba electrónica, el entrevistado considera que esta cumple con 

los requisitos legales, señalando expresamente que: 

“Sí cumple como requisitos legales”.  

Sin embargo, no identifica errores específicos en su aplicación, lo cual puede 

interpretarse como una limitación derivada de su escasa experiencia práctica en este ámbito. 
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Documentos híbridos 

Respecto a los documentos que contienen simultáneamente firma electrónica y firma 

manuscrita, el entrevistado considera que estos sí tienen validez jurídica, indicando que: 

“Sí tiene validez”.  

Esta posición se alinea con una visión flexible del derecho digital, aunque sin un 

desarrollo argumentativo profundo. 

 

Percepción sobre personas en situación de vulnerabilidad digital 

El entrevistado identifica como principales grupos en situación de vulnerabilidad digital 

a: 

• Personas adultas mayores de 65 años  

• Personas con discapacidad  

• Personas que no saben o no pueden utilizar dispositivos electrónicos  

• Personas sin conexión estable a internet  

Este enfoque resalta factores relacionados con la edad, la discapacidad y la 

alfabetización digital como elementos determinantes de la vulnerabilidad. 

Factores que generan vulnerabilidad digital 

El entrevistado identifica como causa principal de la vulnerabilidad digital: 

• El desconocimiento de las vías electrónicas  

Señala expresamente que el problema radica en el “desconocimiento de las vías 

electrónicas de las personas”.  

Este criterio refuerza la importancia de la alfabetización digital como elemento 

estructural en la inclusión tecnológica. 

 

Propuestas de mejora 

En relación con las medidas para optimizar los servicios telemáticos, el entrevistado 

propone: 

• Mejorar la calidad del servicio a los usuarios  

Señala que “sí se puede contribuir de la mejor manera [con] mejor servicio de los 

usuarios”.  
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Si bien la propuesta es general, evidencia la necesidad de fortalecer la calidad 

institucional en la prestación de servicios digitales. 

Rol del notario en entornos telemáticos 

Respecto al rol del notario, el entrevistado considera que su intervención puede 

contribuir de manera eficaz en la contratación electrónica, señalando que: 

“De una manera eficaz para que puedan realizar diferentes contratos con estas 

personas”.  

Esta afirmación refuerza la idea del notario como facilitador del acceso a la 

contratación en entornos digitales, especialmente para grupos vulnerables. 

 

Consideraciones finales 

El entrevistado destaca la importancia de la formación continua, señalando que: 

“Estos tipos de cursos nos retroalimentan como profesionales de derecho para mejor 

desenvolvimiento en el campo día a día”.  

Este planteamiento refuerza la necesidad de capacitación constante como elemento 

clave para la adaptación del ejercicio profesional a los entornos digitales. 

ENTREVISTA 10 – ABOGADO 

Cargo: Abogado en libre ejercicio profesional 

Experiencia en entornos telemáticos 

El entrevistado manifiesta haber participado activamente en entornos telemáticos 

dentro de su ejercicio profesional, indicando que ha realizado actos, contratos y audiencias 

mediante medios digitales “con mucho éxito”.  

Asimismo, señala haber intervenido en audiencias judiciales a través de plataformas 

telemáticas, lo que evidencia un nivel de familiaridad funcional con las herramientas digitales 

en el ámbito jurídico.  

No obstante, el entrevistado indica que no cuenta con firma electrónica válida en el 

Ecuador, lo cual representa una limitación relevante para la participación plena en procesos 

de contratación electrónica y pone en evidencia una contradicción entre el uso práctico de 

herramientas digitales y la formalización jurídica de los actos.  
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Principales problemáticas identificadas 

El entrevistado identifica como principal dificultad en el uso de entornos telemáticos la 

experiencia en audiencias de juicio, señalando que este tipo de actuaciones presentan 

desafíos específicos en el entorno digital.  

Este criterio permite inferir que, aunque existe un uso efectivo de herramientas 

telemáticas, persisten dificultades en contextos que requieren mayores niveles de formalidad, 

control procesal y verificación de garantías. 

Documentos electrónicos y desmaterialización 

El entrevistado presenta una comprensión general sobre la naturaleza de los 

documentos electrónicos, señalando que: 

• El documento electrónico se caracteriza por incorporar firma electrónica  

• Las copias certificadas materializadas pueden ser obtenidas del sistema y 

utilizadas como medio probatorio  

• Los documentos desmaterializados son aquellos que cuentan con fe pública 

notarial respecto de su originalidad  

Este planteamiento evidencia una comprensión práctica del funcionamiento del 

documento electrónico dentro del sistema jurídico. 

Prueba electrónica 

En relación con la prueba electrónica, el entrevistado identifica como principal 

problema: 

“Que los documentos que sirven como prueba electrónica no cuentan con la firma 

electrónica”.  

Este señalamiento es particularmente relevante, ya que introduce una problemática 

estructural vinculada a la autenticidad y validez probatoria en entornos digitales, lo cual incide 

directamente en la seguridad jurídica. 

Documentos híbridos 

Respecto a los documentos que contienen simultáneamente firma electrónica y firma 

manuscrita, el entrevistado considera que estos sí tienen validez jurídica, indicando que: 

“Sí es válido”.  

Esta postura evidencia una aceptación práctica de modelos híbridos en la contratación 

electrónica. 
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Percepción sobre personas en situación de vulnerabilidad digital 

El entrevistado identifica como principales grupos en situación de vulnerabilidad digital 

a: 

• Personas adultas mayores de 65 años  

• Personas con discapacidad  

• Personas que no saben o no pueden utilizar dispositivos electrónicos  

Este enfoque resalta factores relacionados con la edad, la discapacidad y la 

alfabetización digital como elementos centrales de la vulnerabilidad. 

Factores que generan vulnerabilidad digital 

El entrevistado identifica como causa principal de vulnerabilidad digital a: 

• Las personas con discapacidad  

Señala expresamente que este grupo constituye el más afectado en el uso de 

tecnologías y contratación electrónica.  

Este criterio introduce una dimensión de accesibilidad como elemento estructural del 

problema. 

Propuestas de mejora 

El entrevistado propone como principal mecanismo para optimizar los servicios 

telemáticos: 

• La capacitación  

Señala expresamente que la mejora puede lograrse “con capacitaciones”.  

Esta propuesta refuerza la importancia de la formación como eje central de la inclusión 

digital. 

Rol del notario en entornos telemáticos 

El entrevistado considera que la intervención del notario puede contribuir a mejorar 

los procesos de contratación electrónica, señalando que: 

“Ayudaría a la agilidad de los procesos”.  

Este criterio destaca al notario como un actor que no solo garantiza la seguridad 

jurídica, sino que también puede optimizar la eficiencia en entornos digitales. 

Consideraciones finales 

El entrevistado valora positivamente la investigación, señalando: 
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“Muy buena su ponencia”.  

Este comentario, aunque breve, refleja una percepción favorable respecto del enfoque 

de la investigación y su pertinencia en el contexto actual. 

ENTREVISTA 11 – ABOGADO 

Cargo: Abogada en libre ejercicio profesional 

Experiencia en entornos telemáticos 

La entrevistada manifiesta no haber participado en actos, contratos o audiencias 

mediante medios telemáticos, señalando expresamente que no ha realizado este tipo de 

actividades.  

Asimismo, indica que no ha comparecido a ningún tipo de actividad jurídica a través 

de plataformas digitales, lo cual evidencia una ausencia total de experiencia práctica en 

entornos telemáticos.  

Adicionalmente, señala que no cuenta con firma electrónica válida en el Ecuador, lo 

que refuerza la existencia de una barrera estructural que limita su participación en procesos 

de contratación electrónica.  

Principales problemáticas identificadas 

La entrevistada no reporta dificultades específicas en la contratación electrónica o en 

el uso de entornos telemáticos, señalando expresamente que: 

“no” ha evidenciado inconvenientes en este ámbito.  

Este elemento es particularmente relevante, ya que evidencia que la ausencia de 

experiencia práctica impide identificar problemáticas concretas, lo cual constituye en sí mismo 

un indicador de exclusión digital. 

Documentos electrónicos y desmaterialización 

La entrevistada presenta una comprensión básica de los documentos electrónicos, 

indicando que: 

• El documento electrónico original se encuentra en el protocolo notarial  

• Las copias certificadas materializadas se obtienen de los documentos 

registrados  

• Los documentos desmaterializados corresponden a documentos trasladados 

a formato digital  
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Este planteamiento evidencia una noción general del funcionamiento documental en 

entornos digitales, aunque con limitaciones conceptuales. 

Prueba electrónica 

En relación con la prueba electrónica, la entrevistada considera que esta cumple con 

los requisitos legales, señalando que: 

“sí cumple, y son de gran ayuda”.  

No obstante, no identifica errores específicos en su aplicación, lo cual se relaciona 

con la falta de experiencia práctica previamente señalada. 

Documentos híbridos 

Respecto a los documentos que contienen simultáneamente firma electrónica y firma 

manuscrita, la entrevistada adopta una postura restrictiva, señalando que: 

“no debería darse, debido a que la firma electrónica debe constar en el documento 

electrónico, si se imprime debe tener la firma manuscrita”.  

Este criterio refleja una interpretación formalista del documento electrónico y su 

relación con el soporte físico. 

Percepción sobre personas en situación de vulnerabilidad digital 

La entrevistada identifica como principales grupos en situación de vulnerabilidad 

digital a: 

• Personas adultas mayores de 65 años  

• Personas con discapacidad  

• Personas de escasos recursos económicos  

• Personas que viven en sectores rurales  

• Personas que no saben o no pueden utilizar dispositivos electrónicos  

Este enfoque evidencia una comprensión amplia de la vulnerabilidad digital, 

incorporando factores económicos, territoriales y educativos. 

Factores que generan vulnerabilidad digital 

La entrevistada identifica como causa principal de la vulnerabilidad digital: 

• La falta de conocimiento sobre la tecnología  

Señala expresamente que el problema radica en la “falta de conocimiento sobre la 

tecnología”.  
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Este criterio refuerza la importancia de la alfabetización digital como elemento 

estructural en la protección de derechos. 

Propuestas de mejora 

En relación con las medidas para optimizar los servicios telemáticos, la entrevistada 

propone: 

• Incrementar progresivamente el uso de herramientas tecnológicas  

• Implementar programas y sistemas de almacenamiento digital  

• Mejorar la gestión de documentos electrónicos  

Señala que esto permitiría lograr “mayor agilidad” en los procesos.  

Rol del notario en entornos telemáticos 

La entrevistada otorga un rol central al notario en la contratación electrónica, 

señalando que: 

“El notario es el principal actor, caso contrario no se da paso a la legalización de estos 

documentos”.  

Este criterio refuerza la importancia de la función notarial como garantía de validez y 

seguridad jurídica en entornos digitales. 

Consideraciones finales 

La entrevistada no formula observaciones adicionales, limitándose a agradecer la 

exposición realizada en el marco de la investigación.  

ENTREVISTA 12 – ABOGADO 

Cargo: Abogado en libre ejercicio profesional 

Experiencia en entornos telemáticos 

El entrevistado manifiesta haber participado en actos, contratos o actividades 

mediante medios telemáticos, aunque señala que dicha experiencia se ha desarrollado con 
cierta dificultad.  

Asimismo, indica que ha utilizado medios digitales específicamente para la firma de 
contratos, cartas, peticiones y escritos, lo que evidencia una interacción parcial con 

herramientas telemáticas en el ejercicio profesional.  

En cuanto al uso de firma electrónica, señala que cuenta con una firma electrónica 

válida y que la utiliza con frecuencia, lo que permite inferir un mayor nivel de integración 

tecnológica en comparación con otros entrevistados.  
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Principales problemáticas identificadas 

El entrevistado identifica una problemática concreta en la práctica notarial relacionada 

con el uso de documentos electrónicos, señalando que: 

“Envié una minuta con firma electrónica y en la Notaría me hicieron firmar 

físicamente… parece que no tenían idea de cómo se debe actuar en estos casos”.  

Este testimonio resulta especialmente relevante, ya que evidencia: 

• Falta de uniformidad en la aplicación normativa  

• Desconocimiento operativo en notarías sobre documentos electrónicos  

• Persistencia de prácticas tradicionales incompatibles con la normativa digital  

En consecuencia, se configura un escenario de inseguridad jurídica en la contratación 

telemática. 

Documentos electrónicos y desmaterialización 

El entrevistado presenta una comprensión técnica más desarrollada, señalando que: 

• El documento electrónico original contiene todas las firmas electrónicas y se 

encuentra bajo custodia notarial  

• El documento materializado corresponde a una certificación notarial de un 

documento electrónico  

• El documento desmaterializado implica la conversión de un documento físico 

en mensaje de datos  

Este nivel de precisión evidencia un conocimiento adecuado del régimen jurídico de 

los documentos electrónicos. 

Prueba electrónica 

En relación con la prueba electrónica, el entrevistado identifica como principal error: 

• La impresión o reproducción de documentos electrónicos, lo que provoca la 

pérdida de su valor jurídico  

Señala expresamente que: 

“Se imprimen o se reproducen los documentos electrónicos y de esta forma pierden 

su valor”.  

Este criterio resulta consistente con la doctrina sobre integridad y autenticidad del 

mensaje de datos. 
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Documentos híbridos 

El entrevistado adopta una postura restrictiva respecto a los documentos híbridos, 

indicando que: 

“No tiene valor legal, por cuanto el documento electrónico debe ser suscrito 

electrónicamente por todos los intervinientes”.  

Este planteamiento evidencia una interpretación estricta del principio de integridad del 

documento electrónico. 

Percepción sobre personas en situación de vulnerabilidad digital 

El entrevistado identifica como grupos en situación de vulnerabilidad digital a: 

• Personas adultas mayores  

• Personas con discapacidad  

• Personas de escasos recursos económicos  

• Personas que habitan en zonas rurales  

• Personas sin conocimientos tecnológicos  

• Personas sin firma electrónica  

• Personas sin acceso a internet  

A diferencia de otras entrevistas, incorpora explícitamente: 

✔ Falta de firma electrónica 

✔ Falta de conectividad 

lo cual amplía el enfoque estructural de la vulnerabilidad digital. 

Factores que generan vulnerabilidad digital 

El entrevistado identifica como causas principales: 

• Desconocimiento tecnológico  

• Falta de recursos económicos  

Señala expresamente que la problemática radica en el “desconocimiento y falta de 

recursos”.  

Este enfoque combina dimensiones: 

✔ Educativa 
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✔ Económica 

Propuestas de mejora 

El entrevistado propone como mecanismos de mejora: 

• Difundir el uso de medios electrónicos  

• Incentivar la utilización de herramientas digitales  

• Facilitar el acceso a servicios telemáticos  

Señala que es necesario: 

“difundir y utilizar los medios electrónicos”.  

Rol del notario en entornos telemáticos 

El entrevistado introduce un aporte particularmente relevante en relación con el rol del 

notario, señalando que: 

• El notario debe facilitar el acceso a la firma electrónica  

• Se debe permitir que los usuarios puedan firmar electrónicamente sin 

necesidad de adquirir directamente la firma  

• Los notarios podrían asumir un rol activo en la provisión o gestión de firmas 

electrónicas  

En sus palabras: 

“Los Notarios deberían contratar la firma para lograr habilitar a sus usuarios”.  

Este planteamiento constituye un aporte innovador, alineado con tu modelo teórico de 

intervención notarial. 

Consideraciones finales 

El entrevistado no formula observaciones adicionales, limitándose a autorizar el uso 

de su información en la investigación.  

Síntesis e interpretación de resultados 

Del análisis integral de las doce entrevistas semiestructuradas se evidencia la 

existencia de patrones recurrentes que permiten caracterizar la vulnerabilidad digital como un 

fenómeno estructural que incide directamente en la eficacia del ejercicio de los derechos 

constitucionales en entornos telemáticos. 

En primer lugar, se identifica una brecha significativa entre el desarrollo normativo y 

su aplicación práctica, particularmente en lo relativo a la contratación electrónica, el uso de 
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documentos electrónicos y la actuación notarial en entornos digitales. Esta situación genera 

escenarios de inseguridad jurídica, evidenciados en prácticas como la incorrecta valoración 

de la prueba electrónica, la falta de uniformidad en el tratamiento de documentos híbridos y 

el desconocimiento operativo por parte de actores jurídicos. 

En segundo lugar, los resultados confirman que la vulnerabilidad digital se configura 

a partir de la interacción de factores estructurales, tales como la falta de acceso a tecnología, 

la insuficiente alfabetización digital, las limitaciones económicas y la ausencia de políticas 

públicas específicas, lo cual afecta de manera directa a grupos como personas adultas 

mayores, personas con discapacidad y sectores rurales. 

En tercer lugar, se evidencia una coincidencia generalizada respecto al rol 

fundamental del notario como garante de la seguridad jurídica en entornos telemáticos, 

destacándose su función en la verificación de la voluntad, la autenticidad documental y la 

protección de los derechos de los usuarios, especialmente de aquellos en situación de 

vulnerabilidad. 

En este sentido, los resultados empíricos obtenidos permiten corroborar la hipótesis 

de investigación, en cuanto el insuficiente desarrollo normativo e institucional de los 

mecanismos jurídicos y notariales en la contratación telemática incide negativamente en la 

protección efectiva de los derechos constitucionales de las personas en situación de 

vulnerabilidad digital y en la seguridad jurídica de las transacciones. 

Finalmente, estos hallazgos constituyen el fundamento empírico del modelo teórico 

propuesto, así como de la iniciativa legislativa desarrollada en el capítulo correspondiente, 

orientada a fortalecer la protección de los derechos en entornos digitales mediante la 

reconfiguración del rol del notario y la implementación de mecanismos jurídicos adecuados. 
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